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MtoataeíoJi. — Negado» Id» hechos en que se funda la acusación, la 
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al último á la escrituración de dicha venta, en la cual no re- 
sulla que nava habido previo acuerdo, ni se espresan las con- 
diciones y la persona del comprador. Página 69. 

Acción posesoria . — Véase: Interdicto, 

Acreedor . — El que obtiene el embargo de un crédito perteneciente i 
su deudor, tiene el derecho de practicar por si mismo las 
gestiones conducentes á hacerlo efectivo, siempre que el ti- 
tular de él, los abandone 6 descuide. Página 41 . 

Acusación. — Producida ésta, debe correrse traslado de ella. Pégi- 
na 30. 

Acusación. — No debe ser calificada de calumniosa, cuando no se ha 
demostrado que el acusador haya procedido con voluntad 
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criminal, y mulla que ha sido guiado por razones que han 
podido inducirlo en error. Pagina Í79. 
Administrador, - Véase: Sociedad. 

Aduana.— Guando »e irala de mercaderías de fácil deterioro, la Adua- 
na puede, durante el juicio de apelación, mandarlas vender 
si el interesado se niega á retirarlas, depositando 6 afianzan- 
do u inporte. Pagina 407 . 
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G 

Calumnia . — Véaae : Acusación . 

Circulación de híteles faltos de curso legal. — Es justa la pena de 
cuatro ano* de trabajos loriados y quinientos pesos fuertes 
de multa, impuesta al reo convicto y confeso del delito de 
circulación do billetes hlsos de curso legal. Pagina 178. 

Circulaeion d¿ billetes falsos de curso legal, — La lieoha con conoci- 
miento de la falsedad, constituye el detilo previsto y pona- 
do por el articulo 63 de la ley penal de 14 de setiembre de 
1803. Página 402. 

Comiso. — Cae en é», el eiceso sobre las mercaderías manifestadas, 
aunque se haya presentado solicitud de adición, si ésta so 
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presentó después de haber habido principio de verificación. 
Página 5. 

Comiso. — El embarque de fruto del país sujeto á derecho» de «por* 
Ucton, verificado ain haber obtenido el boleto correspon- 
diente, es castigado con la pena de comiso de los frutos ; y 
con una mulla igual á su valor á los que han intervenido en 
la operación sin haber cumplido, por su parte, conlas obli- 
gaciones que les corresponden . Página 195. 

Comino. — Caen en él las mercaderías no manifestadas por error, cuan- 
do éste no ha sido salvado antes de I» denuncia. Página 411. 

Comiso. Cuando en el despacho de mercaderías de depósito se roa» 
nifie&U el peso de cada bulto separadamente y el total de 
lodos los bultos, la tolerancia del «ceso no debe apreciarle 
cun arreglo & la totalidad, sino con arreglo al peso de cada 
bulto. Página 418. 

Comiso. — Cae en él, el exceso sobre las mercaderías manifestada», 
ai no se ha salvado el error antes de concluirse la descarga & 
de haber sido denunciado. Página 437. 

Comiso. — Los errores en el manifiesto ó su traducción, no saltados 
en tiempo, son castigado» con la penade comiso por las mer- 
caderías manifestadas de menos, salvólas que pueden repu- 
tarse como útiles del buque. Pagina 443. 

Competencia, — En la duda debe leuerse en cuenta, para los electos 
de la jurisdicción, la prevención en el conocimiento d« la 
causa. Página 09. 

Competencia. — En la causa de jurisdicción federal por ratón da la» 
personas, el convenio d»í las parles, de someterse en todo 
lo que respecta al contrato, á los tribunales da la Capital, 
justifica la competencia de estos, para conocer en la ejecu- 
ción de dicho contrato. Pagina 210. 

Competencia. — Véase : Domicilio ; Tromparte. 

Compra-venta. — Las accione» que los artículos 1345 y 1346 del Có- 
digo Civil acuerdan al comprador, por latía de continencia da 
la superficie vendida, no proceden, cuando dicha bita se 
atribuye & la parte de la misma superficie que la Municipa- 
lidad, sin ser dueña de ella, ha destinado, cun anteriora 
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dad á la venta, para calles no abiertas todavía. Página 51. 
Compra-Mal*. - Procede la acción por disminución de precio, ha- 
biendo sido la venia por un precio único, si las partes han 
dado por entente alguna de las calles á que alude el su- 
mario anterior, enunciándola como lindera del terreno ven- 
dido, y ai dentro de esa calle existe una área mayor del 
vigésimo del área loial designada en el contrato. Página 51 . 
Compra-venta. -U acción por disminución de precio, n* está su- 
jeta á la prescripción establecida por el articulo 4U4G del 
Código Civil- Página 51 . 
Contestación á la demanda. - No puede ampliara, después de tra- 
bado el pleito por demanda y por respuesta, y de Mamados 
los autos. Página 24. 
Contrabando. - Loa empleados de Aduana no pueden presentar de- 
nuncia de contrabando á los tribunales : deben hacerlas al jefe 
de la Aduana, por conducto de su superior inmediato. Pa- 
gina 224. , 
ilorrenpoHdentia. - Véase : Snslmeeion $ violación de correspondencia. 
Cestas.- Es apelable el auto que exime de ellas al vencido. Pá- 
gina 21. .11 
Cosías. - Procede imponerlas al que se opone á la concesión del re- 
curso de apelación que la contraparte interpone contra el 
auto que la declara confesa. Página 27. 
Costas.- Es justa la declaración de costas á cargo del demandante 
que desiste de la acción, ü no Ua expresado oportunamente 
que desistia en virtud de convenio con el demandado. Pá- 
gina na. 

Crédito - No procede la venta en remate público de un créd.to em- 
bargado, cuando dicho crédito es contra un concurso, y su 
pago d 3 pende de la colocación que se le dé en el juicio co- 
rrespondiente, sobre una suma de dinero depositada á la *t- 
dendel Juigado. Página 152. 

Crédito. - No procede la inscripción preventiva de un crédito privile- 
giado, si en el estado de la causa no puede darse por aven- 
guada su existencia y su monto. Página 385. 
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Defraudación. - No constituyen delito de defraudación con abuso de 
confianza, las operaciones por las cuales un gerente del Ba" 
Nacional en liquidación, ha admitido que tos deudores 
unas letra* quedaran sostitqidos por oíros, ilamlo estos últi- 
mos garantía hipotecaria sobre propiedades que aquellos les 
traspasaron al i-recio. Página 218. 

Defraudación.— FA perjuicio característico de este delito, debe ser 
real, con firmándose la intención, si existiera, con el hecho. 
Página VOS, 

Delito. ~ Véase: Mtmtlnto. 

Delitos. — Cuando una persona comete dos delitos, uno del fuero fede- 
ral y utro dfl fuero ordinario, ellos deben ser juzgados suce- 
sivamente anle las respectivas jurisdicciones . Página 219. 

Denunciante. — El de contrabando de guano, no liena derecho de 
intervenir en el juicio correspondiente. Página 14. 

Derechos pomorioi* — Véase : Prnesion. 

Domicilio. — Ninguna persona puede tener en el país dos domicilios 
generales. Página 08. 

Domicilio. — Entre dos lunares pretendidos como domicilio, de los 
cuales en uno resulta haber el causante ejercido su profe- 
sión, construido casa para su habitación habitual, hecho tes- 
tamento, tener sus domicilios los albaceas nombrados, haber 
estado radicada la administración de su finca de campo, y 
ser su domicilio de origen, y en t- 1 utro haber tenido 
dencia temporaria 6 periódica y ejercido funciones, 
estarse por el primero, máxime cuando en docunu 
blico otorgado pocos meses antes de su muerte, en 
tanle de los dos disputados, el causante declaro ser aquel 
su domicilio. Página 98. 
Domicilio. — Una vez adquirido, se conserva mientras no se manifieste 
la voluntad de cambiarlo, y tal voluntad no puede presumir- 
se del hecho de haber el finado residido en los últimos meses 
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de su vida en el segundo lugar, hibersc allí casado in tx- 
Iremis. y fallecido, cuando consta que se trasladó á ese punto 
por raiones de salud, y conservó en el otro su casa habita- 
ción en esa calidad, con sus mueble*, papeles, etc. Pági- 
na OS. 

Domicilio. — La delaracion en el acto del matrimonio iit extreai», de 
ser la persona domiciliada en el tugar de su celebración, no 
puede referirse al domicilio real, sino a (a residencia, cuando 
en esa misma época, el causante, en una disposición codici- 
lar, menciona su casa y papeles conservados en ella, y está 
averiguado que, hasta el instante de dicha celebración, su do- 
micilio era en el otro lugar. Pagina 98. 

Domicilio.— Corresponde al Juez del lugar donde el comerciante ha 
tenido y tiene su domicilio civil, el conocimiento del Juicio 
de quiebra del mismo. Página 113. 

Domicilio, — Resultando debidamente comprobado que el último do- 
micilio del difunto ha sido en la Capital federal, debe decla- 
rarse que corresponde al Juez de ésta, el conocimiento de) 
juicio universal de su testamentaria. Página 174. 

Domicilio especial. — Véase: Competencia: Transporte. 

& 

Ejecución. — No es excepción admisible centra ella, la de hallarse los 
muebles embargados sujetos á un embargo anterior, ó ser 
algunos de ellos de los exceptuados por la ley . Página 259. 

Embargo. — El incidente sobre desembarco pedido y resuelto sin sus- 
tanciaron, se produce propiamente por el recurso de revoca* 
loria y apelación que se interponga contra el auto que lo 
ordenó, y no suspende hasta entonces, el curso del término 
probatorio. Página 37. 

Embargo. — El auto que lo ordena en el juicio ejecutivo no es ape- 
lable. Página 140. 

Empicado nacional. — El que defrauda los caudales públicos puestos 
en su poder por raion de su cargo, incurre en la pena esta- 
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Mecida por el artículo 80 de la ley penal de 14 de Setiembre 

de 1863. Página 386. 
Empleados de Aduana . — Véase : Contrabando. 
Ettritura. — Víase : Hipoteca, 

Excarcelación provisoria. — No trayéndose hecho alguno nuevo que 
pueda servir para la reforma del auto que la concede, debe 
éste ser manten ¡do. Página 250. 

Expropiación . — Debe cunlirmarse el precio é indemnización fijados 
por la sentencia de primera instancia, que se considere equi- 
tativo. Página 186. 

Expropiación. — Si las partes lian constituido un tribunal pericial 
para la estimación, las ileligencias necesarias para formar 
juicio y dictar el fallo, son del resorte de dicho tribunal, y 
el Juez procede correctamente negándose á intervenir en in- 
cidentes sobre esa materia. Página 374. 

F 

Falsificación di' marca de fábrica. — Véase: Marca oV fábrica. 
Fie/*.— Véase : Gastos de justicia. 

G 

Gastos de justicia.— Los hechos en el interés común de los acreedo- 
res, tienen preferencia respecto del importe del ticte, sobre 
el crédito de préstamo hecho sobre el mismo flete y el de 
sueldos de la tripulación. Página 190. 

■ 

H 

Babeas tarpus. — El Juei federal no es competente pura conocer en 
el recurso de habeat tarpus deducido á favor de un oficial de la 
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guardia nacional no movilizada, arrestado por 6rden del Ins- 
pector de milicias de Provincia, por Talla de disciplina. Pá- 
gina IfJ, 

fíabtas rorpus.— No precede este recurso, cuando la orden de de- 
tención, arresto ó prisión procede de un Juez del Crimen de 
la Capital en el ejercicio de sus funciones. Pagina Uffl. 

Hipoteca- — La escritura pública de hipoteca sobre inmuebles silos en 
un leiriiorio nacional que haya sido otorgada ante un escri- 
bano de provincia, siendo su primer testimonio, y debida- 
mente autorizado, no ntcesila la preña protocoliaacion en di- 
cho lerrilorio, i ara ser anotada en el Hegistro de Hipotecas 
dül mismo. Página ii3, 

Hipoteca — Su loma de ra*un t anterior al embargo trabado sobra los 
inmuebles hipotecados por otro acreedor del propietario, da 
al acreedor hipotecará el derecho uara ser pagado con pre- 
ferencia, del producto de los mismos, aunque se haya pedido 
y obtenido la protocolización de la escritura hipotecaria, con 
posterioridad ¿dicho embargo. Página !U. 

Honorarios. — El ahogado que presla sus servicios profesionales 
al Banco Hipotecario Nacional, por encargo del abogado ti- 
tular que recibe de é^te por los suyos, un* compensación 
mensual, no tiene derecho para cobrar honorarios & dicho 
lianeo. Página 11. 

Honorarios. - Es inapelable el luto ñor el cual se manda presentar la 

cuenta de honorarios, cuya estimación se pide. Página A3. 
ifonordrios.— Véase : Recurso. 



1 



inscripción preventiva . — Véase : Crédito. 

Interdicto - Los que ocupen un inmueble por razón de sublocacion, 
roa simples tenedores, y no pueden transferir derechos po- 
sesorios á un tercero, reconociéndolo como propietario del 
inmueble. Ksle tercero no tiene por consiguiente la acema 
posesoria de recuperar contra el sublocador que Mío desi- 
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lojar judicialmente á aquellos, Cuando é& tiene el inmue- 
ble como recibido en arriendo de olra persona, y cuando 
entre el reconocimiento hecho por loa suulocatarios y el 
desalojo de los mismos no ha pasado el término de un año. 
Página 450. 

J 

Juez tüpleiUe,— Cesa en sus funciones, el que no figura en la lisia 

formada por ta Suprema Corte. Página 154. 
Juicio* de quiebra.— Véase : Domicilio. 

L 

Litis pendencia.— No procede, si no se justifica la preexistencia de 
un juicio df la misma naturaleza del promovido. Página 208. 

Al % 

* - i 

Mandólo, — La transgresión decl, no es un deiilo del derecho penal: 
es necesario probar el propósito criminal del mandatario, y 
c) perjuieio efectivo causado al mandante. Página ¿78. 

Mandato. — No puede esla lile terse la presunción del proposito crirni 
nal, si el mandatario comunico al mandante tas operaciones 
hechas, .si no las conceptuó perjud ¡cíales, y no ohluvo prove- 
cho de ellas. Página 278. 

Mandato. — Guando el conjunto de hs circunstancias no permite afir- 
mar que la situación del mandante haya empeorado por he- 
cho del mandatario, y cuando sólo resultan presunciones que, 
aunque graves, no son precisas, y pueden conducir á contí 
siones diversas, fundándose algunas en otras presunciones 6 
indicios, surge la duda, favorable al procesado. Página 418. 

Marca de fábrica. — No procede la instrucción del sumario, en las 
causas sobre falsificación de ni arca de fábrica. Página 144, 
t. x ai 
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Marca de fábrica. —fio existe este delito, cuando no bay posibilidad 
raxontble de confusión entre la marca del falsificador y la 
df ' acusado. Página 130. 

Marca de fabrica— E\ que usa de Ja registrada a favor de otro, in- 
curre en las penas establecidas por la ley de la materia. Pa- 
gina 331. 

Marca de fábrica . — La denominación «La Argentina*, no es contraria 
jilo dispuesto por el articulo tercero de la ley de ta materia. 
Página 331. 

Marca de fábrica.— El propietario de la marca tLa Argentina» , ex- 
plotada por ta sociedad «Seminario y C a », de la cual forrad 
parte y se hizo después cargo trasmitiendo su activo y pa- 
sivo, puede exigir que se modifique la denominación «Semi- 
nario y C*i, que otra sociedad use en la fabricación de artí- 
culos similares. Página 231. 

Mejora . — El término para la del recurso de apelar ion, corre desde la 
notificar ion del emplazamiento. Página 185. 

Mensura. — Cuando se lia enajenado una área de terreno bajo un cier- 
to número de medidas á lomarse de un terreno más grande, 
y nu se ha hecho á su tiempo la entrega fio! memuram de la 
superficie enajenada, debe precederse á la mensura á costa 
del enajenante. Página 96. 



O 



Obligación á oro. — La deuda que por semencia firme se manda pagar 
á oro, debe ¡ garse con arreglo á la ley de 15 de Octubre 
de 1Sn:>, número 1731, al tipo del cambio correspondiente 
en eldia del pago. Página 158. 

Obligación á pesos fuertes. — La deuda estipulada á pesos fuertes mo- 
neda metálira, se refiere á moneda especial, que en los tér- 
minos del artículo 3' de la ley de ¡«conversión , no da dere- 
cho al deudor para satisfacerla en billetes de curso legal á 
la par. Página ík. 
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P 

Pena. — Debe ser castigada la negligencia en la custodia de las cirt»; 
y resallando haberle encontrado abiertas un número impor- 
lante de ellas, es benigna la pena de cuarenta pesos de 
mulla al culpable. Página 15. 

Pena. — No puede agravarse la ¡mjmesla por la sentencia de primera 
instancia, si no s« ba deducido recurro al resumió. Pági- 
na 219. 

/j t , Jirt „ Véase; Urcuhcion oV billetes falsos de atrso legal. 
Perjuicio. — Véase: Defraudación . 

Pomton. — Los que ocupen un inmueble por razón de sublocacion, 
son simple* tenedores, y no pueden transferir derechos 
posesorios a un tercero, reconociéndolo como propietario 
del inmueble. Página 4b0. 

Potidona. — No siendo parte ni acusador en el juicio de contrabati- 
do, el e.npleado que lo lia denunciado, nn procede la peti- 
ción de que sea citado ¿absolver posiciones. Página 415. 

Pmcripñoa, — Véase ; Lompra-venta . 

Protocolización. — Véase: t f ¡pateca. 

Prueba, — Véase : Embargo . 

Q 

Quiebra. — Véase : Domicilio* 

R 

Recurso. — No son suceplibles do él, los autos del inferior mandando 

cumplir una resolución de la Suprema Corte. Página 21. 
Recurso, — No es suceplible de él, el auto t¡ue ordena se manifieste 
conformidad 6 disconformidad con una cuenta de honorarios. 
Página 31. 
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rso. - Ninguna ley auloriia el recurso para ante los Jueces de 
Sección, sobre nulidad «le sentencia diciadas pur los tribu- 
nales locales. Pagina 155. 
Recusaron. — De la de los Jueces de los IcrriKtrios nacionales, no 
puede conocer el Juei reamado, sino ul de Sección ó del 
territorio nacional más próximu ni asiento del Juzgado, Pa- 
gina m. 

Reivindicación. —Ejecutoriada y cumplida una sentencia que liace 
lugar & la reivindicación y entrega de un inmueble, les su- 
cesores del demandado no pueden, en calidad de (ales suce- 
sores, vender los derechos y acciones que aqin;l lema á dicho 
inmueble; y el comprador está sujeto á la action de reivindi- 
cación do los sucesores del demandante. Pagina 2(61, 

Reivindicación. — Procede la de condominio, á luvur de ¡os cond6- 
minos, contra el poseedor de la propiedad común habida por 
compra áolro condomino si no hay prueba de haberse hecho 
l,i división, y de haber él condomino vendedor ejercido actos 
posesorios caracterizados, que sirvan á establecer una pose* 
sion exclusiva. Página Jál. 

S 

Sentencia. — Véase : Suprema Corle. 

Sobreseimiento, —El definitivo, debe ser objeto de la sentencia final. 
Página 30. 

Sociedad, — Sin haberse promovido contra el socio administrador, el 
juicio sobre remoción de la administración, no procede el 
nombramiento de administrador provisorio de los bienes de 
la sociedad. Página 17. 

Sublocatarios. — Véase: ¡nierdtetn; Posesión. 

Sumario. — Véase: Marca de fábrica . 

Suprema Curte. — Interpuesto de la sentencia del inferior, solamente 
el recurso de apelación, se halla habilitada para dar fin al 
pleito, apreciando y resolviendo las cuestiones apreciadas y 
resueltas por dicha sentencia . Página 51 . 
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Suprema Corte. — No puede pronunciarse sobre la interpretación que 
les jueces locales hayan ciado a las leyes que reglan sus re*- 
pactivos procedimientos, ni sobre Jas contestaciones que se 
resuelvan por los principios del derecho coinun. Página 71. 

Suprema Corte. — No procede, y debe declararse mal concedido el 
recurso ante ella, contra sentencia de los tribunales locales 
r|iie se basan exclusivamente en di-posiciuutrs del Código 
Civil y leyes de procedimientos. Pápin;i 88. 

Suprema Corte. — Procede el returso ante ella, cuando ante los tri- 
bunales locales se ha puesto en cuestión la inteligencia de 
una ley nacional, y se pretende que la sentencia final desco- 
noce el derecho fundado en ella. Página 158. 

Suprema Corte — Debe declararse bien denegado el recurso inter- 
puesto ante ella, del auto de los tribunales locales, por el 
cual se desecha la excepción de declinatoria de jurisdicción 
del Jni'Z del Crimen, Cumiada en la pretensión de correspon- 
der el conocimiento de la causa al Juez, de lo Civil de la 
misma localidad. Página 183. 

Suprema Curte. — Debe declararse improcedente el recurso de apela- 
cinu interpuesto contra las sentencias de los tribunales lo- 
cales, cuando dicho recurso se Tunda en el desconocimiento 
de su jurisdicción, y la materia jurisdiccional no lia sido 
puesta en cuestión ante los citados tribunales. Página 244. 

Suprema Corte. — Cuando se lia acusado por varios delitos, j el acu- 
sador no apela de la sentencia que declara probado uno solo, 
c improbados los otros, h Suprema Corle no puede pronun- 
ciarse sobre estos últimos, La sentencia en esta parte debe 
darse por cunsenlida. Página 211. 

Suprema Corte. — Víase : Rrcu.no. 

Sutt race ¡oh y violación de correspondencia. — Hace pasible al autor, 
de la pena tle cinco años de trabajos forzados. Página 431. 
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Tauteio*. — Ei un medio deficiente para llegar á un mullido pre- 
ciso del «rdadero valor de los inmuebles, y los jueces no 
pueden dar preferencia á unas tasaciones sobre oirás» cuando 
éstas son distintas y se destruyen entre sí. Página 278. 

Tiraría. — Véase : Uipotecn . 

Término de prurbti . — Véase : Embargo . 

Tetíigos. — Los producidos por el demandante, pueden «er examina- 
dos al tenor del interrogatorio presentado por el demandado 
aún después de teneido el término, si el interrogatorio hi 
.sido t .i asentado denlio de él, y el demandante ha asentido 
al examen ordenado por el Juez. Página 204. 

Trasporte. — Nú corresponde á los tribunales federales de la Repú- 
blica conocer de reclamos sobre falla de mercaderías trasporta- 
das, cuando en el conocimiento se ha convenido que si las 
hubiese, sé arreglarán en Bremen, con sujeción á la ley de 
11 remen, y exclusión de los tribunales de otros países. 
Página 225. 

Tribunale* lotaUt. — Véase: Recurso. 

V 

Vmta admensuram.- Véase: Mensura, 
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Contra don Daniel 3. lífipetto ; sobre comiso 

Sumario. — Cae en comiso el exceso sobre las mercaderías 
manifestadas, aunque se huya presentado solicitud de adición, 
si ¿sta se presentó después de haber habido principio de verifi- 
cación. 



Caso. — Resalta de las siguientes piezas: 



HOJA COMPLEMENTARIA 



Estz hoji nimpjempniarb se eucuEotn a lo: efectos de peiuuiic 
Li bóiqii&da por pjfma deilro dej yotornaa 
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RESOLUCION DE ADUANA 

Buenos Aires, Julio 17 de 1890, 

Vistos? resultando: Que habiendo pedido despacho don Ü, J. 
Kepetto por su ni a tú tiesto número 9LI291 , feWia 23 de Noviem- 
bre, de 5 cajones, con la eláusuia di- tynorar contenido, usando 
atd de la franquicia que acuerda el artículo 108 de las Orde- 
nanzas al comerciante, que ignore óm quiera exponerse (terror 
en la manifestación; que llenada e*a manifestación previa ve- 
rificación de contenido por el interesado, es de suponerse, que 
el nianitiesto citado fué pasado á Vistas el 23 de Noviembre y 
en la misma fi cha á la liquidación, quedándose el Vista con el 
parcial para despachar por él , diligencia que recién practicó 
el día 26 á la 1 encontrando en la veriticacion tos excesos á lo 
manifestado de que da cuenta el parte de t\.ja t ; Que llamado 
& declarar el interesado eipone á fojas 2 vuelta, 3 y 3 vuelta 
que extrañaba el parte pasado, pues el mismo día 26 de Noviem- 
bre á las 11 a. m. había presentado á la Administración una 
solicitud de adición y á la l p.m. fué recien el dependiente del 
declarante á despachar con el vista, pero que al abrir el primer 
cajen recibió dicho dependiente orden terminante de suspender 
el despacho, lo que >e verificó de acuerdo con el Vista, á quien 
( renen entonces) hizo notar que se había presentado una soli- 
citud horas antes. 

Considerando que sí bien es cierto que cutí f. cha 26 de No- 
viembre, es decir, el misino día en que ¿e dió principio á la ve- 
rificación del despacho el interesado presentó una solicitud de 
adición a la Aduana, no e* menos evidente que dicha solicitud 
ha sido presentada un» vez descubierto el t xceso por el Vista 
Despachante. 
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Que de no ser así, no es verosímil suponer que habiendo pre- 
sentado la solicitud áUs tía. ra. y mandado u! dependiente á 
despachar recién á la l no hiciera conocer 4 éste el exceso a lo 
manifestado que existía en ¡os 5 cajones, áfin de que cumpliendo 
c>>n Indispuesto en el artíeiilolí.lt'l" las Ordenanzas hiciera pre- 
sente al Vista haber error de menor manifestación, á Gu de ob- 
tener la conmutación de pena. 

Que mucho menos verosímil es que esto pudiera suceder, si ¡a 
solicitud fuera hecha con fecha 25, como aparece. 

tjue lejos de ello, está probado por la declaración nvsnss de) 
interesado y por las dos cartas de comerciantes que presenta 
como testigos y que obran á fojas 12 y 13, que recien después 
de haber verilicadoel Vista un cajón el dependiente recibió úrden 
de la casado suspender el despacho y avisar al Vista que tenía 
error, agregando el testigo Fnehi be ríñanos que presenció cómo 
hahtenif o e! ítt'pfímiú'titfi em¡K*zitih á verificar con el Vista, ai 
notar eneí jnumer cajón ati/una >liferenaa pi lló permiso al Vista 
para hablar cutí la r »a y recuerda nue al momento volvió j 
dijo al Vista que p* na mañ-ina ge había presentado una 
solicitud, pidiendo a b . t k al manifiesto 5ÜÜ metros varillas; lo 
que comprueba en esa par: >; [a exposición del Vista A foja 5, 
donde dice que después de encontrada una diferencia en un ca- 



que a las ii 7 t habían presentado una solicitud pidiendo au- 
mentar 50Ü metros ue varillas. 

Que la afirmación de la carta del testigo Besio. á foja 13 vuel- 
ta, donde dice que el dependiente lo había encontrado algo 
inquieto porque decía había venido de la Boca y como no lo ha- 
bía visto á su patrón ignoraba lo de la solicitud, queda destrui- 
do no solo por no hacer fé ese documento, según lo prescrito 
por el artículo 1058 de las Ordenanzas, sinó también por la 
misma declaración del interesado á fojn2, donde dice quela soli- 
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eitud la presento á las ti y el dependiente fué á la i á despa- 
c ^ar, y por la misma solicitud, desde que teniendo fecha 25, 
prueba que desde esa fecha, al menos, ta casa conocía el error de 
manifestación. 

Que en cuanto á la hora en qne el día 20 ae presentó la soli- 
citud de adición, notándose que el interesado, dice haberla pre- 
sentado á las 11 a. m , el empleado de secretaría Langhein» á 
foja fl, á las 11 y 20, y el secretario, á foja 8, como á las 12 ; 
se pidió á dicho funcionario, en vista de esa divergencia de 
datos tomados de un misino antecedente, informara sobre el pro- 
ceder que entonces observaba la Aduana en la presentación y 
tramitación de solicitudes de este género; el cual se expide á 
fojas 8 vuelta y 10 vuelta diciendo que por la práctica estable- 
cida no Be podía precisar la hora exacta de la presentación de 
la solicitud, la cual no era sinó caloulada, y que el sistema ob- 
servado era que los interesados presentaran y diligenciaran ellos 
mismos sos solicitudes de adición; exponiendo que sucedía que 
presentada ésta y con el decreto de informe * Contaduría y Jefe 
de Vi3tas > obtenían el primer informey reservándose la solicitud 
sin acudir por el secundo, esperaban el resultado del despacho, 
presentándola si el Vista descubría el exceso 6 haciéndola 
pedazos si por despacharle en cuníianía ó por otra causa ésta 
pasaba desapercibida. 

I'or estos fundamentos y el muy especial de no haber mani- 
festado al Vista el exceso sinó después de haber habido princi- 
pio de verificación que las descubrió, fallo de acuerdo con lo 
prescrito en los artículos U30 y 934, declarando caidu en comi- 
so el exceso de 500 metros varillas . 

Hágase saber; pase á Contaduría A sos efectos y repónganse 
los sellos. 
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rallo del Juez Federal 



HwMhis Aire*, Setiembre 2» <i>- IWL 

Vistos estas autos ¡ por ios fundamentos 'le la resolución 
recurrida y considerando ademas : 

I o Que el nvcho de haberse presentado el dependiente de Ue- 
petto & pedir el despacho del parcial, cuya adiciones había 
solicitado poco antes» constituye tina infracción prevista y pe- 
nada por el artículo 1025 de las Ordenanza* de Aduana, pues 
á pesar de la presentación hecha anteriormente, si el Vista, 
ignorando esta circunstancia hubiese despachado en confianza, 
el resultado habría sido que la mercadería hubiera salido de 
la Aduana y ésta no hubiese podido cobrar el exceso que no po- 
día justificar. 

2° Que aceptando que el dependiente al solicitar el despacho 
obraba por error, no conociendo la solicitud de adición presenta- 
da porlacasa, la falta de no haber instruido bien a su depen- 
diente, quien, de acuerdo al articulo 1027 de las Ordenanzas, 
procede siempre á nombre, por cuenta y á cargo du la casa que 
representa. 

I*or estas consideraciones, continuase la resolución recurrida 
de foja..., y, previa reposición de sellos, devuélvase este eipe- 
diente á la Aduana. 



Andrés Ctjarriza. 
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VISTA DEL PEflOR PUOCURADOU GENERAL 

Unenos Aire*, Muyo l¿ de 18ft.í. 

Suprema Corte: 

Les limbo* establecidos tan Lo en la resolución admini&trati- 
Ta como en la del Juez Nacional de foja A% están apoyados en 
circunstancias fehacientes del proceso. 

De ello resulta, que el despacho de las mercaderías se inició 
á la Tez que se presen taba el pedido de rect ideación del ma- 
nifiesto, siendo evidente que, tal proceden ondocía ni perjuicio 
de la renta, en el caso de despacharse en confianza la mercade- 
ría que, calida de la Aduana, no habría sido posible inspec- 
cionar. 

Siendo aplicables al caso sub-judice las prescripciones de la 
ordenanza citadas en la resolución recurrida, pido á Y. K. se 
sirva confirmarla por sus fundamentos. 

Sabiniano Kier. 

Fallo <ie 1» Huprrui* lorie 

Üucnn? Airea, Junio l* de 1K95, 

Vistos; De conformidad con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General y por sus fundamentos, ae confirma con cos- 
tas el auto apelado de foja cuarenta y dos. Devuélvanse, de- 
biendo reponerse b-s sellos ante el inferior. 



BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAM. — OC- 
TAVIO BUMÍE. — JUAN E. TOHDENT» 



DE JUSTICIA NACIONAL 



El tlúctar (Ion thtmmt igüero contra él HanóO tIif>*Uccario 
Mariotini: sobre robra de honorarios 



Sumario, — El abogado que presta sus serrjcios profesiona- 
les a! llanca Hip.iii-curiu Nacional, por uncir ¡jo iiel abogado ti- 
tular que recibe de éste por ios suyos una compensación men- 
sual, no tiene derecho para cobrar honorarios i 'lidio Banco. 

Caso, —¿Lo explica td 



F*llt» del Jum §>der*t 

Santiago, Juuio ¿7 dc.lKiM. 

Y vistos: et cobro -le honorarios que hace el abogado doctor 
Ramón Ignacio Agüero, al agente del Banco Hipotecario Na- 
cional; de su estudio, resulta: 

Que el Banco tiene un abogado titular que es el doctor Fede- 
rico Espeene» quien percibe una remuneración lija, por los aer- 
f icios que presta ai Banco; que habiéndose ausentado éste (el 
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doctor Kspeche) dejó encargada al doctor Agüero, pura que le 
remplazara en su ausencia; lo que sabido por el agente ílel flan- 
co, éste le llamó para dirigirle en la gestión que debía entablar 
contra don Juan Han Gernes. 

Que aceptando esta invitación, e¡ doctor Agüera concurrió á 
patrocinar al Bnncu, de acuerdo con lo que había convenido con 
el doctor Especbe, en el sentido de sustituirle, en su ausencia, 
en la dirección de tas gestiones que tuviera que hacer el Banco. 

Que siendo notorio que el abogado titular del Banou percibía 
un sueldo lijo mensual por toda remuneración de su- servicios, 
el doctor Agüero no debe suponerse que lo ignorara; y que, por 
lo tanto, al aceptar ta sustitución del titular, se sujetara á per- 
cibir la remuneración que á aquél le correspondía, salvo pacto 
especial entre ambos. 

Que la pretensión del Banco, encuauto á que l-1 doctor Agüe- 
ro cobre bus honorarios del señor Juan San Germes, no es pro- 
cedente, por cuanto dicho señor no ha sido condenado con las 
costas, en el incidente que ha motivado estas actuaciones. 

Que, por lo tanto, y sin desconocer que el doctor Agüero, 
esté en su derecho al cobrar honorarios por los servicios pres- 
tados al Banco, en ocasión deben gestionarlo contra el señor J. 
S. Germes, debe hacerlo contra quien corresponda en de- 
recho. 

Por todo tu expuesto y por otras consideraciones que se omi- 
ten» declaro: que el agente del Banco Hipotecario no está obli- 
gado á pagar los honorarios del dortor Agüero, quien debe di- 
rigir su acción contra quien corresponda en derecho. Repón- 
gase el sello. 



/'. Oiaechea \j A Icaria. 
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Fallo de la Suprem* Corte 

líuenos Aires, Junio 1« de 1895. 

Vistos y consideradlo : 1'rimer» : Que según lo reconoce el 
doctor Agüen» en su escrito de foja seis, el doctor don Federico 
Espeche, abogado titular del Banco Hipotecario Nacional, leen- 
cargó de su representación en todos hus asuntos, durante su 
ausencia, resultando que es en vjrud de ese encargo querecmplazó 
al citado doctor Espeche para la defensa en la causa que lia 
motivado este juicio. 

Segundo: Que reconoce igualmente que el agente del Banco, 
al requerir sus servicios profesionales, te maniffjtó que sabía 
que el doctor Espeche lo había encargado de reemplazarlo, lo t¡ue 
él corroboró,. 

Tercero: Que de esos antecedentes se desprende que el doctor 
Agüeru lia obrado en la causa de referencia, asumiendo por 
convenio con el doctor Espeche, la representación qne éste le 
confirió. 

Cuarto : Que el sustituido no puede gozar coutra el mandan- 
te originario derechos más extensos que el sustituyante (ar- 
tículo 192Í5, Código Civil ), sin perjuicio délos que le correspon- 
dan contra su mandante inmediato (artículo 1928). 

ijinnto : Que el hecho aseverado por el agente del Banco, de 
que éste paga á su abogado titular una compensación mensual 
por sus servicios y que también afirma la sentencia, se halla 
corroborado por lo dispuesto en el artículo once de La Ley orgá- 
nica de aquella institución de crédito, á que se agrega que ese 
hecho no ba sido contestado por el doctor Agüero. 

Sexto : Que el doctor Agüero expresa que no ha celebrado 
convención alguna con el Banco, tendente ¡i modificar la sitúa- 
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cíon de éste en relación á sus obligaciones precedentemente 
contraidas. 

Pur estos fundamentos y concordantes del auto apelado de 
foja catorce, se confirma ¿¿te, con cusías. Repuestos los sellos, 
devuélvanse, midiendo iiotilicarw mti d original. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V, VARELA. — 
ABEL DAZAN. — OCTAVIO BUSGE. — 
JL'AN E, TORRENT. 



« U NA t:*!,!! 



L. Trehiuo j/C t /j<j>' denuncia de contrabando de huatio, im/nt- 
tadoádon Mañano ittmdanini; sobre intervención en el juicio* 



Sumario,— VA denunriuntü de contrabando de Imano, no tiene 
derecho de intervenir en el juicio correspondiente. 



Caso. — Hcsultfi de la biguieiitc 



DE JUSTICIA NACIONAL 



PETICION 

Buenos Ain-ü, Hay» 15 de 1895. 

Señor Juez Federal: 

L. Trebino, de la razón social L, T rebino y C\ exploradores 
de la costa sud, en virtud del decreto de 13 de Mayo de 1890, 
denunciantes de contrabandode huano verilicado ñor lo* buques 
¡brahim y Ditflio, constituyendo domicilio en la calle San Mar- 
tin escritorio 19, altos, á V. E. digo: 

Que habiendo terminado el sumario instruido pura la investi- 
gación del di'lito denunciado, vengo, de acuerdo con lo dispuesto 
t;n el artículo 4 o do la ley de 9 do Octubre de 1880, y articulo 
33 de la ley de Aduana vigente, á pedir á V. S. ordene se me 
tenga por parte en este juicio de contrabando, dándoseme la 
intervención en la causa que por la citada ley me corresponde. 
Es justicia. 

L Trebino. 



rallo del Juei l >d«rul 

Bueno;* Aires. Mayo lü dt¡ 1895. 

No estando autorizada la intervención que el recurrente recia* 
ma ( ni por la ley citada de 9 de Octubre, de i 880. ni por las Or- 
denanzas de Aduana, ni por el artículo 33 de la ley de Aduana, 
Tigente, no lia lugar. 



J. V. Lalanne. 



Í6 
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1 i*i lo tic 1* Suprrmn Corle 



Buenos Aires, Jimio 1 Je 1885. 



Vistos: Por su» fundamentos y rtn^iütrauüo además: Que el 
presentí 1 juicio se ha promovido y seguido ante el Juez de la 
causa en el concito de tratarse de un contrabando, ''-de un hecho 
regido, eu cuanto al procedimiento, por reglas «.orreapou- 
dientes á ese delito (artículo cuarto de la ley número mil cin- 
cuenta y cinco, de nueve de Octubre de mil ochocientos oclieuta), 

Que la excepción establecida por el artículo tninta y tres de 
la lev de Aduana vigente en el corriente añu, haciendo parteé 
los empleado* d«- la misni¡\ en juicios de contrabando, indepen- 
dientemente de la acción focal, confirma para lo* casos no excep- 
tuados la regla que niega, sin esa calidad, la intervención (del 
demandante, como lo tiene resuelto en diversos fal^s esta 
Suprema Corte. 

Que T rebino y Compañía no s«>n empleados de Aduana. 

Se continua, con costas, el auto apelado de Toja cuarenta y 
tres vuelth. Devuélvanse, debiendo reponerse los sello» ante el 
Inferior. 



BENJAMIN PAZ. — A DEL BAZAN . - — OCTA 
VIO BUftGE. ■ — JUAN E. TOHRENT. 
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(ALMA «M-III 



Don Domingo Lamberíi contra don Bautista t,uaraylia t por 
restitución de campo y haciendan; sobre nombramiento de ad- 
ministrador proi>i$orio . 



Suma no. — Sin UabiTs<¡ promovido contra el socio adminis- 
trador el juicio sobre remudou de la administración, no procede 
el ii#mtorái»ifento deadmUvi*tructor promano di- los bienes de la 
sociedad. 



Caso. — VA señor Lamberti se presentó al Juzgado exponien- 
do: ^ue es arrendatario de un caro [m perteneciente á doña Ca- 
talina Murray y Uoyce, situado en el partido de Suipacha, y 
compuesto,!^ óuienos.dc 640 cuadras, al cual introdujo cierto 
nrtmerode. hacienda vacuna y lanar; 

i^uo mediante un salario convenido, encargó del cultivo y ad- 
mistracion del campo á don Bautista Guaraglia, á quien ha he- 
clio ciertas ubservaeioues respecto de la* cuentas y gastos, exa- 
gerados en extremo; 

Que aquel se dió por ofendido y oxidando su carácter de 
empleado, se considera desligado de todo deber para con él, lle- 
gando al punto de alzarse con todo cuanto se le coofió, en térmi- 
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nos que rehusa entregarle el campo, pretestando una asociación 
que nunca ua esiatiiio; 

Que ante este hecho, fundado en el artículo 2-485, Código 
Civil, entabla demanda contra Guaraglia y pide se le con- 
dene a restituir el campo, las haciendas y útiles de- labranza, 
con costas. 

En un otrosí dijo: que admitiendo hipotéticamente la exis- 
u . n c; . déla asociación pretendida por Guaraglia, no obsta oque 
^ decrete su remoción y se nombre un administrador proviso- 
rio hasta tanto se de -ida e! juicio, porque si mediando un moli- 
tivo grave pncede la revoencion del mándalo al socio adminis- 
trador, con mayor razón sumido falta t .1 mandato y cuando los 
.idos de un socio siiscitun deáconliaaza en el otro (artículos 
1682, 108ty m% Gódigo Civil)* 

Que en esa hipótesis, pide ai Juzgado se decrete la remo- 
ción de Guaraglia de la administraWnn qm- ejercita, nombran- 
do un administrador provisorio, el que deberá ser puesto en po- 
sesión del campo, haci.-nlas y útiles de lábrala bajo inventario. 



F»ll« del Jura federal 

Lo Pl*w , Diciembre til de WSH, 

j?or acreditada la competencia del Juzgado; de la demanda 
traslado, acordándose al demandado para contestarla y compa- 
recer á estará derecho, el término de 14 días, y se comete la no- 
tificación al Juez de Paz de Sin [taclia 

Al primer otrosí, como se pide, Lujo la responsabilidad de 
esta parte, librándose al efecto el correspondiente olicio al 
¡JiltX del'azde Suipaeba, y iiumLníndr ■ administrador á don 
Nicandro Dorr, quien deberá aceptar el cargo en forma ante el 
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actuario. Téngasele por parte á don Agustín Yolpicelly, j 
por constituido el domicilio. Repóngase el sello. 



Aurrecoechea, 



r«llo de la Suprtm» lorie 



Ua-n \\f.-~. Jumn i .|p 1895, 

Vistos y considerando: Primero; Que e*en el concepto de 
la existencia do una sociedad afirmada |>or <•) demandado y re- 
conocida posteriormente por el actor, ojie éste ha solicitado en 
el otrosí del «escrito de foja once, el nombramiento de un admi- 
nistrador provisorio pura los bienes que aquel tenía bajo su ad- 
miniatr ación. 

Setfunrfo: {¿iv eliminando de la exposición d<- hechos, conte- 
nida en la demanda, la afirmación de que vi demandado se ha- 
bía encargado de la administración en calidad de simple man- 
datario, que, por reconocimiento ulterior del demandante y 
por la escritura de foja treinta y una, por él presentada, ge de- 
muestra que se encargó de tal administración en el carácter de 
socio industrial, lo que ya no s<- contesta, resulta de la citada 
exposición que ese estado de cosas procedía de estipulación del 
contrato mismu. 

Tercero: <,¿ue además de esa consideración y del mérito que 
siiTge de la circunstancia de constituir en su industriad aporte 
social del demandado, i quien en la escritura de poder de foja 
primoia le Huma habilitado; el hecho de proceder la adminis- 
tración, del contrato misrn», se demuestra por las cita* legales 
en que se basa el pedido de nombramiento de administrador 
provisorio, pues que los artículos mil seiscientos ochenta y dos 
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y mil seiscientas ochenta y cuatro qoe se invocan, habiéndose 
hecho valer especialmente este último en el informo in voce 
ante esta Suprema Corte, se refieren á la remoción del adminis- 
trador nombraren vi - outrato social. 

Cuarto: lint-notan sólo no se ha producido comprobante 
alguno tendente á acreditar la existencia de una causa legítima 
de remoción del socio que administraba la suciedad, sólo ó eon- 
juntamente con su coasociado, sino ■ "» *•> Uan expresado 
con la precisión bastante los he-hos <\w fundarían el motivo 
graveé que se refiere el artículo mil seiscientos ochenta y dos, 
lo que puede ten* r su -xpliracion, en la cir-unstancia d«- haber- 
se intentado la demanda sobre la base de halarse de un simple 
mandato ordinario, y no de un mandato social 

Quinto : Que una vez pr-uuovida la acción para la revocación 
del mandato por los motivos graves del articulo mil seiscientos 
o-h-nta v do,, es que el artículo mil seiscientos óchenla y cua- 
tro autoriza el nombramiento de administrador provisorio, du- 
rante la secuela de la causa, cuando hubiese peligro en la demo- 
ra, resultando asíque esa autorización tiene por antecedente el 
juicio sobre remoeioQ del soeio administrador, que aun ni si- 
quiera se ha promovido. 

Por esto : se revoca el auto de foja catorce vuelta en la parte 
apelada : repuestos los sellos, devuélvanse. Notifíqm se con el 
original. 

BENJAMIN V\l. — Alt EL IUZAIS. -OCTA- 
VIO BtN^.E. JLA> K TOIIBEIST, 
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< AI SA < \ MV 



Don Juan Sic/tcs >j oíros contra la wricdad « Hoicaldtsiwrke* 
por t'mtmrgatj mj lt tacnm de hmorariot ; sobre apelación 
denegada . 



Sumario. — i L os auto* del inferior mandando cumplir una 
resolución do Ja Suprema Corte, no son susceptibles de recurso. 

2° Tampoco I u es el decreto urdeuando se manifieste confor- 
tnidad ó discniiforutiund c\>n un acnenU de honorarios. 



t aso, — Lo explica el siguiente 



IM'OHME DEL JUEZ FEDERAL 

Buenm Aires, «avo 3u d>> 18?)... 



Suprema Corte: 



Ka cumplimiento del deir.U de V. K., re<>aidocn el recurso 
de hecho deduoidu por don Cmilkrino Lippold, tengo el honor 
de informar lo siguiente : 



FALLOS DE LA SUPREMA CURTI! 



Que en28de Mayo del año próximo pasado, los señores Juan 
Sienes, H. Py,Luis Sattlery Juan C. Alrnandos, los tres primeros 
comoérbitrusy el último como Eseribauu, en el juicio arbitral se- 
guido entre el capitán Cirios Zindel, representante de In casa 
* How a Id ta «-erke » y el señor Krincisru Krnivtons. referente al 
buque * i " de Mayo», prcsi ataron ti este Juzgado sus respecti- 
vas cuentas de lionoruiiu^, pidiendo á la ?ez, entreoirás dili- 
gencias, se trabara embargo preventivo de las sumas qu« dicho 
capitán debía percibir en tal carácter; á b< cual se proveyó du 
conformidad, jiom brandóse regulador, de acuerdo con la anti- 
gua ley de la materia. 

Recurrido este, pruveidu en cuan tu al embarga, fué él cnlir- 
madu por auto de V. K. de fechaÍ4de Marzo del corriente año, 
habiendo entretanto quedado suspendido el incidente sobre re- 
gulaoion. 

r'usieriormenK' y en fecha 29 del indicado mes y año, el ex- 
presado señor Aliñando* se presentó solicitando : i u Se hicie- 
ra efectivo el embargo antes referido; 2° be regularan su& 
honorarios de acuerdo con lo dispuesto uu la ley actual sobre 
costas procesales; y 3° se entendieran tales diligencian con el 
representante de la casa Howaldtswerke, señor Lippold, á loque 
elJuígado proveyó de conformidad, fijando la cantidad ú$ 520U 
pesos oro sellado á los efectos solicitados; embargo que no se 
llevó á cabo por indicación verbal del interesado y por ser él 
de todo punto inútil, desde que los fondos pertenecientes ¿la 
casa Howaldtswerke se bailaban ya embargados y á disposición 
de este Juzgado. De este auto, el representante' de la casa «Ho- 
waldtswerke», seuor Lippold, dedujo los recursos de reposición, 
apelación y nulidad en subsidio, que tramitados ea forma fue- 
ron desestimados, ordenándosele en consecuencia, manifestara 
su conformidad ó disconformidad con ta cuenta de honorarios 
antes expresada, que es el proveído recurrido. 

Debo solo agregar á lo expuesto, que el juicio sobre ejecución 
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del laudo tramitado última mente con si señor Lippnld en su ca- 
rácter de representante de lacasa cHoivaldtswerke > , terminó por 
la resolución de este Juzgado de fecha 5 de Marzo del corriente 
año y de que*V. E. tiene pleno conocimiento por haber conocido 
de tilla, á mérito de un recurso ideático, que V, E. desestimó 
por resolución de fecha 2(1 del mismo mes. 

Siendo, pues, e-1 proseóte juicio, un incidente propi nente de 
aquél, que como queda dicho fué tramitarlo con intervención 
del M*ñor Lippold < n el carácter indicado, el Juzgado no ha po- 
dido menos que darle en dteuo incidente, la intervención que le 
correspondía como tai representante de la enunciada casa 
íllowaldtswerkei, negándole la apelación interpuesta al respec- 
to y que motiva el presente recurso. 

Es cuanto tengo que informa á V, I)., á quitn Dios guarde. 

Juna Jet Cuthpilttí, 



Vallo ám I» Suprema ( ortf 

míenos Aires, Junio i de ¡Sitó. 

Vistos en el acuerdo: Considerando: (Jueel emb'»rvio de que 
esta parte reclama, se halla autorizado por resolución de esta 
Suprema Corte, en cuyo caso, esa medida no puede fundar un 
recurso de providencias d d Inferior mandando cumplir la citada 
resolución. 

Que el decreto ordenando la manifestación de conformidad ó 
disconformidad con las cuentas de honorarios presentadas, no 
causa gravámen al recurrente, susceptible de dar lugar al recur- 
so de apelación, como lo tiene resuelto esta Suprema Corte en 
diversos casos; pues (iue tal deereto nada resuelve sobre las 
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obligaciones que puedan pesar contra la parte del recurrente. 

Por esto; se declaran bien denegados los recursos interpuesto*, 
sin perjuicio de los derechos que esta ['arte tuviere para hacrT- 
lns valer en la oportunidad correspondiente. Hágase saber con 
el original, y remítanle estas actuaciones al Juez de la cau>a 
para que las mande agregar A sus antecedentes, debiendo ante 
él reponerse Ijs sellos. 

BENJAMIN PAI. - ABEL BAZAR. — 
OCTAVIO HLNGL. - JLA* E. TU - 
ABEI1T. 



* UNA IMÍLT 



Do» José Sanguinetti , cesonario de don Abel Saint, contra don 
Juan Caícagno, por falsificación de. marca de fabrica ; sobre 
ampliación d'> ta contestación A la demanda. 



Sutnario, — Después de trabado el pinito por demanda y por 
resouesta, y de llamado* lOi autos, no puede ampliara la con- 
testación i la demanda. 
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Caso. — Resulta Je la siguiente 

PETICION 

Buenos Air**-, Enero W d* Itttl. 

Señor Juez í'edrraí : 

Don litan Caloagno, eu la demanda ji- me lia promovido don 
José Sanguiuetti, como cesionario Jo don Abel Saint, sobre pre- 
tendida falsiucuciou Jt: murta de fábrica, indemnización de 
supuestos daños y perjuicios, cuino mejor proceda en derecho, 
diyo : 

Que después de haber contestado & la demanda llegó á mi 
conocimiento el hecho de que don José Sanguiuetti ejercía la 
profeHon de procurador; hecho sobre el cual he presentado un 
pliego de posiciones que ha absuelto dicho señor reconociéndo- 
lo exacto. 

Juroqueese hecho me ha sido conocido sólo después de contes- 
tada la demanda, y no estando aún la c.iusa á prueba, tengo i 
ampliar ta contestación pidiendo se tetina como parte de 
ella. 

De ese hecho resulta la nulidad de la cesiou verificada por 
Saint á Saii^uiuetti, roo arreglo á los artículos 1145 y 136!, 
iuciso 6*, del Código Civil. 

Tratándose de una prohibición legal fundada en una raion 
de órden público, el hecho podía haberse alegado en cualquier 
estado de la causa, y c m mucha máü razón, no estando aún 
ésta recibida aprueba. 

Pido, en consecuencia, á V. S. que habiendo por ampliada la 
contestación A la demanda, se sirva mandar se haga saber al 
demandante para los efectos que correspondan cu derecho. 
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Por tanto : á V. S. suplico se sirva proveer de conformidad. 
Es justicia, etc. 

Otrosí digo: Que ruegu á V. S, se sirva pi uveer al otrosí de 
mí escrito de contestación á la demanda, providencia queen el cú- 
mulo del despacho, ha sido omitida al dictar la de fedia 13 de 
Noviembre del año próximo pasado, á foja 35. Es justicia. 

Julin t'onrouye. — Juan Calcaynn. 

Fallo del Jiin Federo! 

buenos Aires, Enero 30 do 18bl. 

En lo principal, estando cerrada la discusión por el llama- 
miento de autos, no ha lugar. Al otrosí hágase saber la pro- 
testa formulada y téngase por constituido el domicilio iu- 
dicadu. 

1' ¡jar riza. 

Fallo de lo Supremo l urte 

Buenos Aires, Junio 6 de 1895. 

Vistos; Estando ya trabado el pleito p >r demanda y por rus- 
puesta y con la providencia de autos dícta la por il Juez de la 
causa, en su virtud, so confirma «l auto apelado de foja coa- 
rentay tres vuelta, sin perjuicio del derecho que tuviere el ape- 
lante para hacerlo valer cuando y en la oportunidad que co- 
rresponda. Devuélvanse, dehiendo reponerse los sellos aute el 
inferior, 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAR. — OC- 
TAVIO BUXGE. JUA!N E. TGRRENT. 
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4' AINA CXI* VI 



Han 0. H't./^ contra la compañía del ferrocarril Buenos A tres 
y Hnsario, por cobro de pesos, absolución de posiciones y 
cosías ; sobre apelación denegada . 



Sumario. -i Es zyAMv el autu que tfiiints Je las costas 
ai venuido, 

2 o Procede la i mu os ció ti aV costa» al que se opone á la con- 
cesión del recurso de apelación que La contraparte interpone 
contra el auto que la declara confesa. 



Caso.— Lo explica el siguiente 



RECURSO 

Suprema Corte: 

Manuel Tedio, por la compañía del Ferrocarril Buenos Aires 
y Roerlo, ante V. K. cumparezcu y coma mejor proceda digo : 
Ante el Juzgado feo eral de Santiago del EsLerodou O. Wulff 
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sigur un juicio contra 1» compama que represento, por cobro 
pesos. Rn este juicio el demandante pidió 8<- munüura absolver 
posiciones al gerente interino 'le la empresa, don rñrln*. Wib- 
berley. 

Citado éste para absolverlas, manifestó que no siendo parte 
en el juicio y no teniendo la reprasontacion legal de la compa- 
ñía, no podía absolver posiciones á nombre de ella. 

No obstante e-to, con ficha 1 1 de Setiembre, el Juzgado díc- 
tó un auto dando por confeso al señor Wihherley. auto qu<* fué 
apelada por mi parte. 

Notificada la interposición uYJ recurso á WulfT, se presenté 
éste oponiéndose á que se concediera, y habiéndose corrido vis- 
ta de cata oposición á mi par te,pidió SO desestimara, con costar 

Con fecha 29 del mismo mes, el Juzgado resolvió el inciden- 
te favorablemente á mi parte, no haciendo lugar, con costas, á 
La oposición. 

"WnlDF pidió enkónc.-s revocatoria, sosteniendo mi parte que 
no procedía la reposición por no tratarse de providencia mera- 
mente interlocutoria ó de trámite y si solamente la apelación. 
Síd embargo, el Juzgado lia resuelto este segundo incidente, 
revocando su auto en cuanto á las costas. 

Considerando que tal resolución es nula, por cuanto modifi- 
ca su auto interlocutorio con fuerza definitiva, causando gra- 
vámen a" mi parte, al i-iimir á la contraria de las costa;», no 
obstante la disposición del artículo 205 del Código de Procedi- 
mientos, se interpuso conjuntamente los n-cursus de apelación 
y nulidad, los cua'es han sido, á mi juicio, indebidamente dene- 
gados, el día diez del presente raes. 

En mérito de lo expuesto, ocurro ante V. K. haciando uso 
del recurso de queja autorizado por el artículo 227 dc-i LYidigo 
de Procedimientos. 

Por tanto: Pido á V. L¡. que habiéndome por presentado 
dentro del término establecido por la ley, ae sir?a ordenar 
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■I Juez a <ftio, la remisión de los autos Je referencia j Acordar- 
ais en oportunidad 1 i apelación denegada. Será justicia. 

A, E ttusifiol. M. ífUm. 



W Hilo dr In Nu|)r«u R C ortr 

Baca» Aire», Juuinüdc lsyú. 

Visto?, mi <■! acuerdo: Considerando que auto «pelado 
trae gravamen irreparable. 

Por esto se u"t) el a ra mal tleuegadoa los recursos interpuestos. 

Considerando cu cuanto a la mat> na del recurso: i¿ue 1* im- 
posición de cosías con ti inda en el a uto de foja ocho es arregla- 
da ¡i derecho, porque no puedi- ponerse < u duda Ja procedencia 
de la apelación del aut" '[tic había por confeso á la partí 1 de la 
empresa, df ade que ese unto claramente trae gravamen para la 
definitiva, no habiendo, por consiguiente, razón atendible que 
motivara la revocación pedida por el demandante, Jet auto que 
otorgó dicha apelaenn . 

Qua ftl traslado conferido del escrito pidiendo revocatoria, 
entraba en la tramitación establecida por el articulo doscientos 
cuatro de la ley de Procedimientos. 

(¿ue por tanto y por el mérito que se desprende del artículo 
doscientos cinco de la citada ley de procedimientos, el Juca no 
ha podido revocar la condenación on costau. 

Por estos fundamentos : se revoca el auto de fojadiei y siete, 
en cuanto exime do las costas al demandante.cn que fué conde- 
nado por el auto de foja ocho. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BEMAlIlfl PAZ. - ABEL BAZAR. — OCTA 
VIO BLWCE. — JI'AS K. TOHHLWT. 
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Contra don Enrique Bravaix, por contrabando y comiso; sobre 

sob reseim ieu to de fin i t ivo 



Suma rio.— Producida la acusación, debe correrse traslado 
de ella. El sobreseimiento definitivo debo s-r objeto de la sen- 
tencia final, 



Caso . — Resulta de la 



VISTA FISCAL 

Buenos Aires. Agosto 18 de 189-1. 

Señor Juez Federal: 

De las actuaciones practicadas en el presente proceso resulta: 
1 a Que Brfrfaii se embarcó en Génova en el vapor «Yittoria> 
con destino á Buenos Aires, según propia declaración, según 
los rótulos de su equipaje, y según las declaraciones del comi- 
sario de eBo vapor, foja 16. 
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2 o Que bajó en Montevideo y que allí, con el objeto de eludir 
la cuarentena que en nuestro puerto sabía le impondrían al 
íVittoria», se embarcó en el \apur «Helios* sin equipaje, que 
dej-'. á burdo did primero, diciendo que aquí lo reclamaría. 

3" Que en el vapor «Helios» tomó pasaje para Palmira, se- 
gún su propia declaración y las concordantes de Félix Curso, 
estafetero en el «Helioa». foja 74, Francisco Giménez, emplea- 
do del barco, foja 75 tu el ta, y Climaco Hccker, capitán del va- 
por, foja 77, y también según el boleto que corre agregado á 
foja 5. 

4° Que llegado al puerto de Buenos /Vires bajó del vapor, de- 
jando á su bordo un bastón que era to único que aparentemen- 
te tenía y que después reclamó. Sobre e^tos puntos eonctier- 
danlas ¡iliriuaciones de lu denuncia con las diferentes declara- 
ciones, agregándnse á las ya citadas, las de tos señores Escobar, 
Carmona, Lacrois, l'itta y otras que corren de autos. 

Sobreestés puntos no hay divergencia alguna entre los testi- 
monios y las constancias que arroja el proceso y deben estable- 
cerle como antecedentes probados, poniéndolos fuera de discu- 
sión. 

Manifiesta igualmente Hravaii que al pasante un vapor al 
otro estuvo en Montevideo donde le eutreg '-ron por un cambis- 
ta, su aniitf.), los brillantes que llevaba para que los vendiese en 
Palmira ú otras ciudades de la República Oriental (foja 41 
vuelta). 

Ksus brillantes embarcadas en Montevideo los traía '■¡obre sí, 
•tO haber hecho manifestación alguna ai capitán ó autoridades 
del vapur «Helios», 

Bravaix declara y sostiene que descendió del barco para sala- 
dar á un amigo, no separándose más de tres metros de ta orilla, 
y qu*_< estando en conversación cun dos amigos, Gregorio Mar- 
cowicb y otro más, fué invitado por el Inspector Ouvinas para 
que le acompañara basta el Resguardo, 
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Esta ;t1irmac¡'ia Je líravaix está cíjofinuada por la declara- 
ción de Gregario Mareuwieh, de laiis Pitia, foja 50. y de ben- 
jamín Lacroii, fuja 5U, ¿ incidental mente por la del empleado 
Pablo Díaz á foja 44 vuelta. 

Por el contrario, el denunciante, e*» decir, el Inspector Ouvi- 
Sas asegura que Uravaix desembarcó y acompañado d*' otras 
personas se dirijo pieei piladamente n tomar un carruaje, que 
en electo tomó, y donde, sttgttB su aíiimaeion (foja 53 vuelta) 
aprehendió á Br*taix, conduejéndolo á la Oficina del liesguardu. 

Esta afirmación del tuspectuT está coulirmadu por las duela- 
rabiones di- Car mona y Kscobar, foja 31 vuelta y foja 37. 

Üravaa agrega en M-yuida. que conducid u por Huuiia^ ú la 
Oficina del Kesguardü « invitado á declarar lo que tuviera, ma- 
nifestó que nada teufa que declarar, por ser mi transmmtu, pero 
que insudo, sacó do loa bolsillos los brillantes que menciona, 
los que le fu- T'Hi secuestrados, foja. . . 

La denuncia -'outradi e este beouo, f manifiesta qü* se vió 
obligado á que se registrara á Hra\aix, sacándole los menciona- 
dos brillante ó albajas que fueron allí depositados; esta ahr- 
maci.jii está corroborada por el empicado Díaz ¡i fujat!. 

De los antecedentes recordados, resulta claramente estable- 
cido, no contradicho p--r nadie y más bi> n apoyado en la misma 
drdaraeion ¿e líravaix (foja 41 vuelta), que los brillantes que 
traía y que k* fueron turnados por el Inspector Oaviñas, loa em- 
barcó en Montevideo al pasar d> 1 paquete «ViUmia» en que- Te- 
nía de Knropa. al vapor «ildius* en que bu embarcó, como afir- 
mu, con destino á l'almira. 

Ksos brillante* que recibió en Montevideo de manos de su 
amigo Barres (declaración de foja 41 vuelta), los embarró en 
puerto de un país limítrofe, y omitió manifestar al capitán ó 
autoridad del buque la mercan cía que traía, Bsto imposibilitó, 
en consecuencia, al capiiati del vapor cHelios* el manifestar 
toda su carga en las condiciones que lo establece el artículo 16 
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d< Ja i.-y ,i t; A'luaua; causando nm aquella omisión iííi exceso 
en ta ccr^a iÍel*Uelios>, que no se hubiera podido constatar á 
no habérsele turnado los brillantes por el Inspector Ouviuas. 

La mencionada omisión de parte de Bravaíx.que á su vez cau- 
só la falta de la manifestación completa del «Helias» por su 
capitán, coloca la mercadería ck' que se trata duntro de lo pres- 
crito por [asegunda pirtc «Id citado artículo, es decir; 

I o Qum su e&Utencin pudo ser constatada por la autoridad 
aduanera, es decir, por el inspector Ou riñas, no sólo en Ja ram- 
bla del puerta, sitió aún ñ bordo mismo del buque «Helioii, 

2" Que, como mercadería no manifestada en la carpa d<l va- 
por, con arreglo :il citado artículo, está comprendida dentro de 

su segunda parte, qu tablee para rilo la pena decomiso, cun 

arreglo al ;t nícalo UÜU d< las Ordenanzas de Aduana, 

l.ll enliSr-tl -i.fia \ ■ li n.jfií" :i 1,1 tu mi , j , ■ n' ;l ,|,.|,. \' ^ ,,,, 

clararla de comiso, con arreglo a las disposiciones citadas. 

En cii.mti* (tf delito tteeaniratimuh impatatiná lirurui.i- \ a 
lo-, efectos de la aplicación del artículo 22 de tu ley de Aduana 
vigente, considero i/uela perpiitrtíeiuH dé ese delito j>or su par- 
te, na se halla plenamente comprobada. 

Sin tomar en cuenta sinú como -imples indicaciones las afir- 
maciones d<- la denuncia, por cnanto afectan directamente al 
denunciante, desde que la ley le acuerda un pi ovecbo en pago 
de sn denuncia (inciso I a , artículo 270, Código de Procedimien- 
to Penal) encuentro en tus declaraciones de testigos (ai contra- 
dicción , que hacen impasible su eficacia fiara constatar el hecho 
de tptr se trata. 

La vista de ojos practicada por V. y las demás diligencias 
del sumario, no inducen acensar que Bravail perpetró el deli- 
to,, sitió qu*\ en Iodo caso, hubo la tentativa de hacerlo. 

Creo que en tal situación, y dado el examen que tengo hecho 
de las constancias de autos, V. S. debe, en la relativo al punto, 
de aplicar A Bravaxw la pena estableada por el artículo 25 de 
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ta ley citada, mandar sobreseer provisoriamente, de acuerdo 
con el inciso l fl del artículo 435 del Código du Procedimiento 
Penal . v 

Otrosí digo : que ála presen tu vista va acompañada la nota 
adjunta, que me ha sitio remitida ¡ior la Dirección General de 
Rentas, á efecto de que ella sea agregada á los antecedente* de 
usté asunto y para mayor ilustración do la resolución de ^ . S. 



Kxistiendu on autos, a juicio del Juzgado, mérito bastante 
p¡tra llevar adelante los procedimientos respecto del delito de 
pr.ntrabando imputado al procesado, elévese esta causa al señor 
Procurador General de la Nación, de conformidad c i lo dis- 
puesto en el artículo 460 del Código do Procedimientos en lo 
Criminal. Al otros!, agréguense los documentos acompañados, 
como lo solicita el Procurador Fiscal. 



Julio Hotel. 



drl Juti Peden! 



But;tio< Aire*. Agosto 2* de 1X94. 



Lalanne. 



VISTA OEL SE$OR PHOCURADOR GE*£KAL 



Ruchos Aire?, Setiembre 1C de 1894, 



Señar Jaez de Sección: 
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res Carmona y Escobar ú foja 34 y foja 37, establecen contra él, 
se desvirtúan can el boleto de pasaje para Valmira que refieren 
las declaraciones del capitán y demás personal du la gerencia 
del vapor «Helios» y la de los señores Marcovich, PitU y La- 
croi*. 

Encuentro por ello, que no resulta de lo actuado mérito tas- 
t ante para apreciar ta existencia del delito, y que habiéndose 
agotada las diligencias de investigación, sai que aparer.ca po- 
siblrsu desenvolví miento ulterior, procedo en el caso el sobre- 
seimiento provisional solicitado ¡i foja 90 vuelta, por el señor 
Procurador fiscal, sin perjuicio de la continuación de los pro- 
cedimientos sobre comi.su de las iner-adcrhs int-oducidus con 
violación de las leyes de Aduana. 

Sabimano Kier. 



Ful lo «Irl Jura Kederitl 

Buenos Airea. Setiembre 18 de 1694, 

Antas y vistos : Atentólo dictaminado por el señor Procu- 
rador General de la Nación y de conformidad con lo pedido por 
el Procurador Fiscal á foja.,, y en virtud de lo dispuesto en el 
artículo 4fii del Código de Procedimientos en Jo Criminal, so- 
breséase provisoriamente respecto del delito de contrabando i 
que se refiere el artículo 22 de 1 1 ley de Aduana vigente impu- 
tado i don Enrique Bravaix y liase por cerrado el presente su- 
mario, y de la acusación entablada, traslado por el término de 
ley. 

La taime. 
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VISTA ÍJtE SBSOft PROCURADOR C EN ERAL 

Bueuoa táre*. Diciembre 3 Je Ishi. 

Suprema Corte: 

El auto corriente á foja 93 fué dictado de conformidad cou 
la> conclusiones de las vistas del Procurad- r lineal y Procurador 
Gem-ral, de fojos HCj 92. 

Ese auto "3 ajustado, á mi juicio, á los antecedentes de! pro- 
ceso. 

Limitado, por otra parte, su mandato al sobreseimiento, fa- 
vorable al procesado, y á la tramitación de la causa de comiso, 
no resulta fundada la ablación. Pido á Y. K. por ello, se sirva 
confirmar!-.. 

Sabihiáttú Kier. 



Kiiouo* Ajrt'í. Jumo b" Je lN9ñ, 

Vistos j considera ndo: Qin: la causa se baila eU estado de pie- 
o ario. 

Que producida la acusación por <d MinisU'io Púbt ico, en r res- 
ponde correrse de ella el respectivo traslado, como se bace por 
el auto apelado, do conformidad con lo dispuesto en el artículo 
cuatrocientos sesenta y tres delCCJigode Procedimientos en lo 
Criminal. 

Que la resolución que pretende el apelante, ee refiere á la ma- 
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teria di- fondo que deberá ser él objeta de la ^uten<Aa definitiva, 
equivalente á la absolución en el c¡iso, y iCTeToljjftfion librártela 
mercaderil! embargada. 

Por esto, y conformidad con lo pedido por el señor Pro- 
curador General, ¡üe ■■onlirmn, con custa*. el ¡mto íi pelado de f<»- 
ja noventa, y tre-j, en ruanto no hace 1 u^.ir al sobreseimiento 
definitivo y manda correr traslado de la arusai-inu. KepuestOB 
los sellos, d''TuélTense. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAS.— OCTAVIO 
BUSGE. — JUAN E. TOBBEKT« 



Doña Salomé C. de Medina contra don Juan Lat filie, por cobro 
de ahiuifrrrx tj re*onvm>;>Qn por daños y perjuicios; sobre 
pruebas. 



Sumario. — I o VA incidente sobre de.emhuryo pedido y re- 
suelto sin anunciación s»í produce propiamente por el recurso 
de revocatoria y apelación que se interpongo contra el auto que 
lo ordena, y no suspende hu>ta entúnees el curso del término 
probatorio. 

2" Si éal" -e halla vennd», cuando dicho incidente se pro- 



38 FALLOS DE LA SlWtLMA COKTE 

doce, no son admisibles las diligencias probatorias que se soli- 
citen coa posterioridad. 



Caso. — Rl juicio se inició por un embargo sobre bienes 
muebles de Latrille, existentes en la casa de, cuyos alquileres se 
trata; embargo que se ordenó en auto de Julio 7 de 1891. 

Después de practicado el embarco, la señora Medina dedujo 
su demanda por cobro de alquileres, la cual fué intestada por 
Latrille, reconviniendo además £ la demandante, en Í8 de Agos- 
to del mismo año 91 . Kntre los pedimentos de la parte de La- 
trille en dicho escrito se halla el de que se levante e] embargo 
trabado. 

Contestada la reconvención, se recibió fa causa á prueba por 
quince dias, por auto cuya última notiiieacion ¿i las partes tu- 
vo lugar el 19 de Abril de 1892. 

En 25 de Abril del mismo año, Latrille presentó escrito ha- 
ciendo imitar que su pedida referente al desembargo no había sido 
proveído, y pidiendo que él se decretara. 

El Juez ordenó el levantamiento del embargo, p»r auto de i 3 
de Mayo de 1892. 

I,a parte de Medina interpuso contra este auto los recursos 
de revocatoria y apelación ^on fecha 18 de Mayo; y sustanciado 
ei primer recurso, el luez lo rechazó por auto de Junio 9, y 
niandóelevar los autos á la Suprema Corte. 

La Suprema Corte confirmó el auto apelado por sentencia de 
29 de Setiembre de 1892. 

Devuelto el espediente, se ordenó el levantamiento del em- 
bargo; y con fecha 29 de Octubre del mismo 92, la pane de La- 
trille, pidió que declararan testigos, euya nómina acompañó. 

El Juez ordenó que para mejor proveer, certificara el actua- 
rio sobre el término probatoria. 
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El actuario certificó que ese término fué por quince diasque 
empezaron á correr eM9 de Abril de 1892 y vencieron el 6 de 
Mayo del mismo. 



Fallo del Juca Federal 

flujos Aires, Noviembre 19 de l&H. 

Resultando del presente certiücado del actuario que el escri- 
to de foja... pidiendo declaración de testigos. La si.lo presenta- 
do fuera del termino, no ha lugar á la prueba 'rué s 1 solicita. 

Tedin, 



del Jue* Federal 

Uueuoa Aire*, Enero ¡fr .le UR). 

Vistos y considerando: Primero: Que el solo liecho de be- 
berse prestutado lu parte Se 1. atrille pidiendo el JevunUmieul» 
de un embargo existente en bienes de su propiedad, uu e* i . 
motiTo suiieiente para suspender «1 término de prueba sobre la 
cuestión principal, la cual podía seguir su curso con completa 
independencia de ajuel incidente. 

Segundo : Que el auto mandando levantar e) embargo referido 
fué dictado 7 dfas después de vencido dicho término, según lo 
demuestra el certificado de foja.. , t produciéndose después de él 
propiamente, el incidente sobre desembargo por el recurso de 
revocatoria que debía sustanciarse y de apelación que píivaba 
de jurisdicción al Juzgado. 
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Tercero: Que el argumento derivado de la remisión del oipe- 
diente i la Suprema Cartees insubsistente, desde que esto hecho 
se produjo cerca de dos meses después de expirado el término 
de prueba. 

Por estos fundamentos y concordantes del escrito de foja», 
no ba lugar, con costas, á la reposición solicitada y se concede 
laapelr.ciori snbs id ¡ariamente interpuesta para ante la Supre- 
ma Corte adonde se elevarán los autos >m la forma de estilo. 
Repónganse la foja. 



Vistos: Por los fundamentos segundo y tercero del auto de 
foja noventa y nueve, se confirma, con costas, ol auto apelado 
foja ochenta y seis vuelta. Repuestos los sellos, devuélvanse. 



Virgilio V. Tedin. 




Buenos Aire*, Junio 8 de 1895. 
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Don Emitió Otero m fax auto* ejecutivos de. la provincia de 
Entre- fttoi, contra don Francisco Molina; aoftrc derecho d 
seguir por si ta ejecución. 



Sumario. — Kl acreedor q un obtiene el embargo de un crédi- 
to perteneciente á su deudor, tiene el derecho de practicar por 
sí mismo las gestiones conducentes á hacerlo efectivo, siempre 
que el titular de él las abandone ó descuide. 



Caso. — Knel juicio ejecutivo seguido por U provincia de Bu- 
tre-Rioscontra don Francisco Molina, dun Emilio G*ero, que á 
íu vez seguía ejecución contra l.i provincia, obtuvo el embargo 
de lo que correspondiera A ésta en dicho juicio. 

Habiendo el representante de la provincia dejada paralizar 
la causa, Otero, invocando el artículo 1196 del Código Civil, 
pidió r¡ue se librara mandamiento de ejecución y embargo, por 
no haberle v»rilicado el pago dentro del término del auto de 
salvando. 

La Suprema Corte proveyó de conformidad. 
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Falle de la Suprema Curte 

Bueno» Aires, Julio K uV 1895. 

Vistos eu el acuerdo: Considerando : Que el crédito ú que se 
tefieren estos autos bu «ido embargado jara el pago de Ja deu- 
da que. ejecutivamente cobra don Emilio Otero á la provincia 
de Entre-Ríos. 

Que el derecüo al fin lleva consigo el de los medios adecua- 
dos para conseguirlo. 

Que según consta del expediente, la provincia de Entre-Rios 
ha dejado paralizada la secuela de la causa, no haciendo io que 
liacer debía para la efectividad del derecho del acreedor embar- 
gante, lo que se observa haber sucedido desde que se trabú el 
embargo del crédito. 

Que en tal virtud se baila justificada la solicitud de foja vein- 
tisiete y decreto recaído i-n su mérito. 

Que no ba*ta que la provincia de Eutre-Kios, manifieste vo- 
luntad de seguir el juicio, si b-s hechos ñu corresponden á esa 
declaración. 

Que no pueden r|iu-dar los derechos de Utero indefinidamen- 
te perjudicados por la inacción de su deudor. 

Por esto, no se hace lugar á la rerunitoria interpuesta en el 
escrito de foja treinta, quedando, en consecuencia, subsistente, 
el auto de foja veintiocho, sin perjuicio de la intervención de la 
provincia de Entre-Kios en la causa, llágase saber con el ori- 
ginal, y repóngase el papel. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VAKELA. — 
ABEL BAZAS, -- OCTAVIO BLNGE. — 
II* AS E. TOBBEST. 
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El doctor don Marcos Falle contra don Jacinto de los Santos; 
sobre cuenta de 



Sumario, — Es inapelable el 
-eutar la cuenta Je honorarios, 



por el cual ae manda pre- 
<:uya estimación se pide. 



Caso. — El Doct or Fulle se presentó en los autos seguidos por 
el Fisco contra de los Santos, pidiendo que se regularan sus 
honorarios. 

Por auto de lecha 20 du Mayo de 1892, ordenó el Juez que 
loa honorarios fueran regulados por el doctor don Tomás de 
Veyga; quien los reguló, en 25 de Agosto de 1894, en la eanti- 




i, de los Santos se mani- 
festó disconforme con ella, en 12 de Octubre de 1894, y pidió al 
Juez que regulara los honorarios. 

Convocados á juicio verbal, tuvo logar ísle el 29 de Octubre 
d-194. con asistencia de sólo du los Santo*, que fundó su opo- 
sición. 

El Juez llamó autos cu el mismo juicio verbal, y en este esta- 
do quedó el expediente hasta el 5 de Mayo [de 1895, en que el 
doctor Fulle pidió despacho. 



u 
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talla del Sme* Fcdinl 

Buenos Air-s, Mayo H de im. 

Atento lo dispuesto en la nueva ley sobre derechos procesa- 
les, de Agosto 31 del año próximo pasado, presente el recorren- 
te su cuenta do honorarios. 

Laianne. 



WmMlm úb ln ftwpmn» Corte 

■ 

¡ Buenos Airas, Junio 8 de 1895. 

Vistos: Xo trayendo gnvánien para el apelante el auto de 
foja once vuelta, pues que, con arreglo tanto á la ley nueva, so- 
bre regulación de honorarios como á la anteriormente en vigor, 
es del resorte del juez de la canga la resolución que corresponda 
cuando hay desacuerdo entre las partos, se declara mal conce- 
dido el recurso. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VABÍ LA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO MJNGE. — 
JUAN E. TOHREST. 
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Contra Pulicarfto Sosa; sobre infrarnon de la ley de Correos 



Sumario. — Debe 3er castigad» la negligencia en la custodia 
de las cartas, y resultando haberse encontrado abiertas un nú- 
mero importante de ellas, es li ?uigua la pena de 40 pesos de 
multa al culpable. 



Cfi.su. — Resulta del 



rail* del Juei Federal 

Mendoza, Sclieoibru ¿8 d& 1894. 

Visto»; i on la denuncia de don Policarpo Sosa, agregada á 
foja una, manifestando que al buscar por reclamo de doña Es* 
tefauia Aria*, la carta certificada número 576 dirigida á Heme- 
ten u Castillo, - ii Villa Roca, provincia de Buenos Airea, encon- 
tró abiertas las cartas que formaban el rezugo de « orreponden- 
cia. Se instruyó el sumario administrativo, queda por resultado 
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la sepnriicíon del empleado, de su cargo, coa la instrucción sub- 
siguiente del sumario judicial. El señor Fiscal titular no 
encontró mérito para acusar y pidió el sobreseimiento. Nom- 
brado un fiscal especial por la resolución de foja ¡10 vuelta, sos- 
tiene que la correspondencia rezagada, consistente en203caT- 
tas, de las cuales 201 eran certificadas, distribuidas en sobres 
por óidtn alfabético, han sido violadas, descubriéndose el hecho, 
con motivo det reclamo de doña Kstefania Arias ; que la respon- 
sabilidad de este delito no puede pesar stnú sobre el encargad.* 
del servicio de cei tincados, don l'olicarpo Sosa, quien había 
empaquetado y gu miado la correspondencia, prohibiendo á b> 
demás empleados inspeccionar ni entregar correspondencia al- 
guna ; que la forma da la violación revela que se necesitó un 
tiempo del que sólo podía disponer el encargado de la oficina, y 
que el móvil no pudo ser otro que el robo de valores que pudie- 
ra contener aquella correspondencia; q t ele conformidad a lo 
prescrito por el articulo 5t «le la ley de Telégrafos nacionales 
y por el artículo 263 del Código Penal, pide se condene á don 
Policarpo Susa á pagar dovientos pesos fuertes de mu.tay j| 
sufrir dos meses de prisión, con más las costas del proceso, cu- 
ya penastría equitativa, aún bajo el supuesto de que el reo sólo 
fuera culpable por descitbfo ó inobediencia de los reglamentos 
de Correos y Telégrafos. 

1*1 defensor del piocesudo contesta la acusación a foja 
pidiendo la absolución de su defendido y el archivo de la causa 

Se funda en que, como lo sostiene el liscal titular en su dic- 
tamen d- foja 30, no correspondía por las «■onstancias del pro- 
ceso, otra cosa que el sobreseimiento; que no existe presunción 
alguuade culpabilidad centra su defendido, y que demasiado 
castigada está su negligencia con la destitución del empleo que 
desempeñaba, pues su descuido, si lo hubo, no constituye nin- 
gún delito definido por la ley, y cuando más, constituye una 
falta de carácter administrativo, 
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Abierta ta cunan á prueba, no se produjo ninguna. 

Llamaos a foja 46 vuelta los autos para sentencia, y lija ti o 
el día par.i el informe in vore, no tuvo lugar este último, según 
la constancia de foja 47 vuelta, 

Y eonsideraudo: I" Que svgun resulta de Ea declaración ilel 
procesado don Poliearpo Sorn j demás constancias de ia causa, 
i l 17 de Julio 'i» 1 1891, satisfaci .-nd uqmd el reclamo de doña 
Kstefnuia Arias, respecto de ui>a carta que. había certificado el 
2t> de Knerodel año anterior, de 1890. dirigida á llemeterio 
Castillo, eu Villa Roca, provincia de Buenos Aires, encontró 
violados los paquetes de correspondencia rezagada, en el lugar 
mismo de su archivo; hecho de que dio cuenta al señor Jefe de 
Distrito mu fecha 18 del mismo me^ y año, precediéndose acto 
continuo ¡i la revisicion de lascarlas, que reveló la existencia 
de 203 cartas violadas, de tasque 201 eran certilicadas y dos or- 
dinarias, 

2 Que don Policarpo Sosa, era, al tiempo de tener lugar la 
violación de la correspondencia antedicha, el encargad» déla 
oficina de f '■Ttiíicados, siendo reemplazado de ordinario por el 
auxiliar don Ramón Mesura, quo compartía el servicio con él, 
y accidentalmente por el telegrafista de 4* clase don Elias Da- 
rros y el auxiliar don Moisés Garay. 

3« Que según lo manifestado por el mismo Sosa, la violación 
de la correspondencia rezagada, debió verificarse entro Noviem- 
bre de f 890 y la fecha del denuncio que él hizo et 18 de Julio 
de 1891, pues, aún con alguna posterioridad á la primera fecha 
mencionada, comprobó el estado de - sa corresp'mdeueia, no en- 
contrando nada que observar, y después, mantenida en archivo 
bajo llave y clasificada p-.r órden de letras, no se ha hecho reri- 
saeion alguna. 

4 m Que si bien se man i lies ta que el empleado señor Sosa 
no permitía a los demás que ir crvinieran en la correspondencia 
rezagada que estaba arreglada por él, en sobres abiertos, cons- 
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tu también que la 'Vive ilel armario que contenía la corretón 
dencia pasaba de unas manos á otras. 

5 o Quedentru dei armario dondo estaba la correspondencia 
retagadn y no obstante mantenerse bajo llave, se lian encon- 
trado papeles ajenos ú la oficina y caifas con bis estampillan 
arrancadas, notándose, además algún desorden «*n otros otiles 
de la misma oficina que no lian podido producir*? ni llevarse 
«inó pur otros manos que las de Sos empleados, 

ti yur tanto de ia declaración de lo* empleados como del 
Jefe de iHstrilo, con-tu que el andado fue un empleado de iu- 
tachable conducta» no imputándose 1 !- otra taita qm* la de no 
revisar en cada oiitregu, la corropondeueiu A mi cargo. 

7' «juo im liay prueba ui a nteced entes en autos que funden la 
inmutabilidad de la violación de la correspondencia reiagaita 
que motiva esto juicio, al proee-adu don ruliearpo Sost.. para 
considerarle como reo de ose delito. Nada prueba que 01 sea el 
autor del hecho criminoso díscubn rio. en parto, merced al 
Oiismo acusado, fío puede, puc», responsabilizársele por .1 he- 
rbó, en tal sentido. 

8 J i jue la inviolabilidad d. la o U i i . spou lem ia importa no sú- 
lo la obligación de no abrir ni su-traer ninguno do los objetos 
confiados al eorreu, >Il jio tratar do ninguna manota de conocer 
su contonido, do n<> hacer saber quí personas mantienen rela- 
ciones entre sí, linál también la de no dar á nadie la ocasión de 
cometer tales falta- ; obligación «-nyu observancia so rofiere 
especialmente á los eni[ lea loa de correos y h légralos, como 
encargados de tal custodia de la correspondencia (artículo 9, 
ley de eorreus de 10 de Octubre de 187t}). 

9" Que indudablemente ha existido negligencia culpable por 
parte del empleado señor Sosa, al no v<riliear con sujeción á 
lo^ reglamentos el e-it ido do la «'orresponduiii ia á su cargo, re- 
zagada ó no, y al dejar en malas condiciones de seguridad di- 
cha correspondencia, -obre !■ do -nandú pmlo notar que el ar- 
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inario no ofrecía seguridad alguna, pues debió sor abierto más de 
una vez sin su consentimieutoy uoobstantemantenerlocon llave. 

10* Que no teniendo la infracción cometida una pena espe- 
cial señalada para ella, debe considerarse el taso legislado por 
el articulo i 46 de ta ley de correos de 1876, graduando la pe- 
nalidad coa arreglo á lo prescrito por los artículos Í6, incisos 
3- y i»", y 20 del Código Penal. 

i\* Que de consiguiente, tratándose d.- una omisión culpa- 
ble, que, acompañada de voluntad criminal, merecería la pena 
de doscientos pe^ de multa, debe corresponderá la quinta 
parte de esta condena -ion, 6 srau. 40 pe>os de multa. 

12 a Que no puede considerarse como pena aplieabk- a la in- 
fracción m uh motiva el juieio contra el seno? Sosa, bastante para 
dar p ( ,r reparada su negligencia, según lo sostiene su ddensor, 
el liet^iio de liaber sido aquel destituido d.- su empleo en Ja re- 
partición eu < t ue lo desempeñaba (artículo 51, Código l'enal). 

m estos ftindam.-nt.-a : falto, nmdeftfcmln al procesado Don 
Pe.Jicarpo Sosa, argentino, empleado que fué del correo, á pagar 
40 pesos de multa por la infracción que ha originado i-sta cau- 
sa, con rosta*. Juzgando en delinitíva. .isí lo decían, y ordeno 
en Mendoza a 28de Setiembre de 189*. llágase saber con el 
original y en oportunidad archive*?. 

Srren, (i. rfef Cas filfa. 



VISTA DEL SKSOÜ PHOtXIUllUH ÜKKEIUL 

Jltin.o* Airo, \Un» ;fti ,\, ; m¡i¿. 

Suprema Corte; 

Ui culpa .'. i gligen. ia culpable del procesado es un ludio 
constante en el proceso y reconocida por el mismo defensor del 
proresado en la expresión de agravios. 
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He objeta, sin embargo, que la pena de multa aplicada en la 
sentencia es excesiva, por haber el procesado sufrido ya la des- 
titución de su empleo y la prisión preventiva. 

Pero la destitución nohn sido impuesta cnmn pena en la sen- 
tencia, sinó dispuesta por la administración general de < Vreos, 
'■orno medida puramente administrativa '|Ue entra en sus fa- 
cultades y la detención del acu-ado por pucos «lías y tal vez por 
pocas horas, pues et heclio no consta del mandato de foja 32, 
tampoco puede legalmente constituirla. 

QneUa, entonces, sólo la inulta mínima, pena ruyi benigni- 
dad d.-bíó hacerla aceptable al mismo recurrente. 

Por ello, pido á V E. la ontirmaeion de la sentencia recu- 
rrida de foja ¿8. 

Sfifi tutano Kter. 



» df Im ftuprrniit < «ríe 

Bueno* Aires, Junio lñ <b- iNíJij. 

Victos y considerando: Que romo lo observa el señor Procu- 
rador General, la benignidad de la pena impuesta por ta sen- 
t- ncia apelada, en relaeion á la gravedad de la falta, hace que 
la citada sentencia no cause grava mea alguno al apelante. 

Que consentida por «-1 Ministerio riscal, la mencionada sen- 
tencia, esta Suprema Corte no puede agravar la pena aplicada 
al procesado. 

Por estoy de aeuerdu ron lo expuesto y pedido por el s«-ñor 
Procurador General, y fundamentos cu acor dantas de la sen- 
tí- ocia apelada d*- foja cuarenta y ocho, >e eu» tirina é*ta, con 
costas. Devuélvanle. 

RESUMI* l'AZ. — Al» EL 1IA7.AH. — OCTA- 
VIO RUS GE. — JllAN E . TOHRENT. 
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Don f.imnttro </e /r< rorrc cw'í/ívi />oíi Estefxin Ra-arola; sobre 
rvsctwvi th ti*} contrata di" vüttiftrn-venUt 



Sumario,— i« Las amones que loa artículos 1345 y 1346 del 
Código Cinl a-uerdun al comprador, por falta «le cuitinencia 
de la superficie vendida, no proo-len. euu mío dicha falta se atri- 
buye á lu parte Je la misma superficie <]ut¡ la Municipalidad, 
sin ser dueña de ella, lia destinado, eou anterioridad ala venta, 
para calles no abiertas todavía. 

2* Procede sin embargo la acción por disminución de precio, 
habiendo sido la venta p.»r un precio único, si las partes han 
dado por existente alguna de esas calles, enunciándola como 
lindera del terreno indicado, y si dentro de esa calle existe un 
área mayor <M vigésimo del área total designada en el con- 
trato. 

3* Esta acción no está sujeta á la presuripcion establecida 
por el artículo 4040 del Código CífíL 

4" Interpuesto de la sentencia del inferior solamente ti re- 
curro de apelación, la Suprema Corte se Imlla habilitada para 
dar Üu al pleito apreciando y resolviendo las cuestiones apre- 
ciadas y resueltas uur dicha seuteneia. 
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Caso.— Resolta del 



Fallo del Juei a->der»t 

iluííiriu, Octubre 6 de 

V vistos : los instaurados pnr don Lisandro de la Torre con- 
tra don Esteban Rearóla, sobre rescisión de un .ontralo de 
compra-venta y dejáis aducido, de tos que resulta; 

1* Que don Kat»ban Bívarola, en fecha 6 de Abril de 1889, 
vendió á don Lisandro de la Torro uu terreno tibiado en loa su- 
burbio-; de lu ciudad del Rosario, compuesto de 75 metros 82 
centímetros de frente al oeste, por 120 metros 3 centímetros 
de fondo en el costado norte, y 119 metros -43 centímetros tam- 
bién di- fondo en el costad. i sud, teniendo un coutrafrentc de 
7ü metros, todo lo que hace una su peí licie total de 8814 me- 
tros 52 centim-tros cuadrados, equivalentes á 11.752 varas 
cuadradas con 68 centímetros de otra (escritura de foja 29). 

2" Que esia superficie fué adquirida por el señor déla Torre 
por la sama de 70,510 pesos con 8 centavos nacionales, según 
lo estableced instrumento público de foja 20. 

3" i¿uc posesionado el señor de la Torre de este predio y de- 
seando ediücar en él, solicitó de U municipalidad, de acuerdo 
eou las ordenanzas vigentes, el permiso y lima nectarios para 
la construcción proyectada, ¡leordánduiek- ésta en fecha 20 de 
Setiembre de 1891 y mediante el pego de los derechos respeeli- 
rosque constata el documento a toja 31. 

|fi Que dicha línea le fué dada salvando los espacios corres- 
pondientes á las vías públicas que cruzaban el terreno, sieudo 
éatub el tüoulevar Timhúes» y una otra callo de nombre * Sar- 
miento i, « Las lleras » ó * Junin ». 
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5° Que á mérito de esto la iji-m anrla se interpone aduciéndo- 
se: que la compra había sido hecüa á razón de seis pesos por 
cada vara; y según el plano número i de foja .'t entregado al 
señor He la Torre por el vendedor señor Rirarola, lindando el 
frente ¡icl terreno con el bou levar Tinibúes y el fondo con el 
Ferrocarril Central Argentino; que esto no obstante, en vez de 
la extensión mencionada en dichos planos y en los títuloa, el 
terreno a par ■■ría con menos fondo, perdiendo una superficie da 
629 metros con 8"¿ centímetros cuadrados, ó *íe^n, 839 raras 
con 81 centímetros, seirnn se demostraba en "I plan.» número 2 
que se acompañaba á la demanda, procediendo esta disminución 
del hecho de haber dado e¡ señor lí i varo Ja al bou levar Tim- 
bóes menos an<-ho ( 10 metros ) que el que realmente le corres- 
pondía (20 metros); que siendo el terreno total comprado, de 
11 .752 varas 08 centímetros cuadrados y perdiendo en su fren- 
te que alcanza á casi la décima parte ( ochocientos treinta y 
nueve varas cuadradas), por este solo concepto estaba uutoriza- 

y devolución del precio con los intereses legales, pues que Ri- 
varola no podía hacerle pagar parV «le una calle pública, no 
solamente porque se trata de una supirMé que pertenecía á 
la comunidad, si que tambo n. porque el t'-rreno vendido lin- 
daba ron b1 boubvar Ti mino esto i-, con una vía de de ter- 
minada extensión; que además, el perjui- ¡oque sutria era mu- 
cho mayor todavíi, lesionando gravemente sus intereses, pues 
adeiusí^ >\- la pérdida ya mencionada, resultaba que hi callrl/is 
Heras ó Junio, cruzaba diagonal mente 'a propiedad, vd viendo 
á perder ésta, portal concepto, una superticie de 1872 metros 
85 centímetros cuadrados, lo que daba una disminución, en 
onjuuto, de más de 3000 varas que representaba, no sólo el 
vigésimo eligido por la ley. sino la tercera parte del terreno, co- 
mo lo demostraba el plano número 2, que también acompañaba 
¡i la demanda; que cumu ni el plano número 1, que sirvió parala 
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compra-venta, ni la escritura que ¡>e Ir otorgó á de ia Torre anda 
indicaba respecto a esta calle, dicho señor de la Torre había ig- 
norado, al verificar su contrato, la existen' ia de esa vía pública, 
error del que salió recien cuando solicitó de la Municipalidad la 
linea para edificar, y esta corporación, dándosela sobre la ver- 
dadera linea del boulevar y la de la calle indicarla, lo obligó á 
respetar esa-; calles públicas que de estos ant-redentes se de- 
ducía el perfecto derecho qin' tenía el ae! t para di' jar sin i f ec- 
to el contrato, de acuerdo Con el artículo 1345 del í'-.digo CiviS, 
pues que la disminución que el terreno Miiría, era jiu sólo «le un 
vigésimo, sinó del treinta por ciento, que equivalía á cérea de 

siete vicéMinosj qu ■, en couserueijria. solicitaba lar isiondol 

Contrato de rom pTa- venta con las condenaciones de derecho, 

6" Que contestándose la demanda á foja I (i, se Rifle su re- 
chazo con enstas aduciendo que la aecjon interpuesta estaba 
prescribía según el artículo -1040 d. 1 í' «ligo ( ¡vi!; que el te- 
rreno vendido era parte de niro mayor, siendo cierto que por él 
debía pajarel bou levar Timbúes; que al dar romo ín-nt' 1 del 
terreno rendido, a* dicho boulevar, se liaría designado va á éste 
el ancho que gratuitamente redia para esa vía; qu-- era sabido 
que las vía* de comunicar huí que étéa ta Municipalidad y que 
deben pasar p'T terrenos de propiedad particular, deben expro- 
piarj-e; que el señor de la Torre debía cobrar á ta Municipalidad 
el exceso de terreno que le toma en bien del interés general; 
qio> el bou ¡erar Ti tabúes no estaba abierto cuando se efectuó 
la venta, ni lo estabi en el momento de la eonte^tui-ion á la de- 
manda *inó en pequeñísima parte; siendo probable no ftiera 
abierto en su totalidad por mucho tiempo, por tener que tomar 
terrenos indispensable* para la Empresa del Ferrocarril Cen- 
tral Argentino y para otros establecimientos industriales; 
que la redamar ion del demandado era inoportuna ' injusta, lo 
primero, porque U Municipalidad no pensaba todavía realizar 
la teórica obra de ese houlevar, y lo segundo, porque cuando 
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llegase su ejecución, la Municipalidad Ee pagaría ¡i de la Torre 
lo que boj éstu reclamaba; que era falso %m 1* calle de Las He- 
rus cruzas- diagonalmeute el terreno vendido; que dicha calle 
no tenia sino media cuadra de extensión al como n zar, en bou- 
levar Santafi>i no, y otra media cuadra al concluir, en el boll- 
iciar Avellaneda, i-ncontrándose lo demás de ella ocupado por 
conatrucciuues y terreno* pertenecientes á los ferrocarriles de 
Súnchales y Central Argentino; que si alguna vez la Municipa- 
lidad atravesaba esos terreno* con eallcs, .-ra cieno que de la 
T..rre estaba expuesto a la contingencia de que se íe expropiase 
su terreno, más bajo ú luá.s alto de lo que le costó; pero que 
en ello nada tenía que ver el vendedor R ( varóla; y qm- en cuan- 
to al derecho, aducido por t i demandante, no era aplicable al 
cato, por cuanto el terreno vendido lo habla sido por una suma 
dada, la úé 70.516 pe-o-, no estando por tu uto regido por lo dís- 
pie.ito en et artículo K145del Código Civji.Muoal contrario, por 
el inciso 5" del articulo MHi del mismo código, por haberse se- 
ñalado el área por un precio úiiícj y no ú Lauto ta medida, 

Abierta la causa á prueba por el auto de foja 23, se produce 
la muy abundante que corre en este expediente. 

Y considerando : l u Que de lu* antecedentes que se dejan 
eun.-iguados, surgen la* siguiente- cuestiones á resolver : 

t'rit/ierti: La acción deducida, ¿está, ó oo, proscripta? 

Sr.gtmda: V.n caso negativo, ¿procede, ó no, la rescisión del 
contrato ? 

Tercera: Kn cav» adverso á la rescisión, ¿existe, O no puede 
existir disminución en el área vendida? 

Cutiría : En chso afirmativo, ¿procede, ú no, la devolución del 
precio pagano de má* por el comprador V 

2" Hasta leer con atención el artículo 4040 invocado por el 
demandado fundando la excepción de prescripción, pura que la 
primera cuestión quede resuelta en un sentido negativo : 

c Se prescribe también por 6 meses, dice el artículo citado, 
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la acción del comprad. t para rescindir el contrato, ó pedir m- 
demntzacion de ta car ya 6 servidumbre no aparente (fue su- 
fra la cosa comprada y de y«e no hizo mención en el con- 
trato. * 

Ese artículo, como se re", rige exclusivamente para el caso 
de ta compra do m predio que sufra una carga ó servidumbre 
no aparente ignorada por el comprador, en cuyo ca<o puede 
éste, ó rescindir el contrato durante 6 meses, fi pedir, disyun- 
tivnmente, una indemniza- ion, correspondiente que venga á 
compensar los inconvenientes inherentes ;í toda servidumbre ó 



En el caso $ub*judice, no se trata ni remotamente, de que el 
predio vendido por el -efior HivaroU al señor de la Torre sufra 
carga, ni servidumbre alguna: lu.-o, la pn ^cnpoion de dereeho 
indicada, est¡¡ lejos de rejíir la cuestión. 

La disposición legal aplicable, sería en todo caso, la consignada 
en el artículo 4023, referente a la acción personal, á la que di 
cho artículo da diese años de plazo entre presentes y veinte entro 
ausenles {nota 52 y comentario respectivo al mtkufo 4040 de 
los doctores Segoviay Llerena). 

La eaciitura de venta (foja 29) es de de. Abril de 1889. 
Sólo han transcurrid», pues, cuatro años y medio, y por ende 
la prescripción no se ha verificado. 

3" I.j negativa en la segunda cuestión, surge igualmente 
evidente. 

Basta atender á los términos en que está concebida la escri- 
tura de Toja 29, para convencerse i|ue la venta no fué hecha li- 
jándose el precio por la medida, á que se refiere el a r tirulo 
1345del Código Civil, sitió que, al contrario, la venta ha sido 
verilicada üou ta indicación del área por un precio único, y no 
á Untóla medida (artículo IÍU3, inciso 5", del mismo Código). 

Las prescripciones de ios artículos 992, 993, 994 y 995, son 
bienesplícitosen sus términos, que preceptúan: «que los testigos 
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de un instrumento y el olicial pú 1j Eii-o que lo extendió ao pueden 
contradecir, variar ni alterar el contenido de él, sino alegasen 
que testificaron el auto por dolo ú violencia que se les hizo, en 
cuyo caso el instrumento público m> valdrá i artículo 992); y 
que el ¡nBtruraenttj publico hace pl<*na fé, hasta que sea argüido 
defaUo, de la existencia material le los heokos que el oíicial 
público hubiese anunciado como pasa'J"- *n su presen ia; sien- 
do esta plena fé extensiva, no sólo entre las partea, sino contra 
tener os, en cuanto á las con vene i o oes contenidas en ellos y he- 
chas u actus jorídiciis que forman su objeto principal»; indu- 
dable es entouoes que debe estarce á lo consignado en la escri- 
rura; y que no tienen valor legal en contra de ella la» deposicio- 
nes de los testigos Al varad o y l'ucuin, de foja 58, ni la del 
oficial público (I-ja 80) que extendió el instrumento re- 
ferido. 

Es de advertir, que no se ha argüido de falsa la escritura de 
foja ¿9, sinó simplemente aducido que en ella se ha suprimido la 
cláusula de que «la compra se verificaba por un tanto la ine- 
dida», IVro e, que debe tenerse también presente que dicha 
cláusula no es tina mera circunstancia, ni un detalle comple- 
mentario, ni una agregación de mera forma, sin6 que, por el 
contrario, tal cláusula viene á tkstruir funda menta i mente lus 
término, de la convención, cambiándola y vuriáudola de muñe- 
ra radical y absoluta. 

Kfectiv.nut'ute, si la agregación que se pretende fuera intro- 
ducida en la escritura de foja 2í», el derecho que refería á ese 
contrato, seria completamente distintu de aquel que en la ac- 
tualidad le rige, según su deelaracicn presente, ron tal refor- 
ma, A contrato obedecería al artículo 1345 del Código Civil, que 
autoriza la rtf.vcíA'íO/idela compra-venta cuando ella se ha efec- 
tuado lijándose precio por la urdida; mientras que, tal romo la 
escritura se encuentra redactada, «1 contrato que ella perfeccio- 
na, obedece directa y ajustadamente, á la prescripción inversa 
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contendía en otro artículo del Código Civil, un el 1346, que tw 
permttela re&císion, y da sñ!o acción b la devolución de la par- 
te de precio pagado de roa*, y ¿siu. solo cuando la diferencia 
entre el área real y la expresada en el contrato, fuese de un 
vigésimo, con relación al área total de ta esa vendida. 

Como se vé, e*»te cambio inversivo, tan absoluto, del cntrato 
y del derecho aplicable, no es, ni puede t>er permitido á una de 
las paites, por la bien obvia razón, de que entonces ios insttu- 
montos pübUcos, á los que la ley ha revestido con fé plma, 
ningún valor tendrían SÍ Un fácil como caprichosamente pu- 
dieran ver cambiadas, sustituidos v destruido*, aun por la 
prueba testimonial tan delicien te como maleable que al pre- 
sente se quiere op-mer en contra de la escritura de foja 29. 

Con su cuente con todo ello, td artículo ÍMMi del mi sino Código, 
fexitíe para que pueda ser inodilicado ó quedar sin efecto un ms- 
Iruuiento público como el de foja se labre un otro instru- 
meuto público 6 instrumento privado, ansiado en la escritura 
matri2y eiisu copia. 

La escritura de foja 2{J ilk-e de manera terminante que, 
«Vende Jüvarola al -cñor de. la Torre el terreno di alindado por 
la suma de 70. 510 p so> H eeiuavo- m >i\>-ún uaiionai legal », 
sin agregar una palabra siquiera en todo su teito, cuál haya 
sido, ai que se hubiera daiio un v,il>r unitario ¡í cada medida; 
luego no hay dtnla de que la convi nebm ha -ido llevada ¡i cabo 
sólo eoo lu indicación del área ¡tjrnn ftrrrm ainm? no a (nulo ta 
medida. Esto mismo se eneneiitra ratjlicado por la confesión 
de de la Torre al contestar las puniera, secunda y r-exta posi- 
ciones de foja 51). 

Ustablfeidas a.-í e*t;is premisas, no puede dudarse cuál sea 
la prescripción de derecho aplieabie al caeo. 

Ya lo hemos enunciado, los artículos 1345 y Í;H6 del Códi- 
go Civil enseñan que en el ''aso d- una determinada falta < un 
vigésimo) del área total vendida, habiéndose fijad» U pecio 
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por la medida, puede el comprada; dejar sin efecto el contrato; 
pero que en tod^s los demás ca»os indicadas en el artímlu 1344, 
y entre lo» cuales se encuentra expresado el sutt-jmlice, de una 
renta t on indicación del área por un precio único, y no ¡i tanto 
la medida ,1a rescisión, por el > uiitruriu, no está autorizada, y 
sólo da dore-hoá una disminución por ei úrea que, resulte fal- 
tar, cuando la diferencia entre el área real y la expresada en el 
contrato fuese de un vigésimo con relación al total de la cosa 
vendida. 

Ny habiendo, pues, el señor de la Torre cumpr.id i ¿mr m»di- 
í/ r, y si hatuén I ol ■■ ve tul id u Rivurnia t<»'Ja .irc:i p>"T el ¡trecio 
único de 70.5ití pi-*o> 8 centiivos, l¡\ rescisión 'jueel primero 
solicita, n > es legalment" aceptable, y debe, por tanto, recha- 
zarse. 

4 U Para dar solución á la 3* cuestión, es necesario ei estudio 
prolijo que se ha hecho dn los auto^, 

¿Existe, ú uu puede existir disminución en el área vendida? 
Tal es la interrogación, y los autos, en su larga secuela, dan 
• iementos suficiente» para dilucidarla. 

La existencia di-1 buulevar Timbóos, es un hecho indiscuti- 
blemente comprobad-', no sólo p«r los mismos termina de la 
escritura de foja 29, otorgada por Miranda á de la Torre, laque 
expresa lindad terreno vendido, ¡tur et frente al Oeste, con el 
bouhvartl Timbúes, sino tambim por la especial confesión he- 
cha por el Tendedor un la contestación á la demanda y k la 
novena pregunta de las posiciones fte Toja 43. A esíu que sería 
bastante para dejar ampliamente comprobada la existencia de 
esa vía pública, se reúne aún el he* ho material 11- vado A cabo 
por el vendedor RiTarola de la construcción del edificio ele su 
propiciad, limitándola por uno de sus frentes ¡i ta línea del 
bouleirar mencionado ^inspeccem ocular, foja 108). 

Respecto á la existencia de la calle Las lleras Junin, Sar- 
miento óFrench, que todos estos nombres, alternativamente, 
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se dan á la otra vía en discusión, consta tambieu eu autos su 
existencia por la confesión il *? la misma parte de Rivarola, quien 
á foja 19 vuelta, dice: ella «o * reue tnda 71*1! media cu mi ni de 
eitenstun al comenzar el houlevar Santafecina , 7 oír« inedia 
cuadra al concluir eu el twdevar Avellaneda. Así, ¡mes, tal 
calle se enouentra 011 su comienzo y su lin, ya edificada, en de- 
cir, lurruad 1, constituida, ¿t.'úmo puede neg.irle su existencia?. 

Por otra paite, el informe municipal do foja 67, demuestra 
bien claramente que !a apertura de esa calle se encontraba va 
autorizada, entre otros, por decreto ¡b- fecha 9 de Abril de 

A foja 267, vuelve la pifie tifl Utvarola á confesar la existen - 
cia de tal vía cuando textualmente dice re ti riéndose á la argu- 
mentacUm del contrario: «Si se. n-liereáquu esa ordenanza 
aprobó el relevambmto, que r< el trazado «ubre el terreno, de 
calles qtir eaoiHtan solameate oreadas por ordenanzas anterio- 
res, y no trazada^ aún sobre el terrean, es exacto, y es preci- 
samente loque be venido sosteniendo». 

Además, la vista de o|oS (acta de foja 108», se constató 
que ta calle enunciada, y que mazaba el terreno de la cuestión 
Je Este a t>st--, s.- encontraba delineada cun estacas puestas 
particularmente por ♦>! ingeniera municipal Hosco. La referida 
construcción de Uiranda ha sido también por éste limitada, por 
et otro de sus costados, por la calle La?, lletas. 

No puede en túnce» < aber la me uo r duda, subís la existencia 
de la calle llamada indistintamente Las lleras o Juum, según 
los litigantes, y Sarmieiuo ó Frcuch, -egun el boleto municipal 
de foja 3 L 

Comprobada así, Ja evidente existencia del boulevar Tim- 
búesydtjla calle Junin. etc. , tuca estudiar si esas vías tra- 
zadas 4»bre el tet reno vendido, aunque no edificadas enloda 
su extensi"ii, importan nna disminución en el área enajenada. 

En tal cuestión nos inclinamos por la alirmativa. 
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No importa en ej com ento del proveyente, que una vía pú- 
blica seeneueutre ¿ no ediliradu t-n toda mi trayectoria, para 
que deje de pesar d.- manara efe-tiva sobre el íín-a de terreno 
porque aquella cruce, una desmembración del derecho de pro- 
piedad; y ere*', por el contrario, que tal derecho cuando ha si- 
do trasmitido prf&to y UH MtoMW por la escritura do ad- 
quisición (como son los término* ufados en la de fuja 29), él 
debe existir tlnttlo rt prmeipin siempre nmptifí y ¡trrffrto; 
mientras qm- la ¿ola existencia de una disposición legal rtfpmte 
que destine para otro- usos públicas una parte del área adqui- 
rida para uso» particulares y propios, ba-ta y >nhra paraqm el 
Urreclnj cedido *e enruertlre restriftgído > dismembrado. 

La acción de «-vieeion consagrada i«or tudas ki< legislaciones, 
jndha, por sí -^ola, el deh-r ineludible que todo vendedor tiene 
de mantener á su eompradur. ffempre ;/ en cuait¡nwr monten- 
í», i-n el t-jereje ni p--rf* d> d< l dereelio di* propiedad '■obre el 
predio enajenado, garantiéndole y conservándole en mi in- 
tegridad. 

K il<>L r ii (j .sería -obtener que tal integridad ■> dcreclm tínico y 
perfecto, se tiene en un predio sobre el cual pesia una ley de 
expropiación viycntt* t que adjudica á la comunidad todo, ó una 
parte di> él, upartúudol" así del derecho privado é individual que 
lo adquirió. 

Una prueba dv. ello la tenemos en el u-o. de vulgar notorie- 
dad, que existe de que en las transacciones de fierra urbana, 
para que se entienda que la enajenación incluye calle*, 6 vías 
públicas, conste tal circunstancia en la convención celebrada. 

Kn el caso suft-jitthcc tal acuerdo no ha existido: no hace de 
él referencia alguna la escritura de foju y de manera inver- 
sa, const.i gráficamente no haber existido tal convención, como 
se prueba por > \ plano número I de foja 3. qn-- sirvió de base 
para ella, y en el cual no se encuentran delineadas, como debían 
de estarlo, las vías públicas de 1» referencia. 
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La Municipalidad, en su imposición de foja 66, informa que 
el boulevar Timhúes tiene un ancho de 40 varas, mientras que 
vi plano número 1, que, se^un confesión fiel vendedor ai absol- 
ver la octava posición de foja 43, sirvió de baso al contrato que 
se discute sólo le da el ancho de la mitad, ó sea, de diez varas 
cedidas voluntaria y gratuitamente por liivarola, como también 
éste lo ha confiado; faltan así "tras diez varas para completar 
la vía pública, que no han sido excluidas de la venta. 

Existe, pues, y ron relación á esta sola vía, una disminución 
de 020 nifiru- 82 centímetros cuadrados, igual--? a 831) vara?. 
81 centímetros madrados \ informe peneial de foja lili y pía- 
no número 2 de fi>ja3 T no argüido por las partes). 

Iíespecto ú la calle .Junio ó Las rieras, etc., el informe mu- 
nicipal de fnja (í7 establece fcenei ella un ancho de 20 varas 
determinado por decretos de 28 de Octubre .le tSíiK y 13 de Ju- 
nio de 1873. 

frutando esta vía ( no «xciuida tampoco de Ja venta )diago- 
nahuentc el terreno de la cuestión, i lla toma, según el misiin» 
informe p'-ricial de foja llti y plano número 2 de foja 3, una 
superficie cuadrada de u ti mil ochocientos setenta y un metros 
setecientos setenta y dos mili-, irnos, equivalentes á 211)5 vara> 
842 mili -irnos cuadradas, formando a -i ambas vías una super- 
ficie totat de disminución, importante de 2501 metros 5U2 mi- 
lésimas • uadrado», ¡gtiab-* á 3335 varas 652 milésimos cua- 
dradas. 

Tal ár<-a puede pasar al dominio de ta comunidad el día que la 
Municipali'lad, e- deeir, un tercero, lo <¡u¡ ra, pues qte se en- 
cuentra sometida á su amplia voluntad, med ¡ante di «pon ¡oiic* 
legales en vigentia, 

Propiedad de contingencia tan acentuada y evidente, n" pue- 
de nunca servir de base ni constituir un derecho perfecto »U- ad- 
quisición como es <-l dado por la escritura de foja 2ít ( y cuando 
menos el que q> diga propietario se encuentre en la perplejidad 



JlSTlCIA NACIONAL 



63 



en que 1« coloca el mismo señor íí i varóla, de • que le expropien 
el terreno <¡ m i- b-t j*> precio del que le costó » | final del párrafo 
I" del escrito de contentación ¡i la di manda, foja 20 vuelta >. 

I't-rn la defensa <l¡i'" no ten. r ella ha-la que ver con tal expro- 
piación, siendo la Municipalidad la que debe abonar i de la Tu- 
rre terreno que tome. 

i;i error de. eom-cpto en uianiliestn; existiendo, como exigía 
( 1868 y iXTA), la iHsposieioii legal -le expropiación, que desti- 
naba part" "le e:,os terrino», á vías pública», de propiedad de la 
comunidad. Ilivurnla no podía en 1889, como va se ha dicho, 
fra-miur integro a <u comprador el derecho d> propiedad, co- 

|:i tenemos en -1 hecho emanad'* del mismo vendedor tU- ilejir 
úivz v irus grttlut lamente para .-l houh-vür Timbóes, no in- 
cluyendo las mismas en la venta que verificaba. 

l'or otra parte, una expropiación fcf#e eainun y «-asi necesa- 
riamente un juicio en el que, stgun ley, no todos m<s gastos se 
alionan al expropiarlo, y no es lógico suponer 'que nadie compre, 
un pleito, máxime cuando tiene seguridad de que no todas los 
gastos de eT, los miís elevados, como honorarios do abolido, no 
lo van ¡i ser reomb-d-a ios. 

Ademas, y por último, poi una disposición legal de expropia- 
ción. •■! propietario del terreno sobre la que pesa, se encuentra 
efectivamente coartado para hacer construcciones ó dar ilestínoa 
estables^ su propiedad, como lia sue-dido en el caso satt-jitihce 
mando comprador y vi miedo: - han «|ie ri io realizar los aditicios 
que se bosquejan en los planos de fojas «J y 12Í1. t eni^ndo que de- 
jar, el uno voluntari i y el otm forzosamente, Ubre y sin cons- 
trucción las vías publicas decretadas. 

Lo justo, piio<í. razonal y legal, uua vez la expropiación de- 
cretada. f¡u- el vendedor del predio suprima de la venta el 
ár-a eipropiaiSíe, A siquiera ponga en cono< imientn del compra- 
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dor antes (íe la venta, la dicha eircunstaii'ia restrictiva de do- 
minio, A objeto de su aceptación ó rechazo; y ni una ju otra cosa 
lia hecho el demandad- . 

De t<>do ello se sigue también no ser la Municipalidad, ti quien 
deba de la Torre cobrar el terreno coartad", sinoásu inmediato 
vendedor líivaroki, responsable directo de la eviccion de dere- 
cho, va pertinente por ta limitación queueus,< el documento res- 
trictivo de línea de calles, expedido por la Municipalidad, y 
que corre á foja 31 di 1 esto- autos. 

Establecidas las pr-lueioiies a*it- rinres, la ''"arta <-ii.-stiou se 
resuelve en furnia afirmativa * on certeza efideiifci . 

Ya seliu dkhn qu- «1 artículo 1346 del CódigoCivll estatuye, 
que en todos los casos d< 1 artículo 1 311, excepción hecha del 
inciso .i", tiene d ere* lio el comprador para exigir de mi vended oí 
ladevdm ion del pr.-eio pagado de más por el área que resulta 
faltar. Para funuar esta petición sólo exige dicho articule que 
el Arenque falte sea de un vigéüimo con relación al área total de 
la cosa vendida. 

liten, pues, el ana comprada á Kivarola p«r de la Torre, es 
de H f T59 varas y 8 centímetros, equivalentes Á 8814 metros 
52 centímetros cuadrados e-e.ritura ile f-jaáíM. 

El í rea que toman las expropiaciones alcinza ¡i ¿501 me- 
tro- 592 milésimos, equivalentes a 3335 vara > 652 milímetros 
cuadrado- ( informe de foja ÍUi). 

Luego, el vicésimo exigido por 1 1 1- y. se i nc neutra »ii el eav> 
suffjiulice, casi »e\tuplicado, y por ende 'a prescripción di- de- 
recho del artículo 1346, ampliamente cumplida, y la acción de 
reclamo, perfectamente justificada. 

Por estos fundamentos , concordantes, de los escritos de tojas 
4 y 157. definitivamente juzgando, fallo: declarando que don 
Mstetiati líivarola se encuentra obligado á devolver A don L¡- 
sandrode la Torre, y le devuelva dentro el plazo de 10 días pos- 
teriores á la ejecutoria de esta sentencia, la suma que corres- 
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p onde, con relación ;it precio do compra, ;í las 3335 varas 055 
ra¡l4simo3 cuadrados, equivalentes A 2501 metros, 5!»2 milí- 
metros qu. turnan, en el terreno rendid i por el primero al se- 
gmid», las vías publicas denominadas boulevar Timbúes y 
calles has Raras ó Junin, etc., sin esp-tal condenación en 
cosías, Notifiques? con el origina) y repónganse tos sellos. 

ti. faca t era >j /un' ría. 



tullo de Iw «tiiprem* lorir 

lUivun-, Air.- .1 ii tiro 15 l«95. 

Vistos y consideran. I.,: fo-imem; gue s*g ü n fe -iprcsj el 
d.-mnnd nit.' en •.„ ( . M -rit-> de ri.-munda y se conlirma por las 
constancias de nulos, .-1 demandado mil regó A aquel el terreno 
Équi se reliere la escritura -l- .-..mprn-v.-nra de foja catorce. 

Srgtaiiiit : Que el demandante funda acción en la falta n*e 
eoMineaeia de la superli.ie vendida a mérito de resaltar ¡n* 
Huida, se-un lo alega tn ella, una parte .(el Imulevar Tim- 
tta y unu calle denominada «Las lleras, (ú .litniri r,,.*. eniza 
diagonalm.'nti' ej terreno, perdtendn éste metr^ cuadrados 
seiscientos veinte y mt.w con ucln-nta y dos centímetros, por la 
primera de ésas causas, y un- tros cuadra 'los mil wWipnton se- 
tenta y dos ron o c lienta y cinco centímetros, por la ni -gumía, 
lo qoe da mi total de metros cuadrados doa mil quinientos don 
con sesenta y siete centímetros. .'. sea una disminución que se 
aproxima á la terrera pr.rte <b- la continencia declarada en el 
contrato. 

Tercera: Que si bien no se rentista la exactitud délos resul- 
tados dr las operaciones aritméticaade Ja demanda, partiendo de 
los dalos que deben servirle» de antecedente, en el concepto del 
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*ct'>r, es cierto, que á la época déla tonta no estaba abierto el 
boulevar Timbóes en el terreno vendido, no cstándnlo tampoco 
la calle Las lleras ú Junio, etc. 

C'tartn: Qucdd mérito Je ¡tutu* (informe .le fojus sienta y 
siete A setenta) resulta qur la Miiuici palitUfl de! líos ario dispuso, 
con anterioridad á la venta, la apertura de los citados bouh-var 
y calle, pero las miomas constancia* c mu i prueban acal) adamen te, 
que esa disposición im tuvo aún su cumplimiento, no estando 
además demostrado que la referida Municipalidad tuviese la 
propiedad de los» terrenos aeeeSttfioa para dichas vías públicas, 
ya originariamente ó ya por artos á título oneroso ó gratuito. 

(¿ninfa: Qui- el terimo v adido es partí' del que adquirió el 
lemaadudopor ira-mMou 'piel-' hizo la compañía 'leí Ferro- 
carril Central Argentino median!, el contrato de venta y per- 
mitid, de fójs treinta y nueve, constando que la convención sobre 
dicha trasmisión comprendía la localidad del iu mueble que, 
según los término- de la escritura y plan- de í..ja tremía y -ñu- 
co, no estaba reduelo -limitado ni |>or el houlevar Timbóes, 
ni por calle que cruce. 

Sexto: Que por consiguiente, el demandado ha podido ven- 
der el terreno con ía* dimensiones con que lo adquirió, sin que 
pueda oponérsele la nulidad pr venta de c»sa ajena, desde que 
como ya se ha establecido, 81 ifctfé 4 so favor título traslativo 
y m- m; lia demostrado que la Municipalidad del lío-ario tuvie- 
se derechos anterior-s X la venta qu*> ta hiciesen dueña de parte 
alguna del inmueble ó le di-ran siquiera sobre él algún otro 
derecho real. 

Séptimo: *.J«ie tío exí-tieudo falta de continencia eu la cosa 
vendida por razón de reduerioru s di orden municipal, no son 
procedentes, bajo tal .onceptn, las acciones que, para sus 
respectivas peculiaridades, acuerdan al comprador loa artículos 
mil tr< scii utos cn;ir. uta y cito >* y mil trecientos cuarenta y 
h'-i-y, Cóligo * ivjl. 
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Octava : Que por otra parte, la venta en litigio se realizó por 
un precio único y no á tatito la medida, como lo pruébala escri- 
tura de foja catorce, f lo demuestra la sentencia apelada, ío 
que basta para concluir que el caso no entra eu la disposición 
del citado artículo mil trescientos cuarenta y cinco. 

AovettO : Que bis consideraciones precedentes resuelvm la 
cuestión de continencia en favor d« l demandado, m lo que se 
reliereá la reducción que pretende el actor por razón de la pro- 
yectada calle ti, as llera* ó Junin» etc., y la resolvería también 
en reía* ion al boulevar Tiiübúes, á no mediar la circunstan- 
cia especial de haberse lijado est boulevar romo límite del 
terreno vendido, según se dice textualmente en ta escritura de 
foja catorce. 

fyécituí) : Que ^invenido ci.ire com^r. id«*r y vendedor que el 
inmueble materia del contrato, habrá de taller su frente sobre, 
el citado buiilevur, ta existencia de ¿ste, ¡i sus efectos cutre Jas 
partí s, ha quedad" bajo el amparo ib- una estipulación que cons- 
tituye una regla ;í que deben someterse los contrayentes como 
i la ley misma (artículo mil Ciento noventa y siete. Código Ci- 
vil). 

í tuirrinm : Que retiriéndo^e la escritura á una vía pública 
decretada de linterna 11 u con su nombre, ubicación y correspon- 
diente dimensión, debe entenderse que se excluía de la venta el 
terreno que hubiera de ocupar esa vía, desde que no se liace de- 
claración que restrinja el alcance de la estipulación, como se- 
rta necesario para reputar fundada la interpretación limitativa 
que pretende el demandado, ¡i que no se prestan los términos 
absolutos del contrato y que consistiría en reducir por mitad el 
ancho del citado boulevar. 

fíumtérim'j ; Que es tanto menos atendible dicba interprtta- 
cion, cuanto que consta que para l¡i fracción del inntui ble adqui- 
lido del Ferrinarril Central Argentino con ubicación a ia otra 
parte del boulevar Timbóes, que se- ha reservado el demanda- 
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do, éste obra sobre la base del asignado á esa vía por la* 
deposiciones municipales (inspección de foja ciento ocho). 

Décimo tercera: Que en mérito de lo expuesto, !a continen- 
cia declarada en la escritura de venta de foja catorce sufre una 
disminución de m#os cuadrados seiscientos veinte y nuete 
con ochenta y do* centímetros, o."'- quedan dentro del boule- 
var Tiinbúcs* y que es.-edieudo al vigésimo d-1 área totfti de- 
signada eo el ¿nitrato ,1a lugar, cu consecuencia, a la reducción 
proporcional del pre.-io (artículo mil trescientos cuarenta y seis», 
Código * ,'ivill. 

Umimú cuarto ' Q«< tratándose de la reducción en el precio 
por defecto de continencia en la ■ vendida, es indudable que 
la duración de la aecinn no est¿ reglada por el artículo cuatro 
mil cuarenta del Código Civil, que no la menciona. 

Décimo tjiuntu: Que haliieud.. iiit.-rpuestq el demandado tan 
m'.ío el recurso de apelación, h < consentido por tal hecho que la 
causa se tramite y juzgue apreciando y reviviendo las cues- 
tionas que aprecia y resuelve 1» sentencia en la parí, apelada, 
lo %ue con arreglo Ú dere-hn habilita á esta Suprema Corte 
para pronunciarse sobro el recurso 1 raído, dando con justicia 
fin al pleito. 

Décimo sexto; Que ao ha llegado el ca*o de juzgar sobre los 
derecho» y obligaciones CO) relativa» del comprador y vendedor 
por razón de la ettecion que motivase la apertura de cali «s, 
pues que, ni la Municipalidad ha requ. rolo, . n forma, la -apro- 
piación del terreno vendido al actor, ni éste ha promovido ges- 
tiones contra «lia en defensa; 4e derechos trasmiudos por *j 
demandado y qutíste estuviese en A deber de garantir. 

fiecimo séptimo: Que con arreglo á ¡os artículos oimientos 
ooho y seiscientos veintidós d-l Código Civil el deudor de 
sumas de dinero debe lo> iottíresea de la mora. 

Por esto y fundamentos concordantes de la sentencia apelada 
de foja doscientos ochenta y uno: se declara que Don Estovan 
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R¡ varóla sólo está obligado á devolver á Don Lisandrn de la 
Torre, La suma que corresponda con relación al precio de venta 
á los seiscientos veintinueve m-lros cuadrados y ochenta y 
dos centímetros, ¡í que se refiere el considerando trece de osla 
Buiitenciii, dentro di l plazo consigmulo en la sentencia apelada, 
con sus intereses á estilo de tonque cobra el H¡mco de la Nación 
Argentina en sus descuento*, desde la fecha de la demanda, 
quedando en estns término* modilieada !a citada sentencia de 
foja doscientos ochenta y una, l¡i que, en consecuencia, se reto- 
ca en la parte que manda p:tgar el vulor del terreno reárente á 
la calle «Las lleras ó Jnuin* etc. Notifiquen en ti original y 
repuestos los sellos 'le vuélvanse. 

IIKISJAJIIS PAZ. — IUS V. VA HELA. — 
AREL BAZAfi. OCTAVIO P'lMiE. — 
JUAN E. TORUEWT. 



i\VHA CXI II 



thm I ir tur /í. Couttert't confrtt ¡ton José ¡t-nr<trhío ; *nt>n? 
otorgamiento de esrritura uV venta 

StDnario, — Kl a reedor de un pagaré por d cual el deudor se 
obiigaá abonar su impone al firmar la raer i 1 1; ra de venta de un 
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terreno de su propiedad, no tiene acción para que se condene á 
éste á la escrituración de dicha renta, en la cual no resulta que 
haya habido previo acuerda, ni se oí presan l.i- condiciones, y 
la persona del comprador. 



Caso. — Kl sefiur i'omtereL se presentó ¿il Juzgado acouipa- 
ñandú el siguiente documento ; 

¿Por posos 1929 in/n. Debo y pagaré al señor Pedio llenera 
ó á su orden la cantidad de pesos m n, que pagaré al Ür- 
aiar una escritura de venta de un ti r re DO de un propiedad 
situado en la ciudad de San Nicolás de los Arroyos, provincia 
de Buenos Aires, para cuya constancia lirmo el presente. 

-Alberdi. Septiembre 11 de \#&. 

• José Burracfmi. 

e Pagúese por mí y á la urden de Don \ i-'tor li. «'uutteret óá 
su orden. 

'tlosjnu, Septiembre lKde 1889, 

* I h'dro Herreras . 

Fundado en él, demandó á líonachj** para que se le condene i 
otorgar la escritura de venta á que dicho documento se refiere. 

l.l demandado contesté : que la obligación por la cual se le 
demanda es condicional, y no habiéndose cumplido la condición 
impuesta en el documento acompañado, éste es ineficaz para 
producir la* acciones que de él nacen, y pide, en consecuencia, 
se resuelva en opon unidad lo que corresponda, ron castas, 
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»'«■!• del Juca redrr»! 

Rosario, Juuio lá de lKtfl. 

Y fictos: losamos en que Don Víctor K. í'outterct demanda 
á Don Jos-- Iiorrachio, por la suma do 1929 pesos (documento 
de foja2>, que debía entregarle al firmar una escritura de venta 
de un terreno de propiedad de Borrachio» situado £2 la ciudad de 
San Nicolás de los Arrojos. 

Con lo alegado por ambas partes en sus escritos de fu jas 18, 
43, 70 y 71 y U prueba producida que corre de- fojas 58 á 61. 

Y considerando: 1* Que la* partes están de acuerdo en que 
efectivamente se trata en et caso suh-juttice de una obligación 
condicional, como es la --ontraíd i en el documento de foja 2 
que da njigrn & este litigio (Veas- el alegato de bien probado 
d< l actor corriente a foja 70). 

2 o Que debes.-, en consecuencia, estudiar y faltar esta rausa 
bajo la faz enunciada, aplicándose al presante las disposiciones 
legales que para esa clase de obligaciones establece la legisla- 
ción civil. 

3 o Que esa legislación estatuye ser esencial llegue á cumplir- 
se la condii-inn puesta en e] contrato, para que la dación de que 
t s objeto pueda ver reclamada |»ir el acreedor. 

|T Que si, por el contrario, la condición impuesta no llega a 
efectuar-e, es necesario probar qur esa falta de verificación 
trae su origen de la culpa, inercia 6 dolo de parte del compró- 
lo ítem e á cuyo cargo la misma se encontraba. 

5" Que esa prueba no Se Ua producido en autos, pues la fínica 
rendida y que corrí' de fojas ¿8 ¿64, BU sólo constata que la 
condición impuesta para el p;sgo (la de la venta del terreno), no 
se haya verificado, sinó que tampoco comprueba que esa falta 



de cumptimieuto d- 1 ta con da-ion, sea ocasionaba por culpa ó dolo 
de parte del demandado líorraohio; y antes por el contrario, 
de ta! prueba resulta haber existido imposibilidad para que 
aquella eundioiou se realizase. 

6* Que en efecto, así resulta de las carta, corrientes á fojas 
58 y tíl y reconocida» á f«»jati3 vuelta» expresándose en la 1': - 
* Que se hará lo posible para abreviar el negocio», lo que prue- 
ba ti i estaba éste concluido; y la 2* agrega: que las escrituras 
no eran aptas para efectuar ta venía del terreno mencionado, 
rep.iiümlo eu -Ma lo que ya antes se bxbía dicho : que haría 
(Borru> hio) lo posible para que el negocio se realizase. 

7° Que dados estos antecedentes era deber de la parte del se- 
ñor f'uuttewt, demostrar y dejar constatado en autos qwe esa 
falta de realización de la venia y esos mismob obstáculos que 
presentaban las escrituras que deberían servir para llevarse á 
cabo 1-, 'nieva venta, no se habían salvado por culpa, dolo ó ne- 
gligencia del obligado Borra<hio (ai aculo 537. Código Civil; Sa- 
Tigny, Derecho Humano, tomo 3% página l il y siguientes ; y 
Aubry y Kau, párrafo 302). 

8^ Que aunque lo anterior uoeiistiern, debe al presente apli- 
carse el principio jurídico de qu-- cu caso de duda (la ffiisten- 
cia <i no del «ioluj debe estarse - n íavor del demandado. 

Por tant-«: falto declarando no debe hacerse lugar á la 
acción duducida ; ur Don Victo- Coulteret centra Don Jusé 
Borraeliio ¡<or el cubro de los lífc¡9 pesus, materia de <*ste plei- 
to, en razón de no haberse cumplido la condición impuesta en 
la obligación para el abono de la mi>ma, 

Notifíqueae con el original y repónganse lo> sellos. 



{?. Escalera y Zuviria. 
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Buenos Airea, Junio 17 Je l*ü/¿. 

VUios y c< j ns id o ramio: Que después de prí*3t*ut;ido y recono- 
cido el documunto da foja dos, en el pre el •! -mandado se obliga 
íi pagar al causante del actor la suma di* mil novecientos veinte 
y nueve pesos moneda nacional al tirmarso la escritura de venta 
del terreno de su propiedad áque ese documento se refiere, el 
citado actor deduce la demanda ordinaria, foj¡i dieciocho, pidien- 
do que se condene al demandado i la escrituración de dicha 
venta, no ú pu íavor, sinó al de persona que no designa, ó en 
su delecto, á daños y perjuicios. 

Que el actor, impugnando Ja sentencia apelada, insiste en su 
expresión fie agravios que es esa ta materia del juicio y no el 
cobro de pesos, que no lia pretendido en la causa. 

Que. la escrituración de nn contrato de compra-venta presu- 
pone el acuerdo prévio entro el comprador y vend.dor sobrecosa 
y precio. 

Que no solo no se ba probado que exista ese ucuerdo, sinó 
que ni se expresa cuáles sean las condiciones del contrato, ai- 
quiera en sus elementos esenciales, y lo que es más ni aún so 
determina, cuno ya se ba mencionado, la persona que baya de 
ser vi comprador. 

Que concretada la cuestión á los términos expresado-, como 
lo quiere el uotor, el rechazo de la demanda se impone. 

Por esto. confirma, con «natas, la sentencia apela la de foja 
oebenta y dos, en cuanto ella i tu por ta no hacer luyar á la acción 
deducida en la demanda, sin perjuicio de los derechas que el 
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actor tupiere para hacerlos valer como corres-pnnda, Repnestos 
los sellos, devuélvanse, podiendo notificarse con el origina!. 

BENJAMIN PASt. — LWS V. VA HELA. — 
AUEL BAZA*. — OCTAVIO UEÍíGE. — 
JUAN t. TOHHGKT. 



CALMA t XIV 



La sucesión de /ion Adolfo t'itjatn contra ta sucesión de ¡ton 
Luis José Frrnandrz, porpayn de ohtujacion ó pesos fuertes; 
en recurso ante (a Suprema forte contra sentencias de tos 
Tribunales de la Capital. 



Sumario.— \ a La Suprema Corte no puede pronunciarse 
sobre la interpretación que lo* jueces lócalos huyan dado £ la* 
leyes que reblan sus ropectÍTOá procedimientos, ni sobre Las 
contestaciones que se resuelven por l«a pnnripio% del derecho 
común. 

2 o La deuda estipulada en pesos fuertes moneda metálica, se 
refiere á moneda especial, que en luí términos dei artículo 3 de 
la ley de inconv.-rsion no da dep-ebo al deudor para satisfacerla 
en billetes de curso legal a iu par. 
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Cato. — Resulta de la siguiente; 



SENTENCIA DEL JLtZ ÜE i" INSTANCIA 

Y vistos : estos auto» seguidos por la sucesión de Don Adolfo 
I'ujato contra la sucesión d<$ Hon Luis Jojé Fernandez, por cobro 
de pesos, de tos que resulta: 

«¿ih* ron fecha 12 de .Julio d- 1888, m> présenlo el doctor 
Miguel G. Méndez en representación rh-l doctor don Adolfo Pu- 
jato. exponiendo: que Don Luis José Fernandez adeudaba A bu 
poderdante las cantidades siguientes : "2500 pesos fuerte oro, 6 
su equivalente en moneda nacional, que había recibido de Fer- 
nanda con fecha 12 de Febrero de 1880 en calidad de préstamo 
y al interés de uno por ciento mensual y 11)00 pesos fuertes mo- 
neda metálica al mismo mierés, que recibió en 23 de Abril de 
1879. 

Que Fernandez vendió al doctor Pujato en cinco de Agosto de 
1881 una fracción do ■■ampo situado en el departamento de Con- 
cepción, provincia de Corrientes, paraje denominado tlbieui», 
cuya venta se hizo á razón de tres mil trecientos pesos fuer- 
tes legua cuadrada r cuyo ralor según et área resull inte de la 
mensura que se practicara se deduciría ¡le las sumas que en ca- 
lidad de préstamo tiene recibido el señor Fernandez y de la quo 
se ha hecho mención, debiendo cesar el interés estipulado desde 

asciende <•] valor d-1 campo vendido, según el área que resulte 



Que 

Que para determinar de una manera exacta el monto de la 
deuda del scñoi FernamJ. z era indispensable proceder previa- 
mente á la mensura del citada campo y pedíacn ronaecutuicia se 
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librara unció ul Juez de i" Instancia de Corrientes para que la 
hiciesen practicar , facultándolo también para aprobarla con 
arreglo a derecho. 

Conferido traslado á la parle demandada, lo cnnUstó á foja 
veíiiU- el representante de 811 curador, 1 'un Yictur Silveru, mani- 
festando su couformidad cu oque se ordene la mensura; solicita- 
do y "ido el Ministerio de Menores, á foja 21 vuelta, fué ordena- 
da la mensura, debiendo remitirse los autos al efecto al juez 
respectivo de ]¿l provincia de Corrientes. 

Devueltos los autos con ta mensura practicada y aprobada, y 
habiendo fallecido el demandante y demandado, seguidas va- 
rias tramitaciones por los sucesores de ambo*, tendentes á es- 
tablecer la forma eii que debía practicarse la liquidación del 
crédito de Ja parte acto ra, á foja U7 y foja 148 se res-dvió 
que esta drliíu presentar la liquidación de su crédito á fin de ser 
sustanciada en forma. 

Presentada con el escrito de foja 1G0 dicha liquidación, en 
la que resultaba un saldu en contra del demandado por la suma 
Ít.149 peso* ron 65 centavos ui.'n, y puesta en la uiieina 
por seis días, á Toja 165 fue i n pilguada por Don Víctor 
tíilveru.como apoderado de parte de ta sucesión demandada, por 
•er inaceptable esa liquidación en virtud de haberse incurrido 
en ella en errores malcríale sde suma, en falsa relación de ante- 
cedentes y en equivocada aplicación de derecho. 

Sostiene que ni en la escritura presentada por la parte ac t o* 
la cu n primer escrito, ni en los auto- que la pre- edierou, liaj 
nada que haga prefinir que ¡u* contrayentes tuvieron la in- 
tenciuii de efectuar un contrato á oro, y que por consiguiente la 
nombrada liquidación no ha podido ser practicada en oro sella- 
do como se lia hech» sitió en la moneda nacional que es la qu-> 
ha venido á sustituir en la circulación al peso fuerte inconver- 
tible, una vez desaparecido este. 

Que respecto de los intereses establecidos cu los préstamos 
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Im-cííoí por L'ujatoá r'ernandc2 t .xiate el reribo de foja i* y f»ju 
2 que acredita l'1 pago ií* flichp mt¿rés hasta el 3 de Abril 
de 1881. 

l^uo de^de esta fecha no pudo correr el interés * st¡]<ula'1o en 
la y ser i tura del cu uve ni o como lo pretende el a^ior, p-Tque la 
sucesión de Fernanda?, no so encuentra rii el eas-r de un deudor 
moroso, pues ni judicial ni i-xtrajudinalrnente >e le ha exigido 
el pago de suma alguna :i Kcrnondei ni ¿ su sucesión y la de- 
manda do foja I" no \» ha si- lo p--r cubro -le p"*o% no > oustítu- 
ye propiamente una dt manda ni s<- pide en ella pago ríe i ntf*ry- 
ses, teniendo por único objt'to que se ordenara l;i ra'-nsura ilel 
campo. 

tjue los intereses est i ¡ni l idos hasta el Teu' imiento de Iks pla- 
zos dé los dos pristamos están presciipt-os, con arreglo al artí- 
i'itlu 4(hi7 del Código Civil. 

Oue como I» ha demostrado la sucesión de Don LuU Jo»é 
Fernandez, cumple su ubi ilación pagando su deuda á moneda 
nacional mu interese*., por estar preferí pU h> convenido en los 
préstamos y por no haber incurrid u en mora respecto de la 
deuda . 

Practicada á mi ve i ta liquidación del crédito adeudado á la 
sucesión de l'ujato, de La que resulta un s,il h. ,i favor de ésta 
por la cantidad de 2()ó8 pesos m/n de curso legal con 68 cen- 
tavo-*, y pide que siendo temeraria la liquidación practicada por 
la paite demandante ti importando un verdadero caso de /*/nx 
petihw,. que por lo menos merece una severa condenación en coi- 
las, sea fallado este asunto gu definitiva, declarándose que la 
suma que se adeuda á la bu oes ion del doctor l'ujato importa 
2Ü5H pesos con 68 centavos m/n, con especial condenación en 
costas. 

Conferida vista á los Ministerios do Menores y Fiscal, el 
primero se «pide a foja 274: qm- a su juicio la -uestion debe 
ser sometida á la decisión de peritos amigables componedores, 
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y el segundo,» foja 176, adhiriendo alas consideraciones adu- 
cidas en el escrito de foja 16^ 

Recibida la causa A prueba por el unto de foja I7G vuelta 
produjeron lasque constan del certificado de foja 214, presm- 
tándose el alegato agregado á foja 227 y dictaminando el Minis- 
terio Fiscal sobre h>s mismos ú foja 23fi vuelta, 

Y considerando: Que la primera cuestión que debe resolverle 
es la de ií la deuda que el doctor Don Joaé Luis Fernandez, Uov 
su sucesión, reconoce á favor de Don Adolfo l'ojato, según re- 
sulta il*' la escritura pública de luja l* cociste en pe*o> tuer- 
tes que puntan satUfaeors* por su ralor equivalente en billetes 
de pesos nacionales de curso b'gal, ó si esa deuda es de pesos 
fuertes uro sellado que deben pagarse con los billetes de curso 
legal, see,nnel cambio corriente en plaza en la fecha de la liqui- 
dación contenida en el escrito de foja 11*0. 

ijue laa partea están conformes en que la ley llamada dt 
curso torzoso.de Octubre de 1885, sólo se refiere á las obligacio- 
nes ordinarias, y <|u. im comprende las eontraidaa en moneda 
especialmente d-termiuada, tas que sólo pueden solventarse con 
Jos billetes de pesos nacionales de curso legal por su valor co- 
rriente en plaza en el día del pago. 

Kesulta así que la cuestioné resolwr < s de h^cbo, á >abtr. 
hj se contrajo en una clase de moneda especial la obligación 
cuyo pago se persigue, pues sí asi fuese debe satisfacerse ladea- 
da en esa dase especial de moneda, ó en los términos del artí- 
culo t>1í» del Código Civil, fisto es, en la moneda corriente por su 
vaior corri-iit. en plaza; en la escritura publica de foja 2 >e ex- 
presa que los préstamo* hechos á Fernandez lo fueron cu pesos 
fuertes twmtda metúlim, lo que en • oncepto del Juzgado im- 
plica Te conocer que ta deuda debe satisfacerse en pesos fuertes 
oro sellado, que esa es la clase de moneda matalica que existía 
en la lecha de los préstamos y de ta escritura de reconocimien- 
to otorgada eu 5 de Agosto de 1881. 
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Pt^tíS fuertes moneda nn t;U es lu minino que pesos fuer- 
tes oro sellado, t'ii oMolr.i posición á pesus fuertes solamente; la 
primen expresión detei mina que lu moneda en que se con- 
trae la obligad -n es moneda de metal de uro, en que según la 
ley de moneda que creó td pes » fuerte consistía éste, mientras 
que la expresión de peso fuerte so refería ordinariamente al 
billete de ese valor Ii gal que i-inónces existia. 

^ un se diga que el peso fuerte en moneda nietúlica ó en uro 
bel lado i¡" existía, porque nunca llegó á uc uñarle «a» espacie de 
moneda, puerto que siempre se determiné su valor por el de ta 
relación con la* monedas de or>i extranjera-, teniendo en cuen- 
ta la cantidad de uro (ir;u que ésfris tienen y la* que por la ley 
debí. i tener el pe.sO fuerte. 

Fundándose en esta doctrina la Suprema Curte Federal en 
numerosos fallos que se citan á foja 72, lia resuelto: que obli- 
gac iones semejantes á las que motivan la pr>*-eule cuestión, y 
aún aquellas contraigas simplemente á pesos fu» rt**- or.-, solo 
pueden pagarse con los billetes inconvertibles por su valor Co- 
rriente en plaza J no por su valor nominal, igualmente si se tiene 
presente que en cinco de Agosto de 1 8HI , f-cha d.- la escritura 
de foja 2. se encontraba vigente también la ley de curso forzo- 
iode Septiembre de 1885, análoga á 1¡i que noy rige, debe razo- 
nablemente suponerse que al empleara en dicha escritura las 
palabras peso'* fuertes moneda metálica, ta intención >le los con- 
tratantes no bu pulido ser otra que sustraerse á las pr*scrip- 
i'ionei de la ley vigente estipulando la obligación eti una clase 
especial de moneda p; ra ser cumplida en esta misma clase de 
moneda. 

Considerando, en cuanto* los intereses que cobra la sucesión 
de Pujato, que en dieha escritura de foja dos expresamente se 
consigna que el precio de venta del campo se deducirá de la 
buma de 2500 pesos fuertes moneda metálica que Femandei 
tiene recibido do Don < "¿irlos Pujato con fecha 12 de Febrero de 
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1881 en calidad de préstamo Á 18 meses de plazo y el interés de 
1 mensual más otr.i t:;* n 1 tdad de 1900 pesos fuerte* mo- 
nada metálica al mismo interés y por el termino cinco anos des- 
de Abril SíJde 18711. cuyo int eré- eesa desde la fecba de laeseri- 
t ur * ji.tr la cirihdud únicamente .i qu- asciende el valor del 
canino vendido que se arreglará cuando se huya practicado la 
mensura rorrea pendiente. 

Todo literalmente tmnadode la escritura de foja Ü, demues- 
tra que lo* contratan les Fernandez y Pujato, rcrnnorienui en 
el acto de s*- otorgamiento qet' los interesas estipul.idoí de esos 
dos préstamos i rn¡ir. desde que tenia n luyar y que enntinua- 
líiin corriendo hasta que fuesen pagados. 

I'ne^t'j que f invinieron que cesarían desde e^a fecha única- 
mente por la cantidad á que asciende ■ ■] valor del campo he. in- 
teres es estipulados en préstamos se d<di*>n de*.dc la fecha 
en que tuvieron lugar hasta oí día de] pagOt m roeisauienfe 
Como intereses monitorios sin ■ pijr la naturaleza leí eontrato, 
de acuerda i ■ mi Jo que disponen los artíeul"* 2218, 2252 y sus 
c>rrel:itiv-t. <j21 yOáá ■ J - - 1 <Y>digo í'ivil, así como lo* 707, 710, 
711 y 717 del < 'ódigo do Comercio vigente en la época en que se 
contrajo la obligación, 

Así, pues, la sucesión 4e Fernandez debe pagar á la de Pujato 
tos intereses estipulad os por los préstamo* reieridos, desde el 
día en que tuvieron lugar h;isla que haga efectivo su pago. 

Fn cuanto al tipo del interés, dche sert imb¡«nt el estipulado, 
pues -.úloen defecto de convenio .-obre el particular rige el in- 
terés legal, como lo disponen la* prescripciones lega les citadas. 

Kn cuant * al recibo presentado por intereses, á foja 102, y to- 
mado en cuenta <n la liquidación de foja tUO. aparte do que en 
él no >e exprés claramente que es por los intereses de los prés- 
tamos mencionados, tampoco demuestra haberse pagado sos 
intereses ha- ta una fecha determinada, y sólo probaria en todo 
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Aüu cuando la verdadera demanda consiste en el escrito de 
foja 160 y la contest ai ion c- ti el do foja 105, j en éste no se opo- 
ne á la prescripción que se bu alegado con anterioridad, cree el 
juagado deber recordar que ella no se ba operado, puesto que la 
primera gestión se hizo en Julio de 1888, foja 17, habíéndoae 
otorgado la escritura de foja 2 en Agosto de 1881, y habiéndose 
interrumpid^ la prescripción cou la carta de foja l&j do fecha 
30 de Noviembre de 1884, que el Juzgado declara aintfiitícH, en 
mérito de informe pericial de foja 210, y de lo que dispone el 
artículo 178 del Código de Procedimientos. 

Por estos fundamento* y disposiciones leming, y considera- 
ciones concordantes aJjddas en el escrito de foja 227, fallo; 
aprobando la liquidación contenida en el escrito de foja 160, y 
declarando que la sucesión de Don Luis Josc Fernandez ea deu- 
dora á la de Don Adolfo i'tijatu de su importe, sin especial con- 
denación en costas, por no encontrar mérito suficiente para im- 
ponerlas á la parte vencida. 

Definitivamente juzgando así lo pronuncio, mando y firmo 
en buenos Aires, á 23 de Diciembre de 1893. 

Inscríbase en el libro de sentencian y repónganse lo.s .sellos. 

Angel S. bizarro. 



ACDERDO Y SENTENCIA ÜE LA CAMARA [>E APELACIONES 

En Buenos Aires, capital de la República Argentina á 22 de 
Noviembre de 1894, reunidos los señoras vocales de la Kxma. Cá- 
mara de apelaciones en lo Civil en su sala de acuerdos para co- 
nocer en el recurso interpuesto en los autos seguidos por P ti jato, 
Don Adolfo, contra Fernandez, Don Luis José, por cobro de pe- 
sos, respecto de la sentencia corriente á foja 240, el Tribnnal 
estableció las siguientes cuestiones : 
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1" ¿J3| nula lí» sentencia recurrida de foja 240? 
2* ¿En caso negativo es justa? 

3' ¿Ha procedido exonerar al vencido del pagu d<> las costas? 

Practicado el aorteo, resultó que la votación debía tener lugar 
en el órden siguiente: doctores Giménez, Díaz, González del 
Solar, Molina Arrotea j Gelly. 

A la primera cuestión el señor vocal doctor Giménez dijo : 

Ningún precepto legal autoriza á prenunciar T a nulidad de un 
juicio, porque en la copia de mt documento, por sustancial que 
sen, con que se instruye el escrito de demanda, se incurre en 
omitió iies, mucho más cuando, como al presente ocurre. ellas 
han debido y píididi» ser oportunamente nidadas p"r lus deman- 
dados ul instruirse de los términos en que e-t¡i concebido el es- 
erito del demandado como asimismo de las diferentes constan- 
cias d.- autos á que se liac- referencia en el escrito de responde, 

Que aún en laliipótosis de que una nulidad por la causa ei- 
presade pudiera ser viable, ella,aplieando por analogía l;t dispo- 
sición d. l artículo í 10 del Código de Procedimientos, que se 
reíb re á defectos de procedimientos, había quedado subsanada 
porn" haber*" hecho ningún reclamo en la instancia en que el 
documento se presentó. 

Kn contenencia, reproduciendo b-s fundam'iitos del proce- 
dente dictamen del aefi.T Fiscal, vot ■ por la aiirinativa en esta 
cne-tion. 

Los señores vocales doctores Díaz. González del Solar, Moli- 
na Arrotea y Gelly se adhirieron al voto anterior. 

A la segunda ouftBtion,el seib.r vocal docttr Giménez dijo : En 
pl escrito de agravios, n» se ha intentado siquiera iupí.gnar las 
consideraciones que tund ió la sentencia. Todo ese escrito se 
contrae ¡i motivar el recurso de nulidad. 

K ta ■'ircunstao-'ia hace eseusadoque entre en mayor- s razo- 
riamientos, desd. que por otra parte estoy de perfecto acuerdo 
con los aducidos por el Interior, lo* cuales en érden al punto capi- 



V 



tal de la controversia si- ajustan á lu* términos explícitos de la es- 
critura i|i> fi<ja |\ 




peeial mente en 

serie 2* , página 304, y 1», 

te l«s fundamentos de la aententi* en 




se 

Yuto por laafirmatÍTa. Los doctores rocalfcs Díaz, fionzalez 
l-ls,,I.iry M-.l t.:i \ rr -t^a >e adhirieron al voto anterior. 

VA señor vocal doctor Qellj, ú la segunda cuestión, dijo; nuda 
tendría que i^gai á los fundamentos «le la sentencia apelada 
y voto precedente, si no primaran, ante mi eriterio. considera- 
ciones de utro urden que me deciden á volar por el absoluto re- 
chazo i|(i |u demand i instaurada. 

iJun Ad.dfo rujut'i di'iuanda ;i la testamentaria de Fernan- 
dez por cobro di- ips préstamos, valor ambos ti? 4íw* pesos 
fuerfrs urn y más lo- interese- íltipulidos y de cu ya sumí total 
dediles Uis 1 107 i>''- >s ¡i'l- miados por él ú Fernandez por la compra 
<le un campo u,ue le hizo euu pust'-rnTidud á los referiilos prés- 
tamos. En restimi'ii. demanda á la testamentaría por 21 . I.V.Um 
m u, á fjJi" asciende la liquidación que lia practicado coi; arre- 
glo :t 1' i>p>« ■ i¡>iH' i;i'i i- p'mTiL'i d<- f<>] i HHh. 

Bfectivaimate. do la ""¿entura púMíea de foja 1*, que e*. la ba- 
se du la demanda, resulta que Don Adulfo Pújalo «'oinpr'i a 
Don José Luis Fernandez inm án'a indeterminada de campo ára- 
7on de un precio cierto la tegtrit y cuyo valor se deduciría, una 
vez practicad a la mensura, del impon*' de dos préstamos por 
4 íft(i pesos fuertes oro qm- Fernandez n-ennocía adeudar ;í Don 
t 'arlos I'ujato. onn el interés y desde las fechas que en esas es- 
crituras se indican ; con arreglo, pues, á las constancias de esa 
escritura pública y á la m-usura practica-la a foja 32 para de- 
terminar el precio correspondiente al ár>>a vendida, resolta ple- 
namente comprobado que Don .lose Luis Fernandez i boy su 
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sucesión) m deudor de la cantidad expresada en la liquidación 
du foja 160. 

¿Pero deudor de quién? La misma escritura de foja i" bien 
claramente lonomora i Don CárJos Pujato. 

Ahora bien, di el acreedor es Don Carlos Pujato sólo él ó su 
sucesor legal tienen acción para eligir el pago (artículo 505, 
Código Civil) y sin embargo quien intenta esa acción es Don 
Adolfo Pújalo, sin tomarse el trabajo siquiera de expresar cómo 
y cuándo adquiridla propiedad de! crédito qu- recluma. 

La justificación de bu derecho s61o reposa en la coincidencia 
de apellido culi el verdadero acreedor, y de que ha aprovechado 
consiguiendo sorprender á la sucesión demandada, que no ha 
reparado en &u absoluta falta de acción r pues de otro modo no 
se explica que se exponga á sabiendas á pagar dos teces el cré- 
dito de Don Carlos Pujato, para quien este juicio es rea ínter 
ailwactay tro ostii obligado en consecuencia á aceptar como 
legítimo el pago que se hiciera á otto Pujato. 

Podría observarse, tal ve?, que de uno de los pagarés exhi- 
bido incídentalmente á foja 186 resulta comprobada la cesión 
del crédito .i favor del actor, pero esa observación sería contra- 
producente, porque esa cesión, nula por su forma y pi>r su fecha 
(artículos 805 y 812 del Código de Comercio vigente en aquella 
época), demuestran una ver más la completa y absoluta caren- 
cia de acción por parte de Adolfo Pujato. En presencia de tudas 
estas circunstancias y antecedentes ¿ sería justo condenar ¡i la 
au'iesion de Fernandez, pagar ¡i Don Adolfo Pujato un crédito 
aje-no, nada más que porque el deudor confundiendo al acreedor, 
iio haya hecho observación alguna al derecho invocado por el 
supuesto acreedor? 

Se dirá qu<' un derecho reconocido debo ser respetado, pero 
esto que es exacto en principio tiene sus limitaciones, pues un 
reconocimiento arrancado evidentemente por la confesión que 
la malicia ú el ardid engendran, puede ser retractado en todo 
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tiempo, porque el ••rror jamás es fuente de derecho (artículo 
781, Código <'¡ vil). 

Luego, pues, si toa Tribunales, cuya justa misión es dar a 
cada uno lo quesea suyo, advierten el error que ha podido pasar 
desapercibida pata los internados, no pueden ni deben en mi 
conr-pto sancionar la confirmación de un acto notoriamente 
irregular, taf vez delictuoso (artículo 292, Cfidigo Penal). 
Por estas consideraciones voto por la negativa. 
A U3 1 cuestión el ¡eñor v >eul doctor (rimrnea dijo: 
Kn mi opinión el inferior ha usado rorrectiimente de la facul- 
tad que le acuerda la ley de eximir á la parte vencida de la 
responsabilidad de las costas del ju do, por no encontrar rué-rito 
suficiente para imponer esta condenación, 

La justicia de este pronunciamiento resulta á mi juicio délo* 
simple antecedentes de la causa relacionados en la sentencia 
apelada, sin que pueda imputarse temeridad ni malicia á la de- 
fensa por la opnsíci.m deduct la á la liquidación presentada con 
el escrito de foja 160. 

Por lo expuesto, voto por la afirmativa. Los señorea vocales 
Doctores Diez, González del Solar, Mulina Arrotea se adhirie- 
ron al v<ito anterior. 

El Boñor vocal doctor Üelly, á la tercera cuestión dijo: 
(/nnsecuente . on la opiuimi cmitidu en la cuestión preced-ute, 
pienso que no procede condenar en cosías i la testamentaría. 
Voto, pues, por la afirmativa. 

Con lo que terminó el acto quedando acordada la siguiente 
sentencia . 

fíELLY.— MOLINA A H ROTE A. — GONZALEZ 
DEL SOLAK. — GIMENEZ. — MAZ. 

Ante mi ! 



{.nw Ponrc y íiotnez. 
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Himnos Aire,.. Novifiiíbre ;';» de 

Y vistos: A i v tito el resultado dt; la votan un cousignada en 
el precedente acuerdo, se continua en tenias sus partes la sen- 
tencia apelada de foja 210. Repóngase la* fojas y devuélvanse. 

JULIAN GEL1.Y, — (JABLOS MOLINA A11U0- 

TfcA< — püecn9Mt üokzalez del solar. 

— EMILIO GIMENEZ. —DEl.m ÜlAZ. 

Ante nii : 




VISTA DEL SESOK l'nOCL'RADOH GENERAL 

líie-uu* \jrcs. Mür¿o * de lMij. 

Suprema forte: 

Se lia cuestionado <-u esta causa Ja inteligencia de las leyes 
del honorable Congreso Argentino sobre incorvertibilidad y 
curso legal de los billete.- de los líaueo oficial es. Ks tina cues- 
tión de carácter nacional ruja decisión afreta al régimen mismo 
de las tefOt especiales y la jurisprudencia rjiip lia establecido su 
inteligencia genuin.i, corresponde por ello :i V. É, la di-cisión 
en último recurso, según el priocipiu de excepción consignad ú 
en el inciso 3% artículo Hde Ja ley iobre i ompeteucia de jus- 
ticia federal. 

En manto al fnndo de la cuestión, nada creo deber agregar, 
á los solidos fundamentos de las sentencias dictadas por los 
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Tribunales de la Capital. Una vez qu- el documento de foja 146 
había desiguailo ei primamente el on, como el metal cuu que 
debían payarse los pesos fuertes rece uuc idos en el documento 
de obligación y el de foja i* refiriéndose expresamente al docu- 
mento or i trinado había consignado pesos fuerte*, ese oro ó peso 
fuerte, no puede comprenderse en la obligaciones ordinarias 
de la ley de 1885 y cae bajo el régimen délas excepciones de la 
misma ley. 

Por ello, creo que procede en el ciwn la confirmación de la 
sentencia recurrida. 

Sabiniano hi>r. 



tullo úr I» Suprem» Cortr 

Uu*oos Aires, Judíq W de 

Vistos y considerando: Une esta Supri ma Corte nu puede 
pronunciarse sobre la interpretación más ú ineno> ajustada que 
lo» jueces locales hayan dado i las leyes que re¡íluu sus respec- 
tivos proce dimientos, desde que esa materia no entra en loa ca- 
sos que de conformidad al artículo calore e de la ley sobre juris- 
dicción y competencia d.e los Tribunales Federales, pueden fundar 
un recurso ante esta Suprema Corte» de sentencias pronuncia- 
das en juicios radicados aute los Tribunales de Provincia, á los 
que á esos efectos están equiparados los Tribunales locales de 
Ij capital (articulo noventa de la ley de organización). 

Que tampoco puede juzgar de la contestación, referente á in- 
tereses, porque resolviéndose elLi puramente por los principios 
de derecho común, el artículo quince de la citada ley excluye el 
caso del artículo catorce de la misma. 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



Que en cauto á la cuestión sobre la clase de moneda en que 
•e ha contraído la obligación v derechos resultantes en su méri- 
to ea incontestable que ta deuda del apelante i favor del apela- 
do, estipulada expresamente en pesos fuertes moneda metílica, 
le refiere á moneda especial que, en los tí rm i nos del artículo 
tercero de la ley de inconversion no da derecho al deudor para 
satisfacerla en billetes de curso legal á ta par. 

Por esto y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el s. ñor 
Procurador General, y por sus fundamentos concordantes se 

noventa y tres. Repuestos los sellos, devuélvanse al Tribunal de 
■u origen, 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BLNGB. 



CAVUA 



Doña Salgar Torres de García muirá Pon Antonio üguerroaga 
¡/otras, sobre reivindicación de una finca; en recurso á la Su- 
prema Corte contra sentencian de los Tribunales de Salta. 



Sumario. — No procede y debe declararse mal concedido el 
recurso aute la Suprema Corte contra sentencias de los Tribu- 
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nales locales qt se basan exclusivamente en aposiciones del 
Código Civil y leyes de Procedimiento. 



Caso.— Resulta de la si 



V vistos : Kato> antu> solare reivindicación, seguidos por Don 
Benjamín García, como esposo de Doña Salgar Turres, contra 
Doti Antonio Uguerroaga, Don Ungido Alancaj, Don Silverio 
Sautos 5 Don Martín Torres, eliminado del juido,y Doña Fide- 
1a Torres.de los que resulta. 

Que doña Salgar Torres, como coheredera de su finado padre 
Don Manuel Cayetano Torres y cond'uiiina eu la linca denomi- 
nada las c Pircas» y autorizada por el artículo 2679 del Código 
Civil, se presenta reclamando la parte indivisa que pueda tener 
en la expresada finca contra los deteutadores arriba mencio- 
nados. 

Corrido el traslado de la demanda, los demandados oponen la 
excepción del previo y especial pronunciamiento de falta de per- 
sonería en el señor García, y vencidos en la articulación por auto 
de fojas 75 á 76, confirmado por la Exnia. ('amara de Justicia 
á foja 85 vuelta, se les ordena que contesten directamente ta 
demanda y no habiéndolo heclio se les declara rebeldes por auto 
de foja 90 vudta. Abierta ¡1 prueba la causa se ba producido la 
que instruye el certilicado del actuario á foja 210. 

Y considerando respecto ti la prueba producida por la deman- 
dante: I o Que se ha comprobado suficientemente que Don Manuel 
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Salla, Julio 20 de 1HHH. 
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Cayetano Torras es bijo legítimo de Dou Valeriano Torres y Je 
Doña Muría de la Presentación Mejía, partida de bautismo de 
foja 134, de donde arranca el vínculo establecido por el Presbí- 
tero Don José Gabriel de Torres. 

2" Que Don José Antonio Torres, como mandatario de Don 
Hanuel Cayetano Torres,era simple tenedor de la finca las «Pir- 
cas», reconociendo el derecho de propiedad en el segundo, como 
consta del escrito sobre petición de deslinde á foja 9 vuelta y 
la* declaraciones de los testigos, uniformes, contestes y exentos 
de tuda tacna, que corren A fojas 162, 155, 468, 171 y 172, los 
cuales declaran une Don José Antonio Torres puseía i nombre 
de Don Manuel Cayetano Torrea mientras éste estaba ausente 
en la provincia de Catamarea, por consiguiente está compren- 
dido en las disposiciones de los artículos 2462, inciso 4", y 2465 
dei Código Civil. 

3 B yue Don Manuel Cayetano Torres falleció el 7 de Abril 
de 1862 en Copacabanu, provincia de Catamarca» auto de decla- 
ratoria de foja 138. habiendo dejado por únicos y universales 
herederos, á la demandante Doña Salgar Torres, conjuntamente 
con sus hermanos Diógenes Torres, Abrabam Torres, Doña Ar- 
gón i o Torres. Doña Filodaniia Torres y Don Odilou Torres (re- 
posiciou de títulos de propiedad de foja 143 á foja 157 vuelta, 
partida de bautismo, foja 135, de Don Abraham Torres, confe- 
sión de la madré en el poder otorgado á Don llómuloli. Herre- 
ra, foja 132), todos como hijos legítimos, entrando por eonsi- 
guieiiteen posesión de la linea fLas Pircas» desde el momento 
de la muerte del autor déla sucesiuii, aunque ignoraseu=.u aper- 
tura, de conformidad al artículo 3410 del Código Civil. 

4 o Si Don José Antonio Torres era simple detentador de la 
finca *Las Pircas* y poseía á nombre de Don Manuel Cayetano 
Torres ¿cómo podía por su simple voluntad y mu título ninguno 
del segundo, trasmitir por testamento este inmueble? Kn caso 
afirmativo, es inconciliable con los principios fundamentales del 
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derecho. Loa rumanos decían tierno sebi ipso causam possesio- 
nis mittare potest: nadie pnedepor ai mismo mudar la causa de 
su posesión; y este principio ha pasado á la legislación argenti- 
na en sus artículos 2353 y 2354, "ódigo Civil, «el que ha comen- 
zado á poseer por otro, se presum»' que continúa posi'yendo por 
el mismu título, mientras twse pruebe lo contrario». 

Los demandados no han presentado prueba ninguna que 
compruebe esta mutación de postaiun por un título válido de 
adquisición, de consiguiente si en el caso existen herederos de 
Don Jtisi" Antonio Torres continúan poseyendo á nombre de Don 
Manuel CayotanoTorres, pero como ha fallecido dejando sus re- 
gresen tantea en e,ta vida, continúan reconociendo la propiedad 
á nombre de éstos y que son los mencionados anteriormente. 

tí Que la prueba presentada ; or los demandados consistí» en 
las operaciones de inventario y tasaciones de Doña Petrona U. 
de Torres y el testamento otorgado por Don José Antonio To- 
rres; este último, á su simple lectura, se nota que no tiene la 
designación de la fecha en que fué otorgado y siendo éste un re- 
quisito esencial parasu validez, sea por acto público ú ológrafo, 
adolece de insanable nulidad, según 'os artículos 3657 y 3639 
del Código Civil. 

Por estas consideraciones y fundamentos teg jIps m declara á 
la familia Torres, mencionad* en el considerando 3 o , dueña de 
la finca de €l,as l'ircas», como herederos de Don Manuel Caye- 
tano Torres, procedente la acción deducida por Don Benjamín 
ílaTCía, como esposo de Doña Salgar Torres (artículos 2679 y 
2761, Código Civil), y se condena á los demandados á la restitu- 
ción del inmueble para que la demandante entre ;i poBecr en la 
parte indivisa que le corresponde, con costas. Repónganse los 
sellos. 



Adrián Cornejo. 
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SENTENCIA DEL SUPERIOR TRIBUNAL 

Salla, Octubre 12 de 18M1 . 

Vistos: En la apelación interpuesta (tur Don Antonio Ugue- 
rroaga, en autos con Doña Salgar T. de García, sobre reivindi- 
cación de la 6nca de «Las Pircas». 

T considerando : 1* Que ta autora no invoca para fundar su 
derecho de propiedad ei vínculo del mayorazgo, sinóm derecho 
hereditario coma hija legítima de (ton Manuel C. Torres (de- 
manda de fojas 31 á 33), quien adquirió la propiedad de «Las 
Píreas* en virtud de la sentencia del Juez de Alzadas de í'ern 
líos, dictada en juicio contra los Morilla {foja 4). 

2 o Que en dicho juicio los Morillos demandaban la parte que 
les pudiera corresponder sin desconocer el derecho de Don Ca- 
yetano, pero el Juez declaró único dueño á éste, con exclusión 
íó/ü de lo que ereía vendido á su apoderado cu dicho juici» Don 
Josí Antonio torres, por boleta de fecha 1!) de Junio de 1848, 
fundándose en que D n Cayetano, como hijo mayor, era el Hu- 
mado por el vínculo, 

3" Que aunque el falto de referencia pudiera estar en abierta 
oposición á lo prec eptuado por las leyes patrias que prohibieron 
los mayorazgos, él, una vez pronunciado y notificado sin que se 
haya recurrido, quedaba pasado en autoridad de coaa juzgada 
para aquellos contra quienes se dictó, según la regla 32, título 
34, partida 7*, que dispone: «otrosí detimos, que la cosa que es 
juzgada por sentencia de que no se puedeu alzar, que la deben 
tener por verdad. Cualesquiera que pueda ser por otra pirte el 
error eu que hubiese incurrido el Juez» (ley 207 del Digesto 
liesjudicata pro vertíate acciptua). Tratándose, pues, de dere- 
ehos adquiridos tiempo ba por Don Cayetano es incuestionable 
el derecho de lus herederos para representar sus derechos (artí- 
culos 3410, 3545 y 3546, Código Civil). 
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4 o Que la competencia del Juez de Cerrillo* no puede ser 
apreciada con arreglirl la actual legislación pur no tener efecto 
retroactivo, ni por el procedimiento del ano 57, que es posterior 
al fallo, sinó por las Jeye^ antigua* y á este respecto la delega- 
ción de jurisdicción es procedente (lej 74, título 1*, libro 5 o , 
del Digesto Romano). 

5° Quelaaccion basada en el articulo 2679. Código Ciril, es 
procedente por estar reconocido por la parte y justificado por 
las declaraciones de foja í 37 la calidad de heredera de Don Ca- 
yetano, como hija legftima, quien puede reivindicar la cosa en 
que tenga su parte indivisa, uo una parte inatt-rial y determi- 
nada. La acción reivindicatoría se funda en el dominio j la 
pérdida de la posesión (artículo 2758, Código Civil), tu primero 
está justificado con la calidad de heredera legitima de Don Ca- 
yetano, quien tenía declarado la propiedad de toda la finca; y lo 
segundo por la sentencia de foja 5, que colocó á Don Jog¿ Armo- 
nio en posesión de la finca á nombre de su poderdante y poste- 
riormente inició juicio de deslinde también á su nombre (fojas 1 
á 30), posesión que se continuó basta el ano 62 desde el 54. Ad- 
virtiéndose que la pérdida de la posesión ha tenido lugar cuando 
por propia voluntad los Morillos dividían la finca de «Las Pir- 
cas» seis meses después de muerto el declarado dueño único Don 
Manuel C. Torres (documentos de fojas 3*9 y 138). 

6° Que si bien los herederos no pueden reivindicar lo vendido 
por el causante da la sucesión, ta venta á que se haoe referencia 
por la boleta de foja 364 se refiere á un retazo de la finca de 
«Las Pircas», no al todo, parte que e*tá marcada con límites 
precisos, y por otra parte quien podría cuestionar estos derechos 
serían aquellos á quienes hubiesen sido trasmitidos, no los que 
ningún título presentan ni de que están en posesión siquiera 
de esta parte vendida y más bien de los límites fijados en la bo- 
leto y cesiones hechas á los Torres parecen estar éstos en pose- 
sión ya de esos terrenos. 
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Tor dicho boleto vende Don Cayetano á Don José Antonio, y 
Uguerroaga, que es el que bu defiende, ningún título presenta 
que justifique qué parte de la boleta ó el todo hubiese pasado á 
su poder, ni aun por herencia de su esp^a cuido hija de Don Jo- 
sé Antonio Torres, pues que en ln> posiciones de foja 148 dice 
no heredó nada de su mujer j que l.i que cuestiona lo tiene ad - 
quiridopor compra con su propio dinero, 

Kl seilor Uguerroaga, en este caso, serí;- in defensor de dere- 
chos ajenos sin personería, así es que la cuestión bajo esta faz 
Be resolverá cuando se presenten aquellos que representen lo* 
derechos de dicha Meta, á cuyos derechos se refiere la ra tifie n- 
c ion de Doña Vicenta Yillnfnñe, 

7 e Que la única parte de tLas Pircas» justificada por Ugue- 
rroaga que lia adquirido, es la comprada A Don José María Ro- 
drigue,", {foja 36!)), la que estd justificada por la prescripción de- 
cenal, aceptándose la mayor edad "le la actora d-'sde el año 75, 
reconocídaporel demandado (f"j a 482) sin ampiarse en todas su* 
fuerzas la declaratoria de foja 137 presentada por nu haberse 
llenad.) las formalidades prescritas p->r los artículos 125, 140 y 
siguient s, ley de «'njuiciamient>», constando por la minina es- 
critura que Uguerroaga posee mayor extensión de terreno, 
puesto que colinda esto comprado con úU sin que deiuuesire 
en autos X qué titulo lo posee. 

Por estos fundamentos y los concordantes de la sentencia ape- 
lada de fecha Julio 20 de t888(fojas 257 á 260) se le confirma 
declarando sólo prescrito ú favor del *eñor Uguerroaga la parK- 
de «Las Pin-as» á que hace referencia la venta de Don José 
liaría Rodrigues, de feja 309. Sincustas en 1» y 2" instanein. 

Tomado razón y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Batió Arias. — Juan C Tamayo (en di- 
sidencia).— Himrdo Figueroa. — Pas- 
tor A humada . — Manuel Diez Gómez . 
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Huí- nos Airtís. Junto 18 de 18ÍI.V 



Visto* y considerando : Qm- .»n *•! pleito, laoto en primera 
como en segunda Instancia, uosc ha puesto en cuestión por las 
partes, la Constitución, tratados 6 leyes riel Congreso. 

Que las sentencias que resuelven la causa en ambas instan- 
cia a, sp basan exclusivamente en disposiciones del Cúdipo Civil 
j leyes de Procedimientos, 

Que en tal caso.no ha podido transe este juicio para la reso- 
lución de esta Suprema Curte, desdi- que éUe radieú ante los 
Tribunales de Provincia, y el recurso no sólo no se halla auto- 
rizado ñor el artículo catorce déla íey de jurisdicción y compe- 
que » halla expresamente denegado por él artículo 




Foresto, se declara mal concedido el recurso ir 
foja quinientas veinticuatro por la parte de 

i. devuélvanse al Tribunal de so procedencia. 



■ — AREL BAZAS. — OCTA- 
JUAN E. TOtthEKT. 
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La provincia de Buenos Aires contra la Municipalidad de la 
/, por restitución de terrenos; sobre mensura 



Sumario. —Cu and o se ha enajenado una área de terreno bajo 
un cierto nú «uro de medidas ¿ tomarse en un terreno más 
grande, y no se ba hecho á su tiempo ta entrega ad mensuram de 
la superficie enajenada, debe precederse á la mensura á costa 
del enajenante. 



Caso, — Dictada la sentencia de fecha mayo 2 de 189», el re- 
presentante déla Provincia solicito se practicara una mensura 
para determinar el excedente de terreno á que dicha sentencia 
se refiere. 

El representante de la Municipalidad se opuso á 
licitud. 




Buenos Airet, Junio 20 de 1885. 

en el acuerdo: Considerando: Que la sentencia ejecu- 
oja doscientas seis, pronunciada por esta Suprema 
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Corte, ha rechazado la uooion reivind ieatoria intentada por la 
provincia de Buenos Aires, en cuanto si? refiere á loa cuatro mi- 
llones novecientos cincuenta mil metros cuadrados que dicha 
sentencia declara haber entrado en la enajenación hecha por 
la citada provincia, á favor de la Nación, reconociendo el dere- 
rocho (le aquella en el eXeea>IÉB que hubiere en él terreno de la 
cuestión en sus relaciones con la Municipalidad, y por raion 
de los títulos invocados por ésta, que estuvieron en litigio. Que 
á existir esa escódente dentro de los terrenos que ta Municipa- 
lidad po*ee, «n virtud de la trasmisión hecha por la Provincia 
y por derechos derivados de é-=ta, se habría realizado el caso de 
la enajenación d* una superiicie dada, á tomarse de un terreno 
mayor, prevista por el inciso tre* del artículo mil trescientos 
cuarenta y cuatro del Código Civil. 

Que en tal caso, el medio indicado para llegar Auna so- 
lución legal, y ya qoe el enajenante no hizo A su tiempo la entre- 
ga ad meiisuram de la superficie enajenada, deberes suyo de rea- 
lizarlo pura el exacto cumplimicntode las ubligariones contrai- 
das, y desde que por »u parte, prdende haber oiceso do medida 
en la cosa entregada. 

Por esto : se resuelve hacer lugar á lo pedido en el escrito de 
foja doscientas catorce, debiendo en consecuencia procederes á 
la uieusura solicitada, por el agrimensor propuesto, á costa del 
solicitaute, y sin perjuicio de la intervención que quisiere to- 
mar la Municipalidad en esa operación. Repóngase el papel, 
Nolifíquese eun el original. 

BENJAMIN l'AZ. — LUIS V. TARELA. — 
OCTAVIO BUNCE. —JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA tiVH 



Contienda de competencia entre et Juez de /" Instancia de La 
l'laia y el de taltal clase de ía Capital Federal, para conocer 
en el juicio de sucesión de don Marcelino Suarez. 

Sumariu,^ I o Ninguna persona puede tener en el país dos 
domicilio» generales. 

2" Kntr. do> lugares contradictoriamente pretendidos como 
domicilio, de los cuales en uno resulta haber el causante ejer- 
cido su profesión, euuai ruido casa para su habitación habitual, 
hecho testamento, tener sus domicilios losalbaceas nombrados 
haber estado radicada la administración de su linca de campo, 
y ser su domicilio de origen, y un el otro haber tenido resi- 
dencia temporaria ó periódica y ejercido funciones, debe estar- 
si* por el primero, máxime cuando en documento públio otor- 
gado pocos meses anlea de su muerte, en lugar distinto de los 
do» disputados, el causante declaró ser aquel su domicilio, 

3" El domicilio ana tez adquirido se conserva mientras no se 
m.initieste la voluntad de cambiarlo, y tul voluntad no puede 
presumirse del hecho de haber el finado residido en los últi- 
mos meses de su vida en el s-gundu lugar, haberse allí rasado 
in exiremis, y fallecido, cuando consta que se trasladó á ese 
punto por motivos de talud, j couservó en el otro su casa habi- 
tación en esa calidad, con sus muebles, papeles, etc. 

4 U I.u declaración en el acto del matrimonio in extremts d t 
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ser domiciliado en el lugar de su celebración no puede referirse 
al domicilio real, sinó á la residencia, cuando en e-¡a misma 
¿poca el causante en una disposición codicilar menciona bu ca- 
sa y papeles conservados en ella, y está averiguado que basta el 
instante de dicha celebración, su domicilio ora en el otro lugar. 

5 o En la duda debe tenerse en cuenta, para lo* efectos de la 
jurisdicción, la prevención en el conocimiento de la causa. 



íVi50. — Resulta del fallo de la Suprema Corte, de la disi- 
dencia del señor ministro doctor Kazany y de la 



vista nn, stSon pnoi:uiuuon gekeual 

Bueno* Airfs. AgoMo 1* tie ]N9t. 

Suprema l orie : 

De la» constancias de los expedientes formados para el arre- 
glo de la testamentaría de don Marcelino Suarez, surge la con- 
vicción de que el causante alternaba su domicilio en la Ca- 
pital Federal, donde habitábala casa de sn propiedad calle Bel- 
grauo, y la casa-quint;» de su propiedad también, sitúa la en 
Lomas de Zamora. 

Esta habitación alternativa en laciuiad y en la campaña, 
hecho muy común t titee las perlinas de una candi, ion acomo- 
dada, e»tA bien cimst itadn en los autos traídos. 

Se ha demostrado la existencia de la casa edificada por el cau- 
sante expresamente para su uso, y que esa casa !a habitaba, 

seres que se han inventariado. 

El mismo causante reconoce -se domicilio al otorgar el po- 
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der públicocorrieute afoja 34, y al otorgar y fechar eu Bueuos 
Aires su testamento ológrafo do foja 1". 

Contra (¿sos hechos resulta que Suare» vivía tarobieu eu bu 
quinta de Lomas, que allí firmó y otorgó el codieilo agregado á 
foja 4, allí contrajo matrimonio y falleció poco después. 

Entre estos dos domicilios claramente determinados, cousi.it- 
ro que predumiua el de la Capital Federal. 

La habitación de la casa de campo esuü hecho eventual, 
cuando se tiene y conserva otra en la ciudad; la presunción es 
que al trasladare no se tienen vista un cambia definitivo ainó 
momentáneo. 

1Í casamiento in articuli* vwrtis, el deceso ocurrido pocos 
días después, no sun circunstancias comprobantes de íuimo 
mauendi, siuó simples consecuencias de la súbita a-ravaeion de 
la mala salud del causantu. 

Si el nó tenla establecimiento que administrase en la provin- 
cia, laoircuusUnciadeserdueñodc un terreno, ninguna pre- 
sunción agrega en favor del domicilio, desJe que ese campo es- 
taba arrendado sin explotarse directamente ó indirectamente 

por el propietario. 

En la duda, debe primar el domicilio que tuviese el carácter 
de mayor puruiauencii, según resulta do los artículos 89 y 09, 
Código Civil; y es futirá de duda que éste era el de la Capital, 
donde estaba la habitación principal, donde se otorgó el testa- 
mento, donde residían los legatarios y hasta loa albaceas que 
debían ejecutar las disposiciones testamentarías v donde coa 
tales recaudos se inició cou prelacion de fechas el arreglo testa- 
mentario. 

Invocando, para evitar repeticiones, la sólida doctrina con- 
tenida en el escrito del albncea de foja 35, pidoá V. E. se sirva 
declarar la compotencia del Juigado de la Capital Federal. 



Sabiniano Kier. 



DE JUSTICIA NACIONAL 



101 



r»ll0 *e I* tuprcm» t»rt«? 

Bueno* Aires, Junio 20 de 189*. 

Vistos y considerando: Fñmero: Que según resulta del mé- 
rito de autos, el finado don Marcelino Suarez, hasta el año 1892» 
y con anterioridad á esa fech*, hubía ejercido en esta ciudad su 
profesión de Kscribuno, como se demuestra por las dt-clarario- 
nes corrientes $ foja 31, y por el informa de foja 73 vuelta; 
construido en terrena propio, casa-hahitactun cu donde moraba 
habitualmente. üv su testamento con nombramiento de 
albaceas domicilia ! * v el mismo lugar y radicado allí tam- 
bién laadmiaistranon do su finca de campo, obleada en el par- 
tido de Aya<*ucho, provincia de Hucnos Aires, lo que se prueba 
por la estipulación décima del contrato de arrendamiento, de 
foja 138 t tercer cuerpo, constando igualmente que en esta ciu- 
dad tuvo su domicilio de origen. 

Segundo: Que e*os hechns apreciados en su conjunto, dan ele- 
mentos suficientemente caracterizados para concluir que era en 
esta ciudad en donde el citado don Marcelino Suarei tenía su 
domicilio basta el ano mil ochocientos noventa y dos, con arre- 
glo á lo dispuesto eu el artícul • ochenta y nueve del Código Ci- 
vil, desdo quoeraen ella que tenía establecido el asiento prin- 
cip;il de su residencia y desús negocio*. 

Tercero: Que si la residencia temporaria y tal vez periódica 
del expresado Suarez, en su luinta de Lomas de Zamora, pro- 
vincia de Buenos Aires, y las funciones que allí desempeño, pu- 
dieran, aisladamente consideradas, servir para comprobar el he- 
cho del domicilio en esa localidad, no resisten, ante el valor 
comparativo de los elementos de juicio recordados en el primer 
considerando de estn resolución, alendo de notar que si pagaba 
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Suarei impuesto por carruaje en Lomas Je Zamora, lo paga- 
ba también en esta ciudad. 

Cuarto: Que ai alguuu duda hubiera de quedar al respecto, 
ella desaparecería en fuerza del mérito resultante de la escri- 
tura pública, ya citada, de foja ciento treinta y ocho, tercer 
cuerpo, otorgada en la ciudad de La Plata, en siete di' Setiem- 
bre de mil ochocientas noventa y uno, en la que se declaTa que 
el domicilio dn Suarez, uno de los otorgantes, era en esta ciu- 
dad; declaración da positiva y especial importancia, dado que 
ella se hacía en lugar distinto de los dos domicilios contradic- 
toriamenle pretendidos cuestos autos, toque siguiliea que illa 
era el resultado de una intención manifestada con premedita- 
ción y que conducía á establecer la primacía del domicilio eueslu 
ciudad, en oposición á Lomas de /amura. 

IJttmto ; yue es un principio de derecho, que el domicilio, 
una vez adquirido, sé conserva cuando no se ha man i testado la 
voluntad de cambiarlo y de adoptar otro {artículo noventa y 
nueve del Código Civil ). 

Sexiü : Que esa voluntad no resulta del hecho de iiaber re- 
sidido Suarez euLomas deZamor¡i durante parte del año de mil 
ochocientos noventa y dos y fallecido en esa localidad, pues 
consta que se trosladú allí por motivos de salud y conservando 
eu esta ciudad su casa-b^bitariou, cu esa calidad, con sus mue- 
bles, papeles, etc., lo que antea de demostrar la intención de 
cambiar, demuestra la de mantener el domicilio en su esta- 
do anterior. 

Séptimo: Que ante las precedentes consideraciones, el acia 
de foja cuatro vuelta, segundo cuerpo, de veintisiete de Agos- 
to de mil ochocientos noventa y dos, destinada á comprobar el 
matrimonio celebradlo eu Lomas de Zamora, por Suarez, trece 
dias antes de su fallecimiento, al declarar que él estaba domi- 
ciliado en ese lugar, no podía referirse al domicilio real del 
expresado Suarez, siuó á la circunstancia accidental de la resi- 
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ílencia, porque una persnna no puede tener dos domicilios ge- 
nerales en el país, lo que se confirma por ta circunstancia de que 
el mismo Suarez mi su disposición de foja tres vuelta, segundo 
cuerpo, datada en Lomas de Z tmora ron fecha Agosto veinti- 
cinco de mil ochocientos noventa y dos, todavía se refería á 
su casa en la ciudad y á sus papeles conservados en la misma. 

Octavo: Que no son de tomarse en cuenta, por carecer de valor 
jurídico, las alegaciones que tíendeu Aaürmar que, con su ma- 
trimonio i» cxtremts, Suarez mostraba la voluntad de hacer 
de! lugar de la celebración el de .su domicilio estable, y menos 
aún, lasque se proponen encontrar en ese hecbo un fundamento 
derivado del artículo noventa y tres del Código Civil, cuando es 
incontestable que uuty presupone la realización de las circuns- 
tancias características del domicilio, ó pea, el asiento principal, 
el de la residencia, y cuando esta averiguado que hasta el 
instante de dirha relebracton el domicilio de Suarez era en es- 
1 1 Capital. 

Novena: Que la razón y la doctrina están de acuerdo en re- 
conocer la subsistencia de un domicilio cuando los heehos en 
que se funde ta pretensión de haberse operado su cambio no 
son de tal manera eficaces que demuestren acabadamente Ta 
constitución de un nuevo domicilio. 

Décimo'. Que las declaraciones contenidas en la escritura de 
foja ciento ochenta y ocho, primer cuerpo, carecen de valor 
I- gal por no haberse presentado en las formas y con los requi- 
sitos de derecho (ley treinta y una, título dieciseis, partida 
tercera). 

Undécimo: Que la jurisdicción sobre sucesión corresponde 
á Ion jueces del lngHT del domicilio del difunto á la época de 
su fallecimiento (articulo tres mil doscientos ochenta y cuatro 
del Código Civil ), 

Duodécimo*, Que además de las precedentes consideraciones 
sobre el domicilio, f por tanto sobre la competencia, debe te- 
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nene en cuenta, en caso de dude, que el Jiu-z de la Capital ha 
prevenido en el conocimiento de la causa. 

Por estos fundamentos j concordantes de la vista del señor 
Procurador General : se declara que el conocimiento del juicio 
testamentario de don Marcelino Suarez, corresponde al Juex 
de Primera Instancia de la Capital de la Repáblica, áquiou se 
remitirán tos autos, avisándose por oficio al Juex de La Plata. 
Notifiques? con el original y repónganse los sellos. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. TARELA. — 
OCTAVIO BDUGE — JUAH E. TORRENT. 

— ABEL bajan (en disideneia). 



DISIDENCIA 

Vistos: Los autos de la cuestión de competencia por inhibi- 
toria, promovida por el Juei de Primera Instancia de la ciudad 
de La Plata, contra el Juez de igual clase de la Capital de 
la Nación, pretendiendo que le corresponde el derecho de cono- 
cer en el juicio testamentario de don Marcelino Suarez, falle- 
cido en el pueblo de Lomas de Zamora, territorio de su jurisdic- 
ción, con exclusión del do eita Capital que, a su vez. se atribuye 
un mejor derecho al conocimiento del mismo juicio. 

Y considerando; Que -si las cuestiones de competencia por 
inhibitoria, que se someten á ta resolución de esta Suprema 
Corte, son los Jueces que repectivauicnte se atribuyen la ju- 
risdicción que «I uno niega al otro, las verdaderas partes que, 
como demandante y demandado, actúan en la contienda, demos- 
trándolo así el hecho de ser ellos los que recurren ante esta 
Suprema Corte con las respectivas actuaciones en que fundan 
sus encontradas pretensiones de conocer en la misma causa. 
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Que las circunstancias de ser admitidas ¡i informar en la 
contienda ante ests Corte, por el interés que tienen cu el resul- 
tado do ella, las persona* que actuaron ante loa jueces recu- 
rrentes, no es una razón que pueda habilitar á este Tribunal 
para considerar y resolver las cuestiones que ellas quieran so- 
meter A su fallo» tanto sobre la legitimidad de su personería, 
oomo sobre la eficacia de los derechos que se atribuyen en la 
causa, origen de ta contienda, porque tale<¡ cuestiones son del 
exclusivo resortedel Juez o.ul baya do ser declarado único com- 
petente para entender en aquella, sien<lo ante él que deben ven- 
tilarse y resolverse con los recursos que autoricen las lejes de 
Procedimiento para ante el superior correspondiente» 

Quu por lo tanto, y para resolver la cuestión de jurisdicción 
que en la présenle contienda se lia traído a la decisión de esta 
Suprema Corte, debo ponerse de lado todo lo alegado ante ella, 
ya sobre la legitimidad de la personería del albacea que ha 
iniciado el juicio sucesorio de Suarez ante el Juez de Primera 
Instancia de esta Capital, como la de los hermanos Machín, 
que han promovido el mismo juicio ante el Juez de La Plata, 
ya sobre la eficacia de loa derechos quw respectivamente se atri- 
buyen, lo mismo que la viuda de aquél, en la sucesión de que 
se trata, haciendo paradlo mérito el albacea de la validez del 
testamento ológrafo otorgado por Suarez y de la nulidad del 
acta de su matrimonio civil, con la señora Adela Scinrelli; y 
los otros, sosteniendo la nulidad de ese testamento y la validez 
del matrimonio, en virtud del cuaj pretenden que ha quedado 
aquel sin efecto; pues estas cuestiones, aparte de ser del re- 
sorte exclusivo del Juez que baya de ser declarado competente, 
como se ha dicho, no tienen tampoco en el caso, una necesaria e. 
imprescindible conexión con la cuestión de jurisdicción que 
se debate, de suerte que no pueda ésta resol rerse, sin que ellas 
se solucionen á la vez. 

Que así lo persuade la disposición del artícul ■ tres mil dos- 
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cientos ochenta y cuatro del Código f ¡Til. cuando ostulileco que 
cLa jurisdicción sobre la sucesión, corresponde ú los jueces del 
último domicilio del difunto » . Lo que implica que, para la de- 
bida solución de la cuestión de competencia que sostienen los 
jueces recurrentes, basta examinar y resolver la cuestión de 
hecho, sobre cual ha sidu el último domicilio del finado Suarez, 
si el pueblo de Lomas de Zamora Ó esta Capital, sin que sea 
necesario ni permitido á esta Suprema Corte arrogarse el co- 
nocimiento y decisión de las cucstion-s relativas ¡i la persona- 
lidad y los derechos de los diferentes pretendientes a los bienes 
de ta sucesión, cuya personería admite sólo d los efectos del 
debate, y en cuanto ha sido admitida y reconocida per dichos 
jueces. 

que según lo demuestran los términos del articulo citadn, 
y lo confirma la disposición del articulo noventa y siete del 
mismo Código, el autor de una sucesión puede haber tenido su- 
cesivamente diferentes domicilios, lu que ciertamente no auto- 
riza fi declarar ¡a primacía del Juez del anterior domicilio del 
tinado sohre la del Juez del último, para conocer y entender en 
todo loque se relarione con su sucesión. 

Que siendo di- expreso derecho, que el domicilio puede cam- 
biarse de un lugar á otro; cque e<ta facultad no puede seT 
coartada ni por contrato, ni por disposición de última volun- 
tad», y € que el cambio de domicilio se verifica instantá- 
nea me "te por el hecho de la traslucían de la residencia de un 
lugar á otro, con ánimo de pt rmaneo-r en el y tener allí .su prin- 
cipal establecimiento» f artícul" noventa y siete del Código 
Civil); es también de toda evidencia que no pueden ni deben 
invocarse los hechoB constitutivos de un anterior domicilio en 
un lugar dado, por caracterizados que sean, para demostrarlo, £ 
efecto de negar la constitución di un unevu y posterior domi- 
cilio en otro diferente lugar, si «¡e prueba que la persona de cu- 
yo domi- ilio se trata, trasladó efeetivamente su residencia de 
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aquel lugar á este último y si so hace constar dé un moflo au- 
téntico, que caá misma perdona declaró que este lugar era su 
domicilio, ya se baga esa declaración al veriücar su traslación a 
él, ¿ya durante su residencia en el minino. 

Que examinada la cuestión tío jurisdicción que se debate, a 



tos, en favor de la competencia del Juez de La Plata; porque 
si es verdad que el alba< ea lia probado suficientemente que don 
MaTcelitto Suarez estuvo domiciliado h.ista li:;es de mil ocho- 
cientos noventa y uno, en cata Capital, como lo fie muestran los 
liechos de haber vivido en la < asa de su propiedad, que, en años 
anteriores, bizo construir y amueblo para su habitación, mi la 
ralle du Bel grano número dos mil ciento cím-uenl a y cuatro, 
de esta ciudad, de haber administrado aquí las rentas de que 
vivía y muy especialmente por haber declarado que estaba do- 
miciliado en esta Capital, en escrituras públicas de fecha quince 
Ue Maro de mil ochocientos óchenla y ocho, y siete de Setiem- 
bre de mil ochocientos noventa y uno; según consta de sus rei- 
pet'tivos testimonios dp foja ciento treinta y tres, tercer cuerpo, 
y foja ciento treinta y ocho, tercer cuerpo; im es menos cierto 
también que se Improbado por parte de los hermanos Ma<*hin, 
que, después du la feeha de la última de las escrituras citadas, 
Suarez trasladó su resi lenria de esta Capital á la quinta de su 
propiedad que poseía en el pueblo de Lomas de Zamora, donde, 
-¡i gun confesión de In parte del albacea, acostumbraba aquél 
pasar la temporada de verano, donde ejerció el cargo de Juez de 
Pai de la localidad, consecutivamente por Insanos de mil ocho- 
cientos ochenta y «¡neo, ochenta y seis y ochenta y siete y pagó 
patente de carruaje desde el año mil ochocientos ochenta y 
siete basta mil ochocientos ochenta y nueve*( certificados de fo- 
ja ciento veinte vuelta, tercer cuerpo); qur allí ha residido du- 
rante ti año mil ochocientos noventa y dos, hasta que ocurrió 
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su fallecimiento en nueve de Setiembre de este misino ano, y 
que, finalmente, eti dicho pueblo contrajo matrimonio con Adela 
Sciurelli, con fecha veintisiete de Agosto del expresado año no- 
venta y dos, constando, bajo su firma, en el doble instrumento 
público de su matrimonio civil y canónico, alebrado respectiva- 
mente antn el Jefe del Registro Civil y el Párroco de la locali- 
dad, con el correspondiente número de testigos, que era vecino 
de ese lugar. 

Que hallándose así en autos, justificados los extremos quf el 
artículo noven U y siete del Código r*ivil requiero para que se 
t-ntionda operado el cambio «le domicilio real, que es al que se 
refiere dicho artículo y que son: la traslación de la residenria 
de un lugar á otro y el ánimo de permanecer en él y tener allí 
su principal e-tabli-cimiento, ánimo que su halla perfectamente 
acreditado en id caso, con la declaración consignada en los ins- 
trumentos públicos ya citados, do ser Suareai vecino del pueblo 
de Lomas, es fuera de duda, que este lugar es el de su último 
domicilio, y que para desconocerlo, no pueden oponerse los 
hechos que acreditan su anterior domicilio en esta Capital. 

Que siendo la facultad de cambiar domicilio eminentemen- 
te propia, y dependiente de la voluntad de las personas, de tal 
suerte que no puede si- r coartada, ni por rontrato, ni por dis- 
posición de última ¥oluntad, según eipresa mente lo dispone la 
U*y, es por demás claro que puede usarse de ella, sea por razo- 
ne s de salud, di? conveniencia ó de simple placer, sin que sea 
dado desconocerla 6 negarla, porque se alegue de contrario, co- 
mo hn sucedido en el presenU- caso, que si Suaroz trasladó su 
residencia dee^ta Capital i Lomas, fué porque buscaha alivio 
ásu quebrantada salud, y que por esto, como por haberse refe- 
rido en el testamento ológrafo que redactó, á la casa habitación 
que dejd amueblada en esta ciudad, y á los papeles que tenía 
en ella, nada puede significar la traslación de su residencia, ni 
la esplícíta declaración de seT vecino de aquel pueblo, hecha 
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bajo de su firma en los instrumentos públicos ya mencio- 
nados, 

Quü pura destruir tan (lábil alegación y ct mérito que la par- 
te del al bucea atribuye á la información sumaria de testigos 
que ha producido ante el Juez de la Capital, pretendiendo pro- 
bar con ellu que Suarez ha estado domiciliado aquí basta su fa- 
llecimiento, basta recordar la jurisprudencia adoptada por esta 
Suprema Corte en la-; causas que so registran en los tomos 
veintinueve, página trescientos cuarenta y tres, y quinto, pá- 
gina doscientos cuarenta y dos, de sus fallos, en que con moti- 
vo de llamarse vecino de un lugar el interesado qn< firma un do- 
cumento público, se establece en r l primer caso que : «esa de- 
claración de la parte sobre el lugar de sn domicilia hecha en 
instrumento público debe ser preferida á la declaración de loa 
testigo*, por ser aquella una declaración más autentica de la 
intención y voluntad del que lo otorga, que el juicio de los tes- 
tigos basado sólo en meras suposiciones • y en el otro caso, que 
« la mención del domicilio hecha por el mismo interesado que lo 
indica, basta por derecho para determinar la competencia de 
tos jaeces de aquel lugar*. 

Que a las precedente* consideraciones que fundan ya por sí 
solas de un modo incontestable, la competencia del Jaez de La 
Plata, para conocer en la testamentaría del finado Suarez, pue- 
de y debe agregarse ot ra no menos poderosa, y es la de que es- 
tando plenamente probado en autos que desde muchos anos 
atrás ha tenido Suarez una habitación alternativa en esta Ca- 
pital y en el pueblo de Lomas, pasando una parte del año en su 
casa de esta ciudad, calle Belgrano dos mil ciento cincuenta y 
cuatro, y otra parte en su quinta de Lomas, lo que quita á la re- 
sidencia el carácter de accidental, como lo ha declarado esta Su- 
prema Corte, en ta causa del tomo veintiséis t página trescientos 
siete de sus fallos; y habiendo formado Suarez familia, er. el 
último período de su residencia en Lomas, por su casamiento 



110 



FALLOS ME LA SUPREMA CORTE 



con la señora Sciarclli, viviendo con ella hasta su fallecimiento 
en ese mismo lugar, tiene necesariamente que declararse que 
dicho pueblo es el do su domicilio, aunque haya dejado amue- 
blada su casa de esta Capital, cuando ae trasladó a la expresada 
quinta, aunque en esta misma Capital hubiese establecido el 
percibo de sus reutas y >e hallasen en ella los papeles & que se 
refiere en su testamenta; porque así corresponde declararlo de 
acuerdo con el artículo noventa y cuatro del ( 'údigo Civil, que 
expresamente establece que « en el euso de habitación alterna- 
tiva en diferentes lugares, el doinicilio es el lugar donde se ten- 
ga la familia ó el pr incipal establecimiento*. 

Que es de observar, que los términos disyuntivos en que está 
concebido este artículo cuando habla del layar en tftte ¡te tetuja 
la familia 6 el principal establea miento , no disminuyen en lo 
mínimo, la lógica y la verdad de la coúelusiou establecida en el 
precedente considerando, por la sencilla razón de que dicho ar- 
tículo legisla para dos situaciones diferentes, á saber: la de una 
persona sola ú sin familia, que tenga residencia alternativa cu 
dos ó más lugares y la de aquella que haya residido también 
alternativamente en diferentes lugares, pero que forme y tenga 
su familia en un sol» lugar. 

Para el primer caso, el domicilio de la persona con habita- 
ción alternativa es el lugar donde tenga su principal estableci- 
miento; y para el segundo, el Lugar donde resida con su fami- 
lia, aunque este lugar no sea el de sus riegue i osó el de su prin- 
cipal asiento, cumo lo viene á confirmar, tn l»s términos más 
espiícítos, el articulo noventa y cuatro del mismo Código, cuan- 
do dispone que: « Si una persona tiene establecida su familia 
en un lu^ar. y sus negocios en otro, el primero es el lugar de su 
domicilio ». 

Que nada importa que el matrimonio de Suarez se haya con- 
traído durante su última enfermedad, y que éste falleciera á 
los trece días de celebrado, para que dejen de aplicarse al caso 
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las disposiciones leyales yu citadas, desde que esos hechos no 
constituyen en parte alguna del Código una excepción, en vir- 
tud de ta cual pueda decirse que toles disposiciones no com- 
prenden este raso, cuando evidentemente Jo abrazan en la ge- 
neralidad de sus términos, y cuando ni mznnablc sería excluirlo, 
un presencia del artículo noventa y sietu del ( ¿digo Civil que 
declura: qu'.- « El cambio di- domicilio se veriíica instantánea- 
mente ñor el lucho de la traslación de la residencia de un lugar 
á otro, con ánimo de permanecer en él y tener nllí su principal 
establecimiento », lo que implica que no se puede subordinar el 
cambio de domicilio, ni su existencia probada porlos hechos que 
al efecto establece la ley, á la condición de que se realicen, más 
{) menos pronto, hechos ulteriores que lo tugan desaparecer, 
como la muerte de ta persona, ó uuu nueva traslación de la re- 
sidene a con ánimo de lijarlo en otro lugar, debiendo a^cirsp lo 
mismo de las razunes porque plazca á la persona verificar su 
tri.slaciun y manifestar el ánimo o la voluntad de permanecer 
eu ese lugar, 

Qoe la nulidad del matrimonio de Sunrei, que se ha alegado 
por parte del alhacea, doctor Isla, con el intento de destruir el 
mérito de la declaración, sobre actual domicilio que contiene el 
instrumento público con que se prueba la celebración de aquel, 
no aparece prima facie justificada por deliciepcia de las forma- 
lidades requerida* por la k>y, pura que deje de considerarse vá- 
lido el acto, como es de derecho considerarlo, mientras nu se 
entable demanda en forma, redarguyendo de falso dicho dg$o> 
mentoy no sea declarada su falsedad por autoridad competente, 
demanda y sentencia que no existen , 

Que dadas las precedentes consideraciones» el caso en cues- 
tión sobre á cuál de los Jueces recurrentes corresponde el cono- 
cimiento de lu sucesión de ísuarez, no puede ciertameute ser 
dudoso, para que se atribuya al de esta Capital la jurisdicción 
disputada por haber prevenido eu el juicio testamentario y eu 
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virtud del aforismo de beatus t¡ui possidet, razón que 110 puede 
generalizarse paru convertirla en regla de solución de las cues- 
tiones üe esta naturaleza, cuando ella equivaldría á borrar del 
Código las disposiciones legales, por -las cuales ae resuelven, 
desde que no hay cuestión de competencia ¡»or inhibitoria que 
no se suscito, precísamele por haber un Juez prevenido en el 
conocimiento de una causa i quien se disputa su competencia. 

Que tambier. hay que decir, que no corresponde al Juez de 
esta Capital la jurisdicción (obre la testamentaría Buare?., en 
virtud de fe próroga de jurisdicción que se alega haberse hecho 
eu.su favor por el «Ibacea, como parte legítima y por la misma 
viuda Sciarclli, invocando para ello las rli- posición es del mis- 
mo Código de procedimientos que rige, tanto en esta Capital co- 
mo en la provincia de Buenos Aires, j que autorizan dicha proro- 
gjickni, porque si es verdad que el Código citado autoriza la 
prorrogado que se trata, no es menos cierto también, que tales 
disposiciones no pueden entenderse, ni aplicarse sinó ú las cau- 
sas de la exclusiva competencia de los diferentes jueces del 
territorio de la Capital 6 déla provincia de Buenos Aires, en- 
tre los cuales, consultando el mejor servicio del»s intereses pú- 
blicos de cada localidad, se haya dividido el ejercicio de cada 
jurisdicción territorial, lo que es tantomasevídente, euanto que 
no se puede pretender, que al adoptarse como ley, por las res- 
pectivas legislaturas, dicho Código, haya sido para que rija fuera 
del radio de su jurisdicción territorial, y para que toleren sus 
jueces las usurpaciones de jurisdicción, en perjuicio de la "uya 
propia, que lea difieran las disposiciones del Código Civil, y en 
perjuicio, también, de los intoreBes fiscales respectivos, por im- 
puestos de papel sellado ú otros que establezcan sus respectivas 
leyes. 

No; tal inteligencia no pueden dnrse a las leyes que se invo- 
can por et albacea, para atribuir al Juez de esta Capital una 
jurisdicción que no le corresponde por ratón de prorrogación co- 
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mo lo ba declarado na folio de la Cámara de lo Civil de esta 
misma Capital, eii una sentencia que Ha regbtra en la série 
segunda, touioocho, página tresci ntas setenta y una <k> su» fa- 
llos, en una cuestión de competencia sobre sucesión uitre un 
juez de La Plata y otro de esta Capital. 

Por estos fundamentos, oído id .señor Procurad ur General, se 
declara que el ennoeimirnto del juicio sucesorio de Líen Marce- 
lino Stiaiei. corresponde al .Tuezdu Primeru Instancia de la ciu- 
dad de La Plata. Remítansele en <ousecut.ncia los autos, y aví- 
sesele por oficio al Juez de la Capital. Repóngase- el papel. 
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Contienda entri' vi Juez de Vomen-io de Sttniu-Fe y el de la Ca- 
pital Federal, ¡ta ni conocer en el concurso de Don Manuel 
Osampo Samanes. 

Sumario. — Corresponde al Juez del lugar donde el comer- 
otante lia tenido y tiene su domicilio civil, ej oouucimtento del 
juicio de quiebra del mismo. 
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AUTO DEl. JUEZ I>E SAPtTA-FÉ 

Sanla-Fe, Julio 28 Je 1891 

Y vistor: Bstos autos seguidos por los señores J\ P. Borda, 
Angel Labellu, J. Bumbell, D. Píeeda, S. Fclippe, S. Suhar¡it, 
llori V. Camal i, I), Üttu Hauseluun, D. V. Flores, 1). B. An- 
liclie, l>. Dellíno Méndez, A. Luiighi, J. T. díceres, J. L. Cá- 
< eres, J. HUtre, S. Arrillaga, A. Mahurate, Catalina B. de Mai- 
truns, 1». Fabalier, Julio Flores, David Tomazzi y la S. Eiísta- 
la de S. M., solicitando de este Tribunal que se declare cum- 
pvteiiti* para entender tn el juicio de quiebra seguirte contra 1). 
11. O ampo Samanes en el Tribunal de Comercio de la Capital 
de la He pública. 

Resulta que con Ú escrito inicial se presenta un ejemplar del 
liiiir.H «Nueva Epo«-a» en el quu aparece un edicto mandado 
publicar por el señor Juez de Comercio de la Capital de la Be- 
pública y que contiene un autu dictado por el mismo Juez, de- 
r arando el estado de quiebra «le Don Manuel Ocampo Samanes 
Con esta publicación se comprueba ti hecho de hallarse el men- 
cionado Juez conociendo en juicio de quiebra del citado Den 
Manuel Oeampo Samanes, t;n el mUuio escrito se .«frece turnaría 
información para acreditar el hecho do que Ocampo Saman és 
no sólo tiene en esta, provincia su principal establecimiento 
rutut-reial, sinú los únicos que posee, 

.Veplida y producida la información ofrecida por los postu- 
lantes, loa testigos presentados están contestes en cuanto A Ja 
veracidad de los hechos nfirmados, i onio puede ver*¡t de foja 41 
Tin Ita á loj-i 49 vuelta. Corrida visti al señor Agente liscal es- 



te funcionario se expide sosteniendo la jurisdicción de los Tri- 
bunales de esta provincia para conocer en el juicio de quiebra 
di- la referencia. 

V cousidt raudo: Primero: Que la ley nacional número 927, 
de 3 de Setiembre de 1878, establece en >u artículo 2* 1 que ?l 
futeio ttmrersat de etmcurstt de acreedores corresponderá en el 
ti't f ¿torio de la liepú htit.it á tos jueces respectiros de aquella 
provincia en ta fjüé el fallido fu riese su principal estableci- 
miento al tiempo de la decía rae i un de quiebra. Ku el caso sub- 
judtre no sólo i*n<^i« k iilru en esta provincia ul principal esta- 
bl^i iinifiito del laltído, hiió que se encuentra el único estable- 
cí miento connT< i¡'l,dc mo<l' > que la disposición citada es riguro- 
sumante at li- able, ¡mi que su texto claro deje lugar á duda 
alguna. 

Segundo: No ululante lo espítenlo, e* indispensable hacerse 
cargo de la disposición contenida en el artículo 1 380 del < 'ó ligo 
de Comercio, cuya sanción es posterior á la de ta ley nacional 
Hítese ititiia. K«e artículo es.' aMece que la manifestación del 
estado de quiebran hará en la Secretaría del Tribunal del 
domicilio del fallido. Pero este artículo no tiene, siu duda, al 
alcance de determinar la jurísdicci.-Ti en que debe seguirse el 
junio de quiebra, coiüo pudii ra creerle ú primera vista: loa 
nuleccdeules legi-Jaiivos \ el estudio de su propio texto lo de- 
muestran. 

Tercero; Nuestra ley cotuereial vigente no constituye -mCó- 
fligü ile Ciillli j i:ío distinto del que i i gía basta el 1' de Mayo de 
IHiH). en |¡ue empezó á observarse U ley actual; es el mismo 
íYeiigo reformad i>, no un Código nuevo; lo cual se encuentra 
expresamente dicho en el articulo 1" ríe la ley nacional número 
20;í7 f que manda observar « orno lev «le I i Nación, no un código 
nuevo, >i ó n n proyecto 'le reformas ,J Código de Comercio. 
Y !ii--n t .'l citado articulo l.'iS!* !e) Código de Comercio es ¡den- 
tic- ai .rift-nlo Iñáldei Cúdig.i .interior, de modo que tratan- 



ilfi 



"ALLOS HE LA SVPREMA flOHTK 



ilase de una misma ley, c."1üo lo de jamo* establecido, y no ha- 
biéndose reformado ta disposición legal citada, ésta tiene fuerza 
de ley por la primitiva saneioii del Congreso legislativa, un por 
la sanción do Us reformas. fe-Oíl .so será t-ut-'i nces convenir en 
que sien 1878 el Congreso Nacional dictaba un¡i ley para des- 
lindar las jurisdicciones judiciales en caso de quiebra, la pw»? 
teri-.r sanción del proyecto de reformas al Código de Comerci-s 
eiiuada puede derogar aquella ley. puesto que esas reformas no 
han recaído -obre ninguna disposición qu-> deslinde la- juris- 
dicciones repecto ü- la quiebra. Precisamente lo que la ley de 
1878 se ha pfiopnesto, rs concluir con las íacerlidu robres á que. 
hadado lugar el ¡irtfctllo 1 SHO -h<l l odigode f mercio,de m- do 
que ta razón tjtK antes t-xi^tíü para mantener la ley nacional 
citada es ta misma que liny existe: ctuk'm ert ratio 

Cuarto; En nuestra opinión, el articulo d. i < ódigo desoje*** 
cío que estodiamoa no ha lenido ai tiene necesariamente el 
alcance de determina r ln jurisdicción á que cor res pon den los 
juicios de quiebra; su espíritu e- el de facilitar al fallido el 
deber legal di' hacer manifestación & W estad o dentro de 3 
días de ln cesación de pagos, y nue^ra opinión está robustecida 
por lo siguiente : Primero: Por la necesidad evidente deque 
l;i by tome »-n cou-Mern'-ion á lo- efectos de lft inanif-stac, m 
de quiebra, el he-ho dé tener el fallido un domicilio distinto ó 
lejano del logar en que tiene so principal establecimiento; .s'e- 
gutulo: Por la circunstancia de que la l-v considera suficiente 
la manifestación del estado de quiebra anle la Si- retaría del 
tribunal ^.lamente, loque sin droU tienda ;í facilitar esta ma- 
nifestación; Tercero: Por la misma r.-darehm del aftlOnfo 1389 
qne nos ocupa, en el que s-'.lo >e habbt de lt< inanife-tucion del 
esta tío de quiebra y no del juicio de quiebra ; Cuarto: Por la 
materia de que el artículo se ocupa, pin- en él sé trata principal- 
mente de establecer la manifestación del estado de quiebra, 
habí indo-e por incidencia del Tribunal del d<»micilh d. 1 fallido, 
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siendo así que si so lnibie-e querido determinar !a jurisdicción 
ü .[ue cor responde e! juicio de quiebro, dada hi ín> irtancia de 
la materia, se hubiese Im-cIío un artículo especialmente desti- 
nado a esc objeto. 

Quinto: Pffre aun en IftlupíleSM deque las reformas del Cú- 
digu de í*-'iii* r<*ir», constituyan un Código nuevo, no se podría 
por eso deducir que el artíunlu 138U ¡eroga ia 1*7 nacional ci- 
tada , tan!»» por lo que dejamos expuesto en el anterior conside- 
ran lo, i oíiio por la circunstancia de no tra»T l:i nueva ley ningu- 
na disposición que derogue las leve* anteriores que se le op"U- 
gan, máxime cuando el texto «le la ley de 1878 rs ptri'e tamente 
claro, mientrasque ■■! del artículo 1389 del Código d>- í'omercio 
es alg>» más que dudoso <] u<- d-tenuin ■ n-e-'sanaiueutc la juris- 
dicción Trapecio del juicio de qni-hra, hablando como bnbla 
sólo de la manifestación de quiebra que d> be hacer el fallido. 

Además, una pru lenteobservu ion de los principios legales nos 
rondorirá siempre á la conclusión que se ¡lega en esta resolución. 

ror |o expuest », r suelvo: Ifater lúgáif á la inhibitoria so- 
li atada declarando cmn pe tente a este Juzgado pira entender 
cu la quiebra de Don 31. Oeampu Samanes, con exclusión de 
cualquier otro Tribunal del distrito federal ú demás provincias 
de la nación. 

BU consecuencia, líbrese exhorto al Señor Juez de ''orne icio 
dr la Capital de la República, doctor José A. Víale, pidiéndole 
que se inhiba de entender en el mencionado juicio de quiebra, 
y fétUit * el expedienta al infrascripto, acompaña n dos. ron el 
exhorto de este juzgado copia autorizada le estos auto-. 

Invítese al Juez- xhortado para que en casé de uo acceder ¡i 
la inhibición, reinita lo, antis á la Suprema Corte eumo lo de- 
termina el artículo 3 o de la ley nacional número 027. llágase 
saber (je los interesados y r. p/.ngiscel papel. 



Juan H. Sihuru, 
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AUTO TtCL JUEZ DE COMERCIO DE I A CAPITAL 

Buenos Aires, Octubre I" de 189-1. 

Y íistng: Considerando: I a Que el libro 4* riel Código d e Co - 
mercio comprende la le gislación di- tuaAoy también la de forma 
en la materia de quiebras, 

2" Que el artículo 1389 estatuye que la manifestación de la 
cesación de pagos fie un comercian te debe hacerle en la Secre- 
taría del Tribunal de Comercio del domicilio del fallido. 

3" Que la ínteligeneiade es*tíi <lispo-tcion, es que el Juez cont- 
ri tente paradeclarar la quiebia y entender en el proceso, es el 
del domicilio dul deudor. 

4" Que entendida asi esa prescripción, se armoniza cnn los 
artículos 25 y 53, en virtud de \úí cu.ile* los comerciantes tie- 
nen que matricularse y liacer rubricar sus libros por el Tribu- 
nal le Comercio de su domicilio. 

5 n Que aparte de que la jurisprudencia o n -tan te é ínvaria- 
h!e de los Tribunales bu consagrado el principio deque el Juez 
de la quiebra eá el del domicilio del fallido, los comentadores 
del artículo MI Código Francés, de donde ha sido tomado el 1389 
del mu fltro, y que se mencionan en el escrito <1H síndico A foja 
i56\ exponen la misma doctrina, que es la incorporada en to- 
dos Ins Códigos. 

6* Que e' ai líenlo 2" de la ley nacional de 3 de Setiembre 
del año 1878, invocado por el señor Juez de la provincia de 
Santa-Fe*, ba empleado la expresión «principal establecimien- 
to» como equivalente de «domicilio». 

7° Quena! lo revela de una manera evidente la discusión á 
que dió lugar e<a ley. tanto en la Cámara de Diputados como eti 
el Senado y que bace notar e] Síndico en el ea^rito ya citado de 
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no 



fojn 156, y también la jurisprudencia sentada por la Suprema 
f orte Nacional (Fallos de la Corte, aérie3\ tomo 3 o , página lá). 

8' Que Bita expresión «principal estableoimiento> consigna- 
ba en el artículo 2" de ta ley de 1878, fuera diversa de «domici- 
lióles* ley no tríade aplicación, en razónele qua el Código de 
Comercio vigente es d* fecha muy posterior, y las leyes anterio- 
res no derogan A las posteriores . 

9 a Que el concursado Don Manuel Üeauipo Samanes, estáma- 
trirnlado y sus libros están rubricados en esta Tribunal, al 
que ha acudido solicitando moratorias primero y la defloración 
tie su quiebra después, según consta de estos autos. 

10° Que en esta Capital reside y ha residido siempre con su 
familia y lia tenido su escritorin, como es de pública notoriedad. 

H s Que aquí se encontraba la dirección de todos -íus negó- 
nos, la centralización de todo su comercio, !o que vale decir, su 
sede mercantil. 

Por e^tos fundamentos, y los expresados en el escrito de 
foja 156, y de conformidad < i nn tu solicitad» *o la vista tiscal de 
foja 173 vuelta, no se h:ice lugar á la inhibitoria solicitada á To- 
ja 153 por el señor Juer de Comercio de la ciudad de Ranta-Fe" . 

Kn su consecuencia, comuniqúese esta resolución al expresa- 
do señor Jnei, enviándole testimonio de ella, del escrito f'»ja 
156 y de la visla fiscal foja 173 vuelta, á fin deque lo contaste 
para enntinunr cetnando si reconociere la competencia de este 
Juzgado ó remitir los autos á la Suprema Corte para que resuel- 
va lo que corresponda, de conformidad con los artículos 50 y 
51 de la ley de Procedimientos de los TribunalesNacionales.de 
14 de Setiembre de 1863. Repónganse los sellos. 



Jote A. Víate. 



FALLOS HE LA SUPREMA CORTE 



VISTA DEL BESOH PROCllRADOH GENERAL 

Bui-uo* Aire*, Mafia 1K *|t> 1N&*). 

Suprema Corte: 

Los fundamentos consignados en A amulo del 8 i u ti ¡cu del 
concurso de Don Manuel Ocanipo Samanes, corriente á foja 15H, 
que hau sido adoptados en la rustoluciou del Juzgado de Comer- 
cio déla Capital, de fojas 175 v 178 vuelta, pareGcn legales > 
decisivos. Invocándolo* á Un de evitar repeticiones, pido á V. 
£. la declaración de la competen 'i a d»*l Jnt'7 do Comercio de la 
Capit.il, para ia contiuuu<-iou del (imncimieutn del juicio de 
coueurso e\prusado. 

Sab tutano Kier. 



r*lli» l» NprriH* Cene 

Ihieu )> Airas, Junio 50 df lWií>. 

Vistos y consilTandn: h'intero: Que es un IkcIio incóales- 
Iftd'i y que di-bf dursv por debidamente averiguado i u inérito de 
las coníitaricifts de aut », |ue D in Manuel Ocaiápo Sannnés ha 
tenido »u domicilt-* civil en t-sta Capiíal, asi coutu que lu ha 
conservado liasia el m >nienU d.> Li quiebra. 

Sttgundo: Que no hay disposición alguna cu la ley mt-rcautil 
vigente, que establezca para el com» reíante un domicilio gene- 
Tal diferente leí estábil dd * por la ley <*ivil t toque vale decir 
que e¡ citad j Ocanipo Samanéá, aún en su calidad de comer- 
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ciante, ha estado domiciliado en esta ciudad, en que se inscribió 
también en la in itrfculu respectiva é hizo rubricar sus libros 
cíe comercio. 

Tercero: Que ;l f tllido, haoi. ndo 1* manifestación de su es- 
tado ante el Ju^z ti la Capital, ha cumplid con lo prevenirlo en 
el artículo mil ti oriento* ochenta > nu«»ve del Código de la ma- 
teria. 

Cuarto: Que ese artículo, sin titula alguna, regla la jurísiie- 
cioiWi que corresponde <d eonijciiiiiento de la quiebra, lo que, 
aún pura mayor clarilla 1 si '-abe, üe <■ oifirai i con lo dispuesto 
en el inciso quinto del artículo mil trescientos cuarenta y uno 
del mencionado Código, do*d<» que allí se preceptúa que, en tra- 
tándose de bienes situados fuera tlel ttamÍcÍlÍ& del fallido, las 
diligencias que ordena, han de realizar mediante los despa- 
chos necesarios que no podrían expedirse sinó por el Juez de 
la quiebra. 

Quinto: Que tanto el afílenlo mil trescientos ochenta y nueve 
como el inciso quintodcl artícul" mil euatrocientostreinta y uno, 
ya recordados, confieren la jurisdicción sobre la quiebra al Juez 
del domicilio del fallido, im habiendo nada más qu ; averiguar, 
ni otras cuestiones que resolver at respecto, cuando se trata 
de sociedad comercial, de que no -e trata en este caso. 

Sexto; Que ya sea qrte el artículo segundo de la ley de tres 
de Setiembre de nul ochocientos setenta y ocho, hubiese qu tí- 
do establecer que el domicilio de un» perdona visible puede no 
coincidir con el del aateutO do su establecimiento principal, 6 
ya que, tomando La frnse principal establecimiento en un mentido 
amplioy de referencia al centro de lo- negocios, vidade familia, 
morada habitual, en una palabra, á tas circunstancias que ca- 
racterizan el domicilio, hubiese simplemente aludido á éste, 
la cuestión de competencia traída ante esta Suprema Corte se 
reHolverii del mismo modo, puesto que el Código de Comercio 
es posterior ú la referida ley del setenta y ocho; él mantiene la 
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regla del domicilia del fallido, determinante de la jurisdicción 
para la quiebra, y deja ron la supresión del título respectivo 
del antiguo Cúiligo, sometido A lo que establece el Código Civil 
tudo lo relativo á la determinación del domicilio general. 

Por esto y de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
General, y fundamentos toncordantea del auto de tuja ciento se- 
tenta y seis vue1t;i (segundo cuerpo) del Juez de Comercio de 
ta Capital de la República, se declara que á él co responde el 
conocimiento del concurro comeieial de Don Manuel Ocarupo 
Samanes, Remítansele, en consecuencia, los autos y avísese 
por oficio al Juez de Santa-Fé. líe póngase el papel y notifi- 
quen con el original. 

BENJAMIN PAZ, — ABEL BAZAN . — OCTA - 
VIO BUNGE, — Jt'A> E. TOBRÉÍtT. 



C'AUHA fM* 



Don ti. lirisson contra fhmJeaus Unidla y Don Manuel tteltran ¡ 
por falsificación de marca de fabrica ; sobre insMtccion dt 
sumario. 



Sumario. — So procede la ¡nstrur.-iuu del sumario en las eau- 
sas sobre falsificación de marca «le fabrica. 



l>£ JUSTICIA NI CIO^ Al, 



Caso.— Re-sulla di' lu siguiente 



PETICION 

Señor Juez Federui: 

Jost-ph Brisson, po . H, Brisson, según el poder g-neral que co- 
rrí' agregado al evpt'.li.'iite i ainado ante V. S. por otro asunto 
análogo y que se cucuiMitra en l¡i Secretaría íípI doctor D. Te- 
din, constituyendo domicilio rn ta estile Tucuman 745, AV. $. 
espigo: 

1* Que en el expediente á qu. 1 acabo de referirme se encuen- 
tran agregadas las patente* que acreditan que mi representado 
es el propietario de 1¡i marca en que se distinguen los cigarri- 
llos denominados t Atorrantes» . Me remito a esos recaudos 
para que V. 3. 1 ■ s tenga presente para las ulterior i dad es de 
este juicio. Cuando recien se encuentra en principio la causa 
que be iniciado unte este Juzgado para hacer castigar los auto- 
res de una falsificación, me encuentro con otra nueva que ha ni- 
do ya descubierta, pi ro que se hace necesario que el Juzgado 
tome tas medidas necesarias para hacer castigar á los autores 
de esta ftra falsificación que denuncia ante V. S. Las personas 
i-omprotnetidas rn este hecho son üon Jesrts Bald ¡adomiciliado 
en ta calle Kivadavia 781, y Don Manuel Beltraii, domiciliado 
en ta calle Chile 830, ambos son miembros de l¡i razón social 
M. Beltran y C* y antiguos dependientes de la casa García y 
hermanos. Contra estas pegonas entablo querella en furma, de 
acuerdo ron el artículo 17Gdel Código de Procedimientos en lo 
Criminal, hitciéndnla extensiva á todos los que resulten culpa- 
bles después de la debida instrucción del sumario» La existen- 
cia del delito se encuentra perfectamente evidenciada por ha- 
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berse secuestrado un carro can¿-;do de materiales falsificados 
entre lo- quu está la piedr.i IHogriñca que les luí servidu á los 
falsificadores pura U elaboración de Las etiquetas, cajas, etc. 
Tu^as esas mercaderías se encuentran en ta Policía de esta Ca- 
pital, habiendo sido la comisaría de la sección A" h que inter- 
vino para «le tener los referidos bultos. Kso-; objetos Gonstítu- 
jvn el cuerpo -icl delito y ellos servirán para pudor instruir el 
sumario en debida formu. 

2 P La ley de 1870 considera ú la falsificación de marca* como 
nú delito y en eso sentido correspoude el procedimiento en ma- 
teria peuul. Ks bien cierto que hastaalmr.i DO se lia procedido, 
nuiii'ii st' ha itiÍeia¡.io un asunto de esta clase, instruyéndose el 
eorr escondiente sumario, pero es indudable que no liuy raz 'ii 
fu n 1 ¿mental alguna para obrar de esa maneta y si lia podid» 
establecerle una costumbre que requiero una forma de juicio 
especial ú inadecuada para proseguir estos asuntos, esa costum- 
bre aún consagrad i por la jurisprudencia, nu puede bajo con- 
cepta alguno privar de los beneficios que acuerda una ley que se 
encueatra vigente y que no puede ser derogada ni por el uso ni 
por decisión judici.il, cualquiera que ella sea. La instrucción 
del sumario es una necesidad imperiosa para ¡nielar osla clase 
de juicios, pues de acuario con los procedimientos bien determi- 
nados que se encuentran en el Gó ligo respectivo es que se puede 
liacer efectivo el dureeliu del propietario de la marca y que no 
bun da loque boy día pasa; esto es, quu el falsificador goza di- 
ludas las franquicias, su proceder delictuoso queda siempre im- 
pune, porque siguiéndose el procedimiento civil no es posibl-* 
hacer averiguación alguna y se bace muy difícil el castigo de 
los culpables. Guando se comete uuli falsificación, el dueño de 
la marca falsificada sólo puede saber y conocer que . xiste. el de- 
li'o, pero es difícil y en casi todos los casos imposible que 
averign. 1 todo lo concerniente al hecho delictuoso, no tiene los 
medios necesarias de coacción para arribar á un resultado posi- 
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tivo. Parala averiguación completa de los hechos es que triste 
la instrucción del sumario y si la falsificación le una marca es 
un delito (artículo 28 y siguiente* de la ley vigente), no puede 
existir razón alguna ¡tara que no se *iga el i » r o (?ed i mi^ii to en lo 
criminal. Si pudiese militar algún motivo para no seguir ei) es- 
tos ea¡>os el mismo camino que su siguí' cu todos los delitos, esa 
razón tendría que desaparecí 1 r, en vista >l 1"> resultados nega- 
tivos que da el proceder contrario. Sobre rualquier considera- 
ción dt* dt- tal le, destruyendo cualquier argumentación de derecho 
i stricti), debe tomarse ariamente en eousi Icracion el h'-eLu de 
la impunidad que Be favorece, lo aplicándose ¡os medios legales, 
que no tienen otro objeto sinó averiguar los actos que ge come- 
ten en contra de la ley, en fraude y perjuicio de personas que 
»e encuentran al amparo de nuestras instituciones, V, S, ha 
declarado en sus decisiones judiciales que estos asuntos deben 
considerarle conn> delito* y que les son aplicables los procedí- 
mientas en materia penal. Tanto nuí» legítimo y aceptable so 
h&Ceeste modo de pencar, cuanto que él no importa desconoci- 
miento dy derecho alguno, ni pu. de iirogar perjuicio á la parto 
demandada. 

3 o V. S. se lia de servir ordenar que se instruya el corres- 
pondiente sumario, tomando todas las medidas tendentes a la 
averiguación del bechoque denuncio. Con eateün,V. S. orde- 
nará se libre olieia al señor Jefr de Policía para que remita al 
Juagado copia de las declaraciones que se bar prestado en la co- 
misaría de la sección 4\ así cuino de todo lo que allí se lia actua- 
do ordenando al mismo tiempbque lo» materiales falsificados que 
existen secuestrados se entreguen al depositario» Don Gustavo 
lircuer, domiciliado en la calle Tuouman número 745, quedesde 
ya nombro en estos autos. De acuerdo con la disposición del ar- 
tículo 23fi del Código de Procedimientos en lo Criminal, Y. S. 
se hade servir tomar declaración indagatoria ¡í Don Jesús Bal- 
día y á Don Manuel Beltran, constituyéndolos en prisión y em- 
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bardándoles los bienes «n cantidad su iciente para cubrir su 
responsabilidad, la cual será apreciada por el Juzgado; todo de 
acuerdo coa el inciso 4* del artículo 176 del Código de Proce- 
dimientos. La prUiou procede en este caso, porgue se ha en- 
contrado el cuerpo del delito y existe la presunción vehemente 
de qu los querellados son autores principales del hecho que 
denuncio. Si no se considerara procedente la detención en esta 
oportunidad, el inciso 4" leí artículo 178 de. Código d- Proce- 
dimientos no tendiía razón de existir, 

4° En vista de estas consideraciones V. S. se ha de servir, 
dejando a salvo ta acción que me corresponde por daños y per- 
juicios: 1° Tenerme por parte, a mérito del poder agregado á 
los autos á que me he referido; 2 a Ordenar, so instruya el su- 
mario correspondiente ; 3" Nombrar depositario al señor Gus- 
tavo Breuer; 4" Condenar á los ¿nitores y cómplioes de este 
delito al máximuiide las penas que les correspondan, c acuerdo 
con el artículo 28 de la ley vigente. Es justicia. 

Vrrez Gomar. —Josepk lírisson. 



Fallo M Jms Federal 

Buenos Aires, Abril 27 de 1895. 

Téngase por acreditada la personería del recurrente en méri- 
to del te.'Limunio que antecede y por constituido el domicilio 
indicado, y no prncedicndo la iiislrmseiori del sumario en causas 
de esta naturaleza, secun ln est altlceido en el artículo 34 de la 
ley de marcas de f A linea y de comercio, y la jurisprudencia d« 
la rio pi erna Corte: no ha lugar á lo solicitado. 



Luíame. 
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ralla 4* I* SiiprcM* Urtc 

Buenos Aires. Junio ¿2 de 1<&5, 

Vistos: Por aus fundamenta, ^confirma, con costas, el auto 
de foja trece en h parte apelada. Re pnestoa los sellos, d-Tuél- 
vanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEI BAZaN. — OCTA- 
VIO BUNGB.— JUAWK. TOHKENT. 



ftecurso de habeos COrpUsá furor tic thn I tetar U. Auboiic; 
sabré incompetencia 



Sumario. — VA .Juez FhI-t-.i . egmpet.-nte p ¡ira conocer 
en el recurso de /tabeas M$nm I -ei.io 6 favor de un oficial de 
l» guardia nacional w lito > * , jt^gatlu por Orden de¡ Ins- 
pector de Milicias ile la ív uncía ñor falta de disciplina. 
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Caso. — Lo explica ul 




so, inmedr. 



San Juan, 

Yi>tos y ,-onsideraiid«: gue el artículo 20 de I» lry mbre 
jurisdicción y competencia de toa Tribunales nacionales pres- 
cribe, que cuando »n individuo *e halle detenido enroso per una 

¿ Bo color de una órdeu emitida por auto- 
lo* Jueces -le Sección pMriii, á instancia del preso ú 
ó amigos, investigar sobre i origen di* la pri- 
pa sido ordenada p«*r autoridad ó 
y, mandará ,iuurr al pr lí- 
tente m libertad. 

casi», el M'ñor Víctor Auboue ba sido preso, 
Según lo i»aiiifiéa|a su hermano Don Daniel S. Auboiic, por 
úrdend-l Inspector Milicias de esta Provincia, Coronel de ta 
misma, D-u Joan J. «anibrasel «-mil, cuino se expresa, no es 
autoridad nacional ; pues qtn t segu» el «t líenlo 67, iueUo 24 
d« la Constitución nacional, las provincias tienen el derecho de 
nombrar jefes y o Licia les «le las Milicin> ^ue m estén al mtví- 
cios de la Nación; y los guardias nacionales de las provincias 
nu están al servicio de la Nación, pues no hay un decreto ó ley 
que lo baya ordenado . 

Que el articulo 110, inciso 5 6 , déla Constitución provincial, 
conforme eon lo prescriptu por la uaeíouul en su artículo c in- 
ciso citados, declara al Poder Ejecutivo jef« de la Guardia Na- 
cional, con excepción de la movUiiadaal m vicia de la Nación; 
Concede grados militares por sí hasta el de Oa^ kan, y con el 
acuerdo déla Cámara de Diputados basta eldeCoronei; porcon- 
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siguiente el nombramiento de Dea Juan R. Cambras de Inspec- 
tor de Milicias y de Coronel es un acto puramente del Gobierno 
de la Provine, a. 

Por estas consideraciones y lodicUm i nado por el Procurador 
Fiscal, esto Juzgado se declara incompetente para conocer en eete 
Tecurso. Notifíqoese original y repónganse los sellos, 

L. Etkegaray. 



VISTA DEL SBflOR PROCURADOR G O ERAL 

Buenos Aires. tUyo 4 de 1886. 

Suprema Corte: 

Tratándose de la Guardia Nacional no movilizada, y de auto 
ridades dadas por la provincia de San Juan, con sujeción á tu 
Conatitueion ó leyes locales, considero ajustadas á derecho la 
declaración de incompetencia dictada por el Juez de la Sección 
nacional de San Juan á foja 4 vuelta y pido á V. E. se sirva 
confirmarla, por sos fundamentos. 

Sabmiano JCier. 



■ 

Baenot Aires. Jnnio n de 1895. 

Vistos y considerando : Que en el presente caso se trata de 
la disciplina de la Guardia Nacional no movilizada ni entrega- 
da al servicio de la Nación. 



PALLO* U* LA NNIIU COMI 



Por eilo, de acuerde eon 1» jurisprudencia de esta Suprema 
Corte 7 lo pedido por el señor Procurador General, ae confirma, 
coa «esta*, el aato apelado de foja tres vuelta. Bepuestus tos 
sello», devuélvanse. 

BI1UAJWI PAI. — AlBL BAZAH . — OCTA- 
VIO MJHGI.— «A* I- TOUREWT. 



CAUSA CLAI 



Don Isidoro Pede/ton* contra la viuda de Mar tus Berthe é hijo; 
sobre falsificación de marca de fábrica 

Sumario. — No eiiste delito de falsificación de marea de fá- 
brica, cuando no hay posibilidad razonable de confusión entre 
Ja marca del aonsador y ta del acusado. 

t 

Caso. — Resulta del 

Falto del Jate* Wmétwml 

Y vistoB : Estos autos seguidos por Don Isidoro Pedefiouü 
contra la i iuda Maríus Berthe é* hijo, por falsiflcacion de una 
marca de fábrica, de tos que resulta : 



Dt nwncu racumul 



m 



Que á foja 10 se presente por sí Don Isidoro Pedeflous expo- 
niendo : Que la Oficina de mareas de fábrica y de comercio, con 
fecha 30 de Setiembre de 1801 le concedió al señor Arefaam- 
beaud y al recurrente» el aso exclusivo delu mercas con que se 
distingue nn licor denominado cjBitter des Buques », cuja im- 
portación en la República le ha sido reservada por sns legíti- 
mos dueños y fabricantes los señores Archambeaud hermanos. 

Que abasando del crédito at cansado por el artículo que él in- 
troduce, se había falsificado aquel en repetidas vecs bajo dife- 
rentes formas y por personas sin ninguna responsabilidad. 

Que sin embargo existen otras hechas por casas conocidas, 
con simples modificaciones de detalle, buscando con este medio 
engañar al público y de escapar al castigo déla ley. 

Que habiendo recibido aviso qneá los que pedían «Bitter des 
Basques • se les vendía un licor denominado «Dos fiascos», que 
recibían sin ninguna desconfianza, considerándolo como legíti- 
mo, y que dada la similitud de las etiquetas de ambos, no obs- 
tante tener uno leyenda en francés y el otro en portugués, su 
confusión era fácil y tal res forzosa. 

Que habiendo tenido conocimiento de que la casa viuda M. 
Berihee* hijo expendían dicha bebida, hiio comprar un cajón 
en dicha casa . 

Que acomp:iiíA un ejemplar de la etiqueti «Bitter dos Bas- 
cos» como también una botella legítima del «Bitter des Bas- 
ques», á fin de que se pueda establecer la comparación entre 
ambos. 

Que la ley declara que la propiedad absoluta de la marca, así 
como el derecho de oponerse al usu de cualquier otra qne pueda 
producir confusión entre los productos, corresponde al indus- 
trial 6 comerciante que haya llenado los requisitos exigidos por 
esta ley. 

Que la cuestión de imitación debe apreciarse por la semejan* 
*a que resulta del conjunto de los elementos que constituyen 
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lm m»rca y no las diferencias que en diversos detalles pudieran 
ofrecer tomadas aislada y separadamente. 

Que la Suprema Corte, consecuente con la doctrina antes ci- 
tada, dijo : « qne para incurrir en las penas de la ley de marcas 
de comercio no es necesario que se copie con toda exactitud ona 
marca ajena, siendo bastante que se la imite con sus rasgos 
principales, que es lo que constituye ta adulteración », 

Que por todo lo expuesto Tenia á entablar demanda contra la 
vioda Maiiüá Bertbe é hijo, pidiendo se le condene al máiimui* 
de la pena establecida po: el artículo 28 de la ley de 19 de 
Agosto de 1876. 

Que corrido traslado de la demanda, á foja 38 la contesta la 
demandada y expone: 

Que el señor Pedeflous dice que su marca consiste en «Bitter 
des Basques» mientras que la suya, aparte de un sin número de 
detalles que la diferencian de aquella, lleva un nombre comple- 
tamente distinto, cual es «Bitter do» Bascos» en idioma español, 
y no en portugués como lo afirma el demandante, siendo tam- 
bién completamente distintas las botellas que le sirven de en- 
vase para la venta de su producto; como puede comprobarse 
con una de las secuestradas en la diligencia de embargo y que 
te encuentran en Secretaría. 

Que la marca registrada por el demandaste tiene las siguien- 
tes distinciones : 1 • Una etiqueta rectangular colocada en el 
frente de la botella ; t Un rótulo cuadranglar en cuyo fondo 
aparece estampadas con letTas coloradas y de varias dimensio- 
nes, una advertencia centra los falsificadores, una fecha y nna 
firma autográfici del fabricante Arcbambaud Freres, en carac- 
teres negros U>-:os circunscritos por nna lista negra ; 3* Una 
etiqueta de color blunco puesta al rededor de la cápsula y en 
que está estampada la inscripción siguiente : Tontea nos boutei- 
Ue* pnrtent notre signature. Contmancegarantie «tt/ííre.en dos 
renglones de color colorado separados por la firma autografica 
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Arohambaud Freres de ootor aiul: todo circunscripto por an 
círculo de color dorado; 4° La inscripción siguiente grabada en 
el vidrio de la botella * Bitter des Basques» Archambeaud Fré- 
res, Bordeaux y abajo (también grabado en el vidrio) «L. Isard, 
Basan ntza, con el dibujo de dicho Isard y marca de comercio de 
J. Pedeflons, Buenos Aires». 

Que el Bitter que ellos expenden es distinto de aquel y se di- 
ferencia: en que las botellas que le sirven de envase son 
más bajas y más ancbas; no tienen grabado de ninguna espe- 
cie en el vidrio: en el frente tienen un sello de relieve, en el 
mismo vidrio cerca del gollete, que sobresale notablemente y 
dice Bitter ; tampoco tienen sus botellas la etiqueta ya descrita 
y cuya diferencia se nota extraordinariamente en las que usa 
Pedeflons, aparte de otra infinidad de detalles que enumera. 

Que el demandante ha entablado su acción contra ellos por 
falsificación de marca de fábrica j^*que no existiendo ninguna 
prueba de que ellos sean los falsificadores del «Bitter des Mas- 
ques* como se pretende, por cuanto elhs expenden un produc- 
to propio, con una denominación bien distinta de aquella, es 
decir, con el de * Bitter dos Bascas », cuya aceptación en plaxa 
es bien conocida, sin que á nadie se le baya ocurrido que entre 
ambos pudiera baber ni la más ligera confusión ; que por todo lo 
expuesto pedían se rechazara la demanda con costas y con la de- 
claración de que el demandante es responsable por los daños y 
perjuicios cansados. 

Recibida la causa á prueba, se ba producido la que corre 
agregada en autos de foja 54 i foja 60. 

Y considerando : Que el actor ha acreditado con el certifica* 
do de la oficina respectiva de foji I*, su derecho al aso eielu- 
sivo de la marsa «Bitter des Baques» en la forma y con los 
agregados especificados en la descripción y etiqueta (fojas 3, 4, 
5 J 6). 

Que consta de la diligencia de embargo de foja 20 y de la pro- 
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pia manifestación de los demandados en su escrito de contesta- 
ción, oue éston usa* la etiqueta de foja 8, para distinguir la 
sisma clase de producto. 

Que ti bien loe mismos expresan en algunas partas de dicho 
escrito que introducen ese bitter en apoyo de la leyenda que en 
la etiqueta se observa y dice «C. Blanofaet, Importador» » esto se 
encuentra desautorizado por los propios demandados* pues en 
nn impreso que acompaña en su contestación á foja 28, consis- 
tente en una relación de precios de la casa se lee «Fábrica de li- 
cores, viuda de Merlos Berthe é hijo, Buenos Aires*. «Adjunta- 
mos la planilla de precio de los productos que elaboramos en 
nuestro establecimiento», figurando entre 4stos el Bitter Dos 
Bascos, sobre que vena el presente juicio. 

En la pagina 13, del periódico «Boletín Industrial», que obra 
4 foja 30, acompañado también por los demandados, en Uparte 
per éstos mismos señalada, se lee : « Bitter Dos Bascos » sigue 
siendo objeto de buena demanda, tanto por parte de esta ciudad, 
como de la campaña, este rico tónico que producen los señores 
viuda de Marina Berthe é hijo» . 

A foja 45 vuelta del escrito de contestación, manifiestan los 
demandados que como antes que ellos el señor Fedefions intro- 
dujo un bitter denominado «Bitter des Basques», encargaron 
la fabricación de uno especial, al que so dio el nombre de «Bi- 
tter Dos Bascos» , 

Que establecido asi, que los demandados usan la etiqueta de 
foja 8, en nn producto de su elaboración, sólo habrá que «la- 
minar para averiguar la procedencia ó improcedencia de la acu- 
sación formulada, si es posible que se confunda un producto con 
otro. 

A este fin conviene tener presente los términos de nuestra lej 
de mareas de fábrica y de comercio. Esta, en su articulo 4°, al 
declarar que el registro de la marca constituye al que lo hace, 
en propietar¡o¡iibsoIuto déla misma, le otorga también el dere- 
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che de oponerse «1 uto d© cualquier otri que pueda producir 
directa ó indirectamente, confusión éntrelos productos. 

La jurisprudencia formada por las diferías resoluciones de la 
Suprema Corte, sobre la materia, ha fijado el alcance y signíü- 
eado de esta disposición de la ley de mareas, consagrando que 
incurre en las responsabilidades legales el que usa una marea 
susceptible de producir confusión con la registrada por otro. 
(Série*. tomo 15, página 543; tomo 21, páginas 367 y 519; 
série 3 a , tomo i% página 389). 

Los tratadistas franceses más reputados y la jurisprudencia 
de la misma nación, eonouerdau sobro ol particular , teniendo 
interés esta circunstancia por el hecho de que nuestro ley se ha 
inspirado principalmente en la similar de aquel país. 

Que comparadas las etiquetas usadas respectivamente por el 
actor y ios demandados, resulta eridente qne la que éstos em- 
plean es una imitación de la de aquel. 

Hay sin duda entro ambas, diferencias de detalle; pero las 
partes esenciales son de tal semejanza que no ae concibe que la 
una haya podido ser confeccionada sino en presencia de la otra. 
La denominación < Bitter dos Báseos » no es más que una adap- 
tación lo más aproximada posible de la de «Bitter des Bas- 
que*», denominación impresa en ambas, en nna faja roja que 
crasa la porte superior de las etiquetas; el grupo central que 
figura en la etiqueta de los demandados está imitado también 
de la otra; lo mismo sucede coa la franja superior que las coro- 
na, con ta faja roja que contiene el nombro del importador, con 
las tros divisiones que las termina y en las que en caracteres 
minúsculos se hace el reclamo del artículo en tres idiomas, k 
esto ae agrega que las botellas que contienen uno y otro licor» 
son casi exactamente iguales en la forma y el tamaño, que lle- 
van eu el cuello una faja de papel semejante y en el extremo su- 
perior una cápsula del mismo color. 

Si bien uo existe identidad entre las etiquetas y los enrojes 
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hay «otra ellas una samejania tal, que hace posible la confu- 
sión . Laa diferencias que §e id? ierten, *e explican, como decía 
la Suprema Corte m uaoaeo análogo, *por el propósito de diii- 
muler el fraude», série tomo 15, pagina 543. Que para de- 
terminar que la confusión ee posible, no ha menester que las 
marcas coincidan en sos rasgos principales y en sos detalles : 
si debiera precederse así f jamás podría reconocerse la eiistencia 
del fraude. La impresión del conjunto es laque debe servir de 
norma; precisa colocarse en la situación del comprador, del 
consumidor, qne no tiene comunmente á la vista tos dos artícu- 
los para hacer la comparación de las marcas, que no estando 
prevenido acerca del engaño, se entrega á la buena té del ex- 
pendedor, guiándose por el aspecto general de la marca, y bas- 
tándole las más de las veces la sola denominación del producto, 
pues no es raro que los dibujos y detalles de las etiquetas sufran 
variación por acto del mismo fabricante. 

TJo elemento de juicio de que no puede prescindirse en esta 
clase de asuntos, es el público especial que consume el artícu- 
lo y la forma más común y general en que el mismo se expende . 

£1 bitter es un licor aperitiro que se expende j consume por 
lo general en detalle, en pequeñas porciones. El procedimien- 
to para el expe.vüoes conocido: el consumidor solicita una por- 
ción del licor, dando la denominación de éste; el detallante 
toma labutella del anaquel y sirrela cantidad usual volviendo 
á colocar la botella en el sitio correspondiente. 

Durante esta operación, el consumidor no prevenido, tiene só- 
lo un instante para cerciorarse de que le sirven efectivamente 
lo que ba pedido ; y en tal situación se impone forsosamente el 
aspecto de conjunto; es la denominación, son los rasgos prín- 
oipalesde la etiqueta los que determinan su juicio, ó mejor 
dicho su impresión respecto de la identidad del artículo pedido 
y el que se le expende. 

Que las precedentes conclusiones no pueden ser afectadas por 
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las deelaraeionea de los testigos presentados por la parte 
acusada 7 que tienden á establecer que esos comerciantes han 
comprado «Bítter Dos Basoet> sabiendo que se trataba de 
un articulo de elaboración especial de la casa que lo expendía j 
que no lo confundían on el «Bitter des Basques!, introducido 
por el actor. 

Es admisible y puede darse por sentado que los comerciantes 
que se surtían de aquel licor en casa de los demandado»), no su- 
frieran confusión ninguna y que supieran distinguir ambos pro* 
doctos. Pero ellos no eran sinó los intermediarios fonosos en- 
tre el fabricante y los consumidores. Estos son los que en ca- 
lidad de tales, forman el objetivo real del eogañu y es en elfos 
que debe producirse la confusión. 

Así, Pouillet en el % 190 de su obra sobre marcas de fábrica 
dice: *Nw es necesario establecer que la imitación ha tenido 
necesariamente por resultado engañar a u»a ó más personas; 
basta que la marca 6 etiqueta sea, en conjunto, susceptible de 
engañar al publico ; es que, en efecto, la ley tiene aquí en vista 
al consumidor, es decir, al que en definitiva compra el produc- 
to, revestido con la marca falsificada y al cual el legisiadoi en- 
tiende proteger contra el fraude. Por consiguiente, cuando un 
fabricante vende productos con etiquetas que imitan las de otro 
fabricante, es pasible de las penas sancionadas por la ley, aun 
cuando loa expendedores á quienes vende directamente esos 
productos no hayan podido engañarse personalmente, respecto 
deán naturales* y de su procedencia, si por lo demás aquellos 
que hayan de comprar esos productos á los expendedores, pue- 
den engañarse respecto de su origen». 

Que siendo posible, como queda dicho, la confusión directa ó 
indirecta entre los productos de! demandante y demandados á 
que esta causa se refiere, á lo que se agrega que la etiqueta de 
éstos contiene además una enunciación falsa respecto de la pro- 
cedencia del lieor, enunciación también penada por la ley, los 
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demudados han incurrido en Ua responsabilidades del caso. 

Por estos fundamentos, de conformidad con lo que dUponeo 
los artículos 4 y 28 de la ley de Marcas de Fábrica y de Comer- 
cio j con las resoluciones de la Suprema Corte antes citadas, 
fallo condenando á los demandados á una multa de pesos 900 
fuertes, más las costas del juicio. 

Déjanseá salvo las acciones que al actor corresponda por los 
daños y perjuicios que se hayan irrogado. 

Procesase respecto de las mercaderías embargadas en los tér- 
minos del ai líenlo 32 l« la ley de la materia. 
% Notifíqnese con el original y repóngase el papel. 

J. T. talarme. 

rail* «o l» iufPtaM Corte 

Buenos A ir»;». Junio 22 de 1H95. 

Vistes y considerando : Primera: Que para que exista imi- 
tación de una marca de fábrica, á los efectos de la aplicación de 
la ley de la materia, es indispensable la posibilidad rasonable 
de una confusión entro aquella que forma el motivo de la pa- 
tente, y la que fraudulentamente trata do perjudicarla imitan- 
do sus rasgos característicos, á fin de que puedan confundirse 
tn el comercio los arlf cotos similares i que una y otra marca se 
aplican. 

Segundo: Que en el caao tubyudice, st mojante confusión no 
es posible, no solo porque la diferencia de una y otra marca con- 
siste precisamente «n los rasgos característicos de ambas, síaó 
también porque la que se pretende fraudulentamente empleada, 
ha sido circulada en una forma cuya diversidad con la patenta- 
da se hace risible al auxilio de un examen, aún ligero. 
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Tercero i Que en efecto, mientras I» patentada á favor del de- 
mandante tiene ana etiqueta rectangular en el centro de laenal 
j como emblema principal, ae encuentra, eu un paisaje de mon- 
tea, un solo rasco llorando en su mano izquierda un fraseo 7 
en ta derecha un buscón, la que se pretende fraudulenta contie- 
ne, en vez de uno, dos bascos teniendo el de mayor formato, un 
bastón en la izquierda y una botella en la derecha, y a su espal- 
da un árbol 6 arbusto qoo se extiende deade su pié basta arriba 
de la cabeia y que no ae encuentra en la marca del actor t 

Cuarto : Que aparte de esas diferencial primordiales se ob- 
servan también otras ranas igualmente visible», consistentes no 
sólo en el nombre del artículo, firma del fabricante, sino en la 
etiqueta cuadrada y palabras en el ridrio que lleva la patenta- 
da y que no tiene la denunciada, y en el sello en ridrio que se 
observa en esta y d* que carece aquella. 

Quinto : Que las mencionada* diferencias y otras más, cuyo 
análisis se omite por no considerarse necesario, demuestran que 
el demandado se ha limitado á usar del derecho reconocido por 
el artículo veintitrés de la ley de mareas de fábrica , desde que 
ha empleado en el producto que vende modificaciones que ha- 
cen visiblemente distinta !a marca por él empleada en relación 
á la marca registrada. 

Sexto: Que la prueba producida viene en apoyo ds las prece- 
dentes conclusiones, puesto que los testif os eiaminados hacen 
constar que en las transacciones sobre el artículo en que han 
intervenido, han obrado con conocimiento de su respectiva es- 
pecialidad y marca de comercio. 

Séptimo: Que para la resolución de esta cuestión, que solo 
tiene por objeto averiguar si hay ó no falsificación de la marca 
del demandante, poco importa que el artículo eipendido por el 
demandado sea de fabricación nacional 6 extranjera . 

Por esto y de acuerdo con lo resuelto por esto Suprema Corte 
eafcasot análogos,; comojraede verte entre otros, en la causa 
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que se registra en la serie tercer», tomo doce, página trescien- 
toi noventa y dos de sus fallos, se revoca la sentencia apelada de 
foja ochenta y cuatro, y se absuelve al demandado de la deman- 
da. En consecuencia deberá entregársele la mercadería embar- 
gada» quedando a salro los derechos que tuviere, por daños y 
per jn icios, para hacerlos valer como corresponda. 

Notifícese con el original y repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

BDU1B1N PAI. — AttL MUH.— OCTA- 
VIO BUNGE. — JOAN E. TORRBHT* 



caima ixxii 

- 



Don Víctor y dona Catalina Machín, contra don Bernardo Lau- 
remetía, por cobro ejecutivo de pesos; sobre apelación de- 
negada, 

■ 

Sumario.— VA mito de soliendo y el de embargo, no son ape- 
lables. 



Caso. -Lo explica el: 
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Ewmo señor : 

En cumplimiento de lo ordenado por V. E. en el recurso de- 
ducido por don Bernardo Laurencena, en loe tutos que ante este 
Juzgado siguen don Víctor y doña Catalina Machín, por cobro 
de arrendamientos, paso i informar lo siguiente: 

Con fecha 8 de Octubre de MHU, los referidos señores Ma- 
chín, únicos y universales herederos de dou Marcelino Suares, 
euyo'sarácter acreditaron en forma, se presentaron demandan- 
do ¿ don Bernardo Laurencena, locatario de un campo de pro» 
piedad de dicho señor don. Marcelino Suarei, por cobro déla 
sama de 34.750 pesos nacionales, procedentes de arrendamien- 
tos adeudados, acompañándose también el contrato de locación 
celebrado entre Suare* y Laurencena. La competencia del Jua- 
gado surgía de la distinta vecindad de las partee; loa doman- 
¿antes tienen su domicilio en la Capital Federal, y el deman- 
dad* en el partido de Ayacucho; extremos que se justificaron en 
forma. 

Dando por acreditada la competencia, el Jusgado dicto vi au- 
to de sol vendo por la suma demandada, del cual fué notificado 
personalmente el demandado; vencido el término lega), el eje- 
cutar * pidió se librara mandamiento de ejecución, denuncian- 
do para el embargo, las haciendas existentes en el campo arren- 
dado, y así se decretó. 

Antes de decretarse el mandamiento, Laurencena se había 
presentado diciendo de nulidad del auto.de soliendo, fundan- 
do el recurso en que habiendo declinado de jurisdicción, en 
otro juicio que los mismos actores le tenían promovido ante es- 
te Juzgado, por desalojo, no había podido darse curso al cobro 
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de arrendamiento*, Al escrito en que se interponte la nulidad, 
se proveyó : 

«La Plata, Noviembre t9 de 1886. No siendo I» oportunidad 
de oii al ejecutado, no ha logar.— Aurreeoechca». De cuyo auto 
fué notificado por cédula con feefaa 1° de Diciembre. 

Estos son los antecedente» que batí dado mitgeu al recurso 
de hecho, le que se trata, y podría dar por terminado aquí el 
presente informe; pero creo de mi deber Humar la atención de 
V. E. sobre el lenguaje, no sólo descomedido é irrespetuoso del 
escrito de Laureucena, sino hasta injurioso para el suscrito, por 
si V, E. estima que es el caso de reprimir esos avances con el 
debido cor rectivo. 

Hago también presente á V. E., que no existe constancia en 
«1 expediente de que se haya aún trabado el embargo decreta- 
do en las haciendas de Laureneena. Dios guarde á V. E. 



Mariano S de Aurrecoechea. 



bueno» Air*« t Jimio 22 de 1885. 

Vistos en el acuerdo : Resultando del precedente informe, que 
en esta causa no se ha opuesto la excepción de incompetencia, y 
no siendo apelable el auto de sol vendo y el que ordena librar el 
mandamiento de embargo, con arreglo á lo dispuesto en el artí- 
culo trescientos de la ley de Procedimientros, se declara bien 

denegado el recurso. 

Remítanse estas actuaciones, para su agregación á los autos 
de la referencia, al Juez de la causa, debiendo ante él reponer- 
se los sellos; y observándose que el escrito do queja contiene 
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conceptos irrespetuosos que la parte no ha debido ni podido 
emplear, se 1c recomienda guarde estilo, testándose por Se- 
cretaría las palabras subrayadas. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZA 3. —OC- 
TAVIO BUNGE. — JUAN E. TOHHEKT. 



C'AimA 4I/UII 



Don Antonio Fitardi, en el juicio ejecutivo de don Julio Tort 
contra {Ion Armando Lopes forres, por cobro de pesos; sobre 
tercería de mejor derecho. 



Sumario. — I o La escritura pública de hipoteca sobre inmue- 
bles sitos un un territorio nacional, que haya sido otorgada 
ante un escribano de prorincia, siendo su primer testimonio, 
y debidamente autorizado, no necesita la prévia protocoliza- 
ción en dicho territorio, para ser anotada va el Registro d« 
Hipotecas del mismo. 

2° La toma de razón de dicha hipoteca, anterior al embargo 
trabado sobre tos inmuebles hipotecados por otro acreedor del 
propietario, da al acreedor hipotecario el derecho para ser pa- 
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gado coa preferencia «obre el producto de los mismos, aunque 
te huya pedido y obtenido ta protocolización de la escritora hi- 
potecaría, con posterioridad á uicho embargo. 

Caso.— Lo explica el 

fr'ell* 4*1 Smtm ■>•■**• 

Resistencia, Setiembre 14 de 1892. 

Vista la demanda formulada por el presbítero don Antonio 
Filardi, sobre inmuebles embargados por don Julio Tort, en eje- 
cución seguida contra don Armando Lopet Torres, para obtener 
que se declare que él tiene mejor derecho, como acreedor hipo- 
tecario, a percibir el dinero producido por la venta de aquellos. 

Resulta que el tercero presenta escritura por la cual el ejecu- 
tado le habia otorgado hipoteca sobre los inmuebles que después 
embargó el ejecutante. 

En su virtud pide a^uél, se declare que él tiene mejor derecho 
¿cobrar su crédito sobre tales fincas, que el acreedor ejecutan- 
te á percibir lo que a él le adeuda el deudor común sobre los 

mismos inmuebles. 

£1 embargante contesta i Que reconoce que el tercero es tal 
acreedor hipotecario de su deudor sobre los inmueble» por él 
embargados i mas objeta que la escritura ha sido otorgada fue- 
ra de esta jurisdicción territorial y ha sido protocolada eu ella, 
en Julio, sin haber sido registrada ésta; cuando la anotación 
de su embargo data de Abril; 

Que la anotación hecha en Marzo no surte efecto por haber 
sido hecha de hipoteca otorgada en Corrientes y no protocoli- 
sada aquí ; 
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Que la eser itnra extendida por escribano de Corrientes , no es 
Til id a para constituir hipoteca con efecto contra tercero, pues 
el artículo 1211 del Código Civil exige su protocolización en la 
jurisdicción donde v\ bien se halla ubicado, lo cual sólo se ha 
verificado algunos meses después de anotado el embargo; 

Que la Supremi Corte ha sentado jurisprudencia en tal sen- 
tido en sus faltos registrados en la série 2\ tomos 4 y 5 t pá- 
ginas 456 y 18; 

Que el escribano de Corrientes sólo tiene atribuciones dentro 
de aquella provincia, conforme at artículo 980 del Código Civil, 
y que sus actos relativos á inmuebles ubicados fuera, deben 
ser protocolizados en registro del lugar de su ubicación, en cuya 
oportunidad recien pueden llenarse las formalidades estableci- 
das por los reglamentos respectivos sobre contribución directa, 
liberación ó gravámendel inmueble, impuesto de papel sellado. 

Replica el actor: Que el artículo 1211 solo se refiere á Ja tras* 
misión del dominio, y cuando la escritura ha sido hecha en p*is 
extranjero ; 

Que Corrientes no es país extranjero con relación al Chaco, y 
ai, parte de una nación ; 

Que los fallos de la Corte sólo han sentado jurisprudencia con 
respecto á la traslación del dominio; y que por lo demás, el ar- 
tículo 1211 es bien claro y exceptúa todo otro derecho real que 
no sea éste, para cuyo establecimiento declara que es suticiente 
la escritura que, otorgada en el extranjero, se presente debida- 
mente legalizada. 

Duplica el ejecutante: que si bien el artículo 1211 se refiere 
sólo á la traslación del dominio, el 3129 lo hace expresamente 
extensivo á la constitución do hipoteca, y dice que para que ésta 
sea válida es necesario que la escritura haya sido protocolizada 
por orden del Juez competente (último vocablo de! artículo 
1211 ) y registrada dentro de los seis días siguientes á tal pro- 
colizaciou. 

T. x io 



146 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



Y considerando ; Qne tratándose de constitución de hipoteca 
en el extranjero, el artículo 3129 es terminante : no surte efec- 
tos contra tercero, no puede ser registrada, á lo menos con 
eficacia, mientras no haya sido protocolizada, y que esta pro- 
tocolización haya sido ordenada por juez competente. 

¿Cuál es el Juez competente? 

Tío hay duda: el de lo civil del lugar. 

La Corte Suprema, que es el tribunal de mayor autoridad en la 
Nación, ha establecido en dos faltos: que las ventas de inmue- 
bles hechas en otra provincia deben ser protocolizadas en la de 
su ubicación. 

La similitud de casos es innegable. 

Si se trata de venta: rige el 4^2t 1 ; si de hipoteca ; el mismo, 
por lo mandado en el 31*29. 

Si la jurisprudencia de la Corle fuera precepto imperativo 
comu el de la ley, y no solamente ta interpretación más autori- 
zada do ella en casos coneretos ocurridos, sometidos á su fallo, 
el punto sometido al mió, estaría terminantemente resuelto. 

El mismo tercero, por acto propio, espontáneo y expreso, ha 
manifestado claramente que entendía que lat protocolización le 
era necesaria. 

El testimonio que corrí- de fojas 2 n 8 lo revela. 

SÍ él hubiera creído que la escritura de Corrientes le bastaba 
¿á qué gestionó y obtuvo la onerosa protocolización y con ella 
recién se presentó entablando la tercería? 

Pero esta creencia del tercero podría ser errónea, por más 
qne baya debido ser muy meditada y le ha sido bien costosa, 
gastos que antes excusó; y la jurisprudencia de la Corte podría 
no estar ajustada á la inlerpretacion correcta de la ley, en un 
caso que parece no estar directamente legislado y en que se ha 
resuelto quizá por analogía. 

Por ello es necesario inquirir por raciocinio propio, si al es- 
tablecer el CódigoCivil en lo* artículos 3129 y 12H la proto- 
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colittcioii <Ie la traslación del dominio y dio ta hipoteca consti- 
tuida en el extraje™, querían en sus términos virtualinentc com- 
prendidas las escrituras sobre dominio é hip eoas otorgadas 
en prOTincía distintade aquella en que el inmueblu yace. 

Los ful loa de la Corte ¡úent m precedentes respetabilísimos» 
que pesan sobre el ánimo, tanto que para librarlo de ellos pre- 
ciso sería razones evidentes de incontestable rigor. 

Ella ha establecido que: « para la tranquilidad del comercio 
y seguridad de las transacciones es necesaria la protocolización 
de Us ventas hechas en el extranjero ú otra provincia» y que 
«rige la protocolización paralas otorgadas en otra provincia co- 
mo en el extranjero >. 

Mientras la escritura no ha sido otorgada ó incluida en un re- 
gistro del lugar de la ubicación del inmueble, la transferencia 
ó hipoteca de éste quedan ignoradas de las gentes de allí, donde 
ese bien es considerado como del patninoni.i de aquel que en sus 
registros lo tiene inscripto. 

Kilo es de necesidad para conocer la solvencia, la situación 
económica de an vecino con quien diariamente se contratan ó 
se dan informes á quienes con él desean contratar. 

Las relaciones diversas de derecho de vecindad, d<í familia, 
sociales políticas, reclaman que en la misma jurisdicción conste 
ta situación real de tos inmuebles, á lómenos en lo que atañe i 
sus dos mis capitales modalidades: el dominio, la hipoteca. 

Esto d. be str el origen da la protocolización requerida por loa 
artículos 3 129 y 1<£H . 

Y si i lio es para el extranjero, las mismas razones gravitan 
para las otras provincias. 

Independientes los registros de unas y otras tanto como de loa 
registros extranjeros; si ha de exigirse la protoco] ilación para 
estos no hay por qué eximirla i la de aquellas. 

En nuestra Nación, las provincias son estados soberanos, 
que se rigen por sus propias leyes como los países extranjero», 
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■alvo en aquello que han convenido regirte por leyes comunes. 

El Código Cif il en su articulo 980 resuelve además el caso : 
el escribano sólo tiene atribuciones para otorgar escrituras sobre 
los bienes comprendidos dentro del radio dentro del cual actúa. 

Si otorga fuera de esos límites, su acto será un instrumento 
particular (artículo 897) hasta tanto sea protocolizado (984). 

Además: sólo incluyéndose la escritura en registro de la ju- 
risdicción respectiva pueden cumplirse las leyes relativas al im- 
puesto de sellos, al territorial» y sobre las constancias de gra- 
vámen ú liberación del inmueble objeto de aquella. Véasela 
escritura de fojas 2 á 8, y se verá que ta! ha oiiurrido. 

Por ello y lo concordante de los escritos «leí ejecutante, fa- 
llo : que este tiene mejor derecho a cobrar su crédito. 

Y habieuilo jurisprudencia sobre el punto resuelto, declaro 
la* costas ¡t cargo del vencido. 

Estimo el honurario del señor Zamora en noventa pesos. 

Alfredo Parodié. 



r»II« «• ►» annreaia C*r«e 

Buenos Aires, Junio 27 de 1*1* 

Victos y considerando : Primero: Que según se vé a foja 
cinco vuelta, el once de Mamo de mil oclioeientos noventa y dos 
■e turnó re ion, en el registro correspondiente, de la hipoteca 
constituida yor la escritura de foja dos en lo referente á los 
terrenos situados en el territorio nacional del Chaco. 

Stgtmdo: Que la toma de razón se verificó con la presentación 
de la mencionada escritura, autenticada de conformidad ú la ley 
de la materia, del veintiséis de Agosto de mil ochocientos seseo* 
ta y tres, habiendo sido aquella protocolizada por orden del 
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Juez Letrado del territorio con fecha tais de Julio de mil ocho- 
cientos noventa y dos. 

Tercero : Qne el embargo éfl ct juicio ejecutivo seguido por 
Don Julio Tort contra Don Arman Jo Lopiz Torres, por cobro de 
pesos, y que ha motivad., la tercería de mejor derecho deducida 
por Don Antonio Filardi, acreedor del ejecutado con hipoteca 
sobre los bienes embargar! o», se ha trabado en Abril del mismo 
año mil ochocientos noventa y dos, ó lo que es lo mismo, después 
de la toma dorasen de la hipoteca y antes de la protocolización 
de la escriturado constitución hipotecaría. 

Cuarto: Que conforme al artículo tres mil ciento cincuenta 
del Código Civil, la hipoteca de que se tome razón después de 
vencido el término señalado para su registro, tiene efecto con- 
tra tercero desde el día en que se hubiese registrado, pudieudo 
el acreedor hacer llenar esta formalidad en todo tiempo, sin 
necesidad de autorización judicial. 

Quinta : Que es obligación del encargado del registro la to- 
mado razón délas hipotecas, siempre que se le presente la pri- 
mera copia de la escritura pública de obligación, cuando ella 
no se hubiese ck tendido en el mismo oficio de hipotecas, ya se 
trate de constitución hipotecaría formalizada dentro ó fuer* del 
lugar, asiento de la oficina (artículos tres mil ciento treinta y 
siete, tres mil ciento treinta y ocho y tres mil ciento cuarenta 
y uno. Código Civil). 

Sexto: Que la toma de razón en el Registro de Resistencia se 
ha hecho mediante la presentación de la primera copia de la es- 
critura de constitución hipotecaria, lo que imponía al oficial en- 
cargado del registro, el de ber de registrar la hipoteca con arre- 
glo á las disposiones legales recordadas, desde que la referida 
escritura se hallaba debidamente autenticada y puesto que, en 
esas condiciones, merecía la misma fé y crédito que la corres- 
pondiente en la Provincia de donde procedía (citada ley de au- 
tenticación) . 
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Séptimo : Que no se opone á las precedentes exclusiones la 
dispuesto en los artículos tres mil ciento veintinueve y mildos- 
cíentos once del Código Civil, pues que ¿atoa se refieren a es- 
crituras otorgadas eu el extranjero, según la lutru ún la ley t 6 
también en una Provincia para producir efectos en otra, según 
la interpretación que les ha dado la jurisprudencia, mientras 
que. en el presente caso, los inmuebles hipotecados se hallan 
situadosen un territorio nacional, que no pueden ser regidos 
por los mismos principios, por carecer de una existencia autó- 
nomo, y no Laberse dictado por el Congreso ley que, para el 
registro de la hipoteca, requiera la protocolización previa del 
instrumento de constitución hipotecaria. 

Octavo: Que es el registro lo que da publicidad á Ja hipoteca 
y hace que ésta produzca efectos contra terceros, y es por tal 
consideración que la ley requiere que aquel se verifique en el 
oficio de hipotecas del pueblo en t uyo distrito están situados los 
inmuebles que se gravan (articulo tres mil ciento cuarenta y 
tres), un tanto que permite que la escritura de constitución hi- 
potecaria pueda formalizarse en otro lugar. 

Noveno: Que con el requisito de la toma de razón en el lu- 
gar de la situación de los inmuebles, desaparece el peligro de 
ignorancia recusable de terceros en relación al graváuien que 
reconocieran los bienes del deudor hipotecario. 

Décimo: Que es indudable que, otorgada la escritura de fo- 
ja dos en la ciudad de Corrientes, el * scribauo que la autorizó, 
con oficio en esa ciudad, ha obrado dentro del territorio asigna- 
do para el ejercicio de sus funciones, como lo es, igualmente, 
que el acto entraba, por su naturaleza, en las atribuciones de su 
ministerio, desde que la escritura sólo tenía por objeto hacer 
constar la celebración de uu contrato civil, entre partes, ma- 
teria genutna de una escritura pública, en cuyo caso la validez 
del instrumento está amparada por el artículo novecientos 
ochenta del Código Civil. 




Undécimo : Qae habiéndose registrado la hipoteca en cues- 
tión con anterioridad al embargo trabado á pedido de Tort, 
aquella produce efecto contra éste, en mérito de lo dispuesto en 
los artículos tres mil ciento noventa y nueve y tres mil ciento 
cincuenta del Código Civil. 

Por estos fundamentos: se revoca la sentencia apelada de fo- 
ja cincuenta y una, haciéndose, en consecuencia, lugar á la ter- 
cería deducida por la parte de Filardi, cuyo derecho se declara 
preferente para sur pagado con ej producto de los bienes hipo- 
tecados. Bepoestos los sellos, devuélvanse, notificándose con el 
original, 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. — 
ABEL BAIAM. —OCTAVIO BUNCE. — ■ 
JUAN E. TOHBEHT. 



El doctor don Adolfo Decmd contra don Santos Lowrovich, por 
cobro ejecutivo de pesos; sobre venta de crédito. 



Sumario. - No procede la venta en remátele un crédito em- 
bargado, cuando dicho crédito es contra un concurso, y su pago 
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depende de la colocación que se le dé en el juicio correspon- 
diente, sobre una subía de dinero depositada a U órdendel Juz- 



Ca&o, — El doctor Decoud ejecutó X don Santos Lovrovich 
por la suma de 2500 pesos, y embargó un crédito que éste 
tenía contra el concurse Fiaggio, cuyos fondos se hallaban de- 
positados á la úrden del Jue* nel Concurso, quien debía resol- 
ver, respecto dr él y de otros créditos, cuál tenía que ser pagado 
con preferencia ton dichos fondos. 

Dictada la sentencia de remate, el doctor Decoud pidióse 
vendiera el mencionado crédito. 



Buenos Aires, Abril ó de ltJ&">. 




crédito 



Vista la 

cuya venta se solicita por el ejecutante para el pago< 
da procedente de honorarios, no se halla aún reconocido como 
de preferente pago sobre- los demás que se gestionan por otros 
acreedores, ni aún determinado el órden de graduación que a ét 
corresponde en el juicio respectivo. 

Que en tal caso y no pudiendo establecerse base alguna de 
estimación sobre el valor del mismo, su venta en pública subas- 
ta en tales condiciones, ofrecería el peligro de que él fuera ven- 
dido por un vil precio, sin ventaja alguna para el ejecutante, y 
si, por el contrario, con evidente perjuicio para el ejecutado. 

Que si bien en la enunciación que el artículo ¿58 de la ley 
de Procedimientos hace de los bienes sobre que pueda efectuar- 



se un embargo y consiguientemente su venia, se comprenden 
loa créditos o acciones del deudor, es evidente que él se refiere 
á los créditos quu son propiamente tales, pero en manera algu- 
na i aquellus cuya existencia 6 elicacia no está declarada ó re- 
conocida y sobre los cuales no puede hacerse estimación al- 
guna. 

Que los derechos del ejecutante pueden considerarse suücien- 
tcmente garantidos con «1 embargo de dicho crédito y con la 
asignación sobre el mismo a su favor de la suma que i**>r tal 
concepto se le adeuda, con más los intereses correspondientes y 
costas causadas, para i>erLe abonadas en oportunidad. 

Por tanto, no se liare lugar á la venta solicitada y se declara 
que el ejecutante deb.- ser abonado de su crédito en la forma 
en que queda establecido rn el tercer considerando, 
que sea el crédito en cuestión. Hágase saber y re 




Juan del Campillo. 



Falte 4* te 



Cferte 



Buenas Aires, Julio 2 de 1895. 

Vistos y considerando; Que en la presente cansa, el embargo 
se ba trabado sobre un creditode plazo vencido y por tanto exi- 
gible, cuya colocación tan sólo se discute eu el correspondiente 
juicio, al objeto de su pago con suma de dinero ya depositada 
á la orden del Jusgado. 

Que en consecuencia, el caso no se baila comprendido en el 
artículo doscientos ochenta y cuatro y disposiciones concordan- 
tes de la ley de Procedimientos. 

Por esto y fundamentos concordantes del auto apelado de fo- 
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ja veintiocho, se continua éste, con costas, 
devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. 
ABEL BAZAR. — OCTAVIO UL'NGE. 
JUAN E. TOBRENT. 




VAV9éA ILXT 



Don Pudro .1. rátiepa contra don Adeoitato Torena y (fon Jesús 
Montoya, ¡mr dcrcc/to de agita ; sobre recusación 



Sumario. — Cesa en BUS funciones el juez suplente que no fi- 
gura en la lista formada por la Suprema Corte. 



r aso . —por excusación del Juez Federal doctor Zambrano, 
el conocimiento de aquella causa pasó al abogado en turno de 
la lista, doctor Medardo Zapana, el que empezó ;í entender en 
ella en 5 de Agosto de 1890. 

Con fecha 3 de Setiembre de 1802, lu partí- de Torena recusó 
al Juez arf-Aoc, fundado en los incisos A\ 5* j # del artículo 43 
de la ley de Procedimientos. 
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Substanciada la recusación, se dictó auto no haciendo logar 
La parte de Torena apelo 



F*ll« «le ta g M p 



Buenos Aires, Julio "J de 181*5. 

! : Resultando que el doctor don Medardo Zapan* no 
ti gura en la lista de Jueces tupientes formada por esta Su- 
prema Corte, devuélvanse al Juez de Sección pira que provea 
su reemplazo con el Suplente que se encontrare de tumo. Re- 
tí papel. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. — 
ABKL BAZAR . — OCTAVIO BUNGC. — 
JUAN E, TORRENT. 



iauka rtxvi 



Don Próspero fíouquet contra Doña Inés Hamos Mejía deArning; 
sohre nulidad de sentencia de hs Tribunales ordinarios 

Sumario. — Ninguna ley autoriza el recurso para ante los 
Jueces de Sección, sobre nulidad de sentencia dictada por los 
tribunales locales. 
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Caso. — VA señor Bouquet se presentó al Juez de Seceion ex- 
poniendo: que ante el Juzgado de I a Instancia en lo Civil á 
cargo del doctor Pizarra, Secretaría de Palacion, la señora Inés 
Ramos Mejia de Arning le había demandado por desalojo ; que 
él opuso la excepción de incompetencia, por ser aquella argen- 
tina, y él extranjero, cuya prueba ofreció ; que el Juez fallo el 
asunto, de cuya sentencia no puede apelar, con arreglo al Có- 
digo de Procedimientos de los Tribunales de la Capital ; pero 
que no obstante esto, es evidente que siempre existe una acción 
directa para pedir la nulidad de lo obrado en dicho juicio, que 
es la que intenta unte el único Juez competente, por razón de 
la diversa nacionalidad de las partes, y pide que oportunamen- 
te, con los antecedentes á la vista, se declare esa nulidad y se 
ordene que la demandante inicie nuevos procedimientos ante el 
Juea competente. 

Ofreció acreditarla nacionalidad de la señora Hamos Mejía, 
por información de testigos, y acompañó el certiticado de na- 
cionalidad expedido por el cónsul de franela, del que resulta 
que el solicitante es nacido en esa nación. 



raía* atol Ju«i r«*>mi 

Buenos Aire», Agosto 8 de 18ÍH. 

No existiendo disposición alguna en la ley nacional de Procc- 
dimieotosque autorice t i presente recurso, .¡educido ante este 
Juzgado contra una sentencia deünitira de un Tribunal de la 
Capital fedeml, declárase que no es de la competencia del Jui- 
gado entender en él, y devuélvase al interesado. 



Laianne. 



■ ■ - ■, . ;■, • ■ . ;- . - — •■ • • - • • v-' 
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VISTA DEL SLftOR PROCURADOR CENErtAL 

Sueños Aires, Agosto 33 de 189-1. 

Suprema Corte: 

Ni la ley sobre justicia nacional ni la de organización de los 
Tribunales de la Capital, autorizan á ios Jueces de Acción fe- 
deral para conocer dí por recurso de apelación ni por el de noli- 
dad, en las causas resueltas definitivamente por los jueces de 
la jurisdicción ordinaria. 

Pienso en consecuencia que V. E. debiera con ür mar d anto 
recurrido. 

Sabiniano Kier, 



*t ím iu 



Buenos Aire». Julio 2 de 189ó. 

Vistos; De conformidad con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, se confirma con costas, el auto apelado de 
foja seis. Repuestos los sellos, devuélvanse. 



BEHJAHin — LUIS V. VA HELA. 

ABEL BAZAN. —OCTAVIO BU MCE. 
JUAN t. TOKHfcM 
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CAIMA CLKYII 



Doña Victoria I idónea de ttabrayana contra ItoiiJuan < i' Coli- 
flor, por cumplimiento cíe tata obligación á oro; sobre re- 
curso de sentencia délos Tribunales de la Capitul. 

Sumario.— I" Cuando ante los Tribunales locales si- 'ja 
puesto eu cuestión la inteligencia do mía ley nacional, y se pre- 
tende que la sentencia final desconoce el derecho fundólo ni 
ella, procede el recurso ante la Suprema Corte. 

2" La deuda que por sentencia lirme -e manda pa^ar á oro, 
debe pagarse con arreglo ti hi ley de 15 do Octubre de 
número 1731, al Lipn del cambio correspondiente :il día del 
pago. 



t uso.— Resulta de la siguiente 

SENTÍ, MU DEL JUEZ DE \ n JNSTAHCIA 

Bueno* A i ros, Detitán ;.M dfl IWie?. 

Y vistos : Estos autos seguidos por la testamentaría H. rácli- 
to Mabragaiia contra Don Juan O Connor, sobre consignación; 
de los que resolta : 
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A foj;i I" el representante de la sucesión expuso: Que 
habiéndose vendido el campo de la testamentaría á Don Juan 
O'Connor, por la suma de cuarenta mil pesos fuertes, el com- 
prador había consignado en pago cuarenta y un mil trescien- 
tos triiinta y tres pesos con cuatrocientos diez y seis milési- 
mos moneda nacional en billetes fie curso legal ; q a e habiéndo- 
se elegido para el pago una mom ita especial de oro, no podía 
aceptarse la suma consignada como pago total de la rompra, ni 
tampoco la consignación de las dos liltimis anualidades de in- 
tereses, qoe había sido verineud:i en igual forma; que en conse- 
cuencia, pedia que se declarasen instilicientea las sumas depo- 
sitadas como consignación en pago y se mande ampliar el de_ 
pósito,de conformidad ata ley de 1 b de Octubre de. 1885. A foja 
8, Don Cirios C. Cunning, con poder de O'Cotinor, evacuó el 
traslado do la demanda, pidiendo que se tuviese por hecha ta 
oblación como pago íntegro del precio de compra y se declarase 
legalmente ebancelada la obligación de su mandante. 

Funda tales pedidos en que habiéndose efectu a do la compra por 
cuarenta mil pesos fuertes de curso legal, equivalentes á cuaren- 
ta y un mil trescientos treinta y trt-s pesos ctm cuatrocientos 
diez y seis milésimo* moneda nieional, eunipüó su obligación 
pagando esta última cantidad en billetes decurso legal por su 
valor escrito. 

Abierta la causa á prueba» las partes no produjeron ningu- 
na, como Tesalia del certificado de foja 40. Hab éndose corrido 
un nuevo traslado, fué evacuado por las partes in-üsliendo am- 
bas en sus respectivas pretensiones, después do lo cual se lia. 
mó autos para sentencia. 

Y considerando: Que la discusión no versa sobre si las obli- 
gaciones contraidas á pesos fuertes deben o no satisfacerse en 
oro ó moneda de curso legal al cambio corriente, porque las 
partes están de acu.rdo en la solución afirmativa de esa cues- 
tión, fundadas en el texto expreso le] artículo 3' de la ley de 
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15 de Octubre de 1885 y la jurisprudencia constante de nues- 
tros Tribunales . 

. Lo que tas partes discutí n realmente es t sí el precio lijado en 
pesos fuerteB de curso legal, equ ¡Talentos á tanta moneda na- 
cional, importa haber designado en ta obligación la moneda es- 
pecial de oto denominada peso fuerte. 

Que para sostener la negativa, el demandado pretende que el 
agregado de «curso legal», excluye el peso fuerte oro. Pero si 
se tiene en cuenta que el único peno fuerte que ba tenido curso 
legal en la Kepública es la moneda de oro que se creó por el ar- 
tículo (° de la ley de 29 le Setiembre de 1875. no puede caber 
duda que á p?sar del agregado en cuestión, la moneda elegida 
es el peso fuerte, ó sea la moneda especia) de oro de esa denomi- 
nación. Por consecuencia, con arreglo al artículo 3 o de la ley 
■otes citada de 1885, la obligación contraída en sa* moneda, no 
pttede ser satisfecha en billetes de curso legal por su valor es- 
crito. 

Que el agregado cde curso legal» no puede n,odilica¿' en nada 
la clase de moneda elegida, resulta tamban con tuda evidencia 
de dicho antecedente. El peso fuerte lubía perdido su carácter 
de moneda de curso legal, cuando la obligación que nos ocupa 
se coiiiraj'.;,qué s- quiere entonces significar con bis palabras 
de curso legal? V'na dedos: ó no tenían sentid.» alguno, desde 
que el pe*o fueit» no era de curso legal y entonces deben tomar- 
se por no escrita, ó se refería á la moneda que basta poco antes 
habla tenido carácter, y en este caso, lo* pesos fuertes do 
curso legal, son los pesos oro de la ley de 1875. En cualquiera 
de los do* casos, ta conclusión es la misma y por consecuencia 
las dos únicas ¡utcrprelucioiics de que son siiceptibles las pala- 
bras empleadas, demuestra que la obligación bu ¡sido contraída 
A pesos Inertes. 

Que la jurisprudencia de la Supr-ma «"oitc tVleral, tau pru- 
lijamente enumerada en el escrito de foja 1)4, es de perfecta 
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aplicación a) caso suh-judice. Toda la diferencia éntrelos casos 
juzgados j el presente consiste cuqueen aquellos no se decía co- 
mo en esto pesos fuertes decurso legal. Ya hemos visto que las 
palabras «de curso legal» no alteran la clase de moneda elegí- 
da y que i pesar de ellas, éitá no e¿ ni puede ser otra que el pe- 
so fuerte. Si, pura, k moneda en el caso actual y en los resuel- 
tos por la Suprema Corte, es la misma, no puede negarse que se 
trata de causas completamente idénticas entre si, y que por lo 
tanto la jurisprudencia establecida por ese alto Tribunal favo- 
rece en un todo las pretensiones del demandante. 

Que la misma jurisprudencia recordada destruye otro de los 
argumentos expuestos por el demandado en apoyo de su tésís. 
Si en la época en que la obligación se contrajo había pesos fuer- 
tes de curso legal, distintos de los pesos fuertes oro, como aquel 
lo pretende, es indudable que no expresándose en la obligación 
que los elegidos fuesen estos últimos, debía entenderse qat loa 
obligaciones á pesos fuertes eran contraídas en la moneda de 
curso legal que se empleaba en la generalidad de Jas transaccio- 
nes, y sin embargo, la Suprema Corte ha juigado que todas las 
obligaciones contraídas en aquella época á pesos fuertes, lo son 
en la moneda de oro creada por la ley de 1875. Estas repetidas 
resoluciones del Tribinal Supremo demuestran la ineficacia de 
la argumentación del demandado en cuanto se fonda en la ley- 
contrato con el Banco de la Provincia, de 1876. 

Que de cualquier modo que se considere la cuestión, el hecho 
es que según el testo expreso del artículo 3 o de la ley de 1885, 
las únicas obligaciones que pueden satisfacerse en billetes de 
curso legal por su valor escrito son las estipuladas en moneda 
nacional oro. Como la presente no ha sido contraída en esamo- 
neda sinó en la moneda especial peaoíucrle, es evidente que se 
encuentra comprendida en la excepción del mismo artículo y 
que, por consiguiente, la oposición formulada á las vonsignacio- 
nes hedías por el comprador, es perfectamente legítima. 
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Que la equivalencia en moneda tuición al que se estableció en 
la cláusula respectiva, no modifica la anterior conclusión, por- 
que elta significa adoptar otra moneda para el cumplimiento do 
la obligación. El precio debe pagarse en pesos fuertes y cual- 
quiera que sea su equivalencia, estos permanecen como la moñu- 
da elegida, en la cual necesariamente debe hacerse el pago, 
desde que no se trata de una obligación alternativa. 

Que, por otra parte, la equivalencia significa igualdad devaló- 
les, desde que los cuarenta mil pesos fuertes íijadoB como pre- 
cio, deben satisfacerse en oro, ea claro que la suma equivalente 
en moneda nacional no puede pagarse en una moneda de menor 
valor. 

Que resultando del eipediente agregado que el pago de las 
dos últimas anualidades de intereses ha sido hecho también en 
billetes de curso legal por su valor escrito, j siendo de órden 
que lo accesorio siga lo principal, es evidente que, con arreylo 
á las consideraciones anteriores, el pago no ha podido efectuar- 
se <n esa forma. 

Por estos fundamentos, los concordantes de loa escrito;; de 
fojas I a y 51 y en mérito de lo que disponen ios artículos 3", de 
la ley de 15 de Oetubre de 1885, y el 619 del Código Civil, fa- 
llo; declarando que las consignadores hechas deben ampliarse, 
pagándose la diferencia que resulta entre las sumas depositadas 
y la correspondiente a las mismas sumas en oro sellado, con 
arreglo al cambio corriente en el día del vencimiento de las 
obligaciones respectivas,siu especial condenación en costas, por 
no haber sido pedidas. Inscríbase en el libro respectivo y re- 
póngase las fojas. 

Diego Saavedra. 
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IIucjio** Aire?, netulia- 31 út> m*. 

¿ates y vistos: Disponiéndose expresamente en la parte dispo- 
sitira de la sentencia que lo que debe pagarse es la diferencia en- 
tro las sumas depositadas y la que corresponda con arre-jU, al 
cambio del día del vencimiento do las obligaciones, el Juzgado 
entiende que lo que se resuelve ps lo siguiente : con arreglo al 
artículo tercero de la ley de mil ochocientos ochenta y cinco, 
el demandado puede pagar el equivalente del importe dé 
la obligación en moneda de curso legal al cambio del día en que 
debía aquella cumplirse. 

Diego Saavedra. 



ACUEHBO V SENTENCIA DE LA EXMA. CAHAftA EN LO CIVIL 

En Buenos Aires, capital de la República Argentina, á veinte 
y cuatro de Setiembre demil ochocientos noventa y cuatro, reu- 
nidos lo¡» señores vocales de la Eima. Cimara de apetaeiones en 
loCivilensu*alade acuerdos, para conocer del recurso interpues- 
to en los autos seguidos por cMabragaíia, Don Hcráciito ( 8U 
testamentaría), contra O'Connor, Don Juan, sobre impugnación 
de clase de moneda a dar en pago *, respecto de la sentencia co- 
rriente á foja 178 el Tribunal estableció la si guien ta cuestión. 

¿Es justa la sentencia de foja 178 en la parte apelada? 

Practicado el sorteo resultó que la votación debía tener lugar 
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en el órden siguiente : señores focales doctores Díaz, Molina 
Arrotea, GeLiy y González del Solar. 

El señor vocal doctor Diai dijo ! Di^a<»a la sentencia de fo- 
ja 178, que condona al demandado á hacer el pago de la suma 
que se demanda en el escrito de foja 1 en oro sellado, ú su equi- 
valente en moneda de corso 1*gal, al cambio del día en que de- 
bió cumplirse la obligacioD, tanto el actor como el reo se alza- 
ron de aquella ; pero declarado desierto el recurso de este ulti- 
mo, como se ve á fojas 203, 213, 2Í5y 43», sólo quedó subsis- 
tente el del primero, siendo este único punto sobre el cual el 
Tribunal está llamado á decidir. 

Antes d, recurrir He la sentenciaba parte actora se presentó á 
foja 186 pidiendo al Inferior que declarase, aclarando la reso- 
lución, que la sentencia debía cumplirse por el demandado en- 
tregando en oro sella lo la suma ordenada, 6 su equivalente en 
moneda de curso legal, al cambio corriente del día en que ae 

ejecute el pago. 

El Inferior, insistiendo en lo que ya había establecido en la 
sentencia, declaro que el demandado podía pagar el equivalente 
del importe de la obligaron en moneda de curso legal, al cam- 
bio del día en que debía aquella cumplirse. 

Fue entóneos que la parte actora apeló, por considerar agra- 
viante el fallo en cuanto éste declara que debe tenerse en cuen- 
ta para el pago no el cambio del día del pago, sino el de ¡a fe- 
cha en que el demandado debió cumplir las obligaciones rela- 
tivas. lEscrito de fojas 190 y 201). 

Así, pues toda la cuestión se reduce á saber si la moneda de 
curso'legal con que el demandado puede satisfacer su obliga- 
ción, debe computarse con arreglo al cambio corriente el día en 
que dicha obligación vencía, ó con arreglo al cambio que corra 
el día en que se verifique el pago. 

El artículo 610 del Coligo Civil dice: * Si la obligación del 
deudor fuese de entregar una suma de determinada especifl ó 
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calidad de moneda corriente nacional, cumple la obligación dan- 
do la especie designada, ú otra especie de moneda nacional al 
cambio qae corra, en el lugar, el día del vencimiento de la obli- 
gación |. 

Es en virtud de este artículo y de la ley de 15 de Octubre 
de 1885, que el Juez a qua ha resuelto que O'Connor puede 
cumplir su obligación de entregar una suma de moneda espeuial 
(pesos inertes, oro sellado), entregando la especie de moneda 
nai-ional antes indicada, 

El artículo citado decide que cuando el obligado no entregue 
la moneda especial estipulada, sin 6 su equivalente en otra espe- 
cie de moneda, se computo ésta ul cambio del día del vencimiento 
de la obligación. 

El contenido textual de dicha obligación, aunque aparente- 
mente adverso á las pretensiones de la actor a, no lo es sin em- 
bargo. 

Cuando ul artículo citado preceptúa que la especie de moneda 
que se entregue se compute al cambio del día del vencimiento 
de la obligación, es naturalmente bajo el supuesto de que el pa- 
go se hace en ese día. 

La ley presume lo que ordinariamente ocurre dentro de ta 
seriedad y buena fé de las convenciones, eato es, que el deudor 
paga el día del vencimiento de la obligación. La regla es que el 
deudor pague el día del vencimiento de la obligaoion, el no pa- 
gar es la excepción. 

£1 doctor Llerena, comentando el artículo citado, se hace 
cargo del último inciso que lija para el cambio el día del venci- 
miento y le asigna la misma inteligencia que dejo apuntada. 

Sus palabras son estas ; < El día del vencimiento : Esto sólo 
se entiende cuando se paga en dicho plazo ; pero tratándose de 
un deudor moroso, ai el cambio de la moneda comprometida ha 
sabido el día del pago con respecto á lo que valía el día del ven- 
cimiento, deberá pagarse también esta diferencia, pues no es 
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justo que el acreedor ae encuentre con menos de lo que de- 
biera tener si el dinero debido estuviera en sus cajas (ley 18 
citada). 

Cuando la ley habla de cambio corriente en el día del venci- 
miento supone que el pago se efectúa entonces, y la misma ra- 
zón que hay para hacer pagar al deudor la diferencia en esn ¿po- 
ca, la hay para que la abone el día de la entrega. 

Tenemos, pues, que el artículo citado parte de la bus* de que 
el obligado paga el día del vencimiento; y entonces ?ra lógico 
que se fijara, como se fijó, esc mismo día para la computación 
del cambio, 

¿Será lo mismo cuando el deudor no paga al vencimiento? Me 
decido desde luego por la negativa. 

Si el artículo fija el día del vencimiento de la obligación por- 
que supone que el pago se hace en esa fe. ha, no puede regir el 
mismo principio ruando el pago se eioetúa con posterioridad, 
como sucede en el caso sub-jmltce. 

Es regla de dereclioque cesando la razón de la ley, ce.se tam- 
bién au aplicación. 

Toda vez que el pago se efectúa en fecha posterior al del ren- 
dimiento, no rige eí artículo 019 citado en cuanto al cambio, 
sinó otras disposiciones deque luego hurí' mérito. 

La sentencia le manda pagar á O Coimor la suma demandada 
en pesos fuertes oro sellado, ó su equivaU-nte en moneda de eur- 




debe entregar OOonuor para solventar su obligación ? 
vamos á encontrar la respuesta, 
artículo 7*25 del Código Civil define el pago diciendo que ua 




el 

clon; 
debe en 



juehice el objeto de lnobliga- 
740, Código Civil, preceptúa que el deudor 
r al acreedor la misma cosa á cuya entrega se 




De conformidad con estas disposiciones legales, O'Conoor tie- 
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ue (Liu* entregar la suma de referencia en pesos fuertes oro se- 
llado ó su equivalente eu moneda de curso legal. 

Sostengo que si el demandado señor O'Connor entregara mo- 
neda decurso legal al cambio del día en que debió cumplir so 
obligación, no daría loque debe dar en pago, enriqueciéndose 
con daño de su acreedora. 

En efecto el ¡iño de 1887 en que se hizo la consignación por 
O'í'onnor a los efecto^ del pago, el oro, moneda especial de que se 
trata, valía mucho momn de loqu.' actualmente vale, con rela- 
ción al billete, que es la moneda de curso legal ; y entregando 
ahora billetes con .sujeción al cambiu de entúnces no darla o! 
equivalente del oro segim su valor actual, 6 lo que debe dar 
en pago. 

Para dar lo que debe dar en pago, el demandado señor O'Con- 
nor tiene forzosamente que entregar billetes al cambio del día 
en que se efectúe el pago. Solo así prestarí un valor equivalen- 
te á la suma d« oro que le manda satisfacer la sentencia. 

Por estas consideraciones yen ta inteligencia de que la liqui- 
dación de las consignaciones hechas se hará en la forma indicada 
por el mismo recurrente en su escrito de foja 901, voto por la 
negativa en la cuestión propuesta. 

Los señores vocales doctores Molina Arrotea y Gelly se adhi- 
rieran al voto .interior. 

El señor vocal ductor fionzalcz del Solar dijo: He sostenidoen 
diversas causas, como Juez de Comercio de esta capital, que ea 
un principio de apreso derecho que la paga para ser legítima 
debe hacerse en la misma cosí debida, ó sea, en el caso de una 
obligación de entregar una suma de determinada especie ó cali- 
dad de moneda, consistir en la entrega de la misma especie de 
moneda adeudada ó su equivalente en otra moneda corriente 
que represente igual valor. 

Que de acuerdo con este principio consagrado por los artícu- 
los 725 y 740,Código CivU.concordanteB con lo* artículos 919y 
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990 del COdigo de Comercio anteriormente vigente, j con la 
le; 3\ título Impartida 5*, el acreedor no recibirla la cosa dehida 
cuando el deudor en vez de entregarle la especie de moneda 
convenida hiciera el pago en otra moneiia corriente al cambio 
del día en que le vencióla obligación cuya cotización fuere menor 
y no alcanzare lo entregad» para representar una sum í igual 
de la especie de moneda adeudada. 

Que si bien el deudor puede entregar otra moneda corriente, 
ó sea, billetes de curso legal para cbancelar una obligaeiou 
contraída á oro «sellado, debe hacerlo al cambio que tengan esos 
billetes el día del pago con relación al oro, de manera que repre- 
senten la misma suma adeudada, pues de otro modo el pago no 
podría considerarse legítimo y conforme á la obligación contraí- 
da; siendo ésta la interpretación que debía dársele alo dispuesto 
por el artículo 010 del Código Civil, concordante con el artículo 
603 del mismo Código de Comercio ya citado. 

Que esta era también la jurisprudencia establecida por la 
Suprema Corte de Justicia Nacional en las causas CXXVUI y 
CII1 que se registran á foja I07 t tomo 3, série f* y 483, tomo 
14, serie de sus fallos, entreoíros. 

He refiero ú ia causa seguida p«r la compañía de Mandatos y 
Préstamos del Rio de la Plata contra Don Juan Hughes, euros 
fallo como otros, fué confirmado por la Exma. Cámara de lo 
criminal, correccional y comercial (causa CCXXXI, página 456, 
tomo 4°, serie 2* de sus fallos). 

Consecuente con estas opiniones que reproduzco y estableci- 
do que la especie de moneda adeudada son pesos fuertes oro se- 
llado, según se declara en la sentencia del Inferior, pienso con 
el señor focal doctor Díaz que la obligación contraída por el 
demandado debe satisfacerse en la moneda expresada ó su equi- 
valente en uionoia nacional de curso legal al cambio del día en 
que se verifique el pago,y en ese sentido doy mi voto igualmen- 
te por la negativa en lacuestion propuesta. 
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Con lo que terminó el neto quedando acordada la siguiente 
sentencia. 

CELLV. — MOLINA ARKO ff.s , — 
GONZALEZ DEL SOLAU. — DIAZ. 



Uuenos Aires, Setiembre 21 de 189-1, 

Y fistos: Por lo que resulta del precedente acuerdo» se revo- 
ca la sentencia <le fojas 178 J 187 en la parte apelada ; •¡♦■cla- 
rándose que el demandado señor Q'Connor debe entregar el 
saldo ó diferencia que le manda pagar la sentencia, en oro se* 
liado, ó su equivalente en moneda de curso legal al cambio que 
corra el día en que se efectúe el pago. 

Se declara igualmente que las cantidades depositadas ú con- 
signadas en pago á fojas 99 y 119 del expediente agregado ca- 
ratulado c Mabragaña, Don Horáclíto, su testamentaría» , debe- 
rán liquidarse con arreglo al cambio corriente el día de dichas 
consignaciones, como lo pide el recurrente i foja 201 . Devuél- 
vase, reponiéndose las fojas. 

JULIAN GELLV.— CARLOS MOLINA ARROTEA - 
— NICANOR GONZALEZ DEL SOLAR. —DEL- 
FIN DIAZ. 

Ante mí : 

Felipe Arana. 

VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Diciembre 11 de 1894. 

Suprema Corte : 

La cuestión fundamental en estos autos, sobre la chancela- 
ción de la obligación demandada, en moneda de oro sellado ó su 
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equivalente en moneda Je curso legal, quedó definitivamente 
resuelta por la seniencia (Je foja H8. 

Motiva este recurso la declaración complementaria de aquella 
senteucia : que á foja 187 vuelta establece «que el demandado 
puede pagar el equivalente del importe de la obligación en 
moneda de curso legal al cambio del d'm en <¡uc debió aquella 
cumplirte*! y ta de la Cámara de apelaciones de la Capital, que 
á foj a 272 declaró «que laliquidaciou debe practicarse al cam- 
bio del día en (pie el payo se efectúe». La declaración de 1' Ins- 
tancia se apoya en el texto de la ley de 15 de Octubre de 1885, 
la de la Canora, en disposiciones relativas del Código Civil. 

La b?ydel Congreso número 1734 tiene prioridad de Tégimen, 
por ser especial. Su artículo 3" legisla sobre el punto, y la ge- 
nuina interpretación de au mándalo, debe decidir la cuestión 
suh-judice. Resuelta en primera instancia, con sujeción 4 los 
términos precisos de la ley, la decisión revocatoria, siendo de- 
finitiva en última instancia, y contraria á la interpretación es- 
tablecida á favor de la parte en la sentencia revocada, cae bajo 
el recurs.- autorizado por excepción para ante V. E. por el 
artículo ti, inciso 3 o , de la ley de U de Setiembre de 1803. 

Por ello, pienso que V. K. debiera declarar la legalidad del 
recurso atribuido a su jurisdicción. 

Sahimano Kier, 



tíllenos Aires, Marzo ií de 1HH5. 



Vistos en el acuerdo y considerando: Que resultarte las cons- 
a ocias 'le autos que en el pleito se ba puesto efectivamente en 
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cuestión, la inteligencia del artículo tercero de la ley nacional 
de mil ochocientos ochenta y cinco, sobre ínconversion. 

Que la sentencia apelada desconoce el derecho <\n : el recu- 
rrente pretende tener basado en la citada ley. 

Por ésto, de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
General, v de conformidad álo dispuesto en el artículo catorce, 
inciso tercero, de ia ley sobre y jurisdicción y competencia, se 
declara mal denegado «I recurso, y se concede en relación, y 
pasen los autos al Relator. Repóngase el papel. 

BENJAMIN PAZ, — LUIS V. VARELA.— 
ABSL BAZA». — OCTAVIO BUSGE. — 
JUAN E. TOttUENT. 



Fnll» *• i» ftuprem» «•■»<* 

Buenos Aires. Julio ¿ de 1895. 

Vistos y considerando: Que la sentencia que deolaru que la 
obligación de Don Juan U'Connor á favor de la sucesión de Don 
Heraclito Mabragaiía e» áoro, ha sido tenida, en esa parte, por 
lirine y consentida por deserción del recurso de apelación con- 
tra ella iaterptiesto. 

Que con arreglo á la ley diecinueve, título Teintidoá, partida 
tercera, la sentencia delinitiva de que la parte no se ahe ha 
maravilhsamcnie gran fuerza r que dende adelante son tenudo 
los contendores é sus herederos de estar por ella. 

Que, en consecuencia, esta Suprema Corte no puede apreciar 
y resolrer sobre la justicia Ó injusticia que entrañe la senten- 
cia de primera instancia en lo relativo á la mencionada decla- 
ración. 
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Que tampoco puede pronunciarse sobre la interpretación mát 
6 menos ajustada que loi jueces locales najan dado á las Leyes 
que reglan sus respectivos procedimientos, desde que esa ma- 
teria no entra en las especialidades, que de conformidad al ar- 
tículo catorce de la ley sobre jurisdicción y competencia de los 
Trihue ales federales, pueden fundar un recurso ante esta Su- 
prema Corte, de sentencias pronunciadas en juicios radicados 
ante los Tribunales de Provincia, con los que, A esos efectos, 
están equiparados los Tribunales locales de la Capital (articulo 
noventa de la ley de organización). 

Que la sentencia apelada en cuanto manda pagar la deuda 
eD oro. del recurrente, al tipo del camb. correspondiente al día 
del pago en la suma no comprendida en la consignación, es arre- 
glada á los principios de derecho y & la jurisprudencia de esta 

Suprema Corte. 

Por esto y fundamentos concordantes de la sentencia apela- 
da de foja doscientos sesenta y siete, se confirma, cun costas, 
Repito, .o, S....OS. ÉHtai i! Tribuna! 

de su origen. 

BEMAMIH PAL — ABfcL BAZAS.™ OCTAVIO 
BUHGE.— «JAN E. TOftUEHT. 



CAU»A CLXV1II 



Brandemburg hermanos contra Ih Miguel Gopsevich. por falsi- 
ficación de marca de fábrica y desistimiento; xob-e costas. 



Su marta. — Ks justa La declaración do costas á cargo del de- 
mandante que desiste de la acción, si no ha expresado oportuna- 
mente que desistía en virtud de convenio con el demandado , 



r*ll« 4* ím taprena C+r*m 

Buenos Aire*, Julio t de 1895, 

Vistos: No habiéndose expresado por el apelante en momento 
oportuno, que su desistimiento de la acción tenía por funda- 
ment» una transacción 6 convenio con el demandado, se confir- 
maron costas, el auto apelado de foja treinta y ocho vuelta. 
Devuélvanse, debiendo reponerse los sellos ante el inferior. 

♦ 

BENJAMK FAX. — ABEL 1A2AH. 
— OCTAVIO BLJÍCE — JfJ J 
E. TORREHT. 
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Contienda de competencia mire el Juez de /* Instancia do ta 
Capital Federal tj el de la Capital de la provincia de Buenos 
Aires, en el juicio de siwesion de I). Antonio Hftialino. 



Sumario. — Resultando debidamente comprobado que el úl- 
timo domicilio d.»l difunto ha sido en la Capital Federal, del)" 
declararse que corresponde al Juez de ésta el conocimiento del 
juicio universal de su testamentaría. 



Caso. — Resulta del fallo de la Suprema Corte y de la 



VISTA DEL SEAOR PROCURADOR GEKERAL 



Unenos Aires, Agosto 3 de 1 KM. 

Suprema Corte: 

Resulta de los autos, que en la Capital Federal se ha abierto 
el juicio y tramitan los autos testaméntenos de Don José Glii- 
glino, y en la Capital de la provincia de Buenos Aires se ha 
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seguido una ejecución cuntra el causar 'e, poi cobro de pesot. 

Ks regla de derecho, que el juicio testamentario abraza, no 
sólo los procedimientos para la partición, sinó también las ges- 
tiones y pago de las deudas. 

El Juez de la testamentaría, que lo es del juicio principal, 
debe serlo de loa incidentes y por ello, tanto el Código Civil en 
su artículo 3284, como el do Procedimiento* en su artículo 
034, atribuyen al Juez que ha di- conocer del juicio testamen- 
tario, jurisdicción para entender en las acciunes personales de 
los acreedores del difunto, antes de la ¡I i fisión de la herencia. 

Opino por ello que la competencia, p ira conocer del inciden- 
te promovido en La Plata, por cobro de pesos, sor responda al 
Jnez de la testamentaría que ha abierto y sustanciado su arre- 
glo en la Capital, y que es atribución deV. K. T según el ar- 
tículo 3° de la ley de 3 de Setiembre de 1878, la decisión de la 
competencia suscitada al respecto. 

Sabiniano Kier. 



Buenos \ir>'>, Julio 4 de. 18JJ5 

Vistos y considerando: Primero: Que con motivo del exhor- 
to de foja ciento veinte y cuatro, primer cuerpo de autos, eu que 
se pide la remisión deesepxpediente, y de la providencia de fo- 
ja ciento veinte y cinco, que )a ordena, se ha promovido la 
contienda de competencia, involucrando en ella la relativa al 
conocimiento del juicio universal de la testamentaría. 

Se<jim<h:Q\ie así resulta, tanto de la exposición de la parte 
de" N'jcetti y Gallina, de f..ja ciento veinte y seis, como espe- 
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. cia luiente de la resolución de foja ciento cincuenta y una, que 
declara I* competencia del Juez de La Plata, y qae se funda en la 
afirmación de haber tenido Dan Antonio Ghiglino su domicilio 
en ese lugar, y en la disposición legal que atribuye al Juez del 
último domicilio del difunto, la jurisdicción sobre su sucesión. 

Terceroi Que esa interpretación se confirma por el hecho de 
haberse traído la cuestión ante esta Suprema Corte, á quien 
le está conferida por la ley de tres de Setiembre de mil ocho- 
cientos setenta y ocho, la misión de dirimir las contiendas de 
competencia entre jueces de diversas provincias, á las que esta 
equiparada la Capital de la República, cuando esas contiendas, 
en las circunstancias que dicha ley establece, se refiriesen a 
los juicios universales de concurso de acreedores ó de sucesión, 
a fin de quede fijada la jurisdicción general . 

Oí arfo; Que apreciado el caso bajo la faz expresada, y con el 
mérito de las constancias de autos, la competencia del Juez de 
la Capital» para el conocimiento del juicio general de la testa- 
mentaría de Don Atonio Ghiglino, se halla debidamente averi- 
guada. 

Quinto: Qoe en efecto, mientras está probado que en esta 
Capítol, y ante sus jueces, se liquidaba la sucesión de la esposa 
de Ghiglino, lo que presupone domicilio, que era en el mismo 
lugar donde éste tenía su residencia hasta su fallecimiento; que 
aquí también hizo su testamento y se abrió el juicio de sucesión 
promovido por el albacea, y seguido con intervención de los pro- 
pios herederos de Ghiglino, y de los de su esposa premuerta, 
no existe, como fundamento del domioilioen La Plata, sino la 
afirmación déla parte interesada que, llamada á probar su aser- 
ción, con señalamiento de término probatorio al efecto, no ha 
producido prueba alguna. 

Serlo: Que esa prueba era tanto más necesaria para destruir 
el valor de las circunstancias demostrativas del domicilio en 
esta Capital, cuanto que los jueces de la misma venían ya ejer- 
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ciend», desde años atrás, jurisdicción sobre la sucesión, con Ib 
rei teraiiii cooperación del Juez de La Plata. 

Séptimo: Que la diligencia de notificación de foja catorce 
vuelta, del primer cuerpo de autos, resulta plenamente desauto- 
rizada, al efecto de comprobar el domicilio de Ghiglino, y aun 
en cuantu importa que & éste se hubiera hecho esa notificación, 
pues que e* la Uera la fecha de Abril dos de mil ochocientos 
ochenta y ocho y constarte la partida de defunción de foja tres, 
y actuaciones en el juicio do testamentaría (segundo cuerpo de 
autus) que el mencionado Ghiglino había fallecido en Agosto, 
de mil ochocientas ochenta j siete, 6 sea meses antes de la refe- 
rida notificación; constando también que, á título de locatario, 
era un tercero, quien á la muerte de Ghiglino, ocupaba el do- 
micilio denunciado á foja diez (primer cuerpo), á que se refiere 
la citada diligencia de notificación. 

Foresto, do acuerdo c^ulo dispuesto por el artículo tres mil 
doscientos ochenta y cuatro del Código Cifil, y de conformidad 
con lo pedido por el señor Procurador General, se declara que 
el conocimiento del juicio universal déla testamentaría de Don 
Antonio Ghiglino corresponde al Juez de Primera Instancia de 
la Capital. Remítansele, en consecuencia, I09 autos, y avísese 
por oficio al Juez de Primera Instancia du La Plata. Repóngase 
el papel. Notifíquese con fe] original. 

BENJAMIN PAZ. — Ll IS V. VAHELA— 
ABEL BAZAN . — OCTAVIO PI1SGE. — 
JUAN E. TOHHENT. 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



CAUSA 1XXX 



Criminal contra Leopoldo Visca y Pablo Ferretti (a) Olir.to 
Casini; sobre circulación de billetes falsos de curso legal 



Sumario. — En justa la pena de cuatro anos de trabajos for- 
zados y 500 pesos fuertes de multa, impuesta al reo convicto y 
confeso del delito do circulación de billetes falsos de curso 



Caso.-- Resulta del 



La Plata, Diciembre 31 de 1891. 

T vistos: los seguidos contra Leopoldo Vizca y Pablo Fe- 
netti ú Olinto Casini, sobre circulación de billetes de banco 
falsificados, y resultando: 

Primero; Que en 31 de Mayo de 1894, fueron denunciados 
ante las autoridades de Zarate, como circuladores 
banco falsificados los encausados Fé 
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Segundo: Que levantada la investigación w produjeron las 
corrientes de fojas 1 á 9, que fueron traídas i este Juzgado, 
donde se orden* la instrucción sumaria del caso. 

Tercero: Que prestando declaración en 4 de Julio, Olinto 
Casini 6 Ferretti, confesó paladinamente su participación en el 
hecho de la circulación (véase foja 90), rxponiendo que «el au- 
tor de la circulación fué el declarante*. 

Cumio: Que refiriéndose & sus declaraciones anteriores, ra- 
tificó las anteriure3 diciendo : qne la wrdad de lo ocurrido es 
lo declarado ante el Juez de Paz y que sí duclaró en esa forma 
ante el Comisario fué por no comprometer a Vizca (véase fojas 
20 vuelta). 

Quinto : Que prestando declaración Leopoldo Vizca (véase 
foja2í), negó categóricamente el hecho de su participación en 
la circulación, explicado sus relaciones con Ferretti (a) Ca- 
sini. 

Sexto: Que nuevamente el Procurador Fiscal solicita un 
careo, al que se accede por auto de foja 23 vuelta; traídos los 
presos á presencia del Juzgado, cada uno de ellos insiste en sus 
manifestaciones. 

Séptimo: Que con estos antecedentes se produce la acusa- 
ción fiscal (véase foja 34) solicitando con arreglo á lo dis- 
puesto en el artículo 62 de lu ley de 1863 la pena de cuatro 
años de tr;i bajos forzadas para Leopoldo Vizca y Olinto Casini 
(a) Ferretti, y demás accesorios legales. 

Úciavo: Que produciendo su defensa el Doctor Larrain (véa- 
se foja 39) sostiene la inocencia de su patrocinado, pidiendo 
su inmediata libertad. 

\oveno: Que expidiéndose el Defensor General de Pobres 
(véase foja 47) se circunscribe i U propia confesión paladina 
de sn defendido» y como el fiscal, termina solicitando la pena 
del caso para su patrocinado. 

Décimo: Que en cuanto 4 la clase de billetes circulados, se 
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produjo el informe de foja 32. Y una vez abieTta la causa á 
prueba ningún* de las partes produjo ninguna (véase foja...) 
habiendo el defensor del detenido Víioa, solicitado meramente 
el sobreseimiento de la causa. 

Y considerando : Primero: Que si- encuentra comprobado su- 
ficientemente eí cuerno del delito, como identiticada la persona 
de su autor. 

Segundo: Que no obstante las constancia» del proceso, las 
pruebas concordantes de autos demuestran claramente y por 
la confesión de Casini (a) Ferrctti, que únicamente él es el au- 
tor del hecho punible. 

Tercero: Que basta este solo hecho para que no se dude de 
so participación en la acción criminosa que se le imputa, siendo 
responsable de ella. 

Cuarto : Que no sucede otro tanto tratándose de Leopoldo 
Vizea t que si bien existen en su contra algunas presunciones, 
por lómenos de cómplice encubridor, no son bastantes estas 
pruebas para declarar una delincuencia en su contra. 

Quinto : Que las imputaciones aducidas por Casini (a) Fe- 
rretti, contra Vizca, son de ponerse en duda y tanto mas. cuan- 
do ante el mismo Juzgado, alejado de toda prisión, manifestó 
que Vizca no había tomado participación en el hecho, y mis 
tarde afirma que le ofreció dinero para que no lo comprome- 
tiera. Khtos hechos en manera alguna si' han tratado de com- 
probar durante la prueba legal y si ellos hubieren sido eiactos, 
por lo menos se hubiera tentado su prueba, lo que no ha suce- 
dido. 

Por esto y demás concordantes de la sumaria, fallo: impo- 
niendo á Olinto Casini (a) Ferretti la pena de 4 años de traba- 
jos forzados y al pago de una multa de 500 pesos fuertes y las 
costas del proceso; y absolviendo ¿Leopoldo Vizca de la acusa- 
ción fiscal, debiendo ser puesto en libertad, ejecutoriada que 
sea la presente. 
• 
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Kotíffqueae con el original, regístrese en el libio de sentcn* 
cías, y repónganse oportunamente loa sellos. 

Mariano S. tíe Aurrecoechea. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Rucho» Airea, Jumo .> de IíüJj. 



forte . 



El procesado Vizca ha sido absuelto en la sentencia de foja 
55, la sentencia va esa parte no ba sido apelada, y ba adqui- 
rido por ello, fuerza de ejecutoria á su respecto, 

Eu cuantu al otro procesado Otinto Casini, la expresión de 
agrarios no ha podido destruir los cargos comprobados, que 
fundan su condenación, y al contrario los reconoce. 

La confesión del procesado respecto á la circulación ú i bille- 
tes fallos, es 11 n hecho demostrado por las constancias del pro- 
ceso, y aun cuando sea efectiva U distinción que la defensa 
consigna, entre la falsificación y la circulación, uno y otro he- 
dió produce ta misma penalidad, con sujeción estricta ú la 
ley de la materia. 

Esa ley, relativamente i la falsificación 6 circulación de bille- 
tes de un banco erigido oon autorización del Gobierno nacional, 
es la de Justicia nacional de 14 de Setiembre de 1963, que en 
su artículo 02 impone al reo de cualquiera de aquellos hechos 
delictuosos, de 4 á 7 años de trabajos forzados, con las demás 
accesorias, 

Si el hecho ha sido de poca consecuencia, pnr haberse recu- 
perado la mayor parte del dinero obtenido en cambio de los bi- 
lletes falsos; si la circulación misma, ha sido limitada y oír- 
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conscripta, estas circunstancias lian sido coas i di* radas e» la 
sentencia, al aplicar al reo, el mínimum de la pena legal, de la 
que aunque se considera rigoroso, no puede apartarse t'l magis- 
trado obligado á su aplicación. 

Por ello pido á T. E. la confirmación por sus fundamentos, 
de la sentencia recurrida. 

Sabiniano Kicr. 



Vistos: De confurmidatl 
ñor Procurador G cutral, y 




Mutuos Aires, Julio 4 de 1805. 

lo expuesto y pedido por el se- 
tos : se continua 
y uinco; y 



BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. 
— ABEL BAZAR. — OCTAVIO SUR- 
GE. — JUAN E. TORREUT. 
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CAUSA < XXXI 



Doña Mercedes ti, de Domenque contra don Benjamín Valdés 
Frías % por calumnia; sobre denegación del recurso establecido 
por el articulo tí de te ley sobre jurisdicción y competencia 
de los Tribunales Federales. 

Sumario.— Debe declararse bien denegado el recurso inter- 
puesto para ante la Suprema Corto del acto de los Tribunales 
locales» por el cual se desecha la excepción de declinatoria de ju- 
risdicción del Juez del Crimen, fundada en la pretensión de co- 
rresponder el conocimiento de la causa al Juez en lo civil de la 
misma localidad. 



Caso.— Resulta del fallo de la Suprema Corte. 



£1 auto de la Eima. Cámara, denegatorio del recurso deduci- 
do á foja 129, es evidentemente juato. Bajo ningún aspecto po- 



VISTA DEL SEfiOR PROCURADOR GENERAL 
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día ni ana sospecharse, que ana resolución de competencia, con 
sujeción á las prescripciones de las leyes que rigen la jurisdic- 
ción en lo criminal obstruya el ejercicio de la libre defensa que 
proclama la Constitución nacional* Y hay otra razo» funda* 
mental para el rechazo del recurso traído ante V. K., y es que se 
trata de un auto ¡mor locutorio que resuelve sobra jurisdicción 
dentro del régimen de li Capital, y contra autos de esa natura- 
leza no procede el recurso referido en el artículo 14 de U ley 
de competencia nacional á las sentencias definitivas solamen- 
te. Pido por ello ¿ V. E. se sirva desechar el recurso de hecho 
instaurado ú foja I*. 

Sabiiiiatto Kiei\ 



Valla a> I* Suprema Carie 

Dueuos Aires, Julio Odo IStiú. 

Vistos en el acuerdo: Considerando: Que el recurrente ha 
deducido la excepción de declinatoria ante el Juez del Crimen 
de la Capital, pretendiendo que el conocimiento de la causa do* 
rresponde al juez en lo civil de la misma. 

Que, poT consigniente, la cuestión de competencia por declina- 
toria se refiere tan sólo á jueces locales, no afectando en modo 
alguno ála jurisdicción federal. 

Que la interpretación de las leyes de procedimientos, no dan 
por sí materia al recurso autorizado por el artículo catorce de 
la ley sobre jurisdicción y competencia. 

Que esa consideración es aplicable tanto á lo resuelto por los 
Tribunales locales sobre competencia, como sobre la oportuni- 
dad de juzgar en relación i la existencia de la acción intentada 
contr, el recurrente. 
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Fot esto, y de conformidad con lo pedido por el señor Procu- 
rador General, se declara bien denegado el recurso. Agrégueuse 
estos actuaciones al expediente remitido como informe, y remí- 
tase al Tribunal de su origen. Repóngase el papel. 

BENJAMIN PAZ. — LUft V. VAHE- 
LA. — ABEL BAZAN.— OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN E. TORHENT . 



Doña Eufemia Guerrero de Brila contra Genaro Ciaburri, por 
faíia de cumplimiento de contrato; sobre deserción de re- 
curso. 



Sumario, — til término para la mejora del recurso de 
esde la notificación del emplazamiento. 



Rúenos Aires, Julio ti de 1895, 

Vistos en el acuerdo: Siendo de ley y de jurisprudencia cons- 
tante en su mérito, que el término para la mejora del recurso 



186 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



corre desde la notificación del emplazamiento, y reconociéndose 
que t bajo tal concepto, el expresado término su halla vencido en 
la preseutc causa, no se hace lugar, con costas, á la revocatoria 
interpuesta. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA.— 
ABEL BAZAN.— OCTAVIO BUKGE. 



4 Al 'HA (Llalli 



sa del Ferrocarril de liuenos Aires y 
don Tiburvio 



contra 



Sumario, — Debocoü0rniarse el precio é indemnización lija- 
do por la sentencia de I a instancia, que se considere equita- 
tivo. 



Cu. so. — Resulta del 



rallo del Juez 



Rosario, Abril 15 de 189:1. 

Y vistos autos, resultando: Que don Cecilio Mallet, 
sentaciou del Ferrocarril Buenos Aires y Rosario, se 
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Que en el ramal que la Empresa, con arreglo á la ley núme- 
ro 2132, construyo entre la estación Irigoyen y la Capital de la 
provincia, se había tomado para la vía una área de terreno per- 
teneciente ú don Tiburcio Frutos. Que no habían podido po- 
nerse de acuerdo con el interesado sobre el precio que debía abo- 
narse por e! terreno tomado, cuya área, por conformidad de 
partes es de 30117 metros con 50 centímetros; y que concep- 
tuando que sn justo valor era de 2408 pesos nacionales tasán- 
dolo á razón de 8 centavos el metro cuadrado, en razón de su 
buena ubicación, hacía consignación de la suma expresada en 
pago del terreno é indemnización de daños y perjuicios, enta- 
blando en consecuencia ia correspondiente demanda. 

El Juzgado proveyendo á ésta, llamó á las partes á juicio 
verbal, como lo ordena la ley de la materia, mandando citar al 
demandado y sin que el comparendo se realizara, el apoderado 
del demandado y el del Ferrocarril se presentaron á foja 17 pro- 
poniendo peritos para la tasación del terreno eipropiado: por el 
expropiante ú don Juan Barnet y por el demandado al doctor 
don Gerónimo Cello, dejando ala facultad del Juzgado el nom- 
bramiento de perito tercero pira el caso de disconformidad, y 
habiendo llegado ésle se nombró en tal caricter por el Juzgado 
á don Koma ti Bustos. 

En el desempeño de su cometido, los peritos han procedido en 
la forma siguiente: el perito nombrado por el Ferrocarril, se- 
ñor Barnett, avalúa á razón de 5 centavos el metro cuadrado 
expropiado y por indemnización de perjuicios, la cantidad da 
903 pesos, formando un total de 2408 pesos nacionales con 87 
centavos, que debepagnrse al señor Frutos. 

El doctor Cello avalúa el área á expropiarse á razón de 60 
centavos el metro cuadrado y los perjuicios por el fracionamien- 
to del triángulo & razón de treinta y cinco centavos el metro 
cuadrado de ese triángulo, todo lo que importa ia cantidad de 
32.248, 90 pesos nacionales . 
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El perito tercero, sin calcular perjuicio alguno, ocasionado por 
la expropiación, calcula la parte tomada para la víaá razón de 
90 centavos el metro cuadrado viniendo ¡i importar esa Area la 
cantidad de 9035,25 pesos nacionales que debe pagarse al se- 
ñor Frutos coran único importe por los 301 17 metros 50 centí- 
metros que le toma la vía. 

Y considerando: 1° Que según se dispone por el artículo 15 
de la ley. númer* 681, de expropiación, el valor «i-I bien ú ex- 
propiarse debe determinarse por el que hubiere tenido, si la 
obra no hubiese sido ejecutada ni aun autorizada. 

2* Que en la completa diverge ocia de apreciaciones en que 
han resultado los tres peritos nombrados para estimar el valor 
que corresponde á la Empresa del Ferrocarril expropiante pagar 
al señor Frutos por el terreno expropiado y perjuicios ocasio- 
nados es facultativo del juez y le corresponde determinar según 
su criterio por Jos antecedentes del expediente y dutos ilustrati- 
vos qu'í pueda tomar, ta indemnización que pueda hacerse ¡il ex- 
propiado. 

3 o Que tratándose de expropiar por causado utilidad pública, 
la indemnización al propietario debe ser fijada ampliamente, 
pues queá más de responder al valor estricto de la cosa, debe 
servir también de compensación equitativa A la privación de la 
propiedad en favor del público y de] resarcimiento de los daños y 
perjuicios que se ocasionen por fraccionamiento de [a 
como sucede en el presente caso. 




de otros datos para fijar el verdadero y juslo valor de la tie- 
rra, pues que el preeio de ¿sta en los lugares donde se encuen- 
tra el á expropiarse, es muy vario, faltando regularidad en las 




>; el Juzgado estima en 
equidad el precio fijado por el 
rril f de 5 centavos por 





nombrado por el Ferroca- 
y por el área de 
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metros con 50 centímetros, más la mitad «le la diferencia entre 
este precio y el fijado por el perito tercero. 

5» Que en cuanto a los daños y perjuicios y aún cuando el 
perito tercero juzga que no hay mérito pura ser indemnizados, 
por cuanto á su juicio no se han ocasionado, el Juzgado, de 
acuerdo con ta parte expropiante y el perito nombrado por ústa, 
cree n.ue eiisten, dada por otra parte la forma en que se ha 
producido el fraccionamiento, y en su consecuencia los estima 
en 003 p >' sos de curso legal. 

t*or las consideraciones expuestas, fullo: Que la Empresa del 
Ferrocarril llucnos Aires y Rosario debts pagar y pague dentro 
de diez días de ejecutoriada esta sentencia á don Tiburcio Fru- 
tos ta cantidad de seis mil ciento setenta y tres pesos con cin- 
cuenta y seis centavos moneda nacional de curso legal, por Talor 
del terreno expropiado y el de todas tas indemnizaciones á que 
ha dado lugar esta expropiación, con más los intereses desde la 
toma de posesión provisoria y las costas del juicio. Hágase sa- 
ber con el original, repónganse las fojas y archívese en oportn- 

Jf. Salva. 



Buenos Aire*, Julio ti de 1893. 

Vistos: No habiendo en autos elementos suficientes para mo- 
dificar la sentencia apelada de foja sesenta y siete y considerán- 
dose equitativo el precio é indemnización que en ella se fija, se 
confirma la citada sentencia, entendiéndose que los intereses 4 
que se condena á la Empresa, son los correspondientes á la di- 
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ferencia éntrela suma oblada y la que se manda pagar, ú estilo 
de los que cobra el Banco de la Nación Argentina en sus des- 
i lientos, y que las costas son á las que se roliere la ley de la 
materia. Repuestos los sellos, devuélvanse. 



BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUKGE. 



CAUSA IX XX IV 



El Capitán de la barca ¡phigenia, contra fíemberg y f\ por 
cobro de fletes; sobre preferencia de créditos 



Sumario. — Los gastos de justicia hechos en el interés común 
de los acreedores, tienen preferencia respecto del importe del 
flete, sobre el crédito de préstamo hecho sobre el mismo flete y 
el de sueldo? de la tripulación. 



Caso, — Depositado por Bemberg y O el importe di 1 flete 
debido al Capitnn de la barca Iphigenía, se suscitó cuestión 
sobre preferencia para ser pagados con dicho importe entre el 
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Capitán, por los gastos judiciales causados para obtener su 
pago» el Banco de Italia, por un préstamo he- '10 sobre el flete, 
J los tripulantes del buqun, por sueldos. 
Se declaró la preferencia de nstos últimos por el siguiente: 



Buenop Aires, Noviembre 93 de 1894. 

Por los fundamentos aducidos en el precedente escrito (i), 
se declara de preferente abono los créditos correspondientes al 
Banco de Italia y a los tripulantes del c Ipbigenia », los cuales 
deberán satisfacerse de los fondos existentes ú disposición del 
Juzgado, previa liquidación que practicará el actuario, entre* 
gándose el exceso al doctor Barcos, por sus honorarios devenga- 
dos en el juicio, etc. 

Juan del Campillo. 



MI* 4* to tapmut Iferl* 

Buenos Aires, Julio 6 de 1895. 

Vistos y considerando: Que la cuestión traída para el cono- 
cimiento de esta Suprema Corte tiene por objeto la determi- 
nación del Arden en que deben ser pagados los gastos de justi- 
cia hechos en el interés común de los acreedores y los créditos á 
que se refieren los incisos tercero y quinto del artículo mil quí- 

[ 1 J El doj Banco do Italia y los tripulantes. 
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Diento» setenta y cinco del COdigo de Comercio. Que planteada 
asi la materia del debate, el derecho preferente para el pago 
de los gastos de justicia, se halla expresamente declarado 
tanto por el artículo tres mil novecientos del Código Civil, 
como por el citado artículo mil Trescientos setenta y cinco del 
Código de Comercio, que establece los privilegios sobre el flete 
en el Arden en que están consignados en el mismo los créditos 
privilegiados, figurando en primer término los gastos de justicia. 

Por esto, se revoca el auto apelado de foja doscientos noven- 
ta y ocho. Repuestos los sellos, devuéhanse. 

BENJAMIN PAZ, — LUIS V. VARELA. - — 
ABEL DAZAN. — OCTAVIO BUWGE. — 
JUAN £ * TOIH1ENT. 



CALMA Í LIXV 



Don Manuel Quitada contra Don Pedro A. Garíland, por pro- 
cedimiento de apremio; sobre denegación de recursos 



Sumario. — En el procedimiento de apremio, no corresponde 
el recurso de apelación contra ta sentencia que manda llevar 
adelante la ejecución. 



F*H» del Jites Federal 

ííuenrt* Airea, Junio 5 de 1895. 

Vistos y considerando: 1° Que para justificar el actor su 
derecho ¡i exigir por la Tía de apremio el pago de bus salarios 
devengados como comisario del vapor «Tiempo», ba presentado 
el documento privado corriente á foja 3, cuya autenticidad ha 
sido reconocida por dou Pedro Sienrra t en su carácter de agen- 
te del citado vapor. 

2 o Que preparada así la na de apremio, y hallándola el Juz- 
gado procedente en derecho, despachó mandamiento contra el 
señor Pedro A. Gartland.duifiodel expresado vapor, de acuer- 
do con lo dispuesto en el artículo 313 de la ley de Procedi- 
mientos. 

3 a Que opuesta por el ejecutado la excepcion.de inhabilidad 
del título, no ha sido negado el carácter invocado por el actor, 
ni tampoco el del agente del vapor « Tiempo >, señor Pedro 
Sienrra, quien ha podido contratar los servicios del primero, 
bajo l¿< responsabilidad es y obligaciones que la ley impune al 
propietario del buque. 

4 o Que, finalmente, la excepción opuesta no procede en la vía 
de apremio, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 315 de 
la ley nacional de Procedimiento». 

Por estos fundamentos, y los aducidos en el escrito que pre- 
cede, no lia lugar, con cortas, á dicha excepción y llévese la 
ojeeucion adelante, hasta hacerse pago al acreedor del capital, 
intereses y las coitos del juicio. Repóngase la foja. 



Juan del Campillo. 
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GartUnd interpuso recurso de apelación y nulidad, que te 
fueron negados. 



t «II* «• l» iHprtm Carte 

Buenus Aire*, Julio ü Je 1895. 

Vistos en el acuerdo: Tratándose en el presente juicio del 
procedimiento por la vía de apremio, autorizado por el inciso 
tercero del artículo trescientos ocho de la ley de procedimien- 
tos, y no procediendo en tal caso el recurso de apelación contra 
la sentencia que ha mandado llevar adelante la ejecución, cmi 
arreglo á lo dispuesto en el artículo trescientos veinte de la ci- 
tada \¿y , se declaran bien denegados los recursos interpuestos 
por la parte de Gartland . Agregúense estas actuaciones a los 
autos de su referencia y remítanse al Juez de la causa. Repón- 
gase el papel. 

BENJAMIN PAZ . — LUIS V. VARELA. — 
AbEL RAZAN, - OCTAVIO BUKGE. — 
JUAN E. TORRKHT. 
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€\AVHA 11,1111 



Contra M a urnas y Dodern, y el cap! tan del vapor irujlvs 



Sumario. — El einliarquc de frutos del país sujetos á dere- 
chos de exportación, ver i tiendo sin haber obtenido el boleto co- 
rrespondiente, es castigado con la pena d<- comiso de loa frutos, 
y con una multa igual ú su valor á loa que lian intervenido en 
la operación sin haber cumplido por su parte con las obligacio- 
nes que les corresponden. 



Casa. — Resulta de las siguientes piezas: 



RESOLUCION DE ADUANA 



Hosario. Julio 18 de 1893. 

Y vistos : Estos autos seguidos para esclarecer la denuncia 
hecha por el otictil de sección, señor Correa, la que corre á foja 
una, y resultando : 

Que las declaraciones del señor Federico Morel, represen- 
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tante de los señores Han mu» y Dodero (corrientes de fojas 2 a 
3} como asimismo las del señor Roberto C. Baines, represen- 
tante del Ferrocarril C. Argentino (corrientes de fojas 15 á 16); 
los agentes señorea Haumus y Dodero fueron quienes mediaron 
para que el sebo fuera embarcado en wagones en la barraca 
c Central» y trasportado por cuenta del señor Peez al costado 
del ta por «H. M. Pollock». Que con las declaraciones de am- 
bos se comprueba lo siguiente : 

Que el día 1 i de Junio convinieron por parte del Ferrocarril 
Win* y por los señores Man mu» y Dodero el otro, de ta manera 
que se iba á proceder al embarque de las 80 bordalesas de sebo, 
y que éste so efectuó el día 15, y que el 16 á las dos y media p. 
ni. rei ien fué presentado en la me^a de exportación, el boleto de 
embarque por los 80 cascos de sebo que han motivado este ex- 
pediente. 

Que se tu faltado & sabiendas por parte de los señores agentes 
á lo dispuesto por las ordenanzas de Aduana en sus artículos 
549 y 565, los cuales son bien terminantes al respecto. 

Que ios agentes del vaporen su declaración de fojas 2 a 3, 
queriendo disculpar su falta, ueosan al Jefe del Destacamento 
por donde se hizo la operación clandestina, é igual cosa hacen 
con el Guarda, y para* I efecto citan los'artícu los 553 al 565 de 
las citadas Ordenanzas; los cuales todou son en contra de ellos 
mismos, puesto que el Resguardo no podía tomar nota de do- 
cumentos qm- no se le habían presentado, y que ni siquiera ha- 
bían gestionado los interesados. 

Que los mismos señores, para darle mayor fuerza a su defen- 
sa, se presentan nuevamente por conducto del señor Morel (co- 
rrienttí de fojas «i vuelta a 5 vuelta) negando haberse embarcado 
los vascos-sebo á las 5 y media de la tarde, y asegurando habet- 
ae efectuado este el día 15 de 2 V . á 4 p. m. , y al mismo tiempo 
haciendo caraos al Guarda de á bordo por no haber cumplido 
este con el artículo 869 de las Ordenanzas de Aduana. 
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T considerando; Que las Ordenanzas de Aduana proveen el 
caso presente en los artículos 1025 al 1028, y habiéndose cons- 
tatado por los mí amos cargadores que embarcaron los ochenta 
cascos de sebo sin documentos de ninguna especie. 

Que en nada atenúa la falta cometida por los agentes y car- 
gador, al impugnar al Guarda no haber cumplido éste con lo 
diapuesto en el artículo 860; pues aquellos debieron haber cum- 
plido primero con lo que les prescriben los artículos 540, 565 
y 568 para exigir del Guarda el cumplimiento de lo dispuesto 
en el artículo 570 y 870. 

Que los señores agentes, en el afán de salvar de la pena ú que 
se han hecho acreedores, tanto ellos como el cargador y capi- 
tán lid vapor, artículos 998 y 1024., no se lijan si los artículos 
que citan les favorece 6 no; la prueba la tenemos en la cita que 
hacen del artículo 869, sin fijarse que para que el Guarda diera 
cumplimiento ú él, era necesario que los interesados hubieran 
cumplido primero con lo dispuesto cu el 879 de las citadas Or- 
denanzas. 

Que es indudable que la operación de que se lea acusa y juz- 
ga, ha sido hecha con premeditación y ésto se prueba con lo si- 
guiente: el día 14 de Junio se arreglan con la Empresa del Fe- 
rrocarril para que ésta baje en wagones la carga hasta el costado 
del vapor, que hacía dos 6 tres días estaba allí atracado sin ha- 
cer la operación de carga hasta ese día; el 15 por la mañana se 
entregan en ta Barraca del Ferrocarril los cascos ya citados y 
ese mismo día los llevan al costado del vapor y los cargan en 
circunstancias que el empleado estaba ocupado en otro punto 
por no tener documento ninguno para el «H. H. Polloek»; lle- 
gad día 16, y el Guarda, cumpliendo con la consigna que tenía 
desde días antes por sospechas, va y se encuentra con que el 
vapor, sin tenor documento que acreditara la legalidad de la 
operación, había cargado ochenta cascos sebo. Acude el Guarda 
á la Empresa del Ferrocarril y allí sabe que fueron cargados en 
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wagones en la barraca de ésta Empresa, allí mismo no habí i 
documento que pudiera salvarlos, ya estaba descubierto el frau- 
de, y so apresuran recien i sacar el boleto. ¿Por qué no lo sa- 
caron el día 15 por la mañana, antes de embarcar los cascos, 
puesto quu ya habían convenido la manera de conducirlos ul 
costado del vapor? Eso prueba que si el Guarda no descubre el 
fraude, tampoco se presentan á sacar el boleto de práctica. 

Por estas consideraciones esta administración, justando, falta 
de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 998 y 102* de las 
Ordenanzas de Aduana, declarando, y asi lo declara, incurridos 
en la pena de comiso á los 80 cascos sebo, y debiendo pagar una 
multa igual al valor del comiso los señores Maumus y Dodero 
y una cantidad igual el capital) del vapor (artículo 1024 de las 
Ordenanzas de Aduana), todo ello á favor de los descubridores 
y aprehensores (artículos 1029 y 1030). 

Habiéndose despachado ya el vapor «H. M, Pollock», sus 
agentes Jos señores Maumus y Dodero son los responsables por 
los artículos 858 y 863, y por consiguiente á ellos se les exi- 
girá la pena impuesta al tapítan del mencionado vapor, lo que 
se les hará saber á los efectos de los artículos 1031 y 1032 de 
las citadas Ordenanzas. 

Con iuter vención de la Alcaidía precédase ¿ la venta en pú- 
blico remate de los ochenta cascos sebo, y fecho pase á Conta- 
duda y Tesorería, á los efectos de los artículos 1039 y 1030. 

Ejecutoriada que sea y repuestos los sellos, archívese. 



José de Caminos. 
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Falla del Jim* Federal 

* 

Rosario, Mnyo 11 de 1891. 

Vistos y considerando : I o Que la mercadería fué cargada el 
15 de Junio de ÍHi)'A> y el permiso para esa carga, fu»' solicita- 
do y obtenido recién el día siguiente 16, contrariando así lo 
dispuesto en los artículos 549 y 565 de las Ordenanzas de 
Ad uaná. 

2" Que esa omisión se encuentra penada por los artículos 
998 y 1007 de las mismas Ordenanzas, con el comiso de la 
mercadería cargada Je más, y con una multa igual al valor del 
comiso, que deberá ser abonada por el capitán del buque y en 
beneficio del descubridor y aprehengor. 

3 Que mediante los documentos de foja 20 y foja 98, los 
señores Maumus y Dodero que han solicitado el permiso de em- 
barque de los 80 cascos de sebo, son los únicos consignatarios ó 
dueños deesa mercadería unte la Aduana; desapareciendo así 
la personalidad de Peei, y aunque éste fuese el verdadero dueño 
de la mercadería embarcada, máxime jando la presentación á 
la Aduana de Maumus y Dodero, aparece verificada con un día 
posterior al libramiento de las papeletas de foja 25, firmadas 
pur Peez. 

4° Que dado lo anterior, innecesaria en la participación de 
Peez en este expediente, desde que en él, y subrogando a Peez, 
Maumus y Dodero ban tomado intervención directa y son los 
exclusivos y únicos dueños para la Administración de lientas 
de los ochenta cascos de la referencia. 

5 a Que asumido así por Maumus y Dodero el rol que les co- 
rresponde legalmente, de dueños de la mercadería que, por la 
infracción de los artículos do las Ordenanzas de Aduana antes 
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recordados, debe caer en «•omiso, no puede racionalmente in- 
fligirse á loa mismos una segunda pena, á más de la pérdida 
de su mercadería, imponiéndoles la multa por valor igual ai 
comiso que en la sentencia recorrida se impone ú dichos se- 
ñores, 

6 o Que á mérito de la presentación hecha á la Aduana» de los 
documentos de fojas 26 y 98, por alaumua y Dodero, dichos se- 
ñores han asumido asimismo el rol de agentes del vapor carga- 
dor, que par;i e3e naje tenía el carácter de paquete (informe 
de la A<1 ministril o ion de Rentas, foju 90). 

7° Que el artículo 1007 de las Ordenanzas establece que en 
los casos de carga excedente, como ha sucedido en el que si» jinz- 
ga (artículo 641), el capitán de! buque abonará una multa 
igual al valor del comiso, prescribiendo los artículos 858 y 863 
de las mismas Ordenanzas que los agentes de ios vapores serán 
responsables mancomuut et in nalidum por los derechos 6 penas 
pecuniarias que sean debidas Ó á imponerse al vapor cargador. 
Testóos racional : evapores con privilegio de paquetes como 
lo fué en este viaj i <H. D. Pollock», tienen derecho á zarpar 
del puerto antes de cerrar registro y dtd arreglo definitivo de 
sus relaciones aduaneras; natural es entonces, que los agentes, 
consignatarios ó cargadores del buque ya ausente, á quien repre- 
sentan. Bean responsables ante el Fisco de los derechos, multas, 
ó conminaciones que pesen ó puedan pesar sobre la embarca- 
ción ausente. 

Por estos fundamentos, se modiGca la sentencia adminisrra- 
tivu de foja 19 y se declara que los señores Maumus y Dodero 
son los dueños de los 80 casóos sebo á que se refiere este expe- 
diente: que dichos cascos caen en comiso, siendo ésta la pena 
impuesta á los predíohos señores Maumus y Dodero ; que el ca- 
pitán del «Pollockt es pasible de una multa igual al valor del 
comiso, y á favor de los descubridores y aprehensores, de acuer- 
do con lo dispuesto en los artículos 1029 y 1030 de las Orde- 
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nao/a*. Y por último que los prcdichos agentes del tPollock», 
señores Mautmis y Dodero, son responsables personalmente de 
la multa impuesta al capitán. 

Notifiques*, repóngase, y comuniqúese ú la Administración 
de Rentas A sus efectos. 



Es un hecho constante y reconocido, que los ochenta cascos 
de sebo á que su reíiere esta causa, fueron embarcados el quince 
de Junio á la tarde, sin que para ello se requiriera la interven- 
ción de las autoridades de Aduana en forma alguna. 

Con ello se infringió manifiestamente la ley. El artículo 565 
de las Ordenanzas prescribe para la legalidad de aquella opera- 
ción, las autorizaciones expresamente consignadas en los ar- 
tículo* 549 y siguientes, ésto es: 

I a Permiso de la oGcina de Registros por duplicado y en el 
papel sellado correspondiente, con designación del buque, des- 
tino, marcas, y números de los bultos, especie, cantidad de fru- 
tos, punto p r donde han de embarcarse. 

2 o Presentación del boleto de permiso, firmado por el j efe 
respectivo, al Resguardo, toma de razón, asiento en los libros, 
y designación del empleado que ha de tomar razón y anotar en 
el boleto de permiso los bultos á medida que se vayan embar- 



So comprende las exigencias de estas medidas prévias; y 




VISTA I>r.L SE$01I PltO CURA O Ott GENEIlAL 



Buenos Aires, Abril IT de 1895- 




cando. 
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tratándose de efectos sujetos á derechos de exportación, la do 
U firma del fiador abonado, á satisfacción de la Administra- 
ción, que responderá de mancomum et insotidum con el carga- 
dor, por eJ importe de Loa derechos. 

Los frutos se presentarán al Resguardo, según el artículo 
568, y es sólo después de confrontados con las papeletas y apre- 
ciada la exactitud de marcas, números, peso, y cantidad, que 
hará el resumen de las papeletas, y anotará su resultado en el 
boleto, según el artículo 577. La ley haqueridu evitar el frau- 
de; por ello pena la omislou de los procedimientos prescríptos, 
con pena de comiso y multa al capitán del buque, seguu el ar- 
tículo 1007 de las Ordenanzas. 

No obsta á la aplicación de estas penas, e) que los Guarda 
no estuviesen presentes el día del suceso; cualquiera que fuera 
la causa de su ausencia, no excusa la violat ionde las leyes y la 
omisión de todos los procedimientos proscriptos en ellas, de 
parte del cargador y capitán, únicos responsables de las conse- 
cuencias de esa violación, como con justicia lo expresa el Pro- 
curador Fiscal en su vista de f.tja 95. 

La presentación tanlía para obtener el boleto de permiso, 
cuando ya el permiso y los procedimientos tendeutes i garan- 
tir al Fisco eran inútiles, bebiendo las mercader ías einbarcá- 
dose clandestinamente, no desvirtúa las prescripciones penales, 
menos aún si se observa, que aún reconociendo que la denuncia 
escrita fuese presentada con horas ó minutos de posterioridad 
ul descubrimiento del embarque clandestino, siendo anterior 
al parte, lo es también al momento de la solicitud de permiso, 
■egun las declaraciones del sumario. Ese mismo permiso no ex- 
cusa la violación de las leyes, ni imposibilita la consumación 
del contrabando. 

Es evidente que podría dejarse sin efecto, haciendo poner la 
nota correspondiente ¿amparar otro tanto de los efectos ya em- 
barcados. 
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Si tos errores de cálculo ú otros pueden ser materia de ate- 
nuación de pena, ninguna disposición autoriza esa atenuación, 
cuando se trata de violación de las leyes, por malicia ó iguora Li- 
cia (artículo 1058), 

Por ello, lo comprobado ¿ foja 131, respecto á los privile- 
gios «le paquete que gozaba el buque, y fundamentos de la sen- 
tencia recurrida á foja 100, pido ú V. E. su confirmación. 

Sabiniano Kier. 



rail* ** l» C#r*r 

Buenos Aires, Julio 6 de 1895. 

Vistos y considerando: Que el artículo novecientos noventa 
y ocho de Us Ordenanzas de Aduana, pena con el comiso os fru- 
tos del país que se embarguen sin haber obtenido el boleto co- 
rrespondiente, y con una multa igual al valor de los objetos 
embarcados á los que hayan intervenido en la operación, á menos 
que prueben haber cumplido por su parte con las obligaciones 
que les corresponde. 

Por ésto y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, y fundamentos concordantes de la senten- 
cia apelada de foja cien, se confirma, con costas, dicha sen- 
tencia. Repuestos los sellos, devuélvanse 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAR, — 
OCTAVIO BVNCE. — JUAN E. TO- 
MEHT. 
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« Al f*A CLXWII 



Don A&hter Hay, contra Don Jorge ;/ Don Meya Ánderson, por 
indemnización de perjuicios ; sobre prueba testimonial 



Sumario,— Los tu¡>t¡gos producidos por el demandante, puo- 
deu ser examinados 1 tenor del interrogatorio presentado por 
el demandado, aún después de cencido el término, si el inte- 
rrogatorio lia sido presentado dentro de él, y el demandante 
ha asentido al examen ordenado por et Juez. 



Caso.— Don Alfredo Salva, por Kay, entalló demanda contra 
los señores Andersou, por cobro de la suma de 12.000 pesos, en 
que estimaba los perjuicios causados, por haberlos demandado 
faltando á un contrato celebrado con su principal, para la trilla 
de una cosecha de trigo. 

Contestada la demanda, se recibió la causa a prueba, y la 
parte demandante presentó á tos testigos Djq Antonio Magra, 
Don Bautista Magra, Don Arturo Beltramoni, Don Rosendo 
Sosa, Don Serafín Cbiolvado, Don Miguel Freyre y Don Ale- 
droMansilla, agricultores y domiciliados en la colonia San (ie- 
naro, para que fueran examinados por el Juez do Faz del de- 
partamento San Gerónimo. El Juez proveyó de conformidad. 
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La parte de los demandados, preteiitó, entro su prueba, escrito 
pidiendo que se librara oficio al Juez do Paz de San GeuaTO, 
para que citara á la audiencia que designase, a Don Antonio 
Magra, Don Bautista Magra, Don Arturo Beltramoni, Don 
Rosendo Sosa, Don Serafín Chiolvado, Don Miguel Freyre y 
Don Alejandro Mandila, allí residentes, & fin de que contesta- 
ran al interrogatorio que presentará en el acto. 

VA Juez proveyó de conformidad. Respecto del testigo Anto- 
nio Ilcltramoni, es de notarse que con u ntcrioridad, la misma 
parte lo había presentado como testigo, expresando que era 
agricultor. 

Dcspes de esto, presfntú la citada parto de Anderson ex- 
poniendo: que le convenía que los testigo^ que últimamente 
Labia presentado, declararan ante el Juez de la causa, y pe- 
día que para ello señalaraaudiencio, debiendo citarlos por me- 
dio de oficio al Juez de L'az de San Genaro. 

Kl Juez proveyó de continuidad, por auto de fecha 7 de Fe- 
brero de 1894. 

En 27 de Marzo, el apoderado de ton demandados presentó 
escrito exponiendo: que el término de prueba empezó á correr 
el 21 de Noviembre de ;893, y vonciú el 27 de Diciembre del 
mismo; que los demandados no lian cumplido con lo precep- 
tuado en el artículo 120 de la ley de Procedimientos, en lo 
que se refiere á los testigos ofrecidos (escrito de foja 32), con 
excepción de Antonio Beltramoni; que atento lo expuesto, y 
lo resuelta |>or la Suprema Corto en otros oasos (VII, 295; 
X 11,76; XX, 133), se oponía ul examen de \m referidos testigos, 
y pedía se procediera conforme al estado de la causa, con costas 
si la parte contraria se opusiese. 

El Juez mandó que informara él actuario; y en este estado la 
parte demandada presentó escrito exponiendo: que su prueba 
la había pedido en término, y era referente á los mismos tes- 
tigos del demandante, á lin de que fueran repreguntados, en 
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presencia del .Tu» ; que la parte contraria había tenido lo* au- 
tos la mayor parte del término de prueba, guardados en su ca- 
ía, pues su abogado se había marchado á Buenos Aires, deján- 
dolos encerrados, por lo que le pidió que no presentara escri- 
to, á lo que accedió. 

Evacuando el informe ordenado, el Secretario expuso con fe- 
cha 26 de Jumo de 1894; que el término de prneba se halla- 
ba vencido con exceso; que cuando seofrcieron toa testigos, de- 
signados* en el escrito de foja 32, no se acompañó la lista de 
ellos ; que respecto de la fecba en qutí el demandante sacó los 
autos de la oficina, consta del libro de recibos que fué el 7 de 
Octubre de 1893, sin que en el mismo libro conste la fecba de 
sn devolución. 



Falla 4*1 Jw*> Federal 

Rosario. Agostó 25 de 1894. 

Visto: el llamamiento de foja.., relativo á los testigos presen- 
tados en esta causa. 

T considerando: i a Que aquellos á que se refiere el escrito 
de foja 32, del Procurador Garcilaso, no son testigos meros 
que su parte baja ofrecido para que declaren en esta causa, sino 
los mismos presentados por la contraria en sus escritos de fojas 
22 y 24. 

2 o Que siendo esto así, el interrogatorio correspondiente de 
Garcilaso, implica solamente un pliego de repreguntas, que por 
la ley y jurisprudencia está autorizada á formular la parte 
contraria de aquella que baya presentado los testigos como ta- 
les, subordinándose en todas esas repreguntas, á laa formula- 
das por la parte que directamente ofrece la prueba testimonial . 
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3" Que siguiendo Mi en un todo el destino que alcanzasen loa 
testigos directos, la parte que repregunta no se encuentra ba- 
jo ta éjida del artículo 120 de la ley nacional de Procedimientos, 
cuyo cumplimiento sólo compete licuar a la parte primera que 
presentó los testigos referidos, 

4 o Que de lo [interior se desprende, que si Ioü testigos ofre- 
cidos por hiparte de Kay han prestmJo declaración, como en 
efecto lo han hecho a fojas 3 vuelta y siguientes, la parte de 
Auderson tiene perfecto derecho para repreguntarlos. 

Por tanto: se resuelve, se practique la prueba ofrecida por 
la parte que representa Garcilaso, debiendo estarse a Lq día- 

G. Escalera y Zuoiria. 



¥mUm *e la IvprraM C*rt* 

Buenos A i reí, Julio 13 de L895. 

Vistos: Por el primero de sus fundamentos, y considerando 
además, que la parte que hoy reclama ha asentido al eiámen 
de los testigos ordenado por la providencia de foja treinta y 
dos vuelta, se confirma, con costas, el auto apelado de foja se- 
tenta y cinco vuelta; y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. — 
ABEL BASAN. — OCTAVIO 6UNGE. — 
JUAN E. TORBENT. 



FALLOS DE LA SQNlENA COATE 



CAUSA tXXXVIll 



Don Miguel A. y Don Manuel Yictorica, contra ffonJosé de Paoíi 
ylton Antonio Maestro, por rescisión de locación y desalojo; 
sobre litis-pendeneia. 



Sumario. —No justificándose U preexistencia de un juicio 
de la misma naturaleza del promovido, no procede la excepción 
de HtÍE-pendeucia. 



Caso. — Ala acciou promovida \nr resriscion de locación y 
desalojo, se opuso la excepción de litis-pendencia, y se probó qne 
ante otru Juzgado se bailaba pendiente un juicio ejecutivo por 
cobro de alquileres. 



Falle ¿el Jwi Federal 



Buena» Aires, Noviembre ;,0 du 189-1. 



Autos y vistos : Considerando: i° Que según la propia confe- 
sión de uno de los demandados (foja 56), éstos no han cumplí- 
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do con lo pactado en el contrato de arrendamiento celebrado con 
]Oa señores Víctor ka, 

2 a Que recibido el juicio ¡i pruel a para que se justifique la 
excepción de litis-peudencia, opuesta por de Paoli, la produ- 
cida por éste no ha justificado la existencia de un juicio de la 
misma naturaleza del que se ventila por este Juzgado, lo que 
hace improcedente la acción intentada. 

Por esto y Jos fundamentos adietóos en el escrito de foja 51 , 
noba lugar, con costas, á tas esci pelones opuestas, y contéstese 
el traslado do la demanda en el término de ley. Repónganse las 
fojas. 




Buenos Aires, Juüu 13 de 1895, 

Vistos: No justiücando la prueba producida, como lo estable- 
ce el auto apelado, ta existencia ante otro Juez, de un juicio un 
la misma naturaleza del que se ventila ante el inferior, be con* 
firma, con costas, dicho auto, corriente á foja setenta y cinco 
vuílta. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BEKJAH1N PAZ. — LUIS V. VA II El. A. — 
ABEL JSA2AN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT, 



i 
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CAUSA «XX\I% 



la Compañía de Mandatos y Préstamos, contra Don retipe 
ftclsan Paye, por cobro de pesos, sobre incompetencia (te los 
Tribunales locales; recurso de sentencias de los Tribunales 
de la Capital. 



Sumano. — En las causas de jurisdicción federal por razón de 
personas, el convenio de las partes de someterse, en todo lo que 
respecta al contrato, á los Tribunales de la Capital, justifica la 
competencia de estos para conocer en la ejecución de diebo con- 
trato. 

Caso. — Resulta délas siguientes piezas: 



SENTENCIA DEL JUEZ DE 1" INSTANCIA 

Resultando: Que a foja 14 se presenta Don Carlos Navarro 
Lámar en, en representación de la Compañía de Mandatos y 
Préstamos del Río de ta Plata, Limitada, demandando a Don 
Felipe Nelsoa Pagc, por cobro de la suma 42.250 pesos moneda 
nacional oto sellado, importe del capital é intereses de dos prés- 
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tamos hipotecarios luchos á dicho señor. Que áfoja 16 el Juí- 
gado ordenó se librase mandamiento contra el deudor, habien- 
do librado *I< orrespond ¡ente exhorto al s>euor Juez de lo Civil 
y Comercial del departamento de Concordia, provincia de Kntre- 
Rios, para un cumplimiento, el cual fué diligenciado A foja 
35, habiéndose tomado razón de ¿1 en el Registro de hipotecas, 
embargos é inhibiciones de la ciudad de Corcordia, según cons- 
ta á foja 36. 

Que citado de remate el deudor, opuso á foja 55, las excep- 
ciones do inhabilidad del título, espera é incompetencia. 

Que Afoja 60 el representante de la Compañía demandante, 
contestando á dichas excepciones, manifiesta que en cuanto á la 
de inhabilidad, para demostrarla falta de fundamento de dicha 
excepción, hasta tenor presente que la ley de moratorias se re- 
itere únicamente á las operaciones comerciales, mientras que 
ésta es puramente civil. 

Que respecto á la de espera, que es falsa la afirmación que 
hace el ejecutado para basar la excepción, por cuanto nunca ha 
existido la promesa de espera que invoca el demandado; y en 
cuanto á la de incompetencia, q:ie ya se ha pronunciado sobre 
esta excepción en cuanto aparece fundada por el ejecutado en 
la Oftlidiid que se atribuye de extranjero, no pudiendo alegar 
que sea vecino de ta provincia de Entre-fíios, por cuanto al ce- 
lebrarlos contratos con la Compañía, constituyó domicilio le- 
gal en esta Capital. 

Que A foja 63 fué abierta la causa á prueba, habiéndose 
producido la que expresad certificado del actuario, corriente á 
foja 116 vuelta. 

I o Y considerando en cnanto á la excepción de inhabilidad 
del título: que la ley de moratorias, en que se funda dicha ex- 
cepción, se refiere únicamente a* las operaciones comerciales, y 
así lo reconoce el deudor en su alegato de foja 185, sosteniendo 
que su obligación tiene ese carácter. 
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2 o Que la acción que se deduce deriva evidentemente de un 
contrato de mutuo (articulo 2240 del Código Civil), y lo reco- 
noce también el demandado en su referido alegato. 

3- Que esto establecido y si bien es cierto que el artículo 7 del 
Código de Comercio establece como regla general, que si un 
acto es comercial para una sola de las partes, todos los contra- 
yentes quedan, por rason de él, sujetos á la ley mercantil, este 
principio reconoce excepciones, y precisamente el articulo 55 
del mismo Código, reuriéndose al mutuo dice : que este contra- 
to esta sujeto á las leyes mercantiles cuando la cosa prestada 
puede ser considerada género comercial y tiene lugar entre co- 
merciantes, o teniendo por lo menos el deudor esta calidad ; re- 
sultando, pues, de los términos expresos de esta disposición que 
el contrato de mutuo á* que se refiere la escritura de fojas 2 y 
8 no es comercial, por más que pueda ser considerado como co- 
merciante el acreedor . 

4 Ú Respecto de la excepción de espera, que habiendo sido ne- 
gado categóricamente el hecho por la parte actora, foja 61, 
corresponde al demandado la prueba del mismo (Ley l\ titulo 14, 
partida 3*), sin embargo de lo cual uo se ha presentado prueba 
alguna al respecto, pues ni las declaraciones de fojas 77 vuelta 
y 78, ni las posiciones de foja 17 i, se refieren eu nada a la 

expresada excepción. 

5" Por loque hace á la de incompetencia: debe observarle 
desde luego que el ejecutante manifiesta á f>jn 61 que su so- 
lución depende de la prueba que se presente, respecto de la 
calidad de extranjero <itie se atribuye el ejecutado, correspon- 
den*}? por lo tanto examinar la prueba producida. 

6" Que ésta consiste en las declaraciones de Jorge Dicken- 
son, foja 77 vuelta, y Pedro Holtertdes, foja 78, y en las posi- 
ciones de foja 176. La prueba testimonial carece de mérito por 
ser singular, pues sólo el testigo Diekensun declara constarle 
que Nelson Page es extranjero (Ley 32, título 16, partida 3 a ). 
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Respecto de las posiciones üefoja 176 <lebe ante todo obser- 
varse qne ta última parte del artículo 133 del Código de Proce- 
dimientos, establece que ai el citado no compareciese ¡i de* 
clarar, á pesar del a ¡M rcibi miento que se le haga, el Juez al 
sentenciar, lo tendrá por confeso, si el interesado lo pidiere ; 
que el apercibimi< oto decretado á foja 146» fué únicamente el 
de dar por absueltas las posiciones ; que esto mismo fué lo soli- 
citado á foja 151 por el deudor, sin que por ninguna parte a* 
haya pedido que se tenga por confeso al ejecutante. Que por otra 
parte, la 2' pregunta del pliego de foja 176, no versa sobre un 
hecho personal 6 propio del ejecutante, razón por la cual, y por 
lo anteriormente expuesto, no se tiene por confesa á la Conpa- 
iiía demandante en esa posición. 

7* Que tampoco puede hacerse lugar á dicha excepción, por 
el beclio deque el demandante se halla domiciliado en la pro- 
vincia de Entre-Rios, porque en la escritura de foja 2 y foja 
8 ha convenido expresamente que el pagq lo verificaría en esta 
ciudad, calle de San Martín número 36, donde constituyó do- 
micilio especial, de donde resulta i mproeedente este f lindamen- 
te déla excepción, porque a loa efectos del presente juicio el 
deudor constituyó domicilio en esta Capital. 

8" Que como obsor vacíen general A los dos considerandos an- 
teriores, debe observarse también en quelaa escrituras mencio- 
nadas el deudor se somete en loque respecta á este contrato á 
los Tribunalasde la Capital, sin hacer excepción alguna y sin 
expresar que se reñere únicamente á los Federales, 

9° Que no hay incompetencia en razón de la naturaleza de ta 
causa, porque la que se ejercita es una acción personal, y la hi- 
poteca no es más que un accesorio del contrato (articulo 3108, 
Código Civil), y asi lo reconoce expresamente el ejecutado A foja 
186. 

10" Que tampoco tiene consistencia el fundamento de la ex- 
cepción basado en el inciso 3, artículo 4 o del Código de Procedí- 
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mié utos, pues como ja se ha demostrado, el deudor en Jas escri- 
turas de fojas 2 y 8, constituyó su domicilio en esta Capital á 
los efectos del cumplimiento del contrato á que ella se relie re. 

Por estos fundamentos, fallo: no haciendo lugar á las excep- 
ciones opuestas á foja 55 y mando llevar la ejecución adelante 
hasta hacerse íntegro pago al acreedor del capital, intereses y 
costas, regulándose en 1400 pesos moneda iuicion.il, los ho- 
norarios del Doctor Bilbao, en 500, los del Procurador Bour- 
dieu y en 80 de igual moneda los de Navarro Lamarcn. 

Así lo pronuncio, mando y ürino en Buenos .Vires, Capital de 
la República Argentina, á diez y ocho de Setiembre de 1893. 
Repónganse las fojas. 

Luis f 7 . Pos.se. 

Ante mi : 

E. A. Pt sarro, 

VISTA DEL FISCAL DE LAS CAMARAS 

Buenos Aires, Junio 11 de 189-1. 

Enema, Cámara : 

Selia i avocado como cansas de inc. apetencia del inferior : t" 
la diferencia de nacionalidad entre el actor y el demanda- 
do; 2° la diferencia de vecindad entre los mismos; 3° la natura- 
leía de la acción. 

Durante el término de prueba, sólo un testigo ha dicho que el 
demandado es Norte- Americano, contestando á una pregunta 
del interrogatorio de foja 77, por la que ae trataba de compro- 
bar que era Inglés; esta testimonio, por sa singularidad y la con- 
tradicción entre el hecho asegurado por el excepcíonante y la res- 
puesta del testigo, carece en mi concepto de fuerza probatoria. 
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Las posiciones dadas por absueltas en rebeldía, no tienen en 
este caso La eficacia que el actor pretende atribuirles, según 
las consideraciones que aduce el inferior y con las cuales estoy 
de acuerdo. 

Después de dictada por V. E. la providencia de autos, foja 
206, el demaudado ha acompañado el documento de foja 210, 
para comprobar que es extranjero ; pero V, E, no puede tomar 
en consideración ese (.demento do prueba, porque el artículo B06 
del Código de Procedimientos, que admite las pruebas que con- 
sistan en documentos públicos, tiene que concordarse con el 
245 que fija la época en que esos documentos pueden ser admi- 
tidos y rechazados por completo todos los que sean presentados 
después dj la providencia de autos. 

La causal de diferencia de vecindad no es procedente en vis- 
ta de los términos del contrato pe lija esta Capital como domi- 
cilio de los contratantes y uno y otro consienten en someterse 
á la jurisdicción de los jueces del territorio de la Capital, pa- 
ra Ja decisión de las controversias que surjan con motivo del 
mismo. 

La naturaleza de la acción tampoco es procedente, desde que 
se trata de una acción do mutuo, que e¿ personal, y que no pue- 
de ser modilicada en su esencia por la constitución accesoria 
del derecho real de hipoteca. 

Por lo expuesto, creo que V. E. dube confirmar el fallo 
apelado, en lo que concierne á la acción de competencia» 

Carlos l. Siarenco. 

ACUERDO ¥ SENTEÍU.IA DE LA EXCELENTISIMA CAVARA DE 
APELACIONES EN LO CIVIL 

Kn Buenos Aires, Capital de la República Argentina, á 26 
de Junio de 1894, reunidos los señores vocales dt la Eima, Cá- 
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mará de Apelaciones en lo Civil, ea su sala de acuerdos, pata 
conocer del recurso interpuesto en lo* autos seguidos por la 
Compañía Mandatos y Préstamos del Rio de lu Plata (limita- 
da), contr a Nelson Paga, D. Felipe, sobre cobro ejecutivo de 
pesos, respecto de la sentencia corriente Atoja 195, el Tribunal 
estableció la siguiente cuestión: 

¿Es justo el pronunciamiento apelado ? 

Practicado «1 sorteo resultó que la rotación debía tener lugar 
en el orden siguiente: señores vocales doctores Giménez, Molina 
Arrotea y Gelly. 

El señor vocal Giménez dijo: Para dar ini voto por la afir' 
mativa en la cuestión planteada, me bastará referirme á los 
fundamentos «le la sentencia, y las consideraciones del dicta- 
men del señor Fiscal, agregando tan sólo, en conformidad con 
lo expuesto por este funcionario, qne los documentos presenta- 
dos en esta instancia lo lian sido después de ejecutoriada la pro- 
videncia de autos, y sin las solemnidades que previene el artí- 
culo 245 delC ódigo de Procedimientos, Loa señores vocales doc- 
tores Molina Arrotea y Gelly se pronunciaron en igual sen- 
tido. 

Con lo que término el acto quedando acordada lu siguiente 
sentencia. 



Ante mi: 



GELLY. — MOLINA AIMOTBA, 
GIMENEZ. 



Luis Poncey (¡ornes. 



Buenos Aires, Judío 36 de lt»l. 



Y vistos : Atento el resultado de la votación de que ins- 
truye el precedente acuerdo, se confirma cou costas el auto 
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apelado, fijándose en 30 pegos lo* derechos procuratorios de 
Bonrdicu. Devuélvanse y repónganse las fojas. 

JULIAN GELLY. — CAELOS MOLINA 
ARROTEA. — EMILIO GIMENEZ. 

Ante mi: 

■ 

Luis Ponce y Gome-,. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Agosto lfi de 1894. 

Suprema Corte : 

£1 recurso otorgado para ante V. E. procede ante la reso- 
lución de la Cámara de Apelaciones, que es contraria al derecho 
invocado j fundado por la parte recurr ente en la ley de jurisdic- 
ción y competencia de los Tribunales nacionales. Pero vse re- 
curso no se apoya en fundamentos legales, un cuanto al derecho 
reclamado sobre amparo del fuero Federal. El auto de 1" Ins- 
tancia» á foja 186 vuelta, j el fiscal de la Cámara de Apelacio- 
nes á foja 214, han dejado bien establecido que la prueba ren- 
dida dentro del término, es ineficaz; que la declaración de abso- 
lución de las posiciones no implica la declaración de confesas 
cuando la parte no había pedido, ni el Juzgado decretado bajo 
apercibimiento ; que el documento presentado a foja %i0 es es- 
temporáneo, por ser su fecha y su presentación muy posterior 
á la providencia de autos, que cerró i- 1 procedimiento á foja 200, 
y que la causa corresponde al Juez del lugar expresamente 
designado como domicilio de las partes, á los efectos del eum- 
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pliinieuto del contrato. según lo eipresun los documentos de 
fojas 2 y 8. 

Por ello» pido á V. E., se sirva conlirmar la declaración de la 
Cámara, corriente i foja 218. 

Sabiniano Mer. 



fmítm úm ta Buprea» €»rl« 

Buenos Aires, Julio 13 de J893, 

Vistos y conmiserando: Que según consta de la escritra de foja 
una, el demandado convino en someterse en todu loque respecta 
al contrato comprobado por esa escritura, á Iob Tribunales de 
esta Capital, domicilio especial elegido, ü á los del deudor, á 
opción del acreedor. 

Que en consecuencia, al ejercitar la coinpafiia las acciones 
emergentes del citado contrato, ante los Tribunales de la Ca- 
pital, se ha limitado a usar de un derecho amparado por conven- 
ción libremente concluida por el demandado. 

Fur esto y de acuerdo con lo pedido por el ¡je ñor Procurador 
General se continua, con costas, la sentencia apelada do foja 
doscientos dieciocho. Kepuestos lo* sellos, devuélvanse al Tri- 
bunal de su origen. 

BENJAMIN PAZ.— LUIS V, VAHELA.— 
ABEL BAÍA*. — OCTAVIO BU tí CE. 
— JUAN B. TORRENT, 
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« AUNA «XX V t 



Criminal contra Nicolás M/fis Ca tañéis ; por circulación de 
(filíeles falsos de curso le¡/al ij por robo 



Sumario. — i° No puede ser agravada la pena impuesta por 
la sentencia de \* instancia, si no se ha delucido recurso al 
respecto. 

2° Cuando una persona comete dos delitos» uno del fuero fe- 
deral y otro del fuero ordinario, ellos deben ser juzgados suce- 
siva mente unte las respectivas jurisdicciones. 

Cavo. — Resalta del 



Falte del Jmi Federal 

Córdobii. Diciembre 20 de 1891. 

Y vistos: Esta causa por tentativa de circulación á sabien- 
das de billetes de Banco falsificados, formada á Nicolás Niflis 
Calancis, de treinta años, soltero, de nacionalidad griego x do- 
miciliado en la Buca, lugar de la ciudad de Buenos Aires. 
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Resulta: Que La intentado circular billetes falsos que el pro- 
cesado sustrajo á don Francisco Baños, en la Planchada, parti- 
do 25 de Mayo, de la provincia de Bou nos Aires, en cantidad de 
1300 pesos de esa moneda, en billetes de 200, 50 y 10 pesos, 
aparte de 250 pesos moneda nacional, todos ellos contenidos en 
la cartera del citado Baños. 

Que en circunstancia de hacer circular esos billetes por in- 
termedio de su sirviente Miguel Reucuco, que procuró dos veces 
comprar algunos artículo* de tienda en ia Concepción, departa- 
mento San Justo, de esta provincia, fueron detenido-! por las 
autoridades de ese lugar y remitidos á esta Capital, y & órden 
del Juzgado, sin que esa circulación se hubiera llevado á debido 
efecto. 

Que ha jugado de esa moneda, que le fue* devuelta en su may o: 
parle por los ganadores, quieuus solo se quedaron con 20 pesos 
falsos, teniendo lugar estos hechos en el tren en que hacía via- 
je del Rosario á San Francisco. 

Kl señor procurador FÍbcsI acusa á NÍÜis Calaucis como reo 
de tentativa de circulación á sabiendas de moneda falsa, que 
el artículo 02 de la ley nacional de 24 de Setiembre de 4863, 
castiga con trabajos forzados desdo cuatro á siete años, y multa 
de 500 á 5000 pesos, disminuida desde la cuarta parte á la 
mitad, de conformidad á ta regla del artículo 12 del Código 
Penal. 

La defensa no niega los hechos ni la designación de ta pena 
en la ley; pero teniendo en cuenta que esos actos ejecutados 
por Nitlis no h ni causado perjuicio alguno, pide el mínimim de 
la pena. 

Y considerando : Primero: Quédelas declaraciones de Ni- 
flis Calancis y Miguel Rencnco, fojas 18 y 24, se deduce que 
los actos cometidos por el procesado no son de circulación de 
biletes falsos, sino de su tentativa, no seguida de desistimiento 
voluntario (artículos 8 y 10 del Código Penal). 
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Segundo: No consta que los dineros que ha jugado se hayan 
circuladoen esta sección, suponiendo hipotéticamente que el jue- 
go sea la trasmisión capaz de calificar este delito. 

Tercero: Que el robo de billete* legales no importa delito 
que competa A la justicia federal, sino á la ordinaria del lugar 
de su comisión. 

Cutirto: Que para determinar, la penalidad del delito porque se 
procesa á Niflis, es preciso tener en cuenta los articules 50 de 
la ley de bancos garantidos y 62 de la ley nacional ríe 14 
de Setiembre de 1863, que castiga á los que circulen, á los que 
introdujeren ó expendieren billetes ó documentos de crédito de 
un Banco erigido con autorización del Gobierno Nacional, con 
trabajos forzados de 4 á 7 años, siendo los que ha intentadocir- 
culsir Niflis, del Nacional y otros garantidos. 

Quinto: Que la aplicación de esa pena con la disminución au- 
torizad» por el artículo 12 del Código Penal, corresponde en su 
mínimun, al procesado, en atención a la poca importancia rela- 
tiva de la suma secuestrada (artículo 93, ley de 1863). 

Por estos fundamentos y otros que se omiten, definitivamen- 
te juzgando, fallo: condenando á Nicolás Niflis Calancis á su- 
frir la pena de dos años de trabajos forzados, con deducción del 
tiempo de prisión que lleva sufrida y 350 pesos de multa por 
tentativa de circulación de billetes falsos. Y siendoel procesado 
reo de hurto cometido eu la provincia de lluenos Aires, písense 
los antecedentes AA caso, oportunamente al juez que correspon- 
da. Offciese iú Poder Ejecutivo Nacional á los efectos deicumpli- 
inient i de la pena. Inutilícense los billetes falsos secuestrados, 
en la forma acostumbrada y que serán archivados. Hágase sa- 
ber con el original, transcríbase en el libro de resoluctoues, y 
oportunamente archívese. 



C. Moyano Hacitúa. 




VISTA DELSEftOR PROCURADOR GtH ERAL 

Bunios Aires, Julio 2 de 1SÍ»5. 

Suprema Corle : 

La tentativa de circulación de billetes falaos, es un ht¡cl»o 
confesado por el procesado misino; la pena que le impone la sen- 
tencia^ es la qini prescribe la ley de 14 de Setiembre de 1863 
en su artículo 62, atenuada con sujeción á la prescripción de 
su articulo 93 y del artículo 12 del Código Penal. 

La defensa misma reconoce la incontestable justicia de esa 
imposición . 

Observa. sin embargo, que el robo de Iob billetes, que La po- 
dido constituir una circunstancia agravante del delito princi- 
pal, no debe ser materia de otro juicio. 

La observación sería de tomarse en consideración, tratándose 
de los billetes falsos, objeto de la tentativa de circulación ; 
pero con los bil les falsos se robaron también billetes legítimos, 
por la suma de 250 pesos que el procesado empleó en su pro- 
vecho. 

Este robo, constituye un delito diferente 'del de circulación 
y su conocimiento correspondo & la jurisdicción común provin- 
cial, como claramente se deduce do la prescripción del artículo 
38 del Código de Procedimientos i*u lo Criminal. Por elfo, en- 
contrando justa la sentencia de foja 43 ( pido á V. E. su confir- 
mación. 



Sabiniano Kier. 
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Hurtos Aires, Julio 18 de 1895. 

Vistos y considerando* Que el delito por el que se procesa 
á Xicolás Xíitis Calaneis, está completamente averiguado, ya 
deba él ser calificado de tentativa ú de circulación efectiva de 
billetes de Banco, lo que no es necesario apreciar, por cuanto, 
dado el curso traído, está Suprema Corte no puede agravar la 
pena impuesta. 

Que cuando una persona comete dos del ¡tus, del fuero fede- 
ral uno y de la competencia provincial ú ordinaria de la Capital 
6 territorio nacional el otro, ellos deben ser juzgados sucesi- 
vamente ante las respectivas jurisdicciones (artículos treinta y 
Biete y treinta y oclio dul Código de Procedimientos en lo Cri- 
minal). 

Por esto, y fundamentos concordantes de la vista del señor 
Procurador General y de la sentencia apelada de foja cuarenta 
y tres te confirma ésta, con costas. Devuélvanse, 

- 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. — OCTA- 
VIO BUNCE. — JUAN E. TORHENT. 
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4 AL 8 A CXIXXI 



ihm M. Stuecfti, empicado de aduana, denunciando un 
contrabando de himno 

Sumario, — Los empleados de Aduana no pueden presentar 
denuncia ile contrabando é los Tribuuales : deben hacerlas al 
jefe de la Aduana, por conducto de su superior inmediato. 



Caso. — htiü ;M. Stucchi, empleado de aduana, carácter que 
reconocía en su mismo escritu, »e presentó al Juez Federal de- 
nunciado un contrabando de Imano. 



r*ll* «leí «luese Federal 

Huimos Aire*. Julio 1' de 1895. 

Resultando de la propia exposición del denunciante, que éste 
es empleado de la Aduana, atenta la prescripción contenida en 
el artículo 1039 de las Ordenanzas de Aduana, ocurra eta par- 
te donde corresponda. 

Lalannc. 
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de la Éjjjpggfljfj l'wto 

Buenos Aire», Julio 30 de 189b. 

Vistos: Por sus fúndame a tos, se confirma, con costas, el aut 
apelado de foja cuatro; j repuestos los sellos, devuélvanse, 

BEN JABIN PAZ . — LUIS V. VARELA. — 
ABEL BAZAR , — OCTAVIO BUNCB. 
— JUAN E. TORRENT. 



Luxardo,Gwsti y Solimano, contra ct Lloyd Xorte Alemán, 
por cobro de pesos ; sobre incompetencia 



Sumario. — No corresponde á los Tribunales federales do la 
República conocer de reclamos sobre falta de mercad crías trans - 
portadas, cuando en el conocimiento se ha convenido que si 
las hubiese, su arreglaran en Ilreu.cn, con sujeción & la ley do 
Bremen y exclusión de los tribunales de otros países. 
t. % 15 
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Caso. — Don Pedro Diana, por los aeñoius Luiardo Giusti y 
Sol i mano, se presentó al Juzgado exnoníeudo: Que el vapor 
* Leipzig * } perteneciente al Lloyd Norte Alemán, entrado á 
nuestro puerto en Diciembre de 1893, «onda jo para sus repre- 
itntados un cargamento, en el que figuraba uu cajón número 
3080, conteniendo encaje de algodón imitación do hilo ; 

Que ese cajón se entregó á la Aduana en mal estado, y ante 
•Ha se constató la falta de cien piezas de encije número 1 y 25 
piezas número % que al precio corriente en plaza importan 
827,50 pesos m n. 

Que con arreglo al artículo 878, Código de Comeré io, la com- 
pañía á que pertenece el vapor es responsable de la falta cons- 
tatado, y debe abonarle el importe de las mercaderías; 

Que, en consecuencia, entabla demanda por la cantidad de 
837,50 pesos m/n y sus intereses* y pide que oportunamente 
•6 declare de legítimo abono, con costas, debiendo entenderse 
con el agente señor K. vou Einster . 

Acompañó un informe de la Aduana y una cuenta. 

El agente señor von Eiuster, sin contestar el traslado de la 
demanda, queso le confirió, opuso las excepciones de defecto 
legal en el modo de proponer la demanda, y do incompetencia 
de jur: ,dicciou. 

Fundó la primera en el artículo 1045, Código de Comercio, 
•egun el cual no será admitida acción alguna en juicio entre 
Capitán y cargador ó asegurador, que se basu en las esl ínula- 
dones de la póliza de fletainento ó del conocimiento, sin que se 
acompaño alguno de los ejemplares del documento respet".ti?o,re- 
qniaito que no hnn cumplido loa demandante; y la segunda en que 
por el conocimiento Ia3 partes han convenido someter cualquie- 
ra diferencia 4 que diera origen el contrato, á un Tribunal que 
no es el déla República; que ese documento contiene la siguien- 
te cláusula; * si llegase a haber reclamos por daños, falta de 
entrega ü otra causa relacionada con este conocimiento, debe- 
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rán ser arregladas directamente en Bremen, con sujeción a ta 
ley de Breruen, y con exclusión de los procedimientos de los 
Tribunales de otros países »; que esa estipulación no es contra- 
ria á ta moral ni al orden público, y es válida, en consecu-ncia, 
y lia sido admitida por el Juzgado en numerosos casos. 

Pidió que su admitieran las «cesiones, con costas á los Je- 
mandantes. 

El apoderado de éstos, evacuando el traslado conferido, pi- 
dió su recluido con postas. 

Dijo: Que el artículo 10*5. Código de Comercio, no puede 
fundar la excepción de ¿efecto legal, pue« habla de acción que 
se refWe al fondo del asunto, y no de la demanda ó formalida- 
des intrínsecas que debe revestir, parte que corresponde á 1¡ IS 
leyes deforma, cuyos requisitos (artículo 57 de la ley de Proce- 
dimientos), han sido llenados debidamente, y sólo faltando uno 
de ellos prucedería dicha excepción ; 

Que tampoco puede ser aplicable ese artículo, pues él se re- 
fiere á las relaciones entre capitán y cargadores Ó asegurado- 
res, y la demanda, en ni presente caso, versa sobre indemniza- 
ción del importe de mercaderías recibidas a bordo de un buque 
y que no han sido ent regadas á su destino; 

Que b excepción d>- incompetencia es también inadmisible, 
pues con arreglo al artículo 1091, Código de Comercio, los Tri- 
bunal^ de la República deben juagar por las reglas estableci- 
das tm el mismo Código, el contrato de íletametito de un bu- 
que, haya sido estipulado rtintro ó fuera del país ; que el artí- 
culo 1215, Código Civil, establece igual principio para los con- 
tratos que deben tener cumplimiento en la República, de ma-' 
ñera que la competencia del Juzgado es evidente (artículo 10, 
incisa 2 o , ley sobre jurisdicción y competencia); 

Que aún admitiendo como exacta la clausula del conocimien- 
to, ella no puede fundar la excepción de incompetencia, pues se 
oponen á dio los artículos 1206 y 1207, Código Civü; 
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Que la jurisdicoion y las lejvs que 1* reglamentan son de or- 
den público y las convenciones particulares no pueden dejarlas 
sin ofecto, y todo* los acto* prohibidos portas leyes sun de nin- 
gún valor (artículos 18 y 21, Código Civil). 

Que oou la estipulación invocada por el demandado, se pre- 
tende dejar sin efecto las leyes argentinas que determinan la 
jurisdicción y competencia de los tribunales, para atribuir el 
conocimiento del asunto á otros tribunales, que por esas leyes 
son incompetentes, y tal estipulación no puede teuer valor. 



r»ll* del Juei Federal 

Hítenos Aires, Hayo 10 di; 1894. 

Y vistos: Por los fundamentos adm-idos en el precedente es- 
crito, que < I Juzgado considera perfectamente arreglados á de- 
recho, no ha lugar á las excepciones opuestas, con costas, y con- 
téstese, en consecuencia, derechamente la demanda en el tér- 
mino de ley. 



VISTA DLL SEROR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Aliril 5 de 1895. 

Suprema Corte: 

La demanda se refiero á mercaderías embarcadas en puerto 
extranjero, que no han sido entregadas a sus consignatarios, 
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con sujeción a las pólizas do netamente Esta cuestión, por la 
naturaleza del contrato, caería bajo ta jurisdicción nacional, 
con sujeción á lo dispuesto eo él inciso 10, artículo 2? de la ley 
de competencia de 1863. 

Pero contra esta jurisdicción se ha opuesto por el represen- 
tante de la compañía del Lloyd Norte Alemán, la excepción de 
incompetencia, que resulta de la cláusula del convenio de fleta- 
mento consignada en el eon«cimÍentu, que textualmente se 
transcribe a* foja 13. 

Rae conocimiento no ha sido agregado como debiera, según 
el artículo 1045 del Código de Comercio: pero el demandante 
declara á foja 19, f/«e no trepida en admitir i» como exacto. 
porque en nada puede haoer variar la cuestión de competencia,, 
Sin embargo, si el conocimiento existe con el compromiso 
transcripto, c»mo no trepida la parte actora en admitirlo, la ju- 
risdicción del puerto de embarque sería preferentemente admi- 
sible. Ese compromiso, nn afectand i la moral ni leyes de órden 
pública, debe cumplirse como parte integrante del convenio. 

Las leyes, tanto civiles como comerciales, admiten las esti- 
pulaciones de los contratos, que modifiquen el precepto general 
de las leyes y Y. E. lo ha reconocido en un caso análogo al 
actual, registrándose sti decisión en la página 239, tomo 16, 
serie 2 1 de sus fallos. 

Por ello pienso que, comprobada la existencia de la cláusula 
transcripta á foja 13, con presencia del conocimiento que V. E* 
podría man Jar traer ad affectum videndi, el auto de foja 23, 
debiera ser revocado y reconocida la jurisdicción estipulada 
por las partes, en ese ronoci miento. 

Sabiniano Kier. 
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Buenos Aires, Julio 30 do 189i>. 

Vistos y considerando: Que según resulta del conocimiento 
de foja cuarenta y cíuc» lia aido t en efecto, convenido que los 
reclamos que hubiere por daños, falta de entrega ó por otra cau- 
bu relacionada con dicho couoc i miento, se arreglarán directa- 
mente oon la compañía en Bremen, i:on sujeción á la ley de Bra- 
men, y con exclusión de procedimientos ante tos tribunales de 
otros países, 

Que tus convenciones liechas en los contratos forman para 
las partes una regla á la cual deben someterse como á la ley 
misma (artículos mil ciento noventa; siete, Código Civil, y dos- 
cientos siete, Código de Comercio). 

Que las personas, en sus contratos, pueden elegir un domici- 
lio especial para el cumplimiento de sus obligaciones, impor- 
tando esa elección atribuir á los jueces del lugar, la correspon- 
diente jurisdicción (artículos ciento uno y ciento dos del Código 
Civil). 

Por esto, de acuerdo con la jurisprudencia de esta Suprema 
Corte en casos análogos y con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General : se revócala sentencia apelada de foja vein- 
titrés y se declara que el conocimiento de esta causa no corres- 
ponde á la justicia nacioual. Repuesto los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAL — ADEL DAZAN . — OCTA- 
VIO BUNGE. — JUAN E. TORRBNT. 
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Doña Juana Echemendi de Seminario contra Don Carlos Semi- 
nario. Don Juan Vyaldey Don Mariano Sobrado,- sobre falsi- 
ficación de marca de fábrica. 

Sumario. — i n F.lque usa de fina marca registrada á favor de 
otro, incurre en las penas establecidas por la ley sobre marcas 
de fábrica y de comercio. 

3° La denominación c La Argentina >, adoptada como marca 
de fábrica, no es contraria á lo dispuesto por ol artículo 3 de 
dicha ley. 

3" El propietario de la marca * La Argentina» explotada por 
la sociedad « Seminario y O», de ta cual hizo parte y se hizo 
después cargo transmitiendo su activo y pasivo* puede exigir 
que se modifique la denominación de «Seminario y O», que 
otra sociedad use en la fabricación de artículos similares. 



Caso. — Resulta del 

Buenos Aire*» Febrero 30 de 1895. 

T vistos: Estos autos seguidos por Don Luis G. Bordes, en 
representación de doña Juana Echemendi de Seminario, contra 
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Carlos Seminario, Juan U gal de 7 Mariano Sobrado, por falsifi* 
caoion de un» marca tie fábrica, de loa que resulta i 

Queá foja 35 so presenta la demandante exponiendo: Que 
según consta del documento de fojas 1 á 3, su finado esposo 
tenía registrado su nombre y la palabra * La Argentina», con 
los distintivos que la rodean, como marca paru la fabricación de 
chocolates, y esta marca, en Marzo de 1886, fui transferida á 
su nombro con todos los derechos que le eran inherentes. 

Que según consta de los documentos de fojas cuatro ú siete, 
en orhode Abril del mismo año se le acordó el registro dé la 
marca c La Argentina > á nombre de la razón social que había 
determinado usar, o sea < Viuda de Seminario ». 

Que en Knero de mil ochocientos ochenta y nueve, asocio, 
según el contrato que acompaña, por cuatro años que vencían 
el treinta y uno de Diciembre de mil ochocientos noventa y dos, 
á tos señores Carlos Seminario, Santiago Seminario y Juan V. 
Ugalde, en I;i fabricación de chocolates, y sin que en las condi- 
ciones del contrato apareciera comprendido en él. ninguna de 
las marcas, quedando así, de su exclusiva propiedad todas ellas, 
ariemái deque, vencido el contrato, y d ¡suelta la sociedad de 
hecho y derecho por la expiración de su término, aquellas siem- 
pre le pertenecían, pues ni fueron cedidas ni estaban vencidas, 
tenieudo su registro validez hasla mil ochocientos noventa y 
seis. 

Que separados de la sociedad, Carlos Seminario y Juan Ugal- 
de, unidos con Manuel Sobrado, han establecido otra fábrica de 
chocolates en la Avenida Montes de Uca, mil ciento treinta y 
siete, y se han apropiad-) de sus marcas haciendo uso indebido 
de ellas, como lo comprueban los prospectos y etiquetas que 
acompaña, en donde se emplea la marca « La Argentina > regis- 
trada por ella y de bu exclusiva propiedad. Que además, dichos 
señores no se han limitado á eso solamente sinó que han trata- 
do de registrar y usar la marca «El Seminario », según consta 
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del documento adjunto, ¡i fin de producir confusión en lo< ape- 
llidos, denominación que ta oficina de mirón se negó A regis- 
trar. 

Que establecidos así Jo> hechor, el riólo criminal es también 
evidente. Como lo ha demostrado, Seminario y sus socios no 
son dueños de la marca «La Argentina i, j al usarla sabían 
que obraban dolosamente, no sólo porque estaban obligados á 
saberlo, sinó porque habiendo sido sus socios tenían conoci- 
miento de que era dueña de esas marcas, agregándose respecto 
á Carlos Seminario la circunstancia de que fué éste quien firmó 
á ruego de la demandante la solicitud y concesión de la marca 
c La Argentina » hecha á su exclusivo nombre. 

Que la pane legal de ¡a demanda era clara y expresa en pre- 
sencia de las disposiciones legales. En efecto, el artículo cuarto 
y el diez de la ley de mareas, establece que esas marcas son de 
su exclusiva propiedad, desde que para adquirirlas ha llenado 
los requisitos indispensable?, como lo acredilan los documentos 
de fojas una j siete. 

El artículo veintiocho establece que serán castigados con 
multa de. veinte a quinientos pesos ó prisión de quince riías á 
un año, los qoe falsifiquen ó adulteren de cualquier manera una 
marca de fábrica ú de comercio, los que coloquen fiebre sus pro- 
ductos ó los e fec ios de su comercio una marca ajena, los que 
con conocimiento de esa marca, rendan y se presten á circular 
artículos cun marca falsiflcadn ¿ fraudulentamente aplicada, y 
los señores Seminario y C\ se encuentran comprendidos en los 
tres casos enunciados. 

El artículo treinta y dos ordena que sean comisadas las mer- 
caderías con marca falsificada que se encuentren en poder de 
los falsiiicadores ó agentes, destinándose su producto á las es- 
cuelas públicas. 

En mérito ile todo ello entabla formal demanda por la falsifi- 
cación de marca y uso indebido de ella, contra la sociedad Se- 
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miliario y C*, pidiendo sean condenados al pago de la multa en 
su máximun y costas del juicio ; declarar comisadas las merca- 
derías t^ue se embarguen u los demandados A los i fectos del ar- 
tículo treinta y dos de la ley da marcas, dejar á salvo lo¿ dere- 
chos que le corresponden por, los daños y perjuicios contra los 
falsificador es, é inutilizar los instrumentos del delito y marcas 
referentes; ordenar que Seminario y Compañía adopten una 
modificación que. haga ese nombre visiblemente, distinto de la 
razón social que usa su casa, por ser preexistente, ordenando 
que gire la casa con el nombre de Cirios Seminario y O, para 
evitar asi confusiones. 

Corrido el traslado de la demanda, la contestan Seminario y 
Compañía, exponiendo: Que los hechos que relata la acusadora, 
por lo que se refiere al empleo de la denominación «La Argen- 
tina > son exactos; la etiqueta que aquella acompaña les perte- 
nece y la han empleado para distinguir los productos de su fá- 
brica. Que esta declaración franca y categórica, la venta de 
esos artículos sin ocultación alguna, ;i la luz del día, sus anun- 
cios ofreciendo al público Los chocolates que ellos elaboraban y 
firma puesta en la etiqueta misma, demuestran que tienen el 
más profundo convencimiento del derecho que les asiste. Si 
caen vencidos en esta lucha quedará bien establecido que no pro- 
cedieron con perfidias, ocultaciones, freudes ni deslealtades, 
Binó que entendieron usar un derecho perfectamente legítimo, 

Sostienen luego, que las palabras «La Argentina ^ no pueden 
ser consideradas como marca de fábrica, por ser el nombre 6 
denominación del Kstado, que no puede ser monupol izado por 
nadie. Lo único que se puede acordar á un comerciante ó in- 
dustrial es que la use en una forma particular, y bajo ese res- 
pecto concederle todos loa beneficios que surgen de la ley de 
marcas» La viuda de Seminario no tiene, pues, el derecho de usar 
delusivamente las palabras «La Argentina », porque ú ello se 
opone el inciso primero, artículo tercero de la ley, al establecer 
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que los nombres ó distintivos del Estado no podrán considerar- 
se como marcas de fábrica 6 de comercio ; y estando esto prohi- 
bido por la ley, no tiene valor ninguno el registro acordado por 
la oficina de marcas, de esas palabras como marca de fábrica, y 
el Juzgado está autorizado para anularlo. 

l¿ue aun cuando la marca no fuera nula, la demanda siempre 
sería injusta y temeraria, por cuanto no hay más semejanza 
entre las etiquetas usadas por ellos y las del actor, que las pa- 
labras «La Argentina » T que ambos tienen el derecho de usar, 
y además, el 1130 del mismo nombre 6 designación convencional 
de una industria ya explotada por otra persona, no importa una 
violación de la tey de marcas si se han adoptado modificaciones 
que hagan visiblemente distintas uno y otro producto. 

Que en el juicio se han acumulado dos acciones, una criminal 
por falsificación de marca, y otra civil tendente á obtener una 
modificarlo» en su firma social, y á este respecto, debe observar 
que la razón social es indudablemente una propiedad industrial, 
para los efectos de la ley de marcas, pero disuelta una saciedad 
cesa igualmente el derecho de usarla. La viuda Seminario, tina 
vez terminada la sociedad que con ellos tuvo, abandonó el uso 
de la razón social Seminario y Compañía, y recobró su nombre 
primitivo, es decir: viuda de Seminario. ¿Ks posible la confu- 
sión entre estus dos nombres? No lo es, y por lo tanto, esta pre- 
tensión también debe ser desestimada. 

Por todo ello, piden que la demanda sea rechazada, con cos- 
tas, dejando á salvo las acciones que puedan correspondeos 
por indemnización de tos perjuicios irrogados, y no hacer lugar 
á ta modificación do la razón social solicitada. 

Recibida la causa á prueba, se ha producido la que corre 
agregada de foja 57 á foja 106, y los tres expedientes adminis- 
trativos traídos adeffeetum vúlendi. 

Y considerando : Que ta demandante ha acreditado, con el 
certificado respectivo de la oficina de marcas de fábrica y deco- 
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mercio, haber hechoel registro, parala fabricación de chocola- 
tes, de La marca consistente en la denominación cLa Argentina» 
y demás detalles que se consignan en la descripción de fojí siete. 

Que los demandadas han reconocido haber usado como marca 
para distinguir los choculates de su elaboración la misma deno- 
minación < La Argentina » en la forma y con los agregados que 
ae ven en la etiqueta de foja once ; lo cual se encuentra compro- 
bado taiubiuu por las diligencias de embargo de fojas treinta y 
cuatro ¡i cuarenta y uuo, así como por tas declaraciones de tes- 
tigos, de fojas setenta y una ¡i setenta y seis, y ochenta y una a 
ochenta y dos. 

Que habiendo la demandante cumplido con loa requisitos le- 
gales y obtenido el registrj de la expresada marea, ésta es de 
su exclusiva propiedad, pudiendo oponerse al uso de cualquier 
otra que fuera susceptible de producir diraota ó indirectamente 
confusión entre tos productos respectivos (artículo cuarto de la 
ley de m urcas de fábrica y de comercio). 

Que sosteniendo los demandados en su descaigo, que la mar- 
ca concedida A su adversario carece de validez y e ücacia, por 
haberse hecho la concesión en contravención á lo dispuesto en 
el incido primero, artículo terrero, de la ley citada, será menes- 
ter examinar los antecedentes y, junto con la letra, el espíritu 
de esa disposición legal, á objeto de establecer su significado y 
alcance verdaderos. 

El inciso de la referencia determina que ; « no so consideran 
como marcas de fibrila ó de comercio, las letras, palabras, nom- 
bre ó distintivos que use ó deba nsar el Estado », 

Esta disposición ha sido tomada del proyecto presentado á la 
legislatura déla provincia de líne nos Aires, por el entÓnrei 
ministro de la misma, doctor A man rio Alcorta. El autor del 
proyecto indica como fuentes ó leyes de referencia, la ley fran- 
cesa, la del Canadá, y et real decreto de España de veinte de No- 
viembre de mil ochocientos cincuenta . 
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La ley francesa no contiene prescripción alguna que tenga 
relación con la analizada, de tal manera que Peuillet puede per- 
fectamente sostener que las armas ó escudos municipales y na- 
cionales, son susceptibles de formar parte de una marca de fá- 
brica, y ser reír indicadas en tal concepto por el primero que 
turo la idea de usarlas y apropiárselas en esa forma (ver Poui- 
Uet, Marques de Fabrique, párrafos treinta y dos y treinta y 
tres). 

El real decreto de Ka pana de veinte de Noviembre de mil 
ochocientos cincuenta» establece en su articulo séptimo que 
< podrán los fabricantes adoptar para los productos de. su fábri- 
ca el distintivo que tuvieren por oportuno, exceptuando única- 
mente: Primero, Lis armas reales y condecoraciones españolas, 
á no estar competentemente autorizados al efecto». 

«Posteriormente á la sanción de nuestra ley, el real decreto 
de Agosto veintiuno de mil ochocientos ochenta y cuatro que 
dictó reglas para la concesión de marcasen ultramar, amplió 
los casos do excepción, y así se encuentra q<te en el artículo 
quinto, inciso segundo, se prohibe que sean usados rumo marca 
de fábrica, acemas de lo consignado en el otro decreto, « los 
escudos, insignias, blasones 6 lemas de los estados o naciones 
extranjeras, sin consentimiento expreso de los gobiernos res- 
pectivos», y el real decreto de veintiséis de Octubre de mil ocho- 
cientos ochenta y cuatro* (véase Pérez bu id ur ra, Marcas de fá- 
brica y de comercio, páginas treinta y una, sesenta y ocho y 
cíenlo doce). 

Naturalmente, sólo el decreto de mil ochocientos cincuenta, 
pudo servir de fuente á nuestra legislación sobre esta maturiu; 
y los reales decretos posteriores se citan al solo objeto de dejar 
constancias de todas las disposiciones análogas ijue contiene la 
legislación española. Continuando en esta citación de legisla- 
ciones extranjeras, es de mencionar el convenio de veinte de 
Marzo de mii ochocientos ochenta y tres, celebrado entre lira- 
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sil, España, Francia, Inglaterra, Italia, Suiza, Portugal, etc., 
para la protección de la propiedad industrial, el cual convenio 
contenía en su artículo sexto, in fiue, una disposición que nega- 
ba el depósito de toda marca que se considerase contraria ¡i la 
moral ó al úrden público. El artículo cuarto del protocolo final 
estableció unt re otras cosas: c Para evitar cualquier interpre- 
tación falsa, se entiende que el uso de escudos, de arma* públi- 
cas y condecoraciones puede considerarse como contrario =il 
orden público, s.'gmi el tenor del párrafo final del artículo 
gr.Uot. 

La ley inglesa de mil ochocientos ochenta y tres prohibe el 
registro de las armas nacionales, y en ¡as instrucciones oficía- 
les para el registro de marcas, expedidas en Junio de mil ocho- 
cientos noventa, se establecía que no seriau registradas como 
mareas de fábrica 6 como parte principal de marcas de fábrica: 
liis armas reales ó armas tan semejantes ó ellas, que puedan con- 
fundirse ó producir confusión ó engaño; representaciones de la 
corona real ; las armas nacionales A banderas de la Gran lí reta- 
lla (ver Sebastian, The tan* oftrade twirks, páginas ochnita y 
nueve, noventa y tres, cuatrocientos sesenta y dos). 

Como se vé, ni las leyes que han servido -le fuente a nuestra 
ley de marcas de fábrica y de comercio, ni los posteriores de- 
cretos de España, ni la ley inglesa, contienen una disposición 
como la de nuestra l3f en esta parte. Las disposiciones que tie- 
nen analogía sólo prohiben el uso de las armas nacionales, enn- 
aecStacioiies, ó banderas. Nuestra ley no considera como mar- 
cas, las letras, palabras, nombra ó distintivos que use ó deba 
usar el litado. 

l»ara lijar el dignificado y alcance verdaderos de esta disposi- 
ción, puerto que no nos ofrecen elementos suficientes los ante- 
cedente, analizados y puesto que la discusión de la ley en el 
Congrego en los años mil ochocientos setenta y cinco y mil 
ochocientos setenta y seis no arroja luz alsuna sobre el P .rti- 



eular, forzosa será tratar de desentrañar el espíritu de la dispo- 
sición referida, 

¿Cuáles son las letras, palabras, nombres ó distintivos que 
use í deba usar el Estado? ¿La denominación tLa Argentina» 
está comprendida dentro de esta enumeración ? 

El articulo treinta y cinco de la Constitución nacional pres- 
cribe, que « las denominaciones adoptadas sucesivamente, á 
saber: Provincias Unidas del Hio de la Plata, República Ar- 
gentina, Confederaron Argentina, serán en adelante nombres 

rritori i de la* proTiucias, empleándose las palabras Nación Ar- 
gentina, en la formación y sanción do las leyes ». 

¿Tendrá, entonces, la prohibición contenida en el citado ar- 
tículo de la ley de marcas de fábrica tal alcance, que llegue á 
impedir el empleo no sólo de estas den u mi naciones, sino tam- 
bién de cualquiera de las palabras que las forman ; de manera 
que las voces Argentina, República , liío de la Plata, Provin- 
cias l uidas, no be considerarán como marca de fábrica, no po- 
diendo nadie apropiárselas, en e— concepto, pero teniendo todo 
el mundo por lo tanto el derecbo do usarlas en los productos de 
su fábrica ó en los objetos de su comercio? 

Es indudable que la probibíeion legal debe tener y tiene mi 
sentido definido y práctico que se desprende de sus términos 
y «l-l propósito de la ley, 

Esa disposición se reliere á las letras, nombres, palabras ó 
distintivos que use ó deba usar el Estado, para distinguir ¡as 
cosa-, o lidíales ; todo aquello con que las ensas olieiales se seña- 
lea y toman carácter de tales, pasando ante los ojos de todos 
conm cosas pertenecientes ó emanada ¿ >\A gobierno. Nadie po- 
drá registrar y apropiarse esas letras, palabras, 6 nombres co- 
mo marca, poique con ello caracterizaría sus productos ó los 
objetos de su comercio, como de procedencia ú fabricación 
oficial, aparentando contar en cualquier sentido ó forma 
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con la protección, garantía ó beneplácito del Poder Público, 

Es evidente que la ley se ha propuesto evitar que algún pro- 
ductor Ó comerciante, mediante el registro de esas letras, nom- 
bres 6 palabras, se las apropia>e é hiciese que sus productos ú 
mercancías adquiriesen con la imposición de la marca un sello 
oficial que en verdad no tendrían, al mismo tiempo que impedir 
la posible confusión de los productos ú objetos oficiales con los 
di fabricación ó propiedad particular, 

Ahcra bien, la denominación < La Argentina» concedida co- 
mo marca á la demandante paru distinguir los chocolates de su 
fabricación uo aparece encuadrar dentro de la prohibición 
legal. Esa denominación no esníiciu), nu sirve para caracteri- 
zar ningún objeto emanado de los poderes públicos, no es usada 
pnr el Estado en parte ó cosa alguna. 

Ningún consumidor sería inducido á confundir los pro- 
ductos que con ella se distinguen, con uingun producto o 
objeto de procedencia del Estado; nadie puede creer al verlo 
estampado en paquetes de chocolate, que e*te artículo es oficial, 
ó cuenta con la protección ó garantía del gobierno. 

No hay.cn consecuencia, razón para anular el registro deesa 
denominación hecha por la demandante, y por el contrario, de- 
be surtir todos los efectos del registro de una marca de fábrica. 

Que, por lo tanto, el uso que los demandados lian lif-clio de 
e=,a denominación para caracterizar productos similares es con- 
trario al derecho 0,11* la demandante había adquirido cun el re- 
gistro de usar exclusivamente esa denominación en los pro- 
ducto de su fábrica y cae dentro de las prescripciunes penales 
de la ley de marcas de fábrica y de comercio, por cuanto el u.o 
de esa denominación común puede hacer que se confundan los 
productos de una y otru fábrica. Y 1 sta confusión es tanlo mas 
posiblf, si se tiene en cuenta, que el apellido Seminario so en- 
cuentra también en las etiquetas de la demandante y los deman- 
dados Junto con la denominación « La Argentina » la deman- 
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dante registró como parte de la marca, su nombre : viuda de 
Seminario; y los demandados, al mismo tiempo que ponen en 
sus etiquetas aquella denominación, usan también en ellas el 
nombre de Seminario y Compañía, De suerte que la confusión 
resulta así posible: pnus cualquier consumidor, medianamente 
celoso de sus intureses ó de sus atíciones, podría verse inducido 
en error y confundir dos paquetes de chocolates en los cuales 
resultan como rasgos ó distintivos principales de la marca de 
fábrica, en gruesos caracteres, la denominación cLa Argenti- 
na* y el apellido * Seminario». 

Es de observar respecto de este apellido, que cuando se esta* 
bleció primitivamente la fabrica de chocolates de la demandan- 
te, registróse como marca de esos productos el nombre Pedro 
Seminario y Compañía. Después, en mil ochocientos ochenta y 
seis, la demandante obtuvo el registro de su marca * La Argen- 
tina» junto con su nombre, viuda de Seminario. Posteriormente, 
ésta constituyú una sociedad de la quu formaban parte alguno 
délos demandados, para continuar la fabricaron de chocolates, 
sociedad constituida bajo la razón social Seminario y Compa- 
ñía. Disuelta esta sociedad, la demandante quedó á cargo del 
activo y del pasivo de la misma (edicto de foja |g). El apellido 
Seminario, p.iede decirse que está vinculado á la fábrica de 
chocolates de la demandante, y debe considerarse legítima la 
exigencia de ésta, de que los demandados introduiean una mo- 
dificación en su rason social, á fin de dejar claramente estable- 
cido que no hay vínculo entre las dos fábricas, que el artículo 
que elaboran no procede de un solo y mismo origen. 

El nombre de Seminario era ronsiderado por los demandados 
de tal importancia para el éxito de su industria, que trataron 
de remirarlo no ya como íinua ó razón social, sinó como la 
designación de un edificio á cuyo diseño acompañaba. Pidieron 
á la oficina respectiva el registro de la marca Él Seminario, en 
la forma en que se observa en uno de los expedientes agrega- 
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dos, el que les fué de negado, por los fundamentos que allí se en- 
cuentran consignados y que concuerdan con los que anterior- 
mente se han aducido en este considerando. 

Si bien es verdad que en principio, el apellido que lleva una 
persona, es ana propiedad de la misma y ésta tiene por lo tanto 
un derecho perfecto á usarlo en los productos de su industria, 
éste derecho debe tener su limitación en el derecho d? los de- 
más que llevan ese mismo apellido. Si alguno de éstos, romo 
accede en el presente caso, ha registrado ese ipellido como 
marca, y él ha servido para distinguir los productos de su fa- 
brica, no puede considerarse lícito que otro use del derecho de 
emplear el mismo apellido en la fabricación de artículos simi- 
lares, de tal modo, que aproveche del crédito adquirido por el 
primero, y que haga posible la confusión entre los productos de 
ana y otra fábrica. 

Así la ley de m ireas de fábrica y comercio establece en el ar- 
tículo veintidós, que el nombre del comerciante y el de la razón 
Bocial constituye una propiedad industrial;perO el artículo v 'in- 
te y tros pr<s.-ribe que él comerciante que quiera ejer er con el 
mismo nombre una industriara explotad» por otra perdona, de- 
berá adoptar una modificación que baga que ese nombre sea 
TisibleraentM distinto del que usase la casa preexistente. 

Que en consecuencia de lo expuesto en los precedentes con- 
siderandos, el registro de la denominación t La Argentina», como 
marca d<> fábrica, hacho por la demandante, debe reputarse 
perfectamente valido, y surtir todo* los efectos legales ; y ha- 
biendo los demandados usurpado esa denominación, .ftdfb OSO 
exclusivo había adquirido aquella con el registro, poniéndola 
sobre sus productos ó los efectos de su comercio, han incurrido 
en la penalidad establecida por el artículo veintiocho de la ley 
de m ire n de fábrica y de comercio. 

Por estos fundamentos, fallo: condenando á los demandadas 
4 la pena de quinientos posos fuertes de multa y al pago de las 
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costas del juicio, quedando los mismos obligados ú eliminar do 
sus etiquetas H denominación t La Argentina », y á modificar 
el nombre social que usan en el sentido de Ja demanda. Déjase 
á sal ru las acciones de la demandante, por tos daños y pur jui- 
cios, y procédiise con la tnero.idería embargada en la forma de- 
terminada por los artículos treinta y dos y treinta y tres de la 
ley de marcas de fábricay de comercio, Notifíquese con el ori- 
ginal y repóngase el papel. 

J. V. Lalanne. 



Bueuos Aires, Julio ¿3 de 1895. 

Vistos: Por sus funda me utos de hecho y derecho, interpre- 
tando y aplicando la ley de marcas de fábrica y de comercio: 
se confirma, ron costas, la sentencia apelada de foja ciento se- 
senta | tres, no haciéndose lugar al recurso do nulidad, por no 
invocarse ni haber fundamento t ue lo autorice. Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — I.U1S V. VAHELA.— 
ABEL BAZAN. - OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TOBRENT. 
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Z/Oii »/ar/t« Puyrredon, contra el Ferrocarril Central A rtjmtina, 
sobre daños y perjuicios; recurso contra sentencias de ha 
Tribunales de Córdoba. 



Sumario. — Debe declararse improcedente el recurso de ape- 
lación interpuesto contra las sentencias de Tribunales locales, 
cuando dicho recurso se funda en el desconocimiento de su ju- 
risdicción, y la materia jurisdiccional no ha sido puesta en cues- 
tión ante los citados Tribunales. 



Caso. — Resulta de la-i siguiente* piezas ; 



HfcCUHSO DE ABLACION 

Exmo. Superior Tribunal: 

Demetrio B. l'creira, apoderado de la Kmpresa del Ferroca- 
rril Centra! Argentino, en los autos que sigo con el señor Mar- 
tin PuyrredoD, sobre incendio de un campo, ante V* K. respe- 
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tilosamente expongo: Que no estoy conforme con el auto de 
V. K. que se me La notificado con fecha 5 de Diciembre y por 
el cual se hace lugar á la demanda, condenando & mi parte á 
una indemnización de daños y perjuicios que en mi concepto no 
piocede ante el texto del artículo 53 de la ley de policía de 
Ferrocarriles Nacionales, que oportunamente invoqué, y en vir- 
tud de la cual mi representado solo sería responsable pnr los 
perjuicios ocasionados por culpa ó negligencia de sus emplea- 
dos, pues de oufuruiidad á las declaraciones hechas por la Su- 
prema Corte Nacional, la responsabilidad de la Empresa «ha 
debido juzgarse necesariamente y en primer lugar del punto de 
vista de las disposiciones explícitas ó implícitas contenidas en 
la ley citada, rjn ■ rige en general las relaciones de las empresas 
de vías férreas, ya con la administración pública, ya con los par- 
ticulares, en todo lo que se refiere i la policía de las respecti- 
vas líneas» (sórie 3% tomo II, página 260). 

Que asimismo, en el expresado fallo, dictado con motivo de 
una demanda análoga, se declaró que el caso debía entenderse 
regido por una ley especial no comprendida en la reserva del 
artículo 67, inciso 1 1 . de la Constitución, y sometido por lo mis- 
mo á la jurisdicción nacional, de acuerdo con lo establecido por 
el artículo 2", inciso I o , de la ley de 14 de Setiembre de 1863. 
Que, por otra parte, aquel alto Tribunal ha declarado, aplicando 
la disposición contenida en el referido artículo 53, que una Em- 
presa de ferrocarril es responsable del incendio producido por 
las chispas desprendidas de sus máquinas, cuando la Empresa 
no ka cumplido con las prescripciones relativas del reglamento 
de Ferrocarriles, y el damnificado uu tuvo culpa en el hecho é 
hizo Ui posible por evitarlo (série 4\ tomo 14, página 50); que, 
en consecuencia, habiendo, no obstante la prueba por mi par- 
te producida y las diversas consideraciones que tengo expues- 
tas en los autos, declarado V. E. la responsabilidad de la 
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del artículo 14 ae la ley de jurisdicción y competencia de los 
Tribunales nacionales, de 14 de Setiembre de 1863, por cuan- 
to la decisión do V. K. afecta á la inteligencia de la ley nacio- 
nal de Ferrocarriles, que mi parte lia cuestionado y niega la 
exención que la Empresa en el referido articulo 5X de la expre- 
sada ley (artículos 20, SI y 22 de la ley nacional de 10 de Oc- 
tubre de 1862). En virtud de lo ex puesto, Tengo á entablar el 
recurso de apelación de la precitada resolución, para ante la 
Suprema Corte de Justicia Nacional, pidiendo AV. K. que se 
sirva concederme dicho recurso libremente y en ambos efectos, 
remitiendo en consecuencia los autos originales en forma legal 
(artículo Sil de la ley de Procedimientos nacionales). Por 
tanto, á V. E. pido, que habiéndome por presentado, provea 
como lo dejo solicitado. 
Es justicia. 

b, ¡í. /'ere (Va. 



AUTO DEL SLPEItlOtL TBIBINAL 

Córdoba, «ayo 22 de 1885. 

Autos y vistos : El recurso de apelación interpuesto para an- 
te la Suprema Corte de Justicia Nacional, por el doctor Deme- 
trio B. Pen-ira, como apoderado de la Empresa del Ferrocarril 
Central Argentino, de La resolución de este Tribunal de fecha 5 
de Diciembre del año próximo pasado, en que se condena á di- 
cha Empresa á la indemnización de daños y perjuicios que ha 
ocasionado al señor Martin PuyrTedon con el incendio de unos 
campos de propiedad de éste, producido por la locomotora de 
nn tren de dicha Empresa, y por cuya razón fué demandada 
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por el damnificado señor Puvrredon; siguiéndose el juicio en 
las dos instancias. Y considerando: 

1° Que aunque el conocimiento de la presente causa era de 
la jurisdicción de la justicia federal por estar regid» por la Ley 
del Congreso, de Ferrocarriles nacionales; ella fué sometida 
por las partes á la decisión de los Tribunales de Provincia, que 
han resuelto la cuestión en las dos instancias á mérito de ha- 
berle sido pn rogada su jurisdicción, de conformidad al artí- 
culo 14 de Ja ley de jurisdicción y competencia de los Tribu- 
nales Federales y n las decisiones de la Suprema Corte de Jus- 
ticia eu las causas que se registran en el tomo 8 U , série 3\ 
página 340; tomo 10, ¡>érie 2\ página 5; tomo I a , série 2\ 
página 490. 

2 11 Queco el caso sub-jtidice, ni se ha discutido en primera 
y segunda instancia Ja inteligencia del artículo 53 de la ley de 
Ferrocarriles, ni lu decisión de este Tribunal ha sido contra la 
validez del título, derecho, privilegio ó exención que se funde 
en dicha cláusula y sea materia de litigio; pues la resolución 
apelada se ha limitado ú declarar la responsabilidad civil de 
dicha Empresa, cou arreglo al mérito jurídico de las pruebai 
producidas. 

3* Que para que sea procedente el recurso entablado por el 
doctor Pereira para ante la Suprema Corte de Justiciaron 
arreglo al inciso 3° del articulo 14 de la ley de jurisdicción y 
competencia ¿e los Tribunales nacionales, es necesario que el 
caso esté regido por la Constitución nacional, 6 por un tratado 
ú por ley del Congreso, ó uua comisión ejercida en nombre de 
una autoridad nacional huya sido cuestionada y 3a decisión sea 
contra la validez del título, etc.; y en el caso resuelto, la ley de 
Ferrocarriles no le ha acordado á la Empresa el privilegio, 
exención 6 derecho de no indemnizar los daños quo cause por 
incendio, pura que la decisión del Tribunal pudiera conside- 
rarse contra la ¿ulidex del privilegio; sino que aún en la hipóte- 
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sis de que hubiera error en el mérito déla prueba, la resol u- 
cion apelada ha sido dictada de conformidad al artículo 53 de 
la lej nacional citada, que estatuye la responsabilidad civil 
de las Empresas Je Ferrocarriles por daños causados por in- 
cendio. 

Por estos fundamentos, se declara improcedente el recurso in- 
terpuesto, repónganse los sellos, hágase saber y devuélvase la 
causa «I Juzgado de su radicación. 

VAZQUEZ DE NOVOa. — CHESPO.— 
SOSA. — BUSTOS. — MOLINA . 

Ante mi: 

A, Vimmoiitt: 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Dueño? Aires, Julio H¡ <k 18&5, 

Suprema Corte: 

Del informo del Superior Tribunal de la provincia de Córdo- 
ba se deduce netamente que el fallo recurrido procedt de la 
apreciación déla prueba rendida, que crade atribución de aquel 
Tribunal. 

Por ello y las demás circunstancias y fundamentas expuestos 
en el auto denegatorio del recurso en copia acompañado, pienso 
que V t E. no debiera hacer lugar al actual. 

Sabinianó Kier. 
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Fallo úm tm MuprcHM 

Iluenru \\ir.*, Julio 33 de 1895. 

Vistos en el acuerdo : Y considerando: Que según lo expresa 
el recurrente, la apelación directa por él traída ante esta Su- 
prema Corte, tiene por fundamento el de¿conoi-íimcnto de la 
jurisdicción de los Jueces de la prnvni'ia de Córdoba, pur.i ha- 
ber juzgado y resuelto la causa tramitada ante ellos. 

Que la materia jurisdicc ional no ba sido puesta en cuestión 
ante los citados Tribunales, lo que ha b./cuo que las sentencias 
de primera y segunda instancia, no contengan resolución algu- 
na al respecto. 

Que el recurso de apelaron autorizado por el artículo 14 de 
la ley di- jurisdicción y competencia de los Tribunales federales, 
requiere que en el pleito se haya puesto en cuestión la Cons- 
titución, tratados y demás que, con las respectivas circunstan- 
cias, se determinan en el expresa ío artículo. 

Que en consecuencia y habiéndose tan sólo deducido el re- 
curso de apelación, la improcedencia de e*ste debe ser decla- 
rada. 

Por esto, y de conformidad con lo pedido por el señor Procu- 
rador General, se declara bien denegado el recurso; y repuestos 
los sellos, archívese. 

BENJAMIN PAZ- - ABEL BAZA». — OC- 
TAVIO BLNGE. — JCAX E. TORltKM . 
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Criminal contra Dona Manuela l'otma, por violación de 
corrcaiiuiidencia; sobre excarcelación provisoria 



Sumario. — No trayéndose hecho iilgim«> nuevo que pueda 
servir para ia reforma del autu que concede la exearccljcion 
provisoria, debe éste ser mantenido. 



Cíisu. — R inulta de las siguientes piezas: 



VISTA FISCAL 

Tur tima ti, F.iuto fulo IHÍIíj. 

Señor Juez tic Sección : 

Con ocasión de la vista conferida del escrito eu que doña 
Manuela Ponm solicita su excarcelación, be ¡eídn nuevamente 
el proceso para espedirme. 

La historia de los hecbos originarios de este proceso, contada 
por la misma Julia Figueroa, según puede verse á fojas 1 y 
8 es ia siguiente: Doña Julia Figueroa era profesora en la Ks- 
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tiirla Normal de. Maestras de esta ciudad y por causas que tío 
se expresa, ni hay objeto do averiguar, fué separada de él por 
resolución del Poder Ejecutivo Nacional, Con ese motivo doria 
¿Tafia Figueroa se había dirigido al Ministerio de Justicia, Culto 
é Instrucción Pública con Techas 5 y 11 de Mario de 1892, ges- 
tionando su reposición en el mencionado puerto. Estas uotas 
fueron devuelta-* por él sub-secretario del Ministerio de Ins- 
trucción Pública, para que verificara la reposición de sellos y 
son esas las que habiendo sido entregadas por el cartero Juárez 
en la Escuela Normal , fueron allí abiertas, según la Figueroa, 
por doña ITiuuela Ponssa, que era entonces vice-d i rectora de 
dicho establecimiento. 

Me parece oportuno recordar uquí que, según informe de los 
encargados de correos y telégrafos (foja 3 vuelta), las notas 
de la referencia fueron entregadas al cartero Juárez en perfecto 
estado, éste ú su vez las entregó en iguales condiciones al por- 
tero de la Escuela Normal, quien internándose con ellas con 
objeto de entregarlas á su destinatario, volvió luego t on el so- 
bre lirmado, según se ve a foja 5. 

Es probable que en mérito de estus hechos la señorita doña 
Julia Figueroa en su escrito de foja 13, dice textualmente: 
«No se trata, pues, de perseguir un delito cometido pnr los em- 
pleados del Correo, ni regido por alguna ley especia) de ta na- 
ción; se trata de un delito ordinario, regido y castigado por el 
Cúdigo Penal y cometido en la Kscuela Normal de e>ta ciudad». 

Pienso de la misma manera que doña Julia Figueroa, esto 
es, que se trata de un delito común pruvUto y penado por el Có- 
digo Penal, no por la ley de 14 de Setiembre de 1863. 

Sin embargo, queda un punto de resolución previa y. es el de 
saber si deben aplicarse al presente caso las disposiciones le- 
gales contenidas en el capítulo 6" del título 4° de la sección l 1 
del libro 2* del Código Penal, o bien las del capítulo 7 o del tí- 
tulo 2* de la sección 2* del libro 2» de dicho Código. 



FALLOS Ufe LA SUPREMA CORTE 



Kn mi opinión, señor Juez, las disposiciones aplicables son 
las primeras que be mencionado, 6 más sorrectainente la del 
artículo 173 del citado Código y no la de los artículos 262 y 
263, como lo cree doña Julia Figueroa. 

Para convencerse de ello, ba»ta tener presente que el arti- 
culo 262 requiere que >e trate de un servicio público 6 de la 
administración y que el empleado baja revelado el secreto ad- 
quirido por razón de su empleo, elementos que no concurren en 
el caso sub'jutlice, por cuanto según la misma doíia Julia F¡- 
gueroa, los oficios abiertos contenían un reclamo sujo, que sólo 
i ella interesaba» relativo al profesorado que desempeñaba, 
cnso en que no se puede interesar la causa pública, ni puede 
jauj&s resultar daño á la causa pública, como lo requiere el in- 
ciso i" de dicho artículo. 

El artículo 26.1 tampoco es aplicable, porque requiere que 
el i mpleado abusando de su car yo hubiera interceptada, etc., 
cartas ó documentos particulares. 

Suponiendo probado plenamente lo que oportunamente se 
verá, que dona Manuela l'onssa, vice-directora de la Escuela 
Normal de Maestras, sea quien hubiere abierto los oficios de 
que se trata, es evidente que para hacerlo no ha abusado de su 
eiuplci), por cuanto los olkios no fueron a su poder por ruzou 
délas funciones que desempeñaba. 

Por utra parte, hay que tener en consideración que los artí- 
culos 202 y 263 pertenecen i uno de los 9 capítulos en que se 
divide el título de los «delitos peculiares á empleados públicos», 
y qu>' el delito de que se trata al presente, no puede ser incluido 
en esa clase, por no >er peculiar á un empleado público, « orno 
son los de usurpación y abuso ■ J » - autoridad, prevaricato, cohe- 
cho, etc., etc., sobre los cuales se legisla en dtuho título. 

Agréguese d esto, que el artículo 173, que reputo aplicable, 
pertenece á uno de los h*ís capítulos en que se divide el título 
de los «delitos contra las garantías individuales», y eB un de- 
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recho garantid ) por nuestra Constituciun la inviolabilidad de 
la correspondencia. 

Entonces, pues, según lus antecedentes que constan de autos, 
a! presante sólo su trata de una tío| ación de esa garantía cons- 
titucional, puesto que según se afirma, la Ponssa se ha apode- 
rado de papeles ú cartas pertenecientes á la Figueroa, y que 
contenían secretos que son de su propiedad, los cuales fueron 
probablemente descubiertos por la Ponssa, quien puedo haber- 
los revelado á otros ó no; pero que siendo cierto el hecho, cons- 
tituye el delito previsto y penado en el artículo 178 del Código 
Penul. 

Ahora bien, la pena impuesta por esa disposición, es sólo de 
arrest'j de tres mises á tm «fío, sin perjuicio, como Jo dolara 
el artículo 170, de tas arciones del damnificado para pedir la 
correspondiente indemnización, y como según el artículo 376 
del Código de Procedimientos en lo Criminal, puede conceder- 
se la excarcelación bajo fianza cuando el hecho tenga sólo pena 
pecuniaria ó corporal, cuyo m asinina no exceda de dos años de 
prisión ó una y otra conjuntamente, creo que V. S. debe resol- 
ver este incidente, haciendo tugará lo solicitado por el defensor 
de doña Manuela Ponssa, pues el fiador propuesto, don Angel 
S, Rodríguez, es persona de conocida responsabilidad. 

En consecuencia y salvo siempre el más acertado juicio de 
V. S. sírvase tenerme por expedido y proveer como dejo soli- 
citado, por ser así di- justicia, etc. 

¡\apokon M. Vera. 
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rail» «el Jve» Federal 

Tiicimiaii, Enero S de 1895. 

Autos y vistos : De acuerdo con lo expuesto y pedido por A 
Procurador Fiscal en su precedente vista, concédese la excarce- 
lación solicitada bajo la lianza do don Angel 8. Rodríguez, que 
para loa efectos del derecho se estima en la cantidad de seis- 
cientos pesos; en su consecuencia, póngase inmediatamente en 
libertad á la procesada dona Manuela Ponssa, después de ha- 
ber ésta constituido su domicilio legal en el moinentode la noti- 
ficación á los unes del articulo 391 del (.'«aligo de Procedimien- 
tos en lo Criminal, y líbrese e! oficio respectivo ¡i la Policía, 
extendiéndole, previamente, la correspondiente escritura de 
íiania. llágase saber. 

Itelfin Olim. 



VISTA riscu, 

Tucuman, Majo 29 de 18%. 

Señor Juez de Sección : 

Usando de Invista conferida, á V. S. digo: Kl articulo 3U5 
del Código de Procedimientos en lu Criminal, citado por dona 
Julia Figut roa, confiere la facultad de apelar del auto en que 
se con lien- ó niegue la excarcelación, puro fija el término de 3 
días para la deducción de este recurso. 

En el presente caso el auto corriente ú Toja II. ha pasado 
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ya en autoridad de cosa juxgada y no puede deducirse de él, el 
recurso de apelación. 

Así lo ha compre ud id o seguramente doña Julia Figuerna, por 
cuanto en el escrito de que se me da vista, enmonto & foja 29, 
no intenta tal recurso, sin& que únicamente solicita la reforma 
del unto en que de ordené la libertad de doña Manuela Ponsia. 

Efectivamente, la primera par tu del artículo 395 antes ci- 
tado, dispone que el auto que decrete ó deniegue la libertad, 
bajo cualquiera de Ja» oaueiones legales admitidas, puede sor 
reformado de oficio ú ú instancia de parte durante todo el cur- 
so de la cauda. 

Pero paTa que esta disposición sea concordante con la conte- 
nida en (asegunda parte de dicho artículo, es necesario enten- 
derla en el sentido de que súlo podrá reformarse ese aut * runa* 
do posteriormente i La fecha en que se dictóse agregaren tilos 
autos elementos probatorios capaces de niodüicar la responsa* 
bilidud del procesado, aumentándola ó disminuyéndola ú com- 
probando la existencia de uu delito mayor ó menor del que 
apareciera al principio. 

En mi concepto, es ésta ta inteligencia que debe darse á esa 
disposición, porque si en el curso del proceso se pune de mani- 
fiesta la procedencia de la excarcelación de un procesado, cuya 
libertad bajo caución ha sido denegada, debe concedérsete ésta, 
reformando aquul auto. 

Si por et contrario después de concedida la libertad á un pro- 
cesado se reunieran datos que demuestren la existencia de. un 
delito que ha^a improcedente la excarcelación concedida, debe 
reformarse dicho auto y ordenar nuevamente sea constituido en 
prisión. -Kn el prescrito caso, ningún dato nuevo se ha agregado 
al proceso que pudiera servir de fundamento para reformar 
el auto de foja H, en razón de modificar en uno ú otro sentido 
la responsabilidad penal de la Ponssa, y por consiguiente no 
hay motivo legal alguno para acceder á lo solicitado por doña 
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Julia Kigueroa y por tanto á T. S. pido se sirra mantener el 
soto de la referencia. 

Para terminar, agregaré algunas ligeras obserraciones refe- 
rentes 4 que en el presente caso de reiteración de delito, no 
hay concurrencia de varios delitos. 

tía misma dona Julia Figueroa parece reconocerlo asi, cuando 
cu su escrito de foja 13 del expediente principal dice textual- 
mente : «No se trata, pues, de perseguir un delito cometido por 
los empleados del Correo, ni regido por alguna ley especial de 
la Nación, se trata de un delito ordinario, regido y castigado 
por el Código IVnnl, y cometida en ta Escuela Normal de e*ta 
ciudad». 

Como*e vé, se luiblade un solo delito y si se compulsan los 
artículos 262 y 203 del Código Penal, citado por doña Julia Fi- 
gueroa, se persuade m:is de ello, siendo el delito dh que se trata 
el de revelación de secretos, legislado en el capítulo 7°, titulo 
2 o de la sección 2* del libro 2' del Código Penal. 

Nú liay reiteración de delitos y para no distraer más la aten- 
ción de V, S. reproduzco !»► que dije en mi escrito de foja i tí de 
este incidente y pido á V. S. se sirva no hacer lugar a lo soli- 
citado por doña Julia Kigueroa. 

Será justicia, t te. 




Tuniman. Junio 10 ile 18¡í5. 

Y fistos : Considerando ^ue el auto, cuya reforma se solicita, 
se funda en qu*- el delito de que es acusada la stiiorita Poussa 



DR JUSTICIA NACIONAL 257 

consiste* en hoherse ésta apoderado de papeles ó cartas pertene- 
cientes a la señorita Figueroa, 110 trae pena corporal que exce- 
da de dos arios do prisión, de acuerdo con lo dispuesto por el 
artículo 173 del C6di&o Penal, 

Que el haber la señorita Ponssa, dado constancia do que 
recibió del car Uro los referidos papeles ó e^rtas oajo ¡a firma 
delaseñi.ritii Figueroa, como su afirma por ésta, no constituye 
delito sepaiado v distinto del primero, por cuanto suponiendo 
cierto el hecliu, aparece indispensable que la señorita Fuiissa 
diera esa óonstancia pura llegar al apoderamienlo de la expre- 
sada correspondencia, desde que el cartero no te la hubiera en- 
tregado de otro modo. 

l'or e-tos fundamentos, y las consideraciones concordantes 
del Procurador Fiscal, no se hace lugar á la reforma que se so- 
licita puf doña Julia Flgueroa, del auto de fuja 11 vuelta. 
1 Ligase saber y repónganse los sellos, 

Ih'lfhi tltwa. 



VISTA htl.SESüIl H10CUHADOH GtftUlAL 

BuOHOt Aire*, Jult.i ltí de lfcítí, 

Suprema Curte: 

Dictadu el aute de excarcelación b.iju fianza ¿foja 11, se no- 
Üíkó por cédula. No habiéndose interpuesto el recurso dentro 
del tercer día, que autoriza el artículo 80í> del COdigo de Pro- 
cedimientos en lo criminal, en su segunda parte, quedo irre- 
citrrible. 

Sólo podría reformarse de oíicío ó á instancia de parte, con 
sujeción ul régimen del mismo artículo 395 citado, pero paradlo 
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seria necesario que nuevos elementos d¿ convicción de mayor pe- 
nalidad contra el excarcoladu, se hubieren acumulado »! prucaso. 

No puede suponerse una contradicción manifiesta en la pres- 
cripcion del Código: negar la aviación y autorizar el pedido <le 
reforma, sin producirse nuevos hechos o elementos de convio- 
cion sobre mayor criminalidad y penalidad consiguiente, vestí 
durante todo el curso de la causa, sería mantener indeli inda- 
mente inconcluso el incidente, y obligar al Juez, contra todo 
principio de procedimiento log.;l t a repetir uniforme y periódi- 
camente • 1 auto de excarcelación. 

Aceptando por ello, los fundamentos de las precedente* vis- 
tas del Procurador Kisca!, que considero arregladas ú derecho, 
pido á V. E. se sirva conlinnar el auto recurrido de foja 2N. 

Sattiniano AVer. 



Bueno* Aires, Julio J" de IW'.j 

Vistos y considerando: ijue no se lia traído por el apelante 
hecho alguno nuevo que pueda servir para fundar la reí orna ó 
revocación del auto de foja once, basado en las disposiciones 
combinadas délos artículos ciento setenta y tres, Código Penal, 
y trescientos setenta y seis, Código de Procedimiento* en lo 
Criminal. 

Por esto, de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
General, y fundamentos concordantes del auto apelado de foja 
veintisiete vuelta, *e conlirma éste, ron costas; y devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. YAHftU.— 
ABEL BAZAR. — OCTAVIO UlSGE. — 
JUA« E, TOURtST. 



hE Jl STH U >A<;iO>AI. 



(AUNA 1'LXX.IVl 



hun Justa Ice vedo contra dan Salvador i. Casanova ; sobre 

cobra ejecutiva de pesas. 



Sumaria.— No es excepción admisible contra la ejecución, la 
de hallar-e los muebles embargados, sujetos ¡i un embargo an- 
terior ii mt alií unos de ellos de los repinados por la ley. 



t'um. — Citado de remate, Casa ñora pidió no se hiciera lugar 
¡i la eje iicíon, alegando que los muebles embargados habían si- 
do embargados ya en otro juicio, r que entre aquellos eiUtí» 
una cama de nogal, y una cómoda para guardar planos de inge- 
niero, qu« era SU profesión, 



La Plata, Junio ¿5 de 1K95. 

Y Tintos; No siendo la excepción opuesta, de las comprendi- 
das on en articulo 270 dt la ley de Procedimientos, no h» lugar 
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á <?lla, jen su consecuencia, sentencio esta causa de tranco y re- 
ñíate, mandando se Ueve adelante la ejecución liasta baoerio 
efectivo pago al acreedor ejecutante, del capital, intcrencs y 
costas con el producto de lus bienes embargado*. KepúiiBase 
la foja. 

M. S. 



fr*ll» de l« *«|»r*m* Corl* 

Hui-no- Air- Julio de 1WI-Y 

Vistos: Considerando iiii" nn-l mérito do foja ciifirviité y 
una ; nada se ex[x ae tendente ¡i eiitfrw ó destruir la acción de- 
ducida para el pago del crédito reclamado, cuya legitimidad no 
se desconoce. Por cstn, y fundiimoiitfK eoncnrdautes de la tan- 
teada ap Jada de f.-js cincuenta y siete, se con lirma esta, con 
costas; j di vuélvame, debiendo repom -rse los sellos and* el in- 
ferior. 

DBNJAMHt l'A** — ABEL RAÍAS. — OCTA- 
VIO ÉtWC*.— W*» Ei TOHHEM 
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íhm Manuel E. Sai/ana contra don finito Aguinaga, ta$re 

reivindicación. 



Sumario.- — lvjecit loriada y ftimpliria una genti licia que ha- 
ce tu¡jar á la reivindicación y entrega He un i n tiiuobl*- . ios 
sucesores riel demandado no pueden, en la calidad de tales suce- 
sores, vender los derecho* y accione* que aqu-l tupia a dicho 
inmueble; y el comprador está sujeto ií la acción de reivindica- 
ción de lo* sucesores del demandante. 



Caso. — Lo es ni i** a el 



r*IU «el Jmb Fed«r»l 

Mendoza, Oiciombrc3 de 1811, 

Vistos: Kl doctor Emiliano Sajinca, en representación de su 
señor padre don Manuel K. Sayanca. deduce demanda contra 
don Benito Aguinaga, exponiendo: 

Que su dicho señor padre, como sucesor de don José Joaquín 
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Sayanca, quien ¿su vei lo fué de los finidos caciques S ayanca, 
era dueño de unos terreno» ubicados en el dep ir t. miento de Sun 
Martin, de esta provincia, en virtud de sentencia definitiva pro- 
nunciada en un juicio reíviridicatorio iniciado eu IHH1 contra 
don José Santander, quien recnnociosus dembua de propiedad , 
mediante lo cual obtuvo su posesión, una vez ejecutoriada aque- 
lla, por medio de su encargado don Pedro Calderón, ''uiuUiunado 
para el efecto; cuyos terrenos tienen una extensión da Í1Í le- 
guas cuadradas próximamente, bajo lo< Huiitei Higuieuloa : al 
norte con propiedad do don .losé Pontis, al ueste ni rio Mendoza, 
al sud con derechos de la tesUiueuturía «Ayanca, y al site 
ésta misma. 

Que actualmente era poseedor deesas terrenos el xuíior Agui- 
ntgu, a título de dueño, por compra indebida lincha rccienlo- 
nunte ú los herederos del mismo Santander, en cuya virtud in- 
terpone* ontra él la correspondiente acción rcivindicutoriu, que 
funda en la dUpoüuiou contenida en el artículo *¿75H del Cú- 
digoCiv.il. 

ti demandado señor Aguinagu, contestando A la demanda, 
expone por su parte : Que la acción produeida era improcedente 
por cuanto ella nací* tínicamente del dominio que Me tiene en 
una cosa, según el artículo invocado, y el actur no fuÚ dueño 
jamás del inmueble, ni tuvo su posesión. 

Que el carácter de sucesor de don losé Joaquín Hay anca, 
quien s e dice lo fué de los caciques «ayanca, no constituye, 
aunque esto fuera « ¡orto, un título de dominio, deado que no 
existe documento alguno que lo declare heredero de don Diego 
«ayanca, donatario de las tierras á que se rellere el título de 
foja % y la sentencia que se invoca y en que se dudara á don 
Joaquín, doña Cayetana y doña Unsario Hayunca, herederos 
de los caciques dou i»at>cual y don Jacinto «ayanca no llene va- 
lor alguno á favor del actor, no sólo porque es librada en un 
procedimiento sumario y,du oficio, sin controversia dentro del 
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juicio universal de sucesión, siiiúqne, ai'm cuando fuera válido, 
sólo aprovecharía á ios declarados henderos y no a aquel que 
no lo es. 

Que aún supuesto el derecho siie.esorio que ge invoca, no se 
acredita qué bienes hervirán ni eltíiulo euquo conste que se le 
adjudicaron , y la sentencia ¡iludida no tiene valor ni efecto al- 
guno respecto ú 01: i 1 Porque son actos y declaraciones produci- 
das en un juicio contra personas extrañas en que no fué parte; 
2 i * Porque en ese juicio su trata de uua simulación entre San- 
tander y el demandante palo forjar un título y una posesión 
puramente ficticia: 3 o Porque el reconocimiento üY dominioque 
hiciera Santander ú favor del actor, no podía transferir á éste 
la propiedad de la rosa, desde que 6»ti> no fundaba su acción 
en título alguno; 4 Porque las tierras que se le demandan no 
son las mismas á que se refiere la sentencia, según las escrituras 
que presenta; y p>° Porque está ya esclarecido en los Tribunales 
de la provincia, que todos Jos terrenos que dejaron por heren- 
cia los caciques Sayanca, á que sereDere el uctor y el título que 
ha presentado, son de propiedad de sus herederos y no del se- 
ñor Sayanca, que no loes, como ofrece justificarlo. 

Abierto el juicio á prueba sobre el mejor derecho á los terre- 
nosuiateria de la demanda, se ha producido por la parte ac- 
tora, la corriente de fojas 78 á 144 y pur el demandado la de 
fojas 145 a 1W. 

1 considerando: 1"Quc de los documeotoa presentados por el 
demandante, de fojas 2 A 10, consta la merced becha en I a de 
Febrero del ano 1813, por el Corregidor y Justicia Mayorde las 
provincias de Cuyo, don Tomás de la Llana, por sí y á nombre 
de S. M., ádon Diego Sayanca, cacique principal de la t Lagu- 
na» de ia Quijada y sus contornos, de unos terrenos situados á 
la parte del oriente de esta Ciudad, bajo los límite- que en di- 
cho documento se expresan (fojas?* 3). 

2 o Que délos mismos documentos consta también que en fe- 
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cha 14 do Agoato del año 1837, y en virtud de sentencia judi- 
cial» fueron declarados Legítimos herederos délos caciques Pas- 
cual y Jacinto ttnywion, |0fl ya eipresados José Joaquín, Caye- 
tano y María del Rosario Hayanca, en juicio seguido por el 
primero de únton con la viuda de don Miguel Leyes, declarándo- 
se en dicha suntunein, resultar probado en untos l¡i legítima 
descendencia do fatm, como berederesde loa expresados caci- 
ques, y ordenando*» ií la vez el desalojo de enantes ocuparan 
parto délos terrenos comprendidos en los títulos presentados 
y se lea diura la poitston de los mismos (auto de foja 3). 

3 o Queconsla asímUtuo, que en fecba 28 de Abril de 1881 , 
y con motivo de tina demanda interpuesta por don Manuel K, 
Sayauoa, cuino mellar del tinado José Joaquín. contra don Je- 
sús Santander, *idiro reivindicación del inmueble objeto de 
cstu juicio, sodlclo *entoncia definitiva, mandándose entregar 
áaqu¿Uhho Inmueble, ú mérito de la conformidad y reconoci- 
miento, por parto -l — l de muid. id o, de la legitimidad de sus tí- 
tulo»; declarando*^ empero, qne el demandante señor Sai anca, 
no había acreditado mi calidad de heredero de don José Joaquín 
Sayanct, ni que éste ó aquél lo fueran de don Diego, á quien 
aparece hecha la merced aludida (fojas ti vuelta a 7) constando 
igualmente la pnicslon dada al mismo á mérito de la sentencia 
enunciada (foja* 8 Ji 10), 

4 a Quo en cuanto n Jo* títulos presentados por el demandado, 
resultar Que en focha t i de Mayo del año 1864, don Meliton 
Montecino transflore , por pago de honorarios, á don Jesús San- 
tander, un torreno inculto ubicado en el departamento San 
Martin, constante do 30 leguas en la costa del rio Mendoza, 
avaluado en lnHuma do7& p«soa moneda corriente, cuyo terreno 
debía modirie do*do el punto denominado «Fuerto de Paisano» 
al norte, Ü legua» do frente á dicho rio por 10 de fondo al na- 
ciente, colindando por este rumbo y elsud con terrenos del enaje- 
nante y por ol Nortl condón José l'ontis (escritura de foja 39). 
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5 o Que en 18 de Marzo do 1885, doíia Ascención Antequeda 
do Santander, don Fidel y don huae, Santander venden á don 
■los.- Antonio Bravo, sus dereolioi y acciones a un cumpo situa- 
do en vd departamento indicad», que llubtoron |> >r herencia del 
finado don Jesús Santander, á filien perteuuoía, segau la éseti* 
tura anteriormente ei probada, por In suma de 10.000 peso* na- 
cionales (escriturare foja 4$). 

0" Que del documento de foja 43 'nn* la igualmente, la vrnta 
hecha el 15 de Setiembre del mtimo ano 1880, por don José 
Antonio liravo á don Miguel Mngror^jn, do los exprésalos te- 
rreno* por la suma ile 10.000 posos naoionale<; y finalmente, 
la escritura de foja 45, la lieohd por áltfl último, de los mis- 
mos terrenos, ádou tiernto Aguí naga por ¡10.000 pesos de la 
misma moneda. 

7" Quede las espeoilieaeioue* cntitenidas en lan prriudicadas 
escrituras, se deduce que Ion terreno* a que ellas se refieren, 
non los mismos que se ex presan mi los documento* presentados 
por el actor, y prucede entonces denidir sobre el mérito de unos 
y otros para resolver el raejur derueho A la propiedad dtr aque- 
llos, en conformidad á lo «stableeido en id auto de prueba. 

8 U Que es denotarse desdo luego, el m W antiguo origen do los 
títulos presentados por el uctnr, nomo también que los dere- 
chos de dominio so fundan, no nú lo en la declaratoria de here- 
daron hecha por la citada resolución do 1 % de Agosto de 183", 
en favor de sti señor padre don José Joaquín, de don Cayetano 
y iloña María del Rosario Sayanca, convi legítimos sucesores 
de los caciques IVcual y Jacinto Sayain a, si nú también en la 
ya exprea:ida sentencia le 28 de Abril de 188! , eu que se man* 
da entregar y se entrega en efecto á aquél ios terrenos enun- 
Ciados. 

0> Que es también de observarse, que los títulos del deman- 
dado, tienen su origen eiciusivamento eu la venta hecha por 
don Meliton Montecinoá don Jesús Santander, no obstante que 
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ú la fecha de esa venta (14 de Mayo do 1864} eso* terrenos ha- 
bían sido reconocidas por de propiedad del padre del deman- 
dante, en virtud del auto sobre declaratoria de heredero ja ex- 
presado en el juicio sobre puseston délos inismus, seguido con la 
viuda del Uñado don Miguel Leyes. 

10" Que además, en la Tente hecha á don José Antonio iíravo, 
de esos terrenos, por doña Ascensión Antequeda, don Fidel y 
don Isaac Santander, se invoca pi>r éstos la calidad de herede- 
ros de don Jesús Santander como el hecho de pertenecer les por 
tal título los terrenos vendidos, no obstante también, de que ¡l 
la fecha do cea venta (18 de Marzo de 1881!) ellos se habían 
mandado entregar al demandante, por la sentencia de 1881, 
dictada en el juicio seguido con Santander y ú mérito del reco- 
nocimiento de sus legítimos dereehos declarados por éste en di- 
cho juicio. 

11" Quescgun queda expresado, lis derechos de propiedad que 
opone el demandado a la acción reivindicatoría deducida, se fun- 
dan en los títulos trasmitidos por Montecino á Santander: pero 
se ha constatado también, que este, con anterioridad á la venta 
hecha por sus sucesores a Bravo, había reconocido en favor del 
uctor su legítimo derecho de propiedad, declarándose así por la 
sentencia aludida. 

12' Que por consiguiente, y no estando esos terrenos bajo el 
dominio de los sucesores de Santander, es entonces evidente, 
que éstos no han podido trasmitir derecho alguno de propiedad 
á su comprador señor Bravo, ni consiguientemente éste, ni su 
sucesor Mogrovejo. al demandado señor Aguinaga, siendo por lo 
tanto de todo punto iuelicaces tales títulos para fundar los de- 
rechos alegados. 

13° Que en cuanto á las objeciones hechas á los títulos del 
actor es de observarse, que sí bien es verdad que la declaratoria 
de heredero hecha en 1837, no aparece dictada en un juicio su* 
cesorio de carácter universal, esto no obsta á su perfecta lega- 
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hilad y validez, en cuanto al reconocimiento que cq illa se con- 
tiene, de Ujs legítimos derech¡sde propiedad sobre los terrenos 
(^«stiunudos, que declara en favor de don José Joaquín Sayan- 
cu, máxime cuando tn> se ha presentado documento ni prueba 
alguna de cimtrario que destruya ni desvirtúe en sus efectos la 
enunciada resolución, 

14" Qile tampoco se lia acreditado la simulación alegada en re- 
luciunal juicio seguido entre el demandante y Santanüer, re- 
suelto por dicha seutenci;;; ni menos que en el jui ún sobre nu- 
lidad del reconocimiento hecho por éste en a qué! y que se dice 
iniciado con tal motivo, recayera resolución alguna ea el sentido 
de declarar ineficaz y sin valor legal dicha sentencia; y si bien 
ea verdad que eneila se hace la salvedad espresada, en cuanto 
á un haberse acreditado por parte de Sayanca su calidad de 
herederu de los expresados caciques, ella, empero, constituía des- 
de luego un título perfecto de dominio a su favor sobre los terre- 
nos objeto del litigio, respecto al menos «le su eolitigaote don 
Jesús Santander. 

15° Que repecto de las partidas parroquiales presentadas de 
fojas 139 á 143, al objuto de acreditar que el demandante y bus 
antecesores no son de apellido Sayanca, y por consiguiente, su- 
cesores ni herederos de loa caciques de este nombre, resulta en 
efecto, que tanto el abuelo como el padre del demaudante y aun 
éste mismo, aparecen designados en sus respectivas partidas de 
bautismo, de fojas 139, 140 y 142 con el apellido de Sayagita, 
figurando el último coa el deSaynuca, recien en la de su matri- 
monio de foja 141, como su hijo don Emiliano, en la de foja 
143. 

ltf s (¿ue esta diferencia en el apellido con que aparecen el de- 
mandante y sus antecesores, padre y abuel opuede acaso pro- 
venir de un simple error de redacción, dada la semejanza entre 
los nombres Sayagua j Sayama\ siendo además de observarse 
en apoyo de esta «upoai 'ion las mismas diferencias que existen 
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también en ese mismo apellido en lai partidas (te bautismo de 
(ion José Joaquín, que aparece como hijo He don Ciciuunte Sa- 
yago^y la de ésta en que se le designa como hijo de don Martín 
S'iywfuai como asimismo la adulteración en el Bpélliáojde la es- 
posa del actor en que aparece con el de .Isírt-flfuen vez de Axtar- 
co, que se dice ser su verdadero apellido, 

17" Que además, y A este respecto se ha acreditado con el 
testimonio de los señores doctor Francisco Ruiz Suarez, Dioni- 
sio Rocha, José K. y Carlos Ponce, linrique Campos, Julián Ro- 
dríguez y Zoilo S. Navarru, de fojas 190 vuelta i 196, que tan- 
to el detnandandante como su finado padre h;m sido siempre 
conocidos y llamados con eseapellido de Sayancaeu esta provin- 
cia de Mendoza, tanto por las autoridades como por los parti- 
culares. 

18° Que por otra parte, tales documentos no po Irían tampo- 
co constituir en este juicio una prueba, en el sentido de constatar 
la falsa calidad en el demandante de sucesor de los caciques Sa- 
yanea, existiendo la declaratoria hecha al respecto por él citado 
auto del ano 18:17, y cuando tampoco se ha acreditado por do- 
cumento ni prueba alguna que los llamados Moutcduo sean los 
verdaderos sucesores de aquellos, como se afirma por el deman- 
dado, ni menos que exista declararía judicial al respecto. 

10/* Que en relación á la observación hecha por el demandado 
de no haber el actor acreditado que tuviera en tiempo alguno ]a 
posesión del terreno, objeto do la reivindicación ni la causa 6 
motivo porque perdiera ésta, tampoco es fuudada en el sentido 
de destruir sus derechos de dominio en él, desda qoe tío se ha 
comprobado que éste, se perdiera por prescripción, ó que el tí- 
tulo en que se fundan los derechos de propiedad croados por la 
sentencia de 1881, se extinguieron por causa alguna jurídica. 

90° Que á este respecto, es de tenerse en cuenta la disposi- 
ción contenidaen el artículo2510del Código Civil, que establece: 
Que "1 dominio es perpétuo y subsiste independiente del ejercí- 
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ció quu se pueda hacer de él. Q»e el propietario nodcjade serlo 
aunque no ejerza ningún acto de propiedad, aunque caté en la 
imposibilidad de hacerlo y aunque un tercero los ejerza con su 
vol u ntad ó en centra de ella, á no ser que deje de poseer la cosa 

quirirla propiedad por la prescripción (códigos y autores cita- 
dos en la nota á dicho artículo), 

21° Que el propietario do un inmueble conserva, entonces, 
siempre sus derechos como tal, mientras no se produzca respec- 
to ú su dominio, algunas de las cansas do extinción « numeradas 
desde d artículo 2601 á 2610, Código citado, de las cuales nin- 
guna se ha producido en el cuao. 

22 rt Que por consecuencia, de ta doctrina anteriormente sen- 
tada, y aun en el supuesto de que el actor no hubiera torna- 
do posesión de los terrenos en cuestión ni ejercido jumás acto 
alguno de tal naturaleza cuellos, contra lo constatad" en los 
documentos de fojas 2 á 10, en que se contiene la declaración ju- 
dicial al respecto, la solicitud del actor, el auto judi ial pro- 
rey endo de conformidad, la nota dirigida al juez de paz del 
departamento de San Martin, y ta diligencia de este dando eja 
posesión al señor Pablo Calderón, encargado para el efecto, ello 
no obstaría á la conservación del dominio, por parte del actor, 
desde que no se ha acreditado que *e produjera causa alguna 
legal que lo extinguiera, aegim queda dieho. 

23° Que en cuanto á la prueba testimonial rendida por el de- 
mandado i bis mismos objetos, ella consiste en las declaracio- 
nes de los señores .fosé María L.;cero, Eugenio Santander, Eloy 
González, Mu i esto Luna, Doctor Josí Antonio Estrella, Lla- 
món Moran, Tomás DAvila y Equileo Areno.-, corrientes de 
fojas noventa y nueve á cíente tres, ciento doce á ciento quin- 
ce y ciento veinte ú ciento veinte y tres. 

24° Que de estas declaraciones, la más explicativa y fa- 
vorable á las pretensiones del demandado, es la de don 
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José María Lucero, de 1» cual resulta constatado lo siguiente : 
1° Que los campos en cuestión pertenecieron ¡i la testamenta- 
Tía de doña Muría Isabel Montéenlo ; 2" Que el di mandante 
señor Sayanca no estuvo jamás en posesión de ellos, segun 
creencia del declarante ; 3" Que éste jamás fué reconocido en 
sentidn alguno, como sucesor ni heredero de los caciques Sa yan- 
ca; \ a Que el apellido de aquél es ñayagua, según l- 1 * partida de 
bautismo de su abuelo que vio el declarante; 5 o Que él mismo 
turo un juicio con la expresada señora Montee i no, siendo en él 
vencido el año mil ochocientos cincuenta y seis, y cuyo espe- 
diente dice haber visto, se encuentra en poder del Doctor José 
V. '/apata, sabiendo no se encuentra en la oficina conservadora; 
y 6 o Que la misma señora Mortecino es nieta fie uno de los ca- 
ciques Sayanca sin saber, empero, de cuál de ellos. 

45" Que respecto a lo primero y último se ha dicho ya 
que no se ha acreditado en estos autos, por documento al- 
guno, que los llamados Montecino suan los legítimos suceso- 
res y herederos de los caciques Sayanca, ni se ha producido 
prueba de ningún género en tal sentido, que pudiera oponerse 
á los derechos reconocidos en dichos terrenos ; siendo además 
de observarse que la afirmación del testigo Lucero, tampoco ten- 
dría importancia como prueba á tal efecto; no sólo por ser sin- 
gular, sinó también porque en ella no se contiene dato alguno 
evidente, respecto á la descendería que de los referidos cac - 
ques se atribuye ó la expresada doña María Isabel Monte- 
ciño. 

Que por lo que hace á lo segundo y tercero, tales afir- 
maciones resultan desautorizadas por los mismos documen- 
tos antes expresados, de los que consta, segan se ha visto, la 
posesión dada al demandante en esos campos con fecha ocho 
de .Tunio de mil ochocientos ochenta y uno, á virtud de la sen- 
tencia aludida de ese mismo año; como la declaración conteni- 
da en el citado auto de catorce de Agosto de mil ochocientos 
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treinta y siete, e:i que se expresa resultar acreditada la calidad 
de sunesor y he red ero de aquellos, por parte del abuelo del de- 
ma n dan te. 

27 q Que en cuanto á las afirmaciones del te*tigo, respecto 
al verdadero apellido del actor y mi sí íiht padre, tampoco 
pueden apreciarse cou valor legal, dadas las irregularida- 
des du la partida do bautismo en que furnia su aserto y las 
observaeimes hechas al ruspecto cu los considerandos décimo 
quinto al décimo octavo; y por cuanto no se ha acreditado tam- 
poco la existencia del juicio en que se "I ¡ce fué aquel vencido ni 
menos los términos 6 declaraciones que contuviera la sentencia 
ú resolución que se dice dictada en él. 

28° Que es de observarse, finalmente, que los hechos que 
resultan constatados por instrumentos públicos, jamás pueden 
desautorizarse por una prueba testimonial, menos aún, cuando, 
como en el presente caso, ésta no es completa ni conteste en 
las manifestaciones que los testigos hacen, respecto á los he- 
chos sobre que declaran. 

l'or tanto y omitiendo otras consideraciones resultantes di- 
autos: falto definitivamente y declaro legalmente acreditada 
por parte de don Manuel K. Saynncu, su propiedad en los te- 
rrenos objeto de la presente reivindicación; debiendo, en conse- 
cuencia, hacérselo entiega de los mismos por el representante 
de la sucesión del demandado don Benito A^uinaga, sin perjui- 
cio de las aceiijues queá éste correspondan coutra su causante, 
sin especial condenación en costas. Hágase saber original y re- 
póngase el papel. 



Juan del Campillo . 
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tallo 4c tm ttuprctti* « ©rí* 

Bueno* Aires, Julio 27 de 1895. 

Vistos y considerando : Primero: Que, corno lu establece la 
sentencia apelada, está plenamente averiguado que Don Manuel 
K. Sayones demandó ¡i Don Jesús Santander, én mil ochocien- 
tos ochenta y uno, para la entrega del inmueble objeto de esle 
jileit", intentandu a! electo, acción reivindicatoría basada en 
el di minio qjte invoca. 

Segundo: Que contestada la demanda, y reconociéndose en Ja 
contestación el derecho del demandante, se pronunció sentencia 
con fecha Abril veintioeho del rilado año, declarándose f|ue el 
demandado estaba obligado ¡i entregar al actor la co.^a reivindi- 
cada con más los frutos desde ta notificación de la demanda. 

Tercero: Que consentida dicha sentencia, Don Manuel E. Sa- 
ranca pidKi la posesión judicial del terreno, laque, previa no- 
tificación á Santander, del auto que la ordenó, L- fui' en efecto 
dada, en veho de Juniodel mismo uño de mil ochocientos ochen- 
ta y uno, haciéndose la entrega á Don Pedro Calderón, que 
obraba á nombre de aquél. 

Cuarto: Que en diez y ocho de Marzo de mil ochocientos 
ochenta y ¡-eis. Doña Ascensión Antequeda de Santander y Don 
Fidel y Doria Isaac Sairiundi r, viuda la primera é hijos los de- 
más de Don Jesús Santander, venden, en calidad de sucesores 
de éste, los derechos y aceíonea al inmueble recordado, basán- 
dose en los derechos dei hados de esa enajenación, los que in- 
voca el d mandado. 

Quinto ; Que el juicio promovido por Don Manuel K. Sayan- 
ea contra Don Jesús Santander es. por la naturateaa de la ac- 
c¡o» deducida. „o s ¿lo contendí»» S ¡nó twbbn ordinario, «Í B 
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que sirva para modilicarsu carácter, la actitud asumida por el 
demandado en su repuesto á la demanda. 

Sexta : Que con tales antecedentes, uo pudo ponerse en cues- 
tmn la propalad de Saja tica por los sucesores de Santander 
pretendiendo hacer revivir „u pleito fenteidn, porque d ello 
se »pon« la autoridad de Jucos, juzgada á favor de aquél ( le- 
pa &m y ú\vz y nueve, título veinte y dos, partida tercera) 
Septum: yue desde que en virtud del reconocimiento y sen- 
litólos derivados de é.sle t «»teriür á U ^^^^4^^ 
liUu eiplfeit.. abandono, un tenían ,1 añude mil "ochocientos 
-chema y seis, derecho alguno al inmueble en relación ;í Sa- 
yítóca, es indudable que, en perjuicio de éste, no podían tras- 
mitir á mt^émmm f acciones de que carecían (artículo tres 
mil doscientos setenta, Código Civil). 

Octavo: Que el demandado no ha demostrado y njucho me- 
no, probado, que el juicio entre Say.nea no debiera tener la eü- 
c«iu, i m en general, acuerdan las leyes á los juicios conclui- 

i'oresioysus fundamentos concordantes, se confirma con 
ccwíat, la sentencia apelada de foja trescientos s,is; y repuestos 
los sellos, devuélvanle, pudíendo notificarse con el ordinal. 



BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA, 
ABEL 11AZAN. - OCTAVIO HOCE. 
JUAN K. TORRLNT. 
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Roña Ciara Pallera dé Juárez contra don Federico Lncroze, por 
expropiación; sobre Trienal pericial, intervención del Juez 




Sumario. — Si las partid han constitnitlo mi tribunal peri- 
cial pura la estimaciuii materia de la expropiación, tas diligen- 
cias recesarías para furmar jim io y dictar el fallo, son del re- 
sorte di* diebo Tribunal, y el Jui-z procede correctamente ne- 
gándose ¡i intervenir en incidentes sobre esa materia. 



Caso. — Resulta del 



INFORME DEL JUEZ FEDERAL 

Exnto Señor: 

En cumplimiento de lo ordenado por Y. E,, en el recurso de 
hecho deducido por Don Federico Lacroze, informaré á V. E. 
lo siguiente : Doña Clara Pallen» de Juarex y otroa iniciaron 
demanda contra Don Federico Lacrozc, sobrepago de un terre- 
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no de su propiedad, qno éste les liabía expropiado p. ra las obras 
del Trainway Mural. Antes de sor contestada la demándalas 
partes celebraron un compromiso sometiendo ta resolución del 
asunto A un tribunal pericial, compromiso que fué aprobado 
por el Juzgado después de las respectivas ratificaciones. Como 
venciera el término acordado á los arbitros para laudar, sin que 
lo hubiesen hecho, las partes, de común acuerdo, tes fijaron un 
nuevo plazo de quince días á ese efecto, proveyéndose con e*e 
motivo lo ¿-siguiente : 

< La Plata, Marzo 29 de i 895. Be conformidad de partes, 

el nuevo término de quince días, que 
le ta notificación de los mismos. Aurre- 

De este auto se pidió revocatoria por el señor Lacrozc fundán- 
dose en que el arbitro nombrado pur su parte había pedido se 
ordenara la presentación de los títulos de propiedad del terreno 
expropiado, así como de un plano del mismo, y que se sus- 
pendiera el término para laudar hasta tanto se hiciera esa exhi- 
bición y el Juagado resolvió lo siguiente : 

*U l'lata, Junio 25 de 1895. Autosy vistos: en el incidente 
sobre revocatoria del auto do foja 90 y considerando: i" Que 
por el compromiso de foja 35, este juicio fué sacado del cono- 
cimiento del Juzgado» para someterlo al fallo de un tribunal 
arbitral. 

* 2° Que el Juzgado sólo interviene posteriormente al solo ob- 
jeto de aprobé la prórroga del término acordado para fallar el 
tribunal pericial, lo 1400 hizo por el citado auto de foja 90vuel- 
ta, cuya revocatoria se pide. 

* 3* Que tanto las partes como los arbitros deben a justar su 
procedimiento^ lo estipulado en el referido compromiso de foja 
35, sin que pueda el Juzgado tener intervención alguna en lo que 
se refiere á esos procedimientos, pues sólo á los árbitro» corres- 
ponde entender en los incidentes que al respecto se produzcan. 
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* Por estas consideraciones: no ha 
oida á foja 95, ni á ¡a apelación 
el término para laudar era 
eacion de este auto á los arbitros. 
S.de Aurrccoechea*. 

Acompaño testimonio 
rencia, pura que % $* pueda 
asunto del conocimiento ilel 

Dios guarde á V. K. 





sello. .Mariano 



[\ie se habecho refe- 
si él importaba sacar el 



.Mariano S. de Aurrrcnechea. 



Vmtlm de I» 



Dueños Aires. Agoelo l'de IKt-V 

Vistos en el acuerdo y considerado: Que según resulta de 
estas actuaciones, las partes, en el pleito, bao convenido en 
constituir J han eoiistitnido en efecto, un tribunal de jurisdic- 
ción voluntaria encargadode la estimación del terreno materia 
de la expropiación. Que á los efectos do su misión, el citado tri- 
bunal est* investido de las facultades necesarias en el orden del 
procedimiento y producción de los elementos do juicio que con- 
sidere conveniente para el fallo, siendo diligencia de esa 
clase ajenas al Juez, de cují conocimiento las partes han 
retirado la causa. Que según se desprende del escrito presen- 
tado por el recurrente deduciendo el recurso, él parte del con- 
cepto equivocado de que la prueba del derecbo de propiedad, 
que no ha sido sometido & la resolución pericial, deba tener in- 
ftuencia para servir de obstáculo á que los peritos cumplan con 
su mandato. Que no teniendo éste por objeto resolver sobro «1 
dominio del terreno á que se retiere la estimación sometida, 
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las cuestiones ú que hubieren lugar sobre si lo tiene ó no Do- 
ña Clara Fallero de Juárez, sobre el mencionado terreno, nada 
tiene que ver roñe) procedimiento arbitral. Que por consiguien- 
te, el Juez ha procedido correctamente declarando que, en el 
estado de las cosas, no deben serle traídos incidentes sobre la 
materia sometida, del resorte del tribunal constituido por las 



Por esto, no se hace lugar al recurso interpuesto. Remítanse 
estas actuaciones al Juez de la causa, para la agregación á los 
autos de su referencia. Repóngase el papel. 



BENJAMIN PAZ. ■ — LIHS V. VARELA. — 
ABEL BAZA». — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TOR-KENT. 



CAUSA ilXXIIS 



Criminal contra don Teodoro lirasch, don Benito L Ramayon 

litOH, 



ío. — 4* Cnando se ha acusado por varios delitos, y el 

ue declara probado uno solo, 
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é improbados tos otros, la Suprema Corte no puede pronunciar- 
se sobre estos últimos. La sentencia, en esta parte, debe darse 
por consentida. 

2 o No constituyen delito de defraudación con abuso de confian- 
ta, las operaciones por las cuales un ge ente del Banco Nacional 
en liquidación ha admitido que los deudores de unas letras 
quedaran sustituidos por otros» dando estos últimos garantía 
hipotecaria sobre propiedades que aquellos les traspasaron al 
efecto. 

3 o La transgresión del mandato no es un delito del derecho 
penal : es necesario probar el propósito criminal del mandatario, 
y el perjuicio efectivo causado al mandante. 

4" No puede establecerse la presunción del propósito criminal, 
si el mandatario comunicó al mandante las operaciones he- 
chas, si no las conceptuó perjudiciales, y no obturo provecho 
de ellas. 

5 o No puede establecerse la existencia del perjuicio, si la 
deuda era mal servida por ios antiguo* deudores, y la garantía 
dada por los nuevos importaba en el momento de la operación 
una seguridad eficaz por una parte considerable déla deuda, y 
ésta era amortizable en largos períodos. 

6* La tasación es un medio deficiente para llegar á un resulta- 
do preciso del verdadero valor de los inmuebles, y los Jueces no 
pueden dar preferencia á unas tasaciones sobre otras, cuando 
éstas son distintas y se destruyen entre si. 

7° El perjuicio, característico del delito de defraudación, debe 
ser real, cosí firmándose la intención, ú existiese, con el hecho. 

8 a Cuando el conjunto de las circunstancias no permite afir- 
mar que la situación del mandante haya empeorado, y cuando 
solo resultan preso nciones que aunque graves, no son precisas, 
y pueden conducir á conclusiones u ¡versas, fundándose algunas 
en otras presunciones ó indicios, surge la duda, favorable al 
procesado. 
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9° La acusación no debe ser cal i finada de calumniosa, cuando 
no se lia demostrado que el acusador hay* procedido con volun- 
tad criminal, y resulta que ha sido guiado por razones que han 
podido inducirlo en error. 



— Lo 
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Corriente:, Julio 91 do 188-1. 

auto* por defraudación al Banco Nacional ini- 
ciado y seguido por sus representantes legítimos, contra Teo- 
doro Brascli, ex-gerente de dicho Banco, soltera argentino, do- 
miciliado en esta ciudad; Esteran Chaine,ca* , 'omíciliado en 
esta ciudad, argentino, comerciante ; Benita 7 P . nayon, casa- 
do, inglés, domiciliado en Santa F¿, hacendado; Eugenio Min- 
vielle, soltero, francés, domiciliado en Buenos Aires, comer- 
ciante; Simón Derqui, casado, argentino, domiciliado en Buenos 
Aires, comerciante (fallecido); Ulpiano Cáceres, casado, ar- 
gentino, domiciliado en esta ciudad, hacendado; Mauricio L. 
Chame, soltero, argentino, domiciliado en Bella Vista ; Luis 
! truel, soltero, francés, domiciliado en esta ciudad, agente ma- 
rítimo, y Manuel Cacares, José R. de Lara, José G. Valor, Julio, 
Dalmiro y Manuel Acuña, ausentes, oon ignorado paradero; 
do los que resulta: 

1° Que este juicio se inicio por Don Carlos A. Paz, Inspector 
del Banco Nacional cu liquidación, oon el escrito de foja 4, 
cuerpo A, en el que se denunciaba, que Teodoro Brasch, exagé- 
rente de dicho Hunco en esta ciudad, había ejecutado las ope- 
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raciones que se mencionan en el cuadro de foja 3, del mismo 
cuerpo, ohancelando créditos de deudores del Banco, con des- 
cuentos concedidos á personas desconocidas, estando el estable- 
cimiento en liquidación. 

S° Que esas operaciones no tenían explicación posible, ú me- 
nos de haber mediado cohecho parn defraudar los intereses del 
Banco en fuertes cantidades, y en cumplimiento de su deberé 
instrucciones recibidas del Directorio, solicitaba la interven- 
ción de este Jusgado, a fin deque se instruyese el correspon- 
diente sumario y se decretase la prisión preventiva de Braseta y 
el embargo de sus bienes, para nsegtirar sus ulteriores respon- 
sabilidades. 

3 a Que el Juzgado haciéndose cargo, ordenó la prisión de Teo- 
doro Brascfa, la que se ejecutó con fecha veinte y uno de Febrero 
de mil ochocientos noventa y dos, tomándosele declaración inda- 
gatoria veinticuatro horas después, corriente á foja 9, cuerpo A ; 
así como la declaración de las personas que habían intervenido 
en las referidas operaciones y otras que por diversos motivos 
habían tenido conocimiento de ellas, cuyas deposiciones corren 
de fojas 16 á B5y 82 & 84 del mismo cuerpo. 

4° Que en este estado del juicio se presentó el Doctor Roberto 
Levíngston, en representación del Banco Nacional en liquida- 
ción, á mérito del poder otorgado por su presidente, don Marco 
Avellaneda, pidiendo se le admitiese como parte querellante y 
se ampliase el primitivo proceso, formando un sumario con res- 
pecto de las personas omitidas en la denuncia del Inspector Paz 
y que han participado como coautores 6 cómplices en los delitos 
denunciados, que no sólo son los de defraudaciones y de cohecho, 
como se expresa en la denuncia, sinó que también es indudable 
que deberán comprenderse los de abuso de confianza, simula- 
ción, estafa, infidelidad en la custodia de documentos y tal vea 
hasta malversación de cándales públicos; que esos indi vídnos 
son: Teodoro H rasen, Simón Derqui, Luía Bruel, Mauricio L. 
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Chaine, Dalmíro Acuña, Manuel Acuña, Manuel A. Ferré, Ni- 
colás Ferró, Juan K. de Lara, Benito L. Ramnyon, Vrbano 
Cons, Javier Silva, J»sé G. Valor, Kiigmio Mint ¡elle, Julio 
Acuña, Uljiiuiio C áceres y Manuel Cáceres. 

5 o Que admitida la rep re a en tarion invocada y dándose por 
entablada la querella, tanto á la parte referente á Teoiloro 
Braseh, nomo en relación á los nuevos acusados, se decretó, por 
auto de foja l;í4 vuelta, cuerpo A, y por los fundamentos en él 
expresados, la prisión preventiva de Estevau Chaine, Eugenio 
Mittvielie, Simón üerqui, Benito L. Ramayon, quienes presta- 
ron sus respectivas declaraciones indagatorias de conformidad 
á las indicaciones de la ley y de los interrogatorios presentados 
por la parte querellante, en cada cuso, corrientes, las de Chai- 
ne Em de fojas 140 A 151 A, las de Benito L. Ramayon, de fo- 
jas 152 á 159 A, las de Eugenio Minvielte. de fojas 165 á 172 
vuelta A, las de Simón Drrqui, de fojas 173 á 185 vuelta A, 

6 a Que posteriormente a estas prisiones se decretaron, suce- 
sivamente, por los antos de fojas 190 vuelta B, 203 B, 86 E, 45 
J y 167 vuelta B, las de José G. Valor, Manuel Cáceres, 11- 
píano Cáceres, Manuel A. Ferré, Julio, Dalmiroy Manuel Acu- 
ña y Mauricio L. Chaine, la indagatoria de éste, así como la 
de Ferré, corren á fojas 9 vuelta P, y 48 vuelta J, y las de Luis 
Bruel á foja 191 A, no existiendo Insde los demás por ignorar- 
se sus domicilios j no haber podido ser reducidos á prisión por 
esa causa. 

7° Que todas las operaciones acusadas fueron ejecutadas del 
20 de Octubre al 19 de Noviembre de 1891 : la primera corres- 
ponde al señor Luis Bruel, quien era deador ai Banco de la 
cantidad de cincuenta y un mil novecientos sesenta y seis pesos 
moneda nacional (51.966 $m/n), en cuatro letras vencidas, de 
tas que, la mayor por veinte y cinco mil pesos (25.000 $ m/n). 
tenía garantía hipotecaria de tres leguas de campo. En lugar 
de la deuda de Bruel aparece como descontada en el Banco, por 
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el ex-gerenle Brasch, una letra de sesenta mil pesos ($ 60.000 
m/n) ríe Mauricio L. Chaine, con garantía hipotecaria, (Por- 
gada el diez y siete de Octubre de mil ochocientos noventa y 
uno, corriente á foja 18, cuerpo C, legajo 1°, de un terreno de 
chacra en el lugar llamado de < La Limita », en la parte» sud de 
esta ciudad, de doscientos noventa y seis mil quinientos ochen- 
ta y un metros cuadrados (296.581 met. cuad.), qoe e! señor Si- 
món Derqui había vendido ú Chaine, cuatro días antes de la 
constitución de la hipoteca, en ochenta y ocho mil nuevecientos 
setenta y cuatro pesos nacionales (88.974 $ m n), que declara 
en la escritura haber recibido con anterioridad {f. 14 del mis- 
mo cuerpo y legajo); la seyunda : corresponded KatebauCbaine, 
que era deudor al Banco de la cantidad de sesenta y un mil cien- 
to setenta y un pesos (61.171 § m/n), dividida en dos letras, 
una di; izetta y Compañía, de que era responsable como socio 
capitalista, importante de diez y siete mil cuarenta y tres pesos 
(17.043 S m/n), y la segunda, por valor de cuarenta y cuatro 
mil ciento veinte y ocho pesos (44.138 S m n), cancelándose 
la primera, mediante el descuento concedido á Dul miro Acnña f 
de una letra por veintey cinco mil ochocientos pesos (25.800 § 
m/n), ron la garantía hipotecaria de seis lotes de terreno ur- 
bano en el departamento de Mercedes, con un total de siete mil 
novecientos sesenta y dos metros cuadrados (7902 met. cuad.), 
foja 79, cuerpo C\ legajo 2, vendidos A Acuña por la señora 
C. de Chaine, esposa de Este van Chaine, en treinta y seis mil 
pesos (36.000 ¿ m/n), que se declara recibidos con anteriori- 
dad (véase escritora de foja 75, del mismo cuerpo y legajo), cu- 
ya garantía fué ampliada, anteriormente, en veinte y cuatro dn 
Enero de mil ochocientos noventa y dos, con cuatro lotes urba- 
nus de terrenos en Bella- Vista, con un total de nueve mil cua- 
trocientos cincuenta y dos metros cuadrados (9452 met. cuad,), 
foja 104 de los mismos, que los adquirió de la señora Fidela C. 
deCáceres, suegra de Chaine, por ocho mil ochocientos pesos 
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(8.800 wfn} t recibido* aritos del acto, foja 99 del mismo 
cuerpo y legajo. La segunda letra de cuarenta y un mil ciento 
veinte y ocho p,sos (41.128 ^ m/n), se reemplazó coa otra 
otorgada por Manuel Acuña por valer de cuarenta r cinc, mil 
cuatrocientos pesos (Í5.4Ü0 ¿ t „ „>, con la garantía hipóte- 
cana de cinco lotes urbanos de terrenos en Bella-Vista y uno 
en esta ciudad, con un total de veinte y siete mil novecientos 
setenta y ocho metros cuadrado. (27.978 met. cuad.), foja Í50 
cuerpo C, legajo 3, comprado por este á la señora Fidela C de 
Cáceres, en sienta y cinco mil pesos fps. 65.000 m n>. cuatro 
días antes de !a operación con el Banco, según resulta de la es- 
entura de foja 144, del mismo cuerpo y legajo. U tercera ope- 
ración correspondía á Manuel A. Forré, quien cancela su propia 
deuda y la de su «ñor padre, que ascendían juntas á ciento 
ocneutu y ocho mil novecientos tres pesos (188.903 £ m/n) 
garantidas en su mayor parte por Benito L. Ramavon, por loa 
mismos procedimientos anteriores. En lugar de esa deuda apa- 
rece descontada por el ei-gerente, u„ a letra de Juan R. de m 
■ a, valor de ciento noventa y matro mil p esf) s (194.000 ¿ m/n) 
con la garantía hipotecaria do veinte y seis lotes urbanos de te- 
rreno, en estaciudad y sus alrededores, con un total de ochenta 
y odio mil seiscientos óchenla metros cuadrados (88.680 met 
cuad.), comprados por Lara á Ferré en doscientos cuarenta y 
dos mil pesos (242.000 ¿ m /n ), nueve días ante.de la cancela- 
ción, que se declara en la escritura recibidos con anterioridad 
La cuarta operación, tres días después de la anterior, Eugenio 
Minvietle cháncela su cuenta, que primitivamente se componía 
de cinco letras, que fueron reducidas A una sola, cinco meses 
antes de la cancelación, por un valor total de eiento treinta y 
cuatro mil ciento veinte y cinco pesos (t:H.I25 $ ra / n) En 
reemplazo de ostadeuda, ía que fué unida á la del extinto Simón 
Derqui, formando un total de trescientos diez mil ciento ochen- 
ta y tres pesos (3Í0.I83 A m/n), el ei-gerente Brasch descuen 
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la, en el mismo día de U canci laciou, á favor ile Julio Aouxta, 
Ulpinno Cáceres y Manuel Cáceres, la cantidad de trunientos 
treinta y un mil pesos (381.000 £ ir,/n). de los que eorrespon- 
dfati al primero, ciento once mil pesos (I II .000 # m 'n) t al se- 
gundo, cien rail pesos (100.000 $ ra 'O. y b1 tercero, ciento 
veinte mil peso* (120.000 S in n). Kstos préstame* fueron res- 
pectÍTamente garantidos con hipotecas, Juliu Acuña otorgó hi- 
poteca (véase escritura d« foja 139, cuerpo C, leg. 5 o ), sobre 
veinte propiedades, comprada» días antes á Simún Derqui y 
Kugenio Miuvielle, en ciento cincuenta y ocho mil pesos 
(158.000 $ m ni, véase escrituras, fojas 417 á 438 del mismo 
cuerpo y legajo, di- los que nueve son terrenos urbanos, situados 
en esta ciudad, diez en el departamento de) Empedrado, y un 
campo de pastoreo en el departamento de Puso de los Libres. Ma- 
nuel Cáceres, á su vez, da en hipoteca tres propiedades urbanas 
en el departamento do San Luis, tres campos en el de La Cruz, 
con una extensión de doscientos treinta y ocho mil trescientos 
setenta y tros metros cuadrados (238.373 met* cuad.) , véase es- 
critura hipotecaria de foja 609, .cuerpo C, legajo ü", comprados 
á Simón Derqui y Eugenio Miuvielln en ciento setenta y nueve 
mil pesos (179.000 3 m n) ( fojas 546 á 608 del mismo cuerpo y 
legajo, y Ul piano Cáceres, otorga hipoteca, para garantir su 
deuda de cien mil pesos (100,000 $ m n), ouatro propiedades 
en Monte Caseros y tres en Goya (véase escritura de foja 187, 
cuerpo U, leg, i", compradas á Simón Derqui en ciento treinta 
mil pesos (130.000 # m/n) t según consta de la escritura de foja 
179 del mismo cuerpo y legajo: Quinta operación: el mismo dia 
del anterior, Beuito L. llamaron cancela su deuda y la de Urba- 
no Cons. que juntas ascienden á trescientos cincuenta y siete 
mil setecientos pesos (357.700 ¿ m u), trasferídos de la Sucur- 
sal de Santa Fé, nueve días antes de la cancelación. En sustitu- 
ción de eia deuda aparecen eu los libros del Banco un crédito 
concedido á José G. Valor, por trescientos sesenta y tres mil 
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pesos (363.000 # m'n), con garantía hipotecaria de vein ti cin- 
to prontedades urbanas en en tu ciudad, con una extensión do se- 
senta y finco mil ochocientos sesenta y cintro metros cuadra- 
dos (65,874 met. cnad, >, y un «ampo en San Cosme, de una 
extensión do trescientos ocho mil ciento treinta y cinco metros 
cuadrados (308 A 35 mct. cuad.), véase escritura hipotecaria de 
toja 914, i'iierpoC, leg. 7", compradas * Benito h. II imayon 
y Manuel A. Ferró en cuatrocientos cimienta y cuatro mil 
ochocientos pesos < 144. 800 # ra nj, según resulta (4e Us es- 
crituras de fojas 892 ú 913 de) mismo cuerpo y legajo cita- 
dos. 

8™ Que todos los hechos que se acaban di* relacionar, están 
plenamente comprobados con las constancias de la», escrituras 
públicas que se mencionan, con la confesión del ex- gerente 
llrasch y también con las declaraciones de los mismos que han 
cancelado sus deudas en el líanco, como igualmente resultan del 
informe y sus anexos presentados por el perito l¡audntfo, á fojas 
210 ¡i 226, cuerpo A. Ku efecto, Hrasch, contestando ¡í la inda - 
gatoria de foja9 A, 2" pregunta, dice : que canceló las deudas 
■le Ifenito L. Uamayon, Manuel A, tVrré, Mu genio M inviclle, 
Simón Derqui, Kstevau Chaine y Luís lírnel, aceptando garan- 
tías hipotecarias dadas por otras personas, Hstevau Chaine, di- 
c, contestando A foja 144, á la indagatoria de foja 140 del 
mismo cuerpo citado, preguntas 5* y 6*, que es exacta la cance- 
lación de la deuda de Izett ■ y C% de la que él se había hecho 
cargo con anterioridad, como que es cierto también |f. 146 vuel- 
ta), que channelÓ su propia deuda, susr ¡luyendo las dos respec- 
tivamente ¡i Dalmíro y Manuel Acuña. Henito L. Iiamayon, 
contestando á las preguntas 12 y 13 de la indagatoria de foja 
152, cuerpo citado, dice: rué es cierta la cancelación de su deu- 
da y la sustitución á Jusé O. Valor (f. 150). Eugenio Minvielle, 
dice á foja 169 vuelta, al contestar la pregunta 3" de ta inda- 
gatoria: que canceló su deuda con el lianco, y que Simón Üer- 
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qui corrió con la operación; quien á foja 179 vuelta espone : que 
esa cancelación sé verificó haciéndose él (Derqui), cargo de la 
deuda de Miuvielte, lo que está en contradicción con lo que 
declara Mario Vague, apoderado de éste (f. 275 ruelta, cuerpo 
B), con testando á i a pregunta 31 del interrogatorio de foja 265. 
Simón Derqui declara ú foj;t 179 vuelta, cuerpo A, contestando 
á la indagatoria de foja 173, que es cierto su deuda, si bieu ella 
-no fué cancelada siuó renovada, pero que son ciertas las cance- 
laciones de la pregunta 5'' y tas sustituciones de la pregunta 6". 
Manuel A. Ferré dice, lanío en su declaración de foja 37, cuer- 
po A, como en su indaga loria de foja 48 vuelta y siguiente del 
Otterpo J, ser cierta su deuda t su cancelaciun y la sustitución 
operada á favor de Juan U. de Lar a. Luis Bruel, declara en su 
indagatoria de foja 191, cuerpo A, que es cierta su deuda y su 
cancelación, pero que ignora cómo se verificó ésta, porque Mario 
Vague, como apoderado de Simón Derqui, para quien contrajo 
esa deuda, corrió con la operación, 

9° Que lo mismo hay que decir respecto Alo* sustitutos Mau- 
ricio L. Chaine y Ul piano Cáceras, que confiesan en sus respec- 
tivas indagatorias la exactitud de las operaciones que la quere- 
lla les atribuye (fojas 144 á 185 vuelia y 201, cuerpo A, y fu ja 
48 vuelta, cuerpo J); no constando en autos la declaración de 
los demás sustitutos, José O. Valor, Juan 11. de Lar», Manuel 
Cáceres, Dalmiro, Manuel y Julio Acuña, por no haber compa- 
recido al llamado que por edictos se les hizo (fojas 155 y 150, 
cuerpo B), en raion de ignorarse sus domicilios. 

10° Que en atención á esos antecedentes, que se confirmaron 
conla propia declaración de los acusados, se decretó, como se ha 
dicho, la prisión preventiva de Teodoro Brasch, á foja 8, cuer- 
po A; Estevan Chaine (f. 134 vuelta, cuerpo A)¡ Benito L. Ra- 
in ayo n (ti 134 vuelta, cuerpo A); Eugenio- Minvielle (f. 134, 
vuelta, cuerpo A); Simón Derqui (f . 134 vuelta, cuerpo A); Ma- 
nuel A. Ferré (f. 45, cuerpo J); Ulpiano Cáceres (f. 86,cuer- 
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po E); M a mi el Cácercs (f. 203, cuerpo Ii) ; Juan % de Laraff. 
86, H); José G. Valor (í\ 200, cuerno R); Julio, Dalmiro y Ma- 
nuel Acuña y Mauricio L. Cbaine, á foja 167, cuerpo E, la que 
ful cumplida con relación á este último ya los .seis primeros, uo 
así respecto a los demás, á pesar de las órdenes y requerimientos 
que el Juzgado divigió en todas las formas autorizadas por la 
ley. El auto de prisión preventiva corriente á foja 135, cuerpo 
A, fué apelado para ante la Suprema Corte, quien lo coniirmó 
en su sentencia de foja 307, cuerpo F. 

1 I Que está igualmente comprobado que los sustitutos José 
G. Valor, Juan II. deLara, .Mauricio L. Cliaine. ripiuno y Ma- 
nuel CJceres, Julio, Dalmiro y Manuel Acuna, no poseían otros 
bienes que los que sus respectivos sustitutos les habían irasferido, 
días untes de Jas operaciones de crédito acusadas, según resul- 
ta do los informes de las Glicinas de Registro de la Propiedad 
(fojas 18 vuelta, 91 y 103, cuerpo K), de los informes de la Con- 
taduría General de esta Provincia, Santa Fé y Capital de la Re- 
pública (fojas 1 M y 15 H); así como no han tenido crédito en 
ninguno de los Bancos de los mismos puntos, como lo reveían loa 
informes de esos establecimientos, comentos á fojas 48 á 52 B, 
2 a" 59 M ( 182 á 209 O y 196, 197, 199, 201 y 210 J. 

12? Que también ha quedado comprobado en autos, por la pro- 
pia declaración del ex- gerente Bra«cn, du foja 9 A, y la de los 
testigos libres de toda excepción, TiburcioG. Fonseca, Eugenio 
Luraschi, Felipe Aguirre, Carlos Márquez, Guillermo Fitz-Si- 
mon, J. Dalio Martínez, Manuel Bastiniuy, Pascual Giglian 
y Eulogio Cabral, corrientes de fojas 78 vuelta a 98 B, 80 y 
161 E, contestando á tas preguntas 14, 15, 16 y 17 del interro- 
gatorio de foja 73 B, que ios sustitutos eran personas descono- 
cidas. 

13° Que asimismo, se lia probado por las propias escrituras 
de transferencias é hipotecarias, que se contienen en el cuerpo C, 
que Jos bienes dados en hipotecas al Banco por los sustitutos les 
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había sido transferidos días antes de las operaciones rio crédito 
acusadas. 

14° Que se ha constatado también que en la época que se eje- 
cutaran dichas operaciones (20 de Octubre nl 19 de Noviembre 
de 1891), el Banco Nacional se encontraba en liquidación, do 
conformidad ú la ley niim . 2841 , dictada en 16 de Octubre de 
1891. como resulta de la sola confrontación de las fechas ; que 
el ei-gerente Brnsch había consentí'!" y ejecutado esfts opera- 
ciones por sí y sin asistencia del Consejo, según su declaración 
de foja A ; que los sustitutos poseían en la época de las opera- 
ciones, otros bienes que los transferidos á sus sustitutos ; que 
los valores usignadus á los inmuebles en esas transferencias fue- 
Ton muchísimo mayores que fas de adquisición pagados por tos 
sustitutos, siendo así, que á iiues del aíiu 1801 , época en que 
aquellos se verificaron, el precio de los i u muebles en esta Pro- 
vincia, había bajado dos y tre> veces del que se pagaba el año 
1880, época de adquisición por los sustitutos, según los testigos 
Tiburcto G. Fonseca (f. 79 tí), Felipe Aguirre (f. 8i B), Carlos 
Marque/ (f. 84 B), Manuel Uustiuduy (f. 89 B), J. Delio Mar- 
tin- z (f,95B), Antonio Cu b ral (r. 112 vuelta .1), lie lisa rio Kn- 
riquez(f.H5 J), José Luis Nicolini (f.H7 J), Joaquín Vedoya 
(f. 119 J) y Doctor Juan Vub ozuela (f, 120 vuelta J) contes- 
tando á las primeras preguntas de los interrogatorios de fojas 
72 B y 100 J ; que las tasaciones practicadas por los peritos J. 
Benjamiii Homero y Bainon M. Gauna, foja 238 B ( y Elizondo, 
Romero y Gandulfo. foja 207 J, cuando la causa se encontraba 
en estado de sumario, la primera referente á los bienes transfe- 
ridos por E. Chaiue, B. líamayuu, S. Derriui y E* Miuville y 
la última á los transferidos pof Manuel A. Ferré, asignan á esos 
bienes los ralores que en ol cuadro siguiente so mencionan jau- 
tamente con el monto de eada uno de los créditos que con las 
hipotecas de aquellos fueron garantidas: 
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E. Omine, su deuda « 71200 : 

Valor de los bienes según escritura de transferencia # 109000 » 
ráiáoton, Romcro-<;.iun.i 15000 » 

K. MíiivK'Hi' y Hi>rf|iiL su.* deudas s 3101H3 : 

Vnlor de los bienes según oscrilnni de transferencia 107000 » 
Tasación Honh ro-tiaurin . 3*1317 ■ 

II I.. [tomajón, su deuda í 35T70O: 

Valor dé los bienes según escritora, üo Iramdereiicia 1 UNOO » 
Tasación Homero-iJaunn 183715 79 

L. Bntol, su deuda * *a>000 

Valor de los bienes según escritura de transferencia 88971 * 
Tasación Hoinero-Üauiia , , . 44437 J5 

.VI. A. Ferré, *li deuda s 194000: 

Valor de los bienes segUu escritura de transferencia 213000 * 
Tasación l-:tiaiudo R. y Gaudulfo 106658 75 

15" Que con estos antecedentes, cerraron tos sumarios, el 
de Manuel A. Ferré, por auto de foja 81 vuelta L, y ei de Teo- 
doro Hrusch y otros, po, auto de foja 333 E, corriéndose vista 
de lo actuado al Agente Fiscal y ul acusador particular, quie- 
nes so expidieron, pidiendo, ei Fiscal, el sobreseimiento defini- 
tivo, fojas 255 E y 121 L, y el querellante á fojas 104 H y 124 
I>, la continuación del proceso. 

16° Que no obstante la vista Fiscal, fueron elevados áplena- 
rio ambos sumarios por los autos de fojas 110 vuelta U, y 128 
vuelta!, respectivamente, pasándose nuevamente en vista al 
Fiscal j querellante, para que formuladas las acusaciones, U 
que fui evacuada, en el proceso de Teodoro Brasch jotras, por 
el Fiscal, de fojas J 1 2 H, j su referencia 255 E, y por el quere- 
llante de foja 117 H; y en el procese Ferré, de foja 130 vuelta. 
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L y 145 L; acusaciones que fueron contestadas por los defenso- 
res de los procesad ss de fojas 136 H y 151 L. 

Expresamos las conclusiones á que arriban tanto la acusación 
ci>mo la defensa, cumpliendo así con la tercera regía del artícu- 
lo 435 del Código de Procedimientos en to criminal. 

Dictúmen fiscal (fojas 112 II y 255 E>.— El señor Fiscal ocu- 
pándose de cada uno de los delitos acusados, dice: que el cohe- 
cho no pudo ^meterlo Teodoro Brasch, desde que no era 
empleado de la administración pública, ya que el Banco Nacio- 
nal, como lo tiene declarado la Suprema Corte, no pertenece ú 
la administración de ta Nación, y que no sólo falta ese primer 
requisito, sinú que de ninguna manera se lia (comprobado cu 
autos que Brasch hubiese recibido dádiva para ejecutar las ope- 
raciones de crédito acusadas; que la misma cosa dice de la infi- 
delidad ai ta custodia de documentos, pues que los requisitos 
que caracterizan ese delito no existen con relación á lírasch, 
que no era empleado público, y de quien tampoco puede decirse 
que ocu' sustrajo, destruyó 6 inutilizó documentos confiados 
:i su< LOdia; que la sustitución do que se acusa á Hraseli, y 
de que habla el incido 14 del artículo 203 del Código Penal, 
para que hubiese tenido lugar, habría sido necesario: 

I o Que la sustitución fuese con el propósito de defraudar, y 
quede las constancias del proceso no resulta que las sustitu- 
ciones acusadas hayan perjudicado al Banco, y que por el con- 
trario, fueron operaoioFies calculadas pura garantirlo ; 

2 o Que esas sustituciones se hubiesen mantenido ocultas á la 
casa de Buenos Aires, constando, por el contrario, que á medida 
queBrasch lai bacía, duba cuenta de ellas, acusándole recibo 
sin observación, loque importaba aprobarlas ; 

3 P Que ellas fuesen extrañas á las operaciones nanearías; que 
las sustituciones practicadas por Brasch no son á lasque se re- 
liare el inciso U, citado, sino á aquellas que tengan por objeto 
sacar un papel ocultamente, poniendo otro en su lugar, con es- 
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ta circunstancia característica del delito: hacer creer que el 
papel que reemplaza al sustituido es el que estuvo desde un prin- 
cipio, y que en el presente caso no se trata de esto; que tampo- 
co Brasch ha cometido el detito de simulación de que habla el 
inciso 12 del artículo 203 del Código Pena 1 desde que el Banco 
no puede decir que haya -sufrido perjuicios con las operaciones 
acusadas, y que las Ten tas de bienes hedías por Humaron, Fe- 
rró, Guaina, IXirqui y Minvielle á los que se hicieron cargo de 
sus obligaciones en el Banco, tampoco puede decirse que sean 
simuladas en presencia de los siguientes hechos: I o Qué los 
compradores, eon pleno conocimiento de los vendedores, dispu- 
sieron délas propiedades compradas, enti ligándolas al Banco 
en garantía de obligaciones; 2 o Que loa compradores se obliga- 
ron formalmente por escritura pública, poT sumas que repre- 
sentan el valor délas propiedades, sumas que los vendedores de- 
bían y de lasque los comvradorcs se hicieron cargo, pagando en 
esta forma el precio. Hay, asi, constancia cierta del pago de' 
prei-io, el que no es necesario -que se haga exclusivamente en 
moneda ó billetes, para que la venta sea real, desde que se pue- 
de pagar el precio de un inmueble, librando al vendedor de una 
deuda con el mismo comprador A con un teu'ern ; que el abuso 
de confianza de que se ocupa el inciso 10 del artículn203, supo- 
ne, como todos los de su clase, la intención dolosa ó fraudulenta 
y que esto no puede suponerse en operaciones consultadas pré- 
v jámente con el superior inmediato, cuya falsedad no se ha 
probado. Que aún admitiendo que las operaciones no se hubie- 
sen consultndo previamente, tampoco podría suponerse dolo 6 
fraude en ellas, teniendo en cuenta que el ex-gerente las puso 
inmediatamente en conocimisnto de la Casa de Buenos Aires. 
Que, finalmente, no puede haber delito de fraude, por abuso da 
confianza, en operaciones de las que no resulta daño á la per- 
sona de cuya confianza se dice haber abusado; que ni aún el 
perjuicio, por grande quo sea, autoriza suponer la existencia de 
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undelitosi no se prueba jiléese perjuicio es la consecuencia del 
fraude, dolo ó engaño, como lo hadichoel señor Procurador (je- 
iieral de la Nación, dictaminando sobre la improcedencia de la 
prisión preventiva en es le mismo proceso. Estafa (artículo 202 
del Código Penal): quede ta simple lectura do este artículo resulta 
que no concurre en el caso en cuestión, ninguno de los requisi- 
tos indispensables para ta existencia de este delito, como ser: 
nombre supuesto, calidad simulada, falso título é influencia 
mentida, ni se lian aparentado bienes ó créditos, ni ha liabido 
urdid ú engaño, que son las maquinaciones fraudulentas conque 
los autores caracterizan el delito de estafa; que las operaciones, 
como resultan hechas y según los procedimiento» confesados 
por todos los reos, fueron propuestas categóricamente al ex-gc- 
rente, quien, considerándolas convenientes al Banco, las aceptó, 
después de consultarlas con su superior; que ni el ex-gerente ha 
sido engañado, ni éste engañó á nadie, ni consta que se hubie- 
sen cinplcndo ardides ó maquinaciones como causas determinan- 
tes de las operaciones; que la cuestión fundamental en este pro- 
ceso esta ea saber si las garantías reales dadas, afianzan sufi- 
cientemente dichas obligaciones; que ninguna importancia 
tiene la circunstancia de que los deudores hipotecarios hayan 
sido solventes ó no, conocidos (5 desconocidos; que el ex-geren- 
te Brasch sabía que el directorio del Banco aceptaba sustitucio- 
nes en la forma de las acusadas, pues que, como gerente, intervi- 
no, autorizado por el Directorio, en la operación de retirar una 
letra por pesos moneda nacional 130.000, de don Salvador Gó- 
mez, poniendo en su lugar otra de igual valor do don Francisco 
Bolla, de esta ciudad, garantiéndola con segunda hipoteca de un 
campo de esta provincia (foja 65 vuelta); que de la tasación de 
los bienes dados en garantía, practicada por 1*s peritos nom- 
brados en el sumario, dándoles el valor que tenían á fines del 
año 1891, á cuya época debía referirse la tasación, como se ha- 
bía ordenado, resulta que ellos son estimados en la suma total 
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de 735.820 pesos con 49 rentaros moneda nacional, y que sien- 
do el monto total de las obligaciones sustituidas, que con esos 
bienes se garantieron, He i ,019.200 pesos nacionales, se tiene 
que el valor que da la tasación, representa algo más de setenta 
y dos por ciento de lu deuda; que ú ese tanto por ciento debo 
agregarse la depreciación de los cheques del Banco, con los que 
podio pagarse esas deudas, depreciación que puede calentarse en 
un veinticinco por ciento, que unido al 72 de los bienes, se 
tendría que la garantía hipotecaria representa un 97 % del *a- 
lor de las obligaciones garantidas, quedando sólo un 3 °/„ sin 
garantía real; que es indudable que el ex-gerente lirascli ha 
extralimitado sus facultades de mandatario al aceptar las ope- 
raciones acubadas y concediendo descuentos muyeres de 10.000 
pesos, pero que esos aclus han sido comunicados á la Casa de 
Buenos Aires, de donde se le acusaba recibo sin observación; 
y que en todo caso habría, por parte de Brasch, un exceso en 
ti mandato que ejercía, de cuyos perjuicios, si los hay, puede 
resarcirse el Banco por la acción civil correspondiente, no por 
una acción criminal improcedente, porque, cniuo se cree baber 
demostrado, no resulta del procedo dolo 6 fraude que son esen- 
ciales para que baya delito del derecho penal; que por último, 
no estando probados los delitos que se imputan á los procesa- 
dos, pedía que se les absolviera. 

Acusación del querellante (foja 1 17 H). — Arriba el acusador 
á las siguientes conclusiones: que el ex-gerente Brascb, cance- 
ló las deudas de Luis Brucl, Esteban Chaine, Y zeta y C", Ma- 
nuel A. y Nicolás Ferré, Simón Derquí, Eugenio Minvielle, 
Benito L. Ramayon y Urbano Cons, aceptando en sustitución, 
letras de Mauricio L. Chaine, Dalmiro Acuna, Manuel Acuña, 
Juan R. de Lara, Ulpiano Cácercs, Julio Acuña, Manuel CA- 
ceros j José G. Valor; qne todas las letras firmadas por los 
sustitutos, excepción hecha de la de Valor, comprenden no sólo 
el capital de la deuda sustituida, los intereses vencidos y 1 >s 
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intereses de la ñut ía letra, siná también un suplemento de di' 
n< ro, que en la letra <!•• M. Cfaaiue fué di- 6545 pesos, en ta de 
Manuel Acuña de363 pesos, en tade Juan R,deLara de 1000 pe- 
sos y en las de UI piano Cáceres, Julio Acnñay Manuel Cáeeresde 
más de 3000 pesos; que los nuevos deudores expresados son per- 
sonas sin responsabilidad alguna, y que eran desconocidos del 
exagérente, los más, y apenas conocidos lúa ut:os, y que no re- 
sidían en Corrientes, salvo Ulpiano y Manuel Cáceres; que de 
los seis grupos de bienes dados en garuntía, cuatro representan 
el 10% de la deuda, y los dos restanks, 15 y 20 % respectiva- 
mente; que el es-gerentu Brasch llevó i cabo esas operaciones 
sin mediar solicitud escrita, ni asistencia del honcejo local ni 
de uno solo de los consejaros y menos autorización del directo- 
rio ó siquiera del presidente; que al proceder así violó ti Ke- 
glamento tle Sucursales que dice: iquetodu solicitud para des- 
cuento, renovaciones, garantías ó valoies ofrecidos al Banco 
deberá hacerse por escrito al Com'ejo »; que fija como í imite del 
crédito local á cada firma, la suma de 20.000 pesos; qui> esta- 
blece que el acuerdo debe hacerse ú mayoría de votos, entre el 
gerente y dos consejeros, y que dispone, igualmente, que no se 
admita á descuento ó en canción, letras de individuos insolven- 
tes, ni conceda créditos sobre bienes raíces; que esa violación 
es tanto más notable en presencia de las circulares del Directo- 
rio, fojas 95 a 122 M, que limitaban aún más lan facultades de 
los gerentes, pues fijaban en 10.000 pesos nacionales el máxi- 
mun del crédito local, exigían la concurrencia de tres conseje- 
ros á los acuerdos y qu - sólo se hiciese crédito a persona du re- 
conocida responsabilidad; que el Banco se bailaba en suspensión 
de pagos desde el 7 de Abril de 1801, en virtud de decreto del 
Ejecutivo y ley de 30 de Hayo posterior, habiendo entrado en 
liquidación con arreglo á la de 16 de Octubre del propio ano; que 
los hechos enunciados constituyen un abuso de confianza come- 
tido por el ex-gerente, en fraude para el Banco, previsto por el 
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Código Penal en su artículo 203, inciso 10; que considerándo- 
lo* como sustituciones fraudulentas de documentos, se hallan 
comprendidos en los términos del inciso 14 y siguiente y por el 
inciso ti anterior, como distracción de valores: que Teodoro 
Brasch es autor del delito, concurriendo como coautores Benito 
L. Ramayon, Esteban Chaine, Manuel A. Ferré, Simón Der- 
qui (fallecido), Eugenio Minvielle, Mauricio L. Chaina y los 
contumaces JoséG. Valor, Juan B. de Laia. Ulpiano y Ma- 
nuel Cáceres, Julio, Dalroiro y Manuel ¿cuña; que LnfaBruel, 
cuyo nombre aparece en los autos, entiende que sólo tiene una 
responsabilidad civil; que existen las circunstancias agradante* 
que resultan de la premeditación y del interés, como de la can- 
tidad sobre que versan y de la reiteración, artículos 84, 304 
y 86 del Código Penal; que la pena que corresponde aplicar al 
es-gerente Braacli es la de seis años de penitenciaría, de acuer- 
do con las disposiciones citadas, artículo 203, inciso 10, espe- 
cialmente que los hechos expuestos no constituyen los únicos 
delitos de !os procesados, pues que si se remonta al origen de 
su deuda en el Banco, se Te que en todas ellas ha habido dis- 
tracción de valores y abuso de coofiama por parte del «-ge- 
rente coa el fraude consiguiente; que todos los hechos expues- 
tos constan en el sumario y en la querella, cuya aposición de 
hechos reproduce en esta acusación y que sólo modifica á aque- 
lla en la calificación legal de los actos acusados; y termina pi- 
diendo que en oportunidad se falle esta causa, condenando & loa 
señores Teodoro Brasch, Esteban Cbaine, Eugenio Minvielle, 
Manuel A. Ferré, Benito l. Hamayon y Mauricio L. Chaine á 
la pena de penitenciaría y ¿todas las costas del juicio, aolida- 
riameute, sin perjuicio de la responsabilidad civil correspon- 
diente. 

17° Que conferido traslado de la acusación i los defensores 
de los procesados, por losantes de foja 136 H y 131 L, ex- 
puso el primero, defensor de Teodoro Brasch, B. L. Rama- 




una denuncia del ei'contadordcl Banco, Francisco Zamora, la 
que dió lugaráqiie el Directorio nombrara al señor Fontans pa- 
ra que inspeccionase la Sucursal de Corrientes, ú informase 
acerca de lu denuncia de Zamora, que resultó t*er r uní pJet uniente 
falsa; que * monees, y fracasados los propósitos del directorio, 
mandó al inspector Paz con la consigna de encontrar defrauda- 
ción á todo trance; que este inspector consignó en el informe y 
denuncia, con los que se inició el presente juicio, falsedades y 
omisiones calculadas, guardando silencio >obre las hipotecas da- 
das en las operaciones, las que bacía figurar como simples sitsti- 
tucionesde unas firmas por otras peores; que afirmó también que 
una diferencia de 30.075,69 pesos que figuraba entre las nuevas 
letras y las anteriores, i-ran nuevos descuentos, no hiendo sino 
en una mínima parte que se hicieron por causas legitimas; que 
en la estación de prueba constatará que la garantía que lirasch. 
permitió á Bruel retirase, era un» garantía ilusoria de seis 
leguas de campo, tres de las cuales babia perdido ya el Banco 
por malos negocios de Bruei; que en estas condiciones la garan- 
tía hipotecaria qne ofreció M. L. Chaine era evidentemente ven- 
tajosa al Banco; que también ofrece comprobar los hechos que 
hicieron aceptar la operación de Esteban Chuinc y el descuento 
qne se le hizo por 3000 pesos qiui se abonaron á Juan Á. Grosso 
para que entregara varios títulos de Chaittc ú su señora, que 
tenía en caución, en garantía de dicha suma que Chaina le de- 
bía y cuyos títulos iba á tomar en hipoteca el Banco, con otras 
más para garantir toda la deuda de Chaine; qne éste no reci- 
bió más excedente qne 9 pesos con iB centavos para redondear 
la suma de la letra; que a Derquí se le hizo un descuento de 
0094 peso* con 23 centavos, porque, para entregar al Banco, sa- 
neados, los bienes que le dió en hipoteca, debía leruntar un gra- 
vámen que tenía de 44.710,04 pesos y sólo disponía de 30.000 
pesos y pico, cuando se hizo ó ibaáhaerse la operación; qu- el 




Bancocreyó i onveniente a su .s intereses suniinUtarlcel saldo que 
faltaba pura garantir con hipoteca una (leuda muellísimo ma- 
yor juntamente con el nuevo nréstamo; que esa suma (Je 9004 
pesos con 23 centavos prestóla ú Derqui, pura conseguir la hi- 
poteca, la distribuyó después ei gerente entre los bienes dados 
por aquél que reputó menos gravados, y así cargó sobro lo hi- 
potecado por C. M. lihainc. 6545 pesos con 23 centavos para 
completar 60.000 pesos, por creer que la propiedad garantía 
satisfactoriamente, y que el suido de 2548 pesos con 90 centa- 
vos lo gurantiócmt lo* bienes hipotreadospor Julio Acuña, Ma- 
nuel y Ulpiano díceres; que estos fueron lo* únicos descuentos 
hechos, para lo que Urusch estaba autorizado, como declaró; 
que todo tn demás que aparece romo exceso descontad» provie- 
ne de intereses, acumulación de descuento de un trimestre, y 
en algunas operaciones, el sello de la escritura hipotecaria, y 
algunas decenas de pesos eu cada operación para otorgar las 
obligaciones por cantidades redondas, siguiendo una práctica 
invariable del Banco, lo que también comprobará; que consta 
de autos cuál fin' el^objeto de la operación efectuada por Der- 
qui, y que es ma ni lies ta la injusticia con que la querella ba pro- 
cedido respecto de esta operación, como es injusta su actitud 
con ei tenor Minvielle, que uinguna intervención tuvo eu las 
operaciones que se efectuaron sin él saberlo siquiera, pues todo 
lo quo hizo fué liquidar un negocio de tierra que tuvo con Der- 
qui, obligándose éste á pagar una letra de aquél, al I lauco Na- 
cional; que si Derqui cumplió su obligación en una forma ó en 
otra, es algo que no puede afectar á Minvielle, aun cuando Der- 
qui, para efectuar el pago á que se había obligado, bebiese co- 
metido un delito; que las operaciones acusadas fueron ejecuta- 
das por los que en ellas intervinieron, movidos, no por el pro- 
pósito de defraudar ni otro alguno de los que tan injustamente 
les «tribuye la querella, sinó por los muy legítimos que cada 
cada uno de ellos representaban: el ex-gerente Brasch, velando 



por los interesen del Banco, los otros por sus intereses persona- 
les respectivos, y todosdentro de la legalidad y la honrad»; que 
los sustitutos tuvieron en cuenta las facilidades de pago qm* les 
acordaba la ley de liquidación, para adquirir las propiedades 
que les vendían los deudores primitivos; que éstos, por su parte, 
se proponían, producida la crisis, liquidar, perdiendo ó ganan* 
do sus negocios sobre especulación de tierras; que el ex -gerente 
Brasch, Tiendo desarrollarse la crisis, trató de garantir, con 
garantías efectivas, los créditos que en la época de abundancia 
se habían acordado con su solí firma; veía que la ley de liquida- 
ción colocaba at Banco sin defensa contra los deudores que no 
quisieran pagarle y que podían hacer cesión de bienes» en las 
condiciones que quisieran, dados los términos de! artículo 44, 
yaque el artículo 42 que te permitía al Banco pedir afianza- 
miento, no podía hacerse efectivo contra el deudor que lo resis- 
tiera, porque el embargo, que es consecuencia de la negativa, 
nada garante, pues no constituye privilegio á favor del que lo 
obtiene, aparte de ser difícil obtenerlo por la necesidad de es- 
pecificar los bienes de cada uno y por la jurisprudencia de la 
Suprema Corte que prohibe decretar inhibiciones; que opera- 
ciones análogas eran notorias, y que los créditos del Banco eran 
pagaderos con cheques, que se cotizaban pocos días después de 
diciarse la ley, con pérdida hasta de 48° ot lo que hace com- 
prender queeran buenas las razones que determinaron las opera- 
ciones; que, por otra parte, redaban en hipoteca al Banco, con las 
operaciones realizadas, bienes que garsrtían suficientemente 
las operaciones; pero, que aún admitiendo el supuesto de que 
así no fuera, la falta de valor suficiente en los bienes, ninguna 
importancia tiene para establecer la criminalidad que se atribu- 
ye á las operaciones, desde que los terrenos no tienen precio 
corriente, y desde que su valor no es posible establecerlo con 
bases fijas, y menos fijarlo a priori, pues sería absurdo decir 
de antemano, que el valor que las tasaciones les atribuyele, no 
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era el verdadero, y que el perjudicado con sus resultados ha 
sufrido un» estafa, f k ue habría sólo un emrdc apreciación, pe- 
ro no un di lito; que -jara afirmar esto último sería necesario 
probarlo intención criminal de los agentes y que esto no se pro- 
bará, que l.i idea del delito se destruye con h circunstancia de 
haber consultado el ex-gerente las operación es antea de hacerlas, 
con au superior inmediato, señor Ledesma, y de haberla puesto 
en seguida en conocimiento de su superior* que es cierto que 
Brasch hizo esas operaciones sin asistencia del Conseja, pero 
e ja no fué una omisión calculada, sinó necesaria, desde que no 
podía consultar a un concejo que no tenía, y que no lo tenía por 
causa del Directorio que no lo nombró; que de todo lo consigna- 
do en el ¡ rocoso no surge ni la defraudación, ni la estafa, ni el 
cohecho, ni el abuso de confianza, ni la distracción de valores, 
ni ninguno de los delitos que se imputan; que para que hay» 
delito es necesario justilicar la intención de delinquir conque 
hubiese procedido, y que mientras la intención criminal no se 
compruebe, aunque haya daño, el acto que Id causo se sustrae 
á la acción del derecho penal, puesto que el acto material no 
basta, siendo necesario también la prueba de la intención; que 
tratándose de delitos, para cuya existencia la ley exige que ha- 
ya fraude, no basta el hecho con sus resultados para dar por 
existente et delito, pues el fraude no se presume; que por lo ex- 
puesto, y teniendo en cuenta las constancias de los autos, pe- 
día se absolviera libremente á sus defendidos, declarándose ade- 
mas que la formación de este proceso no afecta bu honor y re- 
putación, que se condene al querellante al pago de las costas y 
se caliliqne de calumniosa la acusación, dejando á salvo & aque- 
llos laa acciones que les corresponden como consecuencia de 
cate proceso. 

Defensa Ferré (foja 151 L). — Después de establecer los he- 
chos fundamentales déla querella y las conclusiones de la acu- 
sación particular y fiscal, el defensor dice: que el primer delito 

< 
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que £6 imputa a su defendido es el haber otorgado, en perjuicio 
del Banco, cuntratns simulador, consiLorAuduse coiim tules, las 
ventas que de sus propiedades hizo a favor fie Juiiu K. de Lava, 
haciéndose consistir esa simulación en la afirmación de que el 
precio señalado en el contratóos exagerado, no alcanzando ú Va- 
lerias propiedades vendidas una décima parte del precio que 
se les fija, y que el comprador no es una persona conocida; que 
la simulación no se presume, que no basta la afirmación del 
querellante de que los precio* do las propiedades sean exagera- 
dos, y que aún así, no siendo prohibido por ¡a ley la libertad en 
1 convenciones, no puede ser atacado el acto jurídico de esa 
causa; que mi defendido no lia tenido porqué cuidarse de los pro- 
pósitos del comprador Lura al celebrar el contrato, ni puede ba- 
tírsele responsable de los actos celebrados con el ex-gertnte 
para obtener el descuento de la letra de 194. 000 pesos nocio- 
nales, con las garantías hipotecarias de las propiedades que se 
las había vendido; que si esa operación, á la que fué extraño 
completamente su defendido, perjudicaba á ¡os intereses del 
Banco Nacional, la culpa incumbiría al ex-yeronte del estable- 
cimiento, cuyas facultades y atribuciones no tenía por qué co- 
nocerlas quien no había intervenido en esa operación de des- 
cuento; que el acto jurídico celebrado por su defendido con Juan 
R. dé Lara, era, pues, un acto voluntario, lícito, no existiendo 
prohibición legal que lo impidiese ni lo limitase; que ios inmue- 
bles, por otra parte, no tienen un valor corriente y que usté he- 
cho está demostrado en el sumario, pues mientras el quere- 
llante supone que las propiedades de Lara, nu alcanzan a valer 
20.000 pesos, la tasación de foja 307 J, les atribuye un valor 
de 106.558 pesos, calculando en 2 pesos el metro cuadrado de 
los terreno* más importantes y en 45 centavos el de los inferio- 
res, siendo así que cu el mismo año, el doctor Heraclio Gómez, 
vendió á razón de 6 pesos el metro cuadrado, terrenos situados 
en la misma zona que los negociados por su defendido; que to- 
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mando por báseoste preciu. que debe suponerse cierto por ha- 
ber intervenido como vendedor el representante del Banco 
Nacional, resulta que las tasaciones citidns ascendieron d más 
de 200. 000 pesos, con las que se garante Je sobra la di-uda de 
Lara, dcsa pareciendo, por tanto, el fundamento de la querella, 
que estriba en la alirmu-ion do que dichas propiedades no al- 
canzan A cubrir el 10 de la denda; (i un otra prueba « s que en 
materia de valores de bienes raíces no puede fijarse un soto cri- 
terio, consisto en la estimación hecha de dichas propiedades por 
el inspector Carlos Fnntnns, corriente á foja 65 J, quien las 
consideró bastantes como garantías hipotecarias, y el Directo- 
rio de la Casa matriz, áquiense ilióá conocer el movimiento de 
las operaciones del Manco, no las observó; que aunque no le 
incumbía justificar la operación realizada p.ir Juan R. de Lara 
y el cx-germte del Banco Nacional, debía decir, sin embargo, 
que el Directorio del Banco autorizaba operaciones análogas, 
habiendo conferido un poder al misino Brasch para que acepta- 
se lasfíarantías hipotecarias que Francisco Bolla iba ¡i otorgar 
al Banco sobre propiedades que le habían sido vendidas por 
Salvador G. Gómez, sustituyendo á éste ea sus obligaciones 
con el Kstablocimiento; que si su defendido ha ejecutado un 
aeto jurídico consistente tínicamente en la renta hecha á Lara, 
de sus propiedades, haciendo uso de un derecho legítimo sin do- 
lo ni fraude ¿cómo puede pretenderse que eiísto delito del dere- 
cho criminal, para cuya existencia se requieren prurblas claras 
que no admitan dudas, cuando ni siquiera existe un acto ilícito 
según la ley civil?; que si su defendido no intervino para nada 
en las operaciones realizadas por Lara con el exagérente del 
Banco; que sí el nada ha prometido, ni nada ha firmado, res- 
pecto de Lara, que importe falsedad, quien, por otra parte, dio 
bienes á los cuales atribuyo 1 1 valor en qne los había comprado, 
no debiendo el ex-gerente haberlo aceptado si creíu que los va- 
lores eran exagerados; si no ha habido ni suposición de nombre. 
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ni simulación de calidades, ni falsedad de títulos, es claro» 
pues, que su defendido no ha otorgado un contrato simulado, en 
perjuicio de otro, desde que, con dicho contrato no lia sustraí- 
do bienes A sus acreedores, ni ha causado perjuicio á terceros, y 
que, por lo tanto, do le es aplicable la disposición del inciso 12 
del artículo 203 del Código Penal , que el acusador cita como 
pricipal fundamento de la querella; que tampoco cae su defen- 
dido, como so pretende, bajóla prescripción del artículo 2Q2del 
código citado, desde que él ha contratado en su propio nombre, 
sin simular calidad ni falso título, ni influencia mentida, ni 
aparentó bicnos, créditos, comisión, empresa, negociación, ni 
se valió pura el efecto de ningún ardid ó engaño, ya que la esti- 
pulación de un precio en los contratos, por más que pueda re- 
putarse exagerado, no puede constituir un ardid ó engaño y fie 
consiguiente un delito; que su defendido no ha fingido ser lo 
que no es, no se lia atribuido cualidades de que no goza, no ha 
simulado lo que no posée, y que por consiguiente, no lia cometi- 
do el delito de estafa; que en cuanto al cohecho» deque también 
se acusa ásu defendido, pretendiendo que él dió ó prometió dá- 
divas al ex-gerente del Banco para hacer las operaciones con 
Lara, forzoso será que el querellante diga y pruebe en qué con- 
sisten las dávidasy á cuanto ascienden, desde que el sumario no 
arroja pruebas que demuestren tal delito; que si bien es verdad 
que su defendido se resistió á hacerse cargo de nuevo de su deu- 
da al Banco, porque no quisodeshacer las operaciones hechas, 
lo que, por otro parte, no estaba en sus manos, pues necesitaba 
para ello el concurso de las voluntades del comprador y del ex- 
gerente del Banco Nacional, no es menos cierto que él estuvo 
dispuesto A garantir con su responsabilidad personal y aun con 
sus bienes, la deuda de Juan R. de Lara, á lo que se opuso el 
querellante, con exigencias exageradas; que en virtud de lo ex- 
puesto y de las constancias de autos, pedía que se absol viere li- 
bremente & su defendido declarándose calumniosa la acusación, 
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cuu costas al querellante, y dejara «i salvo loa derechos de mi 
defendido por loa daños y perjuicios sufridos con motivo de mi 
prisión y consiguiente privación de la administrarían de sus 
bienes» 

18* Que abiertos los dos procesos á prueba, por los autos de 
foja 141 H y 169 vuelta L, se produjeron, por parte del que- 
rellante, en el proceso lírasch y otros, las corrientes de fojas i 
'X 177 L, y 13 A 38 y 182 á 209 O, y por parte del defensor 
de los procesados, las de 3-i8 á 412 I; y en el procoso Ferré, 
pertenecen al quere liante las «le fojas 1 ú 257 31, y de 6 á 89 
N, y al procesado las de fojas 258 á 264 M, y a ambas, lus di- 
ligencias de fojas 267 á 294 del mismo cuerpo. 

19° Que vencido ¿I termino de prueba en ambos procesos y 
cumplidoel auto de fojaGO X, por el queso mandó acumular 
el proceso Ferré al delirasen y otros, se conservaron por seis 
días en la Secretaría para que las partes se instruyan de las 
pruebas producidas, vencidos tos cuales, el Secretario puso el 
proceso al despacho y se dicto la providencia de autos para sen- 
tencia Á foja 5, cuerpo O , señalándose día para que las partas 
informaran m roe?, habiendo tenido lugar el informe el 27 de 
Diciembre del ano próximo pasado, seguu se expresa á foja 24, 
cuerpo O, agregándole los escritos presentados en ese acto por 
los defensores délos procesados, los que corren de fojas 39 ¿180 
vuelta O, y los cuadros de fojas 25 á 38 del mismo cuerpo, en- 
tregados por el querellante. 

Tales son las conclusiones de la acusación y de las defensas, 
las que, así como los hechos consignados al principio, son los que 
más directa y fundamentalmente afectan lus múltiples y complc 
jas cuestiones que ramosa tratar eu seguida, para dar una solu- 
ción á este voluminoso proceso, haciéndonos cargo también y á 
medida que la discusión lo requiera, de todas las circunstancias 
particulares que aparezcan comprobadas en el proceso y que 
revistan alguna importancia, ya seacon relaciona la calificación 
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legal de los hecho» probados, ú la participación que «a ellos 
hubiese tenido cada uno de los procesados, sin descuidar las 
circunstancias atenuantes 6 agravantes que puedan modificar- 
los, o ya sea con relación á ta calificación legal de sus respec- 
tivas responsabilidades y ú las resoluciones que hayan de dic- 
tarse. 

Considerando; 1 d Que las operaciones de crédito ejecutadas 
por el exagérente Braseb, y de las que resultaron chanoeladas las 
dendas de Benito L. Knmayon, Esteban Chaine t Manuel A, 
?erré t Simón Derqui, Eugonio Miuvielle y Luis Brnel, lo fue- 
ron cuando el Hanco Nacional se hallaba t*n liquidación, de con- 
formidad Á la ley de 16 de Octubre de 189 i . 

2° Que por esta ley se establecía el modo y forma en que de- 
bía exigirse de los deudores del establecimiento el cumplimien- 
to de sus obligaciones, ó el afianzamiento de ellas, cuando se 
negasen ó descuidasen su servi-io, en los plazos establecidos en 
la misma ley. 

3 a Que esa ley, si bien modificaba los derechos de) Banco co- 
mo acreedor y las obligaciones de sus deudores en cuanto á las 
condiciones de tiempo, interés y amortización con que habían 
sido concedidos primitivamente los préstamos, no establecía ni 
autorizaba operaciones de crédito de la naturaleza de las ejecu- 
tadas por el ex-gerente Brasoh y que motivaron el presente 
proceso. 

4 a Que si esa ley, que reglaba las relaciones jurídicas del 
Banco con sus deudores, no daba facultad ul geente para ha- 
cer esas operaciones, y si ella no derogaba las leyes y reglamen- 
tos anteriores que gobernaban al Banco, debe estarse á esto pa- 
ra determinar la esfera de acción del gerente como mandatario 
en la gestión de los intereses del Banco. Desde luego tenemos 
que el artículo 22 del reglamento para tas sucursales del Banco 
Nacional establece que: « el gerente será el jefe de li sucursal, 
y tendrá la gestión de sus negocios, dentro de Ias facultades 
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fiipresas déoste reglamento;..* Y bien, ese reglamento nocon- 
eede al gerente las facultades rio qne ha hecho oso Brasch para 
ejecutar las operaciones d,- crédito acusadas, pues ellas oo apa- 
rece-i expre -amenté nonsi guadas en ninguna de sus disposicio- 
nes ni resultan virtua luiente dr !a naturaleza de las acordadas, 
debiendo por consiguiente considerarse dichas operaciones de 
crédito como negocios extraños ú los con Hados a su gestión, ó 
romo lo dice el ártica lo 23 del propio reglamento, «asunto no 
previsto por este reglamento». y entonces el deber delirasen era 
dar cuenta al consejo, como lo manda el mismo artículo, y con 
su informe pedir instrucciones al presidente del Banco aerea de 
la procedencia y conveniencia de esas operaciones, y, sobre todo, 
para qnn se le confiriese por quien correspondí* la facultad de ha- 
cerlas, yaque las [m-seri perones reglamentarias que lijaban laor- 
bita de sus at ribuciones no le daban tul autorización; loque no hi- 
zo Brasch, según él mismo ¡oexpresa en su indagatoria de foja 10 
A, á pesar de su estadía en Buenos Aires, asiento del directorio 
del Banco, á consecuencia de esas mismas operaciones j con el 
propósito de consultar al inspector de sucursales sobre «i ellas 
eran autorizadas y corrientes en el establecimiento, fojas 9 vuel- 
ta ú 44 A; no excusándolo de esa falta la circunstancia que 
alega, deque no tenía consejo á quien consultar, porque el di- 
rectorio do lo había nombrado, pues esa era una razón de más 
para que se hubiese dirigí Jo á su superior, que no es el inspec- 
tor de sucursales giuúel presidente del Banco, según lo estable- 
ce la ley orgánica del mismo, y que es á quien debía haber pe- 
dido instrucciones según el citado artículo 23 del reglamento. 
Ks, pues, incontrovertible que el ex-gerente Brasch no sólo no 
tuvo facultades para hacer las relatadas operaciones, ni por el 
reglamento del Banco, ni por la ley de liquidación, stnó que ni 
siquiera estuvo autoriíado por sn presidente, como se acaba de 
ver. 

5' Que la necesidad de esa autorización, no puio haber pasa- 
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do desapercibida para Braseh, desde luego que se trataba de 
operaciones que no eran corrientes en el Banco, y que segura- 
mente no estaban previstas en las intr accionen en cuya virtud 
él debía obrar, ya que tuvo necesidad de pedir consejo al ins- 
pector de sucursales, como se ha dicho, y porque en una opera- 
rio:; idéntica, de que é\ misino hace mención como descargo, el 
presidente del Banco le había conferido poder especial para eje- 
cutarla, Tuja 65 B. 

Que establecido como queda, que el ex-gerente Brascb, no 
sólo ha traspasado lus límites de las facultades que le acordaban 
las prescripciones regí amen tanas, ejecutando dichas uperaciu- 
nes.sinó tampoco ha tenid-> autorización competente para ha- 
cerlas, veamos si aplicando las reglas generales del mandato 
pueden esas operaciones quedar comprendidas en la ampliación 
de poderes que la ley autoriza hacer at mandatario, cuando la 
naturaleza del negocio encunmendado así lo requiere ó cuando 
el mandato debe quedar cumplido de una manara mus ventajo- 
sa que la señalada por éste, Tero antes de resolver este punto t 
tratemos de establear la naturaleza jurídica de las operaciones 
acusadas de fraud ulenUs. Desde luego tenemos comprobado 
en autos que lasobligaciuncs délos primitivos deudores fueron 
extinguidas con relación á ellos, que lando, sin embargo, vivas 
con relación á Jos sustitutos, lo que quiere decir que esas deu- 
das no se extinguieron por el pago, ó sea, por el cumplimiento 
de la prestación que hacía el objeto de las obligaciones, lo cual 
esjá también corroborado por Brascb en su indagatoria de foja 9 
A, y por todos los sustitoidos. con excepción de Ferré, que ha 
tratado, en su defensa, de establecer un deslinde completo entre 
las operaciones de venta de terrenos que él hizo á I.ara y la 
operación que éste hizo con el Banco, por la que resultó extin- 
guida la deuda de aquel, y en la que dice no tuvo participación 
de ninguna clase, poniéndose así en contradicción con su propia 
declaración, como se ver ú después. De aquí resulta que todas 
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v caria una «lo las operaciones ejecutadas por el «x-gen-nte 
Brasoh deben quedar comprendidas bajo una misma denomina- 
ción jurídica y no considerar cada grupo como dos actos distiu- 
tos ni depon tientes untre sí, domo so pretende: uno de extinción 
de un t obligación entre el es-gerente y el deudor de ella, y 
otro de descuento de una letra por una cantidad igual ó mayor 
que la obligación extinguida, concedida por el ex-gerente Brasch 
á favor de una persona ;í quien aquél, el deudor primitivo, ha- 
bía transfundo algunos bienes inmuebles que debieron servir 
de garantía á la nucía letra. No; tal dualidad no resulta en 
ninguna de la» operaciones acusadas, il estar á los hechos com- 
probados en el proceso, pues ella no aparece ni de los estados 
corrientes á fojis 210 á 223 A, extraídas de los libros del Ban- 
co, ni de la declaración de Brasch, ni de la de ninguno de los 
qtie ban intervenido en esas operaciones y que bau declarado 
en este proceso, pues el mismo Ferré, que ba tratado, en su de- 
fensa, de establecer esa separación, declara á foja 50 vuelta, 
in /?>«*, cuerpo J, que personalmente rió al ei-ge rente Brasch 
para la cancelación de su deuda mediante la sustitución de olla á 
tara. Cada una de la> operaciones, pues, debe considerarse co- 
mo un solo acto jurídii o generador de la extinción de la deuda 
primitiva, por el cambio de deudor, ó sea, una novación produ- 
cida por la delegación que loa deudores primitivos hicieron de sus 
deudas á otros que se obligaron hacia el Banco, quedando ellos 
exonerados de sus obligaciones respectivas, artículo 814 del có- 
digo civil. Esa delegación no solo resulta de lo expuesto, sino 
de otra circunstancia, común á todas las operaciones, y qae ba 
sido confirmada, tanto por el ex-gereu te como por todos los deu- 
dores primitivos y los delegados que han d-claradoen este proceso, 
y que Consiste eu el acuerdo previo de voluntades que se buscó 
y se obtuvo, á fin de realizarse cada nua de las operaciones en- 
tre el exécrente, los deudores primitivos y los delegados, loque 
n* habría sido necesario si las operaciones ejecutadas por es- 
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tas últimos con el es-gerente hulmán sido independientes dfó 
las realizadas por aquellos para la extinción de sus respectivos 
créditos. El consentimiento trilátera!, en ambos casos, era pues 
innecesario, desde que, en uno y otro el acto jurídico, la ope- 
ración, quedaba completo con el consentimiento del es-gerente 
y el del deudor, en cuanto a la extinción de la deuda, y el del 
solicitante del crédito» en cuanto al préstamo que se le acorda- 
ba. No habiendo pasado esto, como ae ucaba de ver, hay que de- 
cir, con mayor razón, que cada grupo de laa «peticiones acusa- 
das, comprensivo del exagérente, el demlor primevo y oí dele- 
gado, con aisle en una n ovación por medio dVii que se extinguió 
la obligación del deudor primitivo, ja que noUé pagada, como 
se ha dicho, ni consta que se hubiese extinguido por ninguno 
dalos otros medias enumerados en el artículo 724 del Código 
Civil. 

Según esto, ¿estaba autorizado el ex-gerente Bruscli li acep- 
tar ese modi» de extinción de los créditos del Banco? Desde lue- 
go, ni lo* estatutos del Banco Nacional ni su reglamento le con- 
ceden tal facultad, nó pudiendo decirse de ella que debía consi- 
derársela comprendida implícitamente en la gestión de los ne- 
gocios confiados & su administración, pues ol ejercicio de esas 
facultades requiere una autorización expresa, de conformidad al 
articulo 806 del Código Civil, que establece que : «el represen- 
tante del acreedor no puede hacer uovicion de la obligación, ti 
no tuviere poderes especiales», tes evidente que el gerente 
Brasoh no los tuvo del único que podía acordirselos.del directo- 
rio del lía neo, según lo preceptúan los incisos 2 y 3 del artículo 
49 de s is estatutos, oomo quiera qne esa facultad fuese dudo- 
sa aun para el mismo directorio en presencia de la disposición 
contenida en el artículo 17 de los mismos estatutos, y por con- 
siguiente, el ex-gerente no pudo aceptar U novación de las deu- 
das en la forma que lo hizo, ni de ninguna otra manera, sin 
traspasar los límites de su mandato y sin violar la ley positiva, 
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él reglamento y los aatatutos del Banco, no pudienrio traer en 
su apoyo ni siquiera la practica seguida por el Banco en opera- 
ciones análogas, pues el único caso que cita en sn descargo, el 
de novación de la deuda de Salvador Gómez, por delegación lio- 
cha á Francisco Bolla, no jo favorece, y, por el contrario, con- 
firma la tesis expuesta, desde que esa novación fué aceptada por 
rS mediante el poder especial qtie el presidente del Banco le 
otuigó ron ese objeto, como se ve en la copia agregada á foja 65 
B, Í solicitud del mismo Brasch, foja 205 A. Siendo así que 
Brasoli no pudo aceptar el cambio de los deudores del Banco sin 
expresa autorización de su mandante, ¿desapnrece ó se modifi- 
ca esa exigencia de la ley con la circunstancia que los delegados 
garantieron con hipoteca las deudas di< qm> se hicieron cargo? 
indudablemente que no; pues para admitir tal derogación al 
mandato expreso do la ley, en obsequio a los bien enten- 
didos intereses del Banco, habría sido necesario que los deudo- 
res pri mi tiros no hubiesen tonillo bienes suficientes con qué 
garantizar sus obligaciones oque hubiesen sido insolventes, y 
está por demás decir que no era esa la situación de los deudo- 
ras, desde que, días antes de lus operaciones acusadas, eran 
dueños de ios mismos bienes que los delegados dieron en hipoteca 
al Banco para garantir las deudas de que se habían hecho cargo, 
con esta circunstancia, que algunos ge los deudores primitivos, 
Rauiavon y Ferré, eran propietarios de otros bienes que los 
transferidos á sus respectivos delegados, como puede verse en 
la diligencia de embargo de esos bienes, praotteada con el pro- 
pósito de asegui-ar las responsabilidades de cada uno. Loego, 
pues, el ex-gerente no cambió deudores malos (> insolventes por 
otros que no lo fuesen, y, por el contrario, el cambio fué des- 
ventajoso para el Banco, no sólo por la calidad de las personas, 
cay a desigualdad está comprobada en autos, sinó también por- 
que, en definitiva, él importaba aceptar sólo una parte del pa- 
trimonio, una parte insuficiente de los bienes de los deudores 
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en pago de sus obligaciones, dr sde que el crédito persona) de los 
delegados le era desconocido, no pudiendo, por consiguiente, 
entraren sus cálculos de mejor garantía dt las deudas un ele- 
mento cuya existencia ignoraba y que resultó de las investiga- 
ciones hechas en este proceso no tener ningún valor aprecinble. 

Quiere decir, entonces, que las txlralimitncionfs que de tus 
poderes hizo el ox-gerenteno se justifican, tampoco, por ta me- 
jor gestión ó administración de los intereses que le estaban con- 
fiados. Y tiay que decir también en esta oportunidad, aprove- 
chando tas mismas razones, que ellas no pueden ser considera- 
das como ampliaciones necesarias derivadas de la naturaleza de 
los negocios que se le habían encomendado,nide su mejor y mis 
ventajoso cumplimiento, nut dando asf resuelta negativamente 
la pregunta propuesta en el primer párrafo ue e4e conside- 
rando. 

7" Que de lo expuesto resulta que el ex-gerente Brusch turo 
necesidad de poder especial para aceptar Tas operaciones abusa- 
das, que debió otorgarte el presidente del Hanco, romo su re- 
presentante legal y con la debida autorización del directorio, y 
no habiendo istndo munido de él carecía, por consiguiente, de 
facultad para ejecutarlas. Pero se alega, por la defensa, que si 
bien Brascb no estuvo expresamente autorizado por «I dilecto- 
rio del Banco para aceptar esas operaciones, también es verdad 
que éste las ratificó licitamente, desde luego que no las obser- 
vó cuando de ellas tuvo conocimiento por las planillas de rendi- 
ción de cuentasque él Trmitfaá la casa central, semana!, men- 
sual y anualmente. 

Desde luego la ratificación tácita del directorio debía resul- 
tar úde cualquier hecho mijo que necesariamente importare una 
aprobación ric las operaciones ejecutadas por Brasch, ó también 
de su silencio sí, siendo avisado por éste de lo que había hecho, 
no le hubiere contestado sobre la materia (articulo 1935, Códi- 
go Civil). 
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Ninguna de esa» condiciones se ha cumplido en el caso sub- 
judiee. En efecto, no se h» probado en autos, ni se ha insinua- 
do siquiera, un solo hecho producido por el directorio que im- 
portase necesariamente 1» aprobación de las operaciones, exis- 
tiendo, por el contrario, dos hechos, sí se exceptúa la denuncia 
con que se empeló este proceso, que demuestran tridentemente 
esa falta de aprobación ó conformidad, que son las inspecciones 
de Fontana y Pas, decietadiis por el directorio precisamente con 
motivo de esas operaciones, según se expresa por el mismo 
tirasen en et escrito de defensa, corriente a foja 136 H, y en vir- 
tud de la denuncia que de esas operaciones llevó al directorio el 
exagérente del Banco Francisco Zamora, Quiere decir, entonces, 
que el directorio no solo no prestó su conformidad de ninguna 
manera, sino que cuando la inspección de Paz le reveló la exac- 
titud de la denuncia de Zamora, inició el presente proceso, por 
defraudación de los intereses del Banco, contra los autores de 
esas operaciones, lo que, lejos de importar una ratificación, im- 
porta su más expresa y categórica condenación. 

8° En cuanto á la falta de disertación, por parte del direc- 
torio, á las planillas que Bratch remitía á !a casa matriz y en 
las que constaban las operaciones acusadas, que se alega para 
fundar la ratificación, hay que referirla á loados hechos expre- 
sados anteriormente, para decidir que -esa observación existió, 
cualquiera que hubiese sido su origen, no importa. En nues- 
tro caso fuó la denuncia del ex-contador del Banco y no las pla- 
nillas; ¿por qué? porque ellas no fueron remitidas al directorio, 
sinó á la inspección de sucursales, foja 300 D, y principalmen- 
te porque ella no daba uu conocimiento exacto de esas opera- 
ciones, con todas sus modalidades, loque habría sido necesario, 
dado que ellas no eran operaciones nanearías que el ex-gerente 
estuviese autoritado ú hacer por sí. Y así, no se encuentra en 
esas planillas, que componen el cuerpo ]>, en las pertinentes, 
corrientes i fojas 44, 91, %%% 147 y 153 y siguientes, ningún 
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dato ni mención que conduzca at renacimiento reíd adero de los 
operaciones realizada* con las deudas primitivas, tal como ha 
confesado BrasoL en su indagatoria, que es como debiera haber 
avisado al directorio para que el silencio de este produjera ei 
efecto que se desea ahora, ó sea, su ratificación tacita; pero no 
como aparece en las planillas, donde no constan las delegaciones 
hechas, los cambios de deudores y las razones que indujeron 
tales operaciones, ya que no estaban en los términos de su pro- 
curación, pues en ellas súlo se expresan, sin la correlación de- 
bida, el pago de las obligaciones de los primitivos deudores y u 
deuda de los delegados, como simples letras descontadas por el 
Banco. ApaHe de no ser ésta la forma, e! modo do que p! man - 
datariodebe valerse para peñeren conocimiento de su mandan- 
te la ejecución de actos para los cuales no estaba autorizado, 
ellos no resultan claros, categóricos y concretos en las planillas, 
de ta) manera que de su examen pueda ileducirse el modo cómo 
se extinguieron las operaciones de 'os primitivos deudores, ja 
que no fué por el pago, ni cómo se creáronlos nuevos créditos, 
ya que no fué por medio de descuentos, como lo declara Brasch, 
y por lo tanto la falta de observación por parte del directorio 
á tas planillas remitidas que se alega, está justificada por la 
única y perentoria razón de que las operaciones acusadas no 
constaban en ellas tales como habían sido ejecutadas. 

Con lo expuesto queda establecido que, ni por la ley de liqui- 
dación del Banco ni por su reglamento ni por las leyes genera- 
les, Brasch tenía facultades para ejecutar las operaciones acu- 
sadas de fraudulentas : que tampoco tino autorización del di- 
rectorio, quien no sólo no las ratificó sino que las condenó expre- 
samente, iniciando el presente juicio, cuando de ellas tuvo el 
exacto conocimiento que le revelaron dos inspecciones de Fontans 
y Paz; que tampoco el ejercicio de esa facul tad puede conside- 
rarse comprendida en la ampliación de poderes que la ley 
antoriza, cuando el negocio encomendado así Jo requiere, C 
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cuando el mandato «leba quedar cumplido de una manera más 
ventajosa. 

o ¿Pero las operaciones así ejecutadas constituyen un delito 
del derecho criminal, ir, para entrar de lleno en el terreno de 
la acusación, ellas constituyan una dcfraud ación al Banco por 
abuso dñ confianza del ex-gerenie llrascb? Desde luego hay 
que decir que la violación de la ley del Reglamento del Banco 
y las extraltmitiiciouea de facultades de que Brasch se ha rali- 
do para ejecutar tas operaciones da crédho acusadas, forman y 
caracterizan un verdadero abuso de confianza, previsto por el 
Código 1'enal en el inciso <0 del :n tículo 203. Pero para qnu 
ese abuso sea posible es preciso que exista una defraudación, 
estoes, que se haya cansado maliciosamente un perjuicio real y 
efectivo al Banco, desde que sin perjuicio ó defraudación co- 
nocida valorable, no cabe delito de abuse d* confianza, ja que 
el valor de lo defraudado es la base determinante de la penali- 
dad» Importa, pue-¡, ante todo, averiguar si de las opi-ra- 
cíonesde crédito realizadas, o mejor, si de las delegaciones, por 
cambio de deudores, ejecutadas por el ex-gorente lira seta re- 
sultaron perjuicios reales y estivos para el Banco. 

Se tiene en primer lugar, que esas operaciones ascienden á 
la suma de 1.019,200 pesos in/n, de la que corresponda á Ma- 
nuel A. Ferro* 194.000 pesos in/n ; á Benito h. Jtamajon 
303.000 p'fsos m/ii ; á Esteran Chaina 71.200 pesos m n ; ú Si- 
món Derqui juntamente con Ungen io Minvielle 331.000 pesos 
moneda nacional; y á Luis Bruel (que según resulta de autos 
pertenecía también á Derqui) 60.000 pesos m/n. 

El ex-gerente cambió esos deudores, libertándolos desús 
deudas, por los medios ya conocidos, sustituyéndolos cor. Juan 
Jt. de Lnra, José G. Valor, DalmírO y Manuel Acuna, Julio 
Acuna, Manuel y UJ piano díceres, y Mauricio L. Cbaínc, quie- 
nes garantieron las deudas de que su bicieron cargo, dando en 
hipoteca, á favor del Banco, los mismos bienes que los deudores 
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liberad 03 les habían transferirlo pocos días antes do las hipóte- 
cus. Ahora bien; esas deudas ¿quedaban así con las hipotecas, 
mejor ú igualmente garantidas que lo que estaban sólo con la 
garantía personal de los primitivos deudores? 

10° Kste es el punto primordial y fundamental en el presen- 
te debate, porque si se resuelve afirmativamrnte. no se habrán 
lesionado los intereses del Manco y por consiguiente no habría 
delito, desde que faltaría la pena á aplicarle, que tiene su ra- 
zón de ser en la defraudación, ó sea, en el perjuicio que mali- 
ciosarnunte se cause ó que se cree la posibilidad de causarlo. 
Para resolverlo es necesario entonces conocer los valores de los 
bienes dados en hipoteca al línnco y ver si ellos cubren ínte- 
gramente las deudas que allantan. 

Con ese objeto se han ordenado y practicado Jas tasaciones 
corrientes en este proceso, la de fojas 238 B, que abarca todos 
tos inmueble»; las de fojas 307 J y 87 M, que se refieren á los 
hipotecados por Juan lí. de Lar», delegado de Ferré, y las de 
de fojas 387 a 40*1, á los hipotecados por los demás delega* 
dos. Las ilus primeras, es decir, las de fojas 438 B y 207 .J, 
fueron practiuudas en el sumario y arrojan una suma total de 
665,263.06 r<'sos ro/n ( como valor de todos los bienes hipote- 
cados; sin incluir el de las seis propiedades que uno de ellos, 
José G. Valor, ofreció posteriormente á la constitución de sus 
hipotecas, como refuerzo de su garantía, lasque fueren avalua- 
das en 70.557, 73 pesos m/n, fojas 407 E; que unida á la suma 
anterior se tiene la cantidad de 735.820,70 pesos m/n. 

Las otras dos tasaciones practicadas cuando la causa se en- 
contraba en estado de pleuario,que son tas corrientes á fojas 
378 I y 87 M, dan un valor total de los bienes, incluidos los 
del refuerzo de Valor, de 386.881,34 pesos m/n. 

La tasación del perito Laffont, nombrado por Brascfa y los 
demás procesados, excepción hecha de Ferré, por cuya razón los 
bienes de La ra no están incluidos en ella, corriente á foja 
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397 1, Atroja un total para todo» los bienes incluidos los del 
refuerzo cié Valor, de 784.450 p.-?os moneda nacional. 

Tenemos entonces así, i res tasaciones distintas sin considerar 
la del uoctor Guastavino, nombrado por la acusación corriente 
á foja -401 I. por referirse súb á veinte y cinco propiedades de 
las ciento siete hipotecadas. 

Tasación Romero Oauna, Gandtiifo y 111 i sondo en el su mar i» 
fojas 238 B y 207 J, (unida*) 735,820.79 pesos m/n. 

Tasación Vivar, Matoso» Cretnoote, Avalos, Ruy ai y Fer- 
nandez, en el plenario, fojas 378 I y 87 M (unidas) : 286.881,34 
pesos monda nacional. 

Tasación A. Laffont, foja 397 1 (excluido bienes Lara) : 
784.450 pesos moneda nacional . 

11° Gomóse ve, ninguna de las referidas tasaciones en las 
que han intervenido 11 peritos alcanza a cubrir el importe to- 
tal de las deudas canceladas, que es de 1.019.200 pesos moneda 
na 'ional. Kn presencia de tal uniformidad de opiniones, en las 
que está incluida la del purito nombrado por la defensa se hace 
innecesario un eximen detallado y minucioso del valor de cada 
uno de los 107 inmuebles hipotecados, con tanta mayor razón, 
cuanto que la diferencia en más ó en menos que pudiera atri- 
buírseles, con relación á alguna de tas tasaciones que reuniese 
mayor número de opiniones, no modificaría sensiblemente el 
hecho de que el valor de tas propiedades hipotecadas no garan- 
ten suficientemente las deudas y que la diferencia entre el va- 
lor de esos bienes y el importe de las deudas canceladas, será 
siempre mayor que el mAximun del perjuicio establecido por el 
Código Penal para los casos de defraudación, ó sea más de seis 
mil pesos. 

Añil tomando la tasación de Alfredo Lnflont, perito que por 
el origen de su nombramiento debe suponérsele inclinado á fa- 
vorecer los intereses de los procesados, y uniendo á ella la ma- 
yor tasación de los bienes hipotecados por Lara, y la de los 
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ofrecidos por Valor en refuerzo do esa garantía, usiiui&tno se 
tendría una diferencia entre el valor que ellos arrojan, y el de 
ias deudas eanceladas de 128.191,25 pesos. 

En efecto la tasación Laífont, en la que eolín incluidos los 
bienes ofrecidos en fofuerzo |>or Valor, asciende a 784.450 pesos, 
foja 397 I, y la mnyur tasar ion de los bienes de 1.a ra á 
1 00.558, 75 pesos, que deduddos de 1.01 0,200 pesos que impor- 
tañías deudas, da la diferencia preindicada de 128.191, 25 t 
cantidad que sobrepasa Con exceso el müxímun déla escala de 
valores establecida por el artículo 202 del Código l'enal, para 
detenuiuar la penalidad en los delitos por defraudación. 

12" Ks, pues, |ior demás evidente, entonces que el elemento 
material del delito de abuso de confianza existe, desde que está 
probado que los intereses del Banco fueron limonados con las 
operaciones acubadas. Y este perjuicio es taut< más evidente 
si se tiene en cuenta que tus primitivos deudores eran personas 
sol ve ntes y conocidas, cotí su crédito personal íntegro desde que 
no se ha probado ni se lia dicho siquiera que la con lianza y la 
persuasión del reembolso por parte del Banco, que determina- 
ron las concesiones de los préstamos ¡i favor de ellos, hubiesen 
desaparee ¡ilo >> disminuido por hechos propius que de alguna 
manera comprometiesen la integridad de sus respectivas respon- 
sabilidades, v por consiguiente la de los intereses del Banco; 
pues de autos no resulta eso, sinó lo contrario y además, que 
eran dueños de todos los bienes que los actuales deudores die- 
ron en hipoteca y que no se. habían desprendido de uno solo de 
ellos, antes de las operaciones acusadas, que no sean los trans- 
feridos ¡i sus respectivos delegados cuan lo esas operaciones que- 
daron concertadas y aceptadas por Brasch. 

13° Quiere decir entonces que los primitivos deudores no 
súlo gozaban de toda la conlianza sobre que reposa el crédito 
personal, sinó que poseíanlos mismos bienes ú que Brasch limi- 
té las garantías de las deudas, renunciando al crédito perso- 
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nal do aquellos, psira aceptar el de personas que les eran 
desconocidas, en su mayor parte, M-gun su propia confesión 
y quienes resultar '» no tener ni créditu ni bienes otros que los 
tra feridos por los sustituidos, como aparece de los informes 
en los Bancos, do las Glicina-; de lípgistro de la Propiedad y 
Contaduría General de la Provincia de Santa Fe y Unenos Ai- 
re», donde habían designado sos domicilios, que también ré- 
«(litaron inciertos con relación á la mayor parte de ellos, según 
las diligencias practicadas ron el objeto de emplazarlos primero, 
y de reducirlos á prisión después; además liay que agregar que 
algunos de los primitivos deudores eran dueños días antes de 
las operaciones, no sólo de los bienes que sus delegados hipo- 
tecaron al líancu, sinó de otrns de positiva importancia, como 
consta de las diligencias de embargos, loque li acó más resal- 
tante )a solvencia y la seguridad que el Banco tenía en reem- 
bolsar los din *ro- prestados, que no se ha probado de ninguna 
manera que esos deudores se hubiesen negado o resistido al 
cumplimiento de sus obligaciones. 

I-i* Queda, pues, establecido que los intereses del Hanco fue- 
ron lesionados por medio de las operaciones acusadas, en una 
cantidad mayor que el miximuri establecido, cualquiera que 
sea el valor atribuido á los bienes por las tasaciones judiciales 
practicadas en el proceso. 

Pero dado que lirascb no fué el beneficiado de la suma en 
que fué perjudicado el Han en, desde que no se ha probado que 
él se la hubiese apropiado, sino que ella ha redundado en bene- 
ficio de los que cancelaron sus obligaciones, necesario se nace 
conocer la cantidad deque cada uno de ellos participó en el he- 
c'io incriminado, para establecer las respectivas responsabili- 
dadev>o» «reglo ¿ 1« escala de valores establecida ¡>or el Códi- 
go Penal. 

Para llegar á ese conocimiento, estimaremos, con ayuda de 
los elementos de convicción que nos suministra el proceso, el 
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valor de los bienes dados en hip^ecA por cada uno de tos susti- 
tutos, separadamente, p.ira establear así la diferencia entre et 
valor de el ¡os y el di; !;i deuda que alianza. En e¿ta estimación 
no incluiremos los bienes transferidos por Simón Derqui (falle- 
cido) áUlpiano Cacares, Julio Acuña y Manuel Caceres, dele- 
gados, en continuación de Dcrqtii, porque éste firmó nuevamen- 
te sus letras, haciéndose cargo de ellas, antes de la iniciación 
de est" proceso, s^gun lo lia declarado en su indagatoria de foja 
H9 A, que está corroborado por loá empleados del Batieren sus 
declaraciones nV fojas 11 í á 124 B, y no lia sido negado por el 
querellante, con excepción de la deuda transferida ;i Mauricio 
L. Chame por Luis lí:uel y cuja deuda también pertenecía á 
Denjui, según él mismo lo ha declarado, habiendo el querellan- 
te retirado, en su acusación de foja 117 H, la acción criminal 
contra Luis Bruel, porque entiende que á su respecto sólo tie- 
ne una acción civil. Debemos, pues, tomar únicamente la pro- 
piedad transferida a Mauricio L. Cliaine y las transferidas á 
Valor, La ra, M. Acuña, D. Acuña, M. Cáeeres y Jim.* Acuna, 
y de las que con esponden ¡i estos dos últimos sólo las traspa- 
sadas por KugenioMinvielle. 

15° Bien; en presencia de la anarquía de valores que se nota 
comparando las tasaciones judiciales practicadas cu este proce- 
so, tenemos que do los once peritos que en ellas han interveni- 
do oehode ellos, J. Benjamín Romero, fíainon M. Gauna, Pe- 
dr<> Gandulfo, Marcelino A. EHzondo, Pedro C. Reino, Pedro 
K. Fernandez, Carlos A val os y Alfredo Laffont, convienen en 
que las bases establecidas por los dos primeros son las más ra- 
cionales y justas para establecer el valor de la propiedad raiz, y 
que, por lo tanto, deben aceptarse en la tasación de los inmue- 
bles hipotecado*. Esa* bases están determinadas del modo si- 
guiente: para fijar el valor de tos campos tomaron la estimación 
hecha por la ley í!e impuestos de la provincia para «I pago de 
la contribución directa, dictada eu el uiisnv» año que se efectúa- 
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ron las operaciones acusadas, 1891, estimación que es tres ve- 
ces mayor que el precio de venta establecido por otrt lev de la 
provincia sobre rentas de tierras púliliois, dictada en 1883, en 
vigencia, y aplicaron a los campos hipotecados la mayor csti- 
inacion que hace aquella ley, segun la zona en que están ubica- 
dos, ósea quince ó veinte mil pesos moneda nacional por la le- 
gua cuadrada; par;i la fijación del valor de los terrenos urbanos 
situados en esta ciudad, como ellos no se estiman perla ley puní 
el pago de contribución directa, tetando librada esa función al 
criterio de las comisiones avaluadoras que cada año se nombran 
Cün ese objeto, han tomado los precios establecidos por una or- 
denanza municipal para la venta de terrenos, dictada en el 
ano 18ÍJ0, y multiplicando :>s»v: precios por tres, han estimado 
que ese es el valor que debe atribuirse á los terrenos urbanos 
del municipio de esta ciudad. Para los comprendidos en los 
otros pueblos de la provincia no lian establecido esa base, por- 
que no eiiste ordenanza alguna que lije el precio de tos terre- 
nos, y lo han estimado según las informaciones obtenidas y el 
conocimiento personal que de estos terrenos tenían , según lo ex- 
presan en el informe con que acompañaron esas tasaciones. Sin 
embargo, fácil es establecer, para esus terrenos, la misma base 
aceptada para la tasación de los de esta ciudad. En ausencia de 
ordenanzas que fijen el precio de ellos, tenemos el precio en que 
loa terrenos ú tasarse fueron vendidos por las municipalidades, 
previa avaluaron hecha por el Departamento Topográfico en 
cada caso de venta, que consta en cada uno de lo* correspon- 
dientes títulos de propiedad corrientes en el cuerpo C. La mayor 
parte de esas compras, según las fechas de las escrituras, fue- 
ron hechas en la época de la especulación de tierras en esta pro- 
vincia. Pues bien, multiplicando eses precios por trus tendre- 
mos una base igual ú la fijada paca establecer el valor de los 
terrenos en esta ciudad. 

La adopción del aumento de los precios de los terrenos, cu la 
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formn indicada, á miis do ser aceptada por la tnajoría de loa 
peritos, condice, en sus resultados, con las tasaciones hechas 
por las comisiones avaluadoras pura el pago de la contribución 
dilecta en el año 1891, fecha de las operaciones acusadas, en 
lo* años 1890 á 1894, cuando no aparecen avaluados en aquel 
año, según el informe 'de la contaduría general de la provin- 
cia, corriente ¡i foja Kr9 I; siendo la diferencia sólo un 5 7 , 
sin tomar en cuenta ¡a- confracciones, y si se exceptúan tos 
hienes de Lara, donde la diferencia es de un 50 % como se ve- 
rá eu la tasación que más adelante se consi^ua. Sin embargo, 
esa diferencia euorm i* que se nota entre la tasación de estns bie- 
nes por la comisión avaluadora para el pago de contribución 
directa y la que vamos á hacer con arralo á las bases estable- 
cidas, no sobrepasa siuó eu menos de ocho mil pesos á la tasa- 
ción del píen ario, foja 87 M, y disminuye la del sumario, foja 
¿07 .1. un poco más de dieciseis mil pesos, colocándose así un 
un término medio entre la menor y la mayor de las tasaciones 
practicadas, lo que la hace aceptable. 

Si con esas bases, tos peritos que la han adnptado no han 
sacodu los mismos resultados que los que arroja la tasación que 
hacemos, ni han coincidido en las practicadas ¡ior ellos, es por- 
que en su aplicación se lian separado de ellas, dando como ra- 
zón la situación especial de los terrenos, para los cuales fijaron 
un valor sobre la base correspondiente, Como si esa rim¡n>t an- 
eja no hubiese sido tomada ja en consideración eu la ordenan- 
za municipal para establecer distintos precios, según la situa- 
ción de los terrenos, dividid, do á ese efecto en seis zonas el mu- 
nicipio; pudiendo decirse lo prepio de los precios fijados por 
las municipalidades de los otros pueblos para la venta de 
sus terrenos. La diversidad de esos precios tiene, pufts, esa 
razón de ser, y no hay por qué volverla á tomar en considera- 
ción, máxime cuando la fecha de la ordenanza y ventas 
municipales mencionadas es casi la misma de Ja que en que se 
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efectuaron las transferencias de los inmuebles en cuestión. 

16* Con esas base* pasamos A fijar el valor de Ins bienes hi- 
potecados y los ofrecidos en refuerzo por José Ü. Valor, con las 
exclusiones expresadas: 
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Tasación de ios bienes transferidos por Manuel Ferré 
á Juan It. de Lara 
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Edificios csisientcT en los número» 11 y 19 * 2000 

Valor de estos bienes é ........... . * 89882 



Tasación de ton bienes transferido* por E. Minvieilv 
á Julio Acuña y Manuel ( .áceres 



5 1658 10 1 20 1989 ¿"ni 

9 1246 10 1 20 1195 Ha» 

Edificio existente al número 1 ■ . - 500 

Manurl V'icfret 

Foja m B. 

1 «iá 17917 20000 00 466$ fifi 38075 

h \mm ioooo 1200 00 LáQQQO »oo 

Tolal de amlwií grupos. * : »1850 00 



Tasación de ta propiedad transferida por Simón DerqUi 
á Mauricio Chainc 

Foja M II 

1 ¿96581 metros cuadrados en « I.a 
Limita », promedio de las tasaciones judicia- 
les consignada* < 3728!! 00 

Valor * 37Í83 00 
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Resumiendo tenemos los resultados siguientes al lado de las 
deudas cor respondientes y tas diferencias entre cutas y el valor 
de las garantías : 
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17" De lo expuesto en cuanto al valor de los bienes, resulta 
que ya se consideren en conjunto las operaciones acusadas, ó en 
detalle, con relación d cada uno de los sustituidos, los intereses 
del Banco han sido lesionados con las delegaciones de deudores 
consentidas y ejecutadas por su ex-gerente Brascb, y que ese 
perjuicio, que es de 528.167 pesos moneda nacional, con arreglo 
i la precedente tasación, ba beneficiado á los deudores primiti- 
vos en la proporción que se cstublece en la columna de diferen- 
cias del resumen anterior. 

Por otra parte, aún tomando la tasación Lnffont, que es la 
más alta en el proci-so, tendremos siempre el mismo resultado 
á los efectos de la peialidud, pues las diferencias entre las deu- 
das respectivas y el valor que esa tasación les atribuye i los 
bienes que las garanten, están todas sobre 0000 pesos moneda 
nacional, que es el máximun de la ley, si se exceptúa la de Mau- 
ricio L . Chainc que sólo arroja una diferencia de 4500 pesos. 
Bien entendido que deesa tasación habría que excluir los bie- 
nes transferidos por Simón Derqui á Julio Acuña, Ulpiano y 
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Manuel (.'áceres, por la razo» expuesH mas arriba : queDerquí 
repuso <¡u firma á las letras que habían quedado canceladas con 
esos bienes. 

Lo propio sucedería con la operación de Ferré, aún adoptan- 
do la mayor tasación de los bienes que él transfiriú ú Lara, co- 
rriente á foja 207 I, pues encontramos también una diferencia 
mayor que la cantidad de 6000 pesos. 

18° Queda, pues píen ame uto rom probad o que el Banco fué 
perjudicado e n la ejecución de las operaciones acusadas y que 
los deudores primitivos Benito L. Ramuyon, Manuel A. Ferré, 
Eugenio Minvielle, Esteban Choine y Sim-ui Derqni (fallecido) 
fueron los beueliciados con esas operaciones en una cantidad, 
cada uno, que sobrepasa á 1 ide 6000 peso s. 

Determinado a^rl nerjuício que el Banco recibió, on sus in- 
tereses, con las operaciones ejecutada» por su ex-gerente fírasch 
queda por lo tanto, caracterizado y establecido el elemento ma- 
terial del delito que se les atribuye. 

t9° Pero la noción jurídica de ese delito implica como elemen- 
tos esenciales, no sólo tse hecho, sinó también el dolo en quien 
to ejecute, y que consiste en el designio de perjudicar ó de pro- 
curarse á sí mismo ó á otros, ventajas ilícitas. 

A menudo, como lo dice HaitOa ejecución de un hecho,aunque 
comp eta, no entraña la convicción del Juez relativamente á la 
culpabilidad del agente. Entonces debe consultarse todas las 
circunstancias que se relacionan con el hecho principal y exa- 
minar si ellas son de naturaleza á revelar la intención con !a 
que el autor ejecutó el hecho. 

20° NueBtro procedimiento para la investigación de esa in- 
tención será, pues, el do inducción, sirviéndonos de los hechos 
comprobados en el proceso, para remontarnos del efecto exterior 
á la causa interna. 

Desde luego tenemos comprobado, como se ha dejado esta- 
blecido, queBrasch sabía que no podia ejecutar las operaciones 
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acusadas, i! menos de extruliiuitar sus falcultades y violar dis- 
posiciones claras y ter mi rían tes del reglamento del «anco, en 
cuanto se referían á la manera do proceder en los caso* no pre- 
vistos por el mismo. ¿Por qué las ejecuto, (mtúnceS? El lo di- 
ce; porque el inspector de sucursales del Banco, A nuieu con- 
sultó con ese objeto, le dijo que eran lícitas y corrientes, J 
porque creyó que los créditos quedaban mejor garantizado'* con 
las hipotecas ofrecidas y dadas por los delegados* 

Lo primero, apartede estar negado por el inspector Ledesma 
áfoja tti 1 (preg. 5«), no es verosímil que baya sido una cuu<a 
determinante do las operaciones, porque Brascb sabía ú debía 
-aber que ese no era el medio de que debiú valerse para pro- 
veerse de una autoriza» ion ó de una fac ultad que no tenía; él 
sabía qui ningún empleado del Banco, por superior que fuese su 
jerarquía, podía concederle por sí una facultad que no tenía; 
que esa no era la fuente donde debió ocurrir en demanda de una 
autorización que creía necesaria para ejecutar las operaciones 
de crédito acusadas; todo eso lo sabía, puus no le era permiti- 
do ignorar el reglamento del Banco, que establece y determina 
eu el artículo 23 el procedimiento á seguirse en esos casos, no 
siéndola falta de consejo, que arguye, una circunstancia que lo 
auturizase á fiolarlo, sinó una ra^on más para que esas ins- 
trucciones fuesen pedidas al presidente del Banco, como dice 
dicho artículo, y no al inspector de sucursales. Además, la for- 
ma verbal adoptada para un asunto de tanta magnitud é im- 
portancia, que comprometía valiosos inLereses del banco, revela 
que quiso sustráerselo del conocimiento y decisión del directo- 
rio, evitando así las contingencias de una resolución adversa. 

Tampoco la segunda razón alegada pudo haber sido el móvil 
qu- impulsara al ex-gerente Brascb ¿efectuar las operaciones 
de crédito que motivan este proceso. Sus propios actos, omi- 
siones y complacencias revelan lo contrario- ¿Por qué, si su 
propósito fué garantizar mejor los intereses del Banco, no or- 
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denó practicó la tasación de los bienes que se ofrecían en hi- 
poteca, como era natural, para informarse fie si el valor de 
ellos cubría suficientemente las deudas que debían abalizar, ya 
que los deudores á quienes trataba de libeiar eran personas sol- 
ventes, y en definitiva, no eran sino sus propios bienes los que 
se le ofrecían? T no sólo omitió esa circunstancia, única capa?, 
de producir la creencia de que eran bastantes, sitió que aceptó 
bienes, con la sola afirmación del que los hipotecó, de que esta- 
ban libres de todo gravámen, sin informarse de su exactitud por 
los medios legales, relevando, por el contrario, a) escribano que 
las autorizó, de toda responsabilidad civil que pudiese deiivar 
de esa omisión, foja tOi C. Además, él sabía que los derechos 
del Banco, en cuanto al reembolso de los '-réditos, quedaban li- 
mitados al solo valor de esos bienes, ya que la responsabilidad 
personal de los nuevos di-odores le era completamente descono- 
cida, según lo ha confesado, y por lo tanlo, el examen estima- 
tivo de aquel los era tanto más necesario, cuanto que renunciaba 
el crédito personal de los primitivos deudores, que reposaba en 
la probidad, en la honestidad y eu la solvencia de oda uno de 
ellos, que les había valido la concesión dü tan crecidos presta- 
mos, para aceptar una parte de *us propios bienes, que no al- 
canzan ¡¡cubrir, según todas las tasaciones hechas en el jiro ce- 
so, el importe total de las deudas canceladas. 

21° La crisis porque atravesaba el país, la ley de liquidación 
delBanc», dictada recientemente, que también se alega para 
justificar las operaciones, no podían haber inspirado á JRrasch 
el temor de que los deudores primitivos no cumplirían las obli- 
gaciones contraídas con el Banco. Al contrario, tratándose de 
personas que no sólo conservaban su crédito personal íntegro, 
stnó que poseían bienes inmuebles, más que los hipotecados, 
debió tener conlíaiiza en que serían atendidas debidamente sus 
deudas, sobre todo cuando esa ley mejoraba las condicionesde 
los deudores, rebajando la tasa del interés y disminuyendo Ta 
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amortización, lo que rale decir, aumentando el plazo de las 
obligaciones, lasque quedaban, por otra parte, reducidas á un 
tanto por ciento igual á la depreciación que tuviesen los che- 
ques del Banco al tiempo de hacerse el servicio, desde que esta- 
ba obligado á recibirlos hasta el SO * „ de los pagos que se le 
hiciesen. 

No, el ex-gerenre Brascli no turo la in tune ion de beneficiar 
ni de garantizar mejor los intereses del Banco, aceptando y 
ejecutando las operaciones acusadas; su propósito fué otro» 
bien manifiesto y evidente en Us páginas de este proceso, el de 
beneficiar á Simón Derqiti, ICugeitio Minviellc, Manuel A. Fe- 
rré, Benito h, U.imajon y Ksteban Hiaine, amigo» suyos, fojas 
99 a 12i H, permitiéndoles la cancelación desusdeudas median- 
te la ei trega dt« bienes insuficientes para cubrir el importe de 
ellas, porque en definitiva, á eso se reducían las operaciones de 
sustitución, yaque álos sustitutos hay que considerarlos, á los 
efectos del crédito, como personalidades de apariencias. 

Con este objeto ultrapasó abierta é ilimitadamente sus facul- 
tades; con esa intención violó disposiciones claras y terminan- 
tes did reglamento del Banco; por eso no pidió instrucciones 
21 recabó facultades del presidente del Bu neo, que era el único 
que podía acordárselas,, prém autorización del directorio. 

Si su intención fué beneficiar ios intereses del Banco, y ya 
que creía que los créditos con su sola lirrai estaban mal garan- 
tizados, ¿ por qué aceptó de la sucursal de Santa- Vé la trans- 
ferencia de las deudas de Benito L. llamaron y Urbano Cons, 
importantes 303.000 pesos, qtn- * icontraban en esas con- 
diciones? Las constancias de este proceso responden: para 
cancelarlas pocos días después por el procedimiento ya cono- 
cido. 

Es, pues, por demás evidente que el ei-gerente Brasch pro- 
cedió fraudulentamente en la liberación de los deudores expre- 
sados, con el solo propósito de procurarles ventajas y prove- 
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ohos, reales y efectivos, en menoscabo de los intereses que ad- 
ministraba. 

22° Queda, í i ntúni'(\«, ^lena mi' itte caracterizado el delito: y 
por consi^uicnt'-, que el i x-gerente lirusch defraudó los intere- 
ses» del liancu, abusando 'le la e.-nlianza que <-n él si- habíu de- 
positado, en una cantidad que excede de seis mil pe-os. hacién- 
dose, por lo tanto, acred^r á la pena i->tabiecida en el ineísu 6°, 
del Artículo 202 del Código Penal, según lo prescribe el artículo 
903 del mismo. 

23° A hura, ¿cuál es La intervención que han (o ni (lo <n la co- 
misión de ese dvlito ífts demás acusados, con excepción de b s 
declarados rebeldes, respecto de quienes él procesó h*quediido 
suspendido, de conformidad al artículo 151 del Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal ? 

Desde luego, ■ xisten comprobados t ti autos tres hechos prin- 
cipales que determinan y caracterizan acabadamente la partici- 
pación ú cooperación que tomaron en' el heeho incriminado: 

i u Que fueron Ramayon, Ferré, Chnine y Derqui, por su pro- 
pia deuda y la de Hiimelle, loa que en persona propusieron 
al exagérente liraseh las operación^ acusadas; 2 U t¿ue ellos 
mismos proporcionaron los bienes y las Jimias de los sustitutos, 
y corrieron con la gestión y tramita-ion délas opera- iones has- 
ta su eumpleta realización; y 3" Que tratándose de la cancela- 
ción de sus propia deudas, fueron 1 i recia y únicamente bene- 
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raciones y luego no hubiesen proporcionado lus elementos nece- 
sarios para su ejecución, ellas no habrían tenido lugar, y, pol- 
lo tanto, el .-x-g,-ren'e Urascb no habría cometido el delito do 
abuso de confianza que se le imputa. Luego tt cooperación de 
los sustituidos nombrados so encuadra per rectamente en el in- 
ciso 2" del artículo 21 del citado código, debiondo por consi- 
guiente considerárseles c uno cnautores de Urascb en 
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rtüti del delito ncnsuHri y pasibles igualmente de la pona estable- 
cida en el inciso O' 1 del artículo 202 del íYidigo Penal, desde 
que i»! provecho «le que ca¡in uno purtie i en la defrauduci >n 
excede de la cantidad de seis mil pcsn<. segn i lo lie mu» deja- 
do establecido «mi la precedento tasación, y según también lo 
«lemuctran Indas las tasaciones nrMicadas, jiiclu^ive lu <lu 
I.afi'mit. 

La intención fraudulenta «le hts sustituido», el propósito 
de defraudar los intereses did B.uiCO por medio de tas di lega- 
ciones propuestas al «>x-gerente ííraseh, revel.i en U«Iosy ca- 
da uno fiBÍfts actos ron que prepararon y Ufaron íí término la 
cancelación de sus «leudas: trnn:>fereuciasd<> sus propios bie- 
nes á sus respectivos sustitutos por precio*, en plena crisis, a 
qu<- un había llegado la propiedad raíz, dos aftas antes, <m Ja 
época de la esp -colación y de la abundancia del medie circu- 
lante ; la declaración hecha en las mismas escrituras de trans- 
ferencias de haber recibido esos precios anterioridad, sien- 
de así que ios compradores eran personis insolventes. Y si 
efectivamente entregaron esos precios ¿cuino es qu u posterior- 
mente, poros días después, aparecen deudores «leí líanco «le las 
mismas obliga .-ion es do sus vendedores, -in que entre un acto y 
otro mediara concesión de créditos, per parte del líanco, según 
Lo lia deidarado liraseh? Baque los verdaderos precios eran las 
delegaciones de las deudas ; y < orno los delegados eran perso- 
nas desconocidas, en su mayor parte, y todas insolventes, les 
fué preciso, para cohonestar las operaciones cun apariencias en- 
gañosas, transferirles propiedades por precios calculados sobre 
el importe de las deudas. Ferré y M i uviol le han tratado de 
eludir sus responsabilidades, alegando que no han tomado par- 
ticipación en las operaciones de sustitución fie sus «leudas. 

*2T>- Si no fuese suhVicntc lo dicho anteriormi'nte para de- 
mostrar lo contrario, bastaría citar, con relación á Ferré, su 
propia declaración, consignada a foja 50 J, donde dice: que 
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«el señor Lara (su sustituto) le escribió una carta en la que le 
recomendaba que se viese con Hrasch, para conseguir de éstu 
que el declarante (Ferré) fuese librado de su obligación on la 
negociación de que se trataba. Que se vio en efecto varias ve- 
ces con el expresado lirasch, y obtuvo de é\ la recordada segu- 
ridad». Y con respecto á Minvielle se tiene la declaración de 
su apoderado Mario Vague, quien con ti' stand o á las preguntas 
29 v 31 del interrogatorio de foja 265 B, á foja 275 vuelta: 
que i Hinrielle lo dióórden de transferir al^uims terrenos á las 
personas que le indicase Simón Dcrqui y que biso esas transfe- 
rencias it tas personas indicadas por Derqui, para ron su pro- 
ducto cancelar una k trnde Minvielle en el Banco Nacional». 
Nada, pues, más explícito y coneluyeutt* para probar la inter- 
vención qnc lian turnado en la cancelaron de sus deudas. 

26" Kn cuanto á la cooperación de Mauricio L. Cliaine (sus- 
tituto de üerqui), dado que no se lia probado que él hubiese 
retirado algún beneficio de la operación en que interviim, ni 
que su participación hubiese sido tal que sin ella < el hecho m> 
habría podido tener lugar », según los términos del inciso 2° 
del articula 21 del código citado, debe considerársele cómplice 
en primer grado, en virtud de su participación directa en la 
acción principal, de conformidad a lo estatuido por el inciso S° 
del artículo 33 del Código Penal, y pasible de la pena señalada 
en el artículo 3i, inciso 4". 

27 u Para señülar lijamente las prnas que deben sufrir los 
procesados, dentro del mínimum y máximum establecidos por 
los artículos citados, partiendo del término medio, de confor- 
midad á lo estatuido por el artículo 52 del mismo cú-ligo, se 
hace necesario considerar las circunstancias agravantes y ate- 
nuantes que puedan modificar la criminalidad del hecho delic- 
tuoso, aumentando ó disminuyendo su penalidad dentro de los 
límites legales. 

28" Desde luego, y con relación á todos loa procesados, no se 
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deben considerar las operaciones Je crédito acosadas, prescin- 
diendo completamente de la situación especial en qne se encon- 
traba el Banco Nacional en la época que ellas fin-ron ejecutadas, 
La ley número 2841, de 16 de Octubre de 1801, es decir, de 
cuatro <Jías untes de la primera de la» operaciones realizadas, 
que declaraba en liquidación el Banco Nacional y bonificaba la 
situación de los deudores, establecía también, en su artículo 
44, que estos podrían obtener carta de pago ofreciendo cesión 
de todos «us bienes á favor «VI Banco, Ksta facultad, de la que 
podían haber hecho uso Jos sustituidos, y la circunstancia de 
que se desprendieron de sus propios bienes para que sus susti- 
tuios tus dieran en hipoteca al Banco, en garantía de las deodas 
trati-ferid;is, hace creer que uo tuvieron la intención de causar 
todo él perjuicio que bau producido, teniendo eu cuenta que 
en la generalidad de los casos que el Banco tuviese que otorgar 
cartas de pago en virtud de la cesión de bienes de sus deudo- 
res, lo haría sin que el valor de lo-; hienes cedidos alcanzase á 
cubrir suficientemente Jas deudas que, de ese mudo, quedarían 
extinguidas. Agregúese ¡i eso que los procesados que quedaron 
con bienes, después de los traspasos A sus sustitutos, no hicie- 
ron transferencias ni ocultaciones, ni constituyeron sobre ellos 
gravámenes de ninguna clase, estando, por el contrario, em- 
bargados en este proceso para garantir sus responsabilidades 
ulteriores; y So tendrá que esas circunstancias, reunidas, si 
bien no lo* eximen de pena, sirven para atenuar la que les co- 
rresponde, de conformidad al artículo 83. inciso V, del Código 
Penal, por lo que se refiere a los prooesjdos Benito L. Rama- 
yon, Manuel A. Ferré, Eugenio Minvulle y Esteban Oíame, 
debiendo por consiguiente, disminuirse, del término medio, la 
pena establecida en el inciso 6 o del artículo 202, que es la que 
les correspondería, como se lia dicho, á no ser la circunstancia 
atenuante expresada, rebajándola hasta el mínimum señalado 
en el mismo, ó sea á tres años de penitenciaria. 
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29" En cuanto á Teodoro Brasch, si bien á él le comprende 
también esa circunstancia atenuante, ella está compensada con 
lacircimstanc'üL agravante prevista ñor el inciso 20 del artícu- 
lo Si del codito citado, desde que ha sido reincidente de deli- 
tos de la mis nía especie, por lo que debe sufrir el téri"ino me- 
dio de la pena del inciso 6 a del artículo 9t)2 del Código Penal, 
Ósea cuatro años y ruediodc penitenciaría. 

Por lo que se relieve al cómplice M mricio L. C'haino, debe 
aplicársele, como se La dicho, la pena establecida en el inciso 
4 del artículo 33, isto es, dos años de prisión, que es el termi- 
no medio, desde que las penas determinadas pura las personas 
de quien él fué cómplice en el delito consumado, no exceden de 
seis años de penitenciaría. 

3Q rt En cuautu ú tos delitos de sustitución de ducumentos y 
estafa que también imputa e¡ acusador á los procesados, puco 
hay que decir pava demostrarla improcedencia de ellos. Fu 
efecto, hemos visto, tratando del abuso dccunüunza, que para 
r|Uu constituya delito, es requisito indispensable que se haya 
ejecutado con perjuicio ó defraudación úe tercero, y que real- 
mente resultaran perjudicados los intereses del Raneo; pero ese 
perjuicio, proveniente del abuso de con lianza, está Intimamente 
unido a la sustitución de ¡as letras de los deudores primitivos, 
sin la que aquel perjuicio, y por lo tanto el delito de abusn de 
confianza, no habría tenido lugar, en nuestro caso, y formando 
así un mismo y único hecho penable, constituyen un solo delito, 
el de abuso de confianza . 

31 En cuanto al delito de estafa que el querellante atribuye 
a los deudores primitivos y s»us sustitutos, ea evidente que no 
existe en el caso sub-judicc, desde que éstos no engañaron al 
ex-gerente Brasch, que era el representante del banco y con 
quien trataron las operaciones de sustitución. Este turo pleno 
conocimiento de todos los hechos antecedentes do Us operacio- 
nei. Hubo connivencia con el ex-gerente, com> resulta de au- 
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tos, pero no engañe/, que es condición esencial sine (¡uanon, del 
delito de estafa. 

32" Considerando que, acreditado como se baila ú foja 209 
E, el f;ii lucimiento oel procesado Simón Derquí, y por lo tanto 
extinguida la responsabilidad i riminal en que pudiera haber 
incurrido, procede sobreseer libremente en esta causa respecto 

ai mismo, 

33° Y considerando en relación á Luis Bruel, que el quere- 
llante en su acusación de Toja 117 H, dice que s do tiene una 
responsabilidad civil en la operación de la deuda a Mauricio 1,. 
Cbaine, deuda que pertenecía A Derqui, y que fué quien operó 
su cancelación y sustitución, según se ha dejado estableeidu en 
el considerando 14, por lo que uo se ha deducido ni aparece 
contra él la imputación de ninguu delito, debiendo dejarse 
á salvo al querellante la acción dril que crea tener á su 
respecto. 

l'or e^tas consideraciones y otras que se omiten, j de confor- 
midad á las disposiciones legales citadas, fallo y condeno: 

Primero : A Teodoro iirascb, por el delito de abuso de 
confianza, á sufrir la pena de cuatro unos y medio de peniten- 
ciaría. 

Segundo: A Benito L. líaraayon, Manuel A. Ferré, Kugení.i 
Minvielle y Esteban Cbaine, coautores d > Brasch, á tres años 
de penitenciaría. 

Tercero: A Mauricio h. Cbaine, como cómplice en el mismo 
delito, á dos años de prisión. 

Debiendo, en los tres casos, computarse el tiempo de prisión 
preventiva sufrida por los condenados, de conformidad al artí- 
culo 49 del Código Penal ; siendo las costas del proceso ¡í car- 
go do los mismos, de acuerdo con Jo dispuesto en el artículo 
144 del Código de Procedimientos en lo Criminal. 

Sobreséese en esta cansa con relación á .Simón Derqui; y en 
cuanto á Luis Bmel, se deja ú salvo la acción clíü que contrj 
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él cree tener el querelliiute y que menciona en ao escrito 
de acusación. Hrignsc sabor con el original y repónganselo» 
sellos. 

K. A. Lujamfno. 



VISTA DEL SEffOH NlOOJIlAlMllt GENUAL 

Hilpüq- Ain->, Diciembre ;) de 1WU. 

Su } trema t'oWe: 

El Congreso Argentino sancionó la liquidación ijel Hunco Na- 
cional por ley de 16 de Octubre tle 1801 . Esa liquidación 
creaba una situ¡icíuu favorable á los deudores, facilitando por 
el acuerdo de condiciones in u> i Latí <i s tu el comercio, la chance- 
lación lenta y gradual de sus obligaciones. Según el artículo 
42 de aquella ley, ul Ham o podía eligir á sus deudores el alian- 
za miento de sus créditos; perú no podía exigir vi pago, sin ó en 
plazos que alcanzan en su con junto ú 6 nños, debía admitir 
cheques en pago, por un val r tle 50 y aún 80 por ciento, y no 
podría CODr&r mayor interés que el 6 por ciento anual. 

Tales facilidades tendían á amparar Iris situaciones emir- 
gentes de una gran crisis, y á estimular al interés de los deutlu* 
res, para el ¡irrcglo de sus cuentas pendientes. 

De allí surge sin duda, el propósito de los comerciantes boy 
procesados, que envueltos en las complicaciones de la especu- 
lación en tierras, adeudaban al llanca en liquidación, fuertes 
sumís. 

Sus hechos son incontestables. Pocos días después de la 
sanción de la ley, entregaban en dominio, bienes raíces, valio- 
sos que llegan al número de 107 propiedades, y los adqitirentea 
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tomaban sobre sí la responsabilidad de las obligaciones á favor 
del Manco Nacional, por valor de 1.019.200 pesos nacionales, 
COmptimdidod imeruses Impagos y algunas pequeñas cantidades 
adicionales. 

La gerencia del lianoo en Corrientes aceptaba la sostitucion 
de deudores, recibiendo letras de los sustitutos con l.< garantía 
hipotecaria de las 107 propiedades adquiridas al efecto. 

Los beebos establecidos revela u grave irregularidad de pro- 
cederes de la gerencia y extralimitaron de las atribuciones del 
cargo. 

Kilos en SÍmísm 13 no constituyen, empero, delitos del derecho 
penal . 

Las operaciones ban^arias ■!<' giro y descuento, n 1 posan esen- 
oialmente sobre la té de los contratantes. El antiguo estigma 
contra la n<niru, bu desaparecido, y los hechos consumados en 
el comercio de los hombres, no se aprecian ni juzgan por la 
magnitud de las ganancias ó pérdidas producid.is, si nú por la 
demostración d<< ta voluntad criminal, base esencial del crimen. 

Hay hechos que la ley califica de delitos y los pena como 
tales. Hay delito consumado, cuando se ha llevado á efecto 
un acto penado por la ley. 

Lus constatados cu este proceso no revisten tal carácter, ni 
caen baje ninguna de las clasificaciones del Código Penal, 
mientras na se baya demostrado la intención por medio de ellos, 
de estafar ó defraudar al üanco del Kstudo. 

Si la sustitución de deudores se hubiese llevado d efecto en con- 
venios con un H inoo particular ¿podría suponerse a priori cri- 
minal el convenio, por razón de perjuicios ó de falta de facul- 
tades bastantes de la gerencia? 

Llevada A termino con un Banco del Estado ¿cambian su na- 
turaleza los hechos comprobados? 

rrescindo de los antecedentes que el gerente invoca en favor 
de otra sustitución ejecutada por encargo del señor Presidente 

r.% & 
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del Banco, ptesciudo de la consulta al inspector señor Ledeama 
y de la comunicación de las sustituciones en los balances á la 
Dirección superior, hechos que cualquiera que sea su alcance 
jurídico, muestran que no había reserva ni ocultación; el he- 
cho en sí de la sustitución de responsabilidades, no constituye 
ninguno de los delitos Rusificados y penados en nuestro Có- 
digo. 

Ese Lecho se ha practicado y practica constantemente en el 
comercio, es una de las operaciones comunes al giro, y ningu- 
na ley ba podido prohibirlo, porque es una de las man ti estacio- 
nes de la voluntad en materia de contratos, autorizada por el 
artículo 817 del Código Civil. La ley nu puede prohibir sinó 
aquellos actos que la conciencia entera del género humano ha- 
ya sellado irrevocablemente con ese sello de justa reprobación, 
ha dicho un acreditado publicista. 

Para que haya un delito legal, es necesario q:ie preexista el 
delito moral, el delito natural; porque decir que no bar nada 
justo ó injusto, ha esi-rito con razón Mont^quieu, sinó lo que 
las leyes mandan 6 prohiben, equivaldría á decir, que ante- de 
que se trazase el primer círculo, uoeran iguales todos los radios. 

Si el hecho estudiado es un hecho permitido j u^al en el 
comercio, la ley penal no ha pedido a;ribuirle carácter crimi- 
nal, sinó cuando fuese ejecutado como on medio de cometer un 
delito clasificado y penado en el derecho criminal. 

Y es por ello que la acetoa investigadora se desenvolvió i 
requisición del Banco, según el escrito de acusación, no sólo 
por defraudación y cohecho, sinó también por abuso de con- 
fianza, simulación, estafa, infidelidad en la custodia de docu- 
mentos y malversación de caudales públicos. 

Bajo el peso de tan graves y múltiples acusaciones, el pro- 
ceso adquirió proporciones abrumadoras. 

Pero ia sentencia corriente de fojas 96 á90 del cuerpo de 
autos letra P, ha eliminado los delitos de sustitución de docu- 
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meato*, estafa y di-más fundamentales de la acusación, res- 
ponsabilizando j condonando al gerenta Tirasen, súlú por el de- 
lito de abusa de confianza, cometido en fraude de los intereses 
drí Hunco, y á los otros procesados, como coautores en el mis- 
mo delito (foj.i 90 fuella). 

Consentida usa sentencia, por la acusación, ba quedado eje- 
rutoriada respecto de la inexistencia de otros delitos. La ape- 
lación di* Los procesados sólo pone en tela de juicio ante V. E., 
el delito de abuso de confianza, cometido en fraude de los itite- 
rese^det Banco, como textualmente consigna la sentencia. 

¿Resisten los hechos establecidos, caracteres constitutivos 
de las defraudaciones y estafas, i que se refieren los artículos 
202 y 203 del Código Penal, en que se apoya la sentencia? 

Pienso decididamente que no. Esas penas sólo proceden 
cuando la defraudación se ejecuta, con nombre supuesto, cali- 
dad simulüda, falsos títulos ó influencia mentida, y suponen 
manifiesto engaño, aparentando bienes, créditos, comisión, 
empresa, negociación ó rallándose al efecto de cualquiera otro 
ardid ri encaño. 

Kn el mismo orden de ideas, que es el de todos los Códigos, 
la misma pena alcanza según el articulo 202, inciso 10, á los 
que cometan fraude en escritura pública ó abusando de la con- 
fianza que en ellos se hubiere depositado. 

La ley vuelve á referirse al fraude, esto es al engaño, bajo 
falsas apariencias» simulando calidad, títulos, influencias. 

T es lógico, porque tratándose de un delito, y de un delito 
de tal gravedad, que lleva hasta la pena de 6 años de peniten- 
ciaría, no puede admitirse su existencia sin los caracteres de 
dolo ó engaño, que constituyen la esencia misma del delito. 

¿be lia probado que mediase para la ejecución de los hechos 
de sustitución y afianzamiento de responsabilidades, miedo, 
fuerza, engaño, ó alguno de esos ardides, que determinan ipso 
jure una connivencia criminal? 



340 FALLOS DB LA SUPREMA CORTE 

Nada dicen al respecto las abultadas páginas de tan eitenso 
proceso; mucho se ha disentido, nada ha sido probado. Muy 
al contrario, l¡i sentencia misma ha reconocido á foja 87 vuel- 
ta, circunstancias que inducen falta de intención dolosa, agre- 
gando áfoja 88: cquelos procesados qu*- quedaron con bienes, 
después de los traspasos á sus sustitutos, no hicieron transfe- 
rencia ni ocultación, ni constituyeron sobre ellos gravámenes 
de ninguu género, estando» por el contrario, embargados en esto 
proceso, para garantir sus responsabilidades ulteriores». 

Estas circunstancias que la sentencia reconoce < omo ate- 
nuantes, constituyan á la vez presunciones favorables á los pro- 
cesados. YA estafador sorprendido, huye, oculta bienes; pero 
los procesados amenazados de un proceso, nada reservan ni 
ocultan y ofrecen sus personas y bienes á la satisfacción de las 
responsabilidades que puedan resultar de losados, tampoco 
reservados ni ocultos. como es de esencia de la simulación, sinó 
eji-cutadns en forma ordinaria, y consultados por la gerencia a 
la Inspección v comunicados oportunamente a la Dirección del 
líanco. 

Kl simule perjuicio, sin el dolo probado, nunca constituiría 
en sí mismo un delito. Kse mismo perjuicio no resulta eviden- 
temente demostrado. 

Obligaciones personales, se han sustituido con otras obliga- 
ciones personales y además aiianzadas por escrituras hipoteca- 
rias. Un millón y pico do nacionales se ha garantido con 107 
propiedades raices. Si las tasaciones divergentes -le esas pro- 
piedadesno alcanzaran al valor total de las deudas, se apro- 
ximaron, y si i sas deudas deben pagarse en largos plazos, y un 
80 6 SÍl*/« cheques; si era natural suponer que los cheques 
de un Iiauco en liquidación bajasen, y el valor de la propiedad 
raíz subiese a" medida que el país se levante de la crisis formi- 
dable que postro su crédilo, ¿quién puede afirmar, que esos bie- 
nes, prudentemente administrados y gradualmente vendidos, no 
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dieran al vencimiento de tos G anos de la liquidación, mayor 
suma de pesos que los representados por ¡a deuda garantida? 

Podría resultar entonces, no sólo que no existe perjuicio con- 
sumado, sinó que ni aún en espectativa, los perjuicios presu- 
mibles, pueden declararse necesarios. 

EL hecho de tos deudores sustituidos no sólo aparece desli- 
gado dü toda circunstancia que le imprima carácter de estafa, 
defraudación ó abuso que la produzca; sinó que por las condi- 
ciones, tiempo y periodos en que debe producir sus efectos para el 
pago, es suceptible de satisfacer los derechos del lían* o acreedor. 

No creo deber extenderme á apreciar en detalle las circunstan- 
cias peculiares ácada procesado. Las defensas lo han hecho. 

Su extensión, análisis, doctrina y criterio jurídico» han "bra- 
zado y dilucidado todas las cuestiones quu directa ó indirecta- 
mente se relacionan con la causa; no debo repetir y nu me es 
dado producir nada nuevo. 

Dando por reproducidas las vistas del señor Procurador Fis- 
cal, c orientes de foja 255 á foja 2G9 del 5 cuerpo de autos 
letra K, y foja 121 del cuerpo letra L, creo con ello y lo ex- 
puesto, haber cumplido como entiendo, los austeros deberes del 
representante de la vindicta pública. 

Si no encuentro en autos pruebas fehacientes de criminalidad 
de los procesados y la sustitución de obligaciones siendo auto- 
rizada en derecho, no implica, por su propia naturaleza, la per- 
petración de un delito ctasilicado y penado por la ley; ha de 
serme permitido, invocando los artículos 2 y 46 del Código 
Penal, y 12 y 13 del de Procedimientos en lo criminal, pedir á 
V. K. la revocación de la sentencia que impone penas aflictivas 
á tos procesados, todo sin perjuicio de las responsabilidades 
civiles que resulten contra ellos, de los actos de sustitución por 
violación de las leyes del mandato. 

Sabiniano AVer, 
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titilo 4e U Suprem» * «t-H? 

Bueno* Aires, Agüito de lfcftí. 

Vistos: Del estudio detenido do estos autos, resulta que eoii 
motivo de operaciones baucanas hechas en la sucursal del Etun- 
eo Nacional de Corrientes, autorizadas por el Gerenta deaque- 
lia, Don Teodoro liraseh, el Directorio del establecí miint'» pro- 
movió querella criminal contra su mandatario J otras personan 
que habían intervenido en aquellas operaciones. 

Andando la cansa, el Ministerio Fiscal, á quien se le pasó en 
vista en oportunidad y ¡í los efectos legales, no dnhiji» aeci-ui 
pública, sostenienuo que losados producidos no constituían de- 
lito del derecho penal, quedando asi sólo en ¡ ié, la acción par- 
ticular ejercida por el ¡Janeo Nacional, 

Cerrado el sumario, el querellante, uMiuiie. do la actitud de 
acusador, imputó ú Urasch y los demás procesados, una serie de 
delitos previstos y penados por el Código Penal, y que se enu- 
meran por el representante del liam/o. 

Tramitada la causa, se dictó la sentencia apelada, por la t quc 
despuen di- dí'dar.trse improbados é inexistentes todos los deli- 
tos imputados á liraseh y los demás nroee^ados, meaos el de de- 
fraudaron, su condena á unos y otros, cmno reos del delito de 
abuso de confianza en perjuicio du los intereses del Manco Na- 
ríoiiai. 

Apelado esc fallo por los procesados, y sustanciada la causa 
en esta instancia, ha llegado el momeuto en que esta Suprema 
Corte debe prouuucíar sentencia. 

Ante todo, es menester dejar establecido que cualquiera j^ue 
fuese la justicia ó injusticia de la sentencia de primeru instau- 
cia, i'sta Corte uojpodría "nuuca pronunciarse empeorando las 
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condiciones en oiig ella hubiese colocado á los procesados, por 
cuanto esa sen tencia no lia sido apelada por la única parte actor a. 

Como consecuencia de esa falta de apelación por parte del 
Banco Nacional, resulta que está consentida por éste la senten- 
cia que ha declaradla con la recordada excepción, improbados ó 
inexistentes los delitos imputados por la acusación á Brasch y 
los demás procesados; debiendo esta Corte pronunciarse sólo 
sobre la existencia 6 inexistencia de la defraudación con abuso 
dcconlianza, que us el único fundamento de la sentencia para 
imponer pena. 

Como elementos de la defraudación con abuso de coulianza, 
se hacen valer las operaciones hechas por Brasch como gerente 
del Banuo Nacional con los demás procesados, que eran deudo- 
res de éste, ó se constituían tales por ellas. Llamado á declarar 
el ex-gerente Brasch, dijo: que efectuó la liberación dolos cré- 
ditos de Luis Urucl, ti«tcbuii Chaino, Benito L. Ramayon, Eu- 
genio Minvielle, Simón Uerqui, Manuel Ferré y otros, que se 
nombran en la pregunfi formulada, aceptando garantías hipo- 
tecarias, y que procedió así por consejos de su jefe inmediato el 
Inspector de Bancos, Don Pelayo Ledesma, y reconoció que el 
Banco estaba ejitóncescn liquidación y prohibía la concesión de 
nuevos créditos, observando que las operaciones ejecutadas no 
importabnit la concesión de nuevos créditos, sinó afianzarlos y 
mejóralos. Expuso también, que los deudores solicitaron é indi- 
caron los bienes que loa sustitutos iban á presentar en garantía 
de los créditos sustituidos, haciendo al efecto, aquellos á ésto», 
transferencia de las propiedades á hipotecarse, con algunas ex- 
cepciones. 

La primera operación que se acusa es un descuento de sesenta 
mil pesos, verilicado el veinte de Octubre de mil ochocientos no- 
venta y uno, en favor de Mauticio L. Chaine, que comprende 
cuatro letras de LuisUruel, por cincuenta y un mil novecientos 
sesenta y seis pesos, los inte reres y un suplemento de seis mil 
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pesos, con garantía hipotecaria de un terreno, n,uc aparece ven- 
dido áChaino fior Simón Derqui en ochenta y ocho mi! nove- 
cientos sesenta y cuatro pesos. La letra llrva también ia tirma 
del apoderado de Derqui. 

La segunda operación es un descuento de veinte y cinco mil 
ochocientos pesos, verificado en once de Noviembre del mismo 
ano de mil ochocientos noventa y uno, en favor de D itmiro 
Acuña, que comprende la cancelación de una letra de lsottay 
Compañía, adeudada por Ksteban Chaine, con garantía de terre- 
nos comprados en mil ochocientos noventa, en quinientos trein- 
ta y cuatro pesos, ampliada en Huero de mil ochocientos noven- 
ta y dos, con otros lotes comprados en rail ochocientos ochenta 
y nueve, por quinientos ochenta pesos y qneapareeen como veu- 
didosaDalmiro Acuña, por treinta y seis mil pesos y ocho mil 
ochocientos pesos respectivamente, que se declaran reci litios 
antes del act«. 

La tercera operaci-m fué la chancelación de una deuda de 
Esteban fhaine, por medio de una letra de cuarenta y cinco mil 
cuatrocientos pesos, descontada por Manuel Acuña, el catorce- 
de Noviembre, con garantía de terrenos comprados en mil ocho- 
ciento- ochenta y nueve, por un mil cuatrocientos cuarenta y 
siete pesos. 

En Noviembre diez y seis, se verifica la cuarta operación, 
chanceliíndiise deudas de Manuel y Nicolás Ferré, por el descuen- 
to de una cuenta de Juan II. de Lara, valor de ciento noventa 
y cuatro mil pesos, que comprende las deudas primitivas, sus in- 
tereses y un adelanto de más de dos mil pesos, con garantía hi- 
potecaria de terrenos comprados por Lara á Manuel A, Ferré, 
en doscientos cuarenta y dos mil pesos, y que éste había adqui- 
rido en mil ochocientos ochenta y nueve, por ciento cinco mil 
quinientos pesos. Ferré pretende no haber intervenido en esta 
operación, por cuanto dice que fué el mismo 
quien la inició, 
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El diez y nueve de Noviembre-, Simón Derqui y KugcnioMin- 
vteilc hicieron cancelar sus deudas, que, con otras pequeñas, de 
distintos deudores incluidas en la operación, alcanzaban á la 
suma de trescientos 'i iez y siete mil ochocientos ochenta y tres 
puso*, valiéndose de descuentos de letras de Julio Acuña, por 
ciento once mil pesos, Ul piano ('aceres, cien mil posos, y Manuel 
C áceres, ciento veinte mi] pesos, por valor de trescientos trein- 
ta y un mil pesos, con garantía da terrenos que les habían ven- 
dido los primitivos deudores Derqui y Minvielle, y que fueron 
cotnpr ndospor éstos, en quince mil seiscientos veinte y ocho 
pesos, los que correspondan á Acuna, en tres mil doscientos 
cincuenta pesos, los de l'l piano < tares, y cu ochenta y cinco 
mil ochocientos cuarenta y seis pesos, los de Manuel ('áceres. 
Las referida^ letras tienen también la garantía personal de Uer- 
qui. Es de observar que Minvielle sostiene no haber interveni- 
do en la operaeion. Asegura que liquidó una sociedad que tenía 
con Derqui, comprometiéndose éste á chancelar la letra, por 
ciento treinta y cuatro mil cuatrocientos veinte y c i neo pesos 
que debía al Han- o, la cual fué en efecto ehancelada, mientras 
¿'I S" hallaba a úseme . 

La última operación acusada es la de líenito L. Itamayon, 
que se realizó también el diez y nueve de Noviembre, llama- 
yon transfirió su deuda de la sucursal de Santa-Fé conjunta- 

M 

mente con la de Urbano Cons, a la sucursal de Corrientes. Esta 
deuda ascendía á la suma de trescientos cincuenta y siete mil 
setecientos pesos, y fué chancelada por una letra descontada á 
José G . Valor, por trescientos sesenta y tres mil pesos, con ga- 
rantía de propiedades que, con pocos días de intervalo, fueron 
vendidas por Ferré i Kamayon y por éste á Valor. Las referi- 
das propiedades las compró Ferré, en mil ochocientos ochenta y 
nueve, por noventa y seis mil quinientos sesenta y cuatro pe- 
sos. 

Kl monto de estas operaciones asciende á la suma de un mi- 
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llon diez y nueve mil doscientos pesos que, en virtud de la de- 
preciación de loa cheques en la época en que se realizaron, queda 
reducida á la de ochuc lentos veinte y seis mil ciento noventa y 
seis pesos. 

Las operaciones hechas por los procesado* eu la sucursal del 
Manco Nacional de Curtientes, que lian Jado lugar ú lu Turma- 
cion de esta causa, se reducen, pues, á que, ¡í los deudores pri- 
mitivos los han sustituido en su obligación personal otros deu- 
dores, que daban cuino garantía hipotecaria, propiedades que 
aquellos les habían traspasado ¡i ese efecto. Se nota alguna di- 
ferencia en J,i Forma de ta sustitución relativa a la transferen- 
cia de la deuda de Minvíelle; pero esto, lejos (lo empeorar su 
condición lo favorecería, porque, según él lo afirma, no estuvo 
en relaciones directas con el lianco, para desligarse de su com- 
promiso, sin que *e haya probado l.i contrario, sin., que la npe- 
ríciou se hizo por intermedio de Simún Derqui, en virtud de un 
arreglo social que Ja ley permite. Algunas otras diferencias de 
detalle tienen |ioc¡i importancia, como ser la no intervención de 
algunos de los deudores qm- no han explicado de una manera sa- 
tisfactoria e! motivo de *u prescindencia, desde que se desprende 
que han consentido la forma del descuento para ubteucr de esc 
modo su liberación. 

Es de observar también que la transferencia de la deuda de 
Benito L, Kamayon, de la sucursal del Banco de Santa-Fe* a la 
de Corrientes, fue apreciada en sí misma, una operación lícita, 
como lo declara el inspector de sucursales, Don Peltyo Ledes* 
ma, foja veinte y dos, Cuerpo noveno. 

La constitución de derechos reales accesorios para garantir 
obligaciones personales preexhtentes era una medida usada en 
el lianco, si gan resulta de la nuiutnaque correó foja descieutas 
veinticinco, cuerpo noveno, y empleada, no es necesario agre- 
gar, en favor de los intereses de este establecimiento. La cir- 
« ularde tres de Julio de mil ochocientos noventa y uno (foja 
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noivutay siete, cuerpo cuarto del proceso contra Ferré) reco- 
mendaba ¡í los gerentes que en caso que loa deudores no estén 
en buena situación, et gerente deberá hacer garantir las letras 
con otra firma responsable ó con bienes raíces que representen 
el valor do la )> 1 ra , 

Se pretende por la demanda, que la sustitución fué perjudi- 
cial, porque Los que reemplazaron á les primitivos deudores 
eran personas sin responsabilidad, siendo irrisorio el valor atri- 
buido á los bienes hipotecados, que aólu pasaron ásu poder por 
acto*, simulados de aquellos que tenían interés cu desligarse de 
sus compromisos. 

Puede y debe darse como averiguado, que los bienes con que 
los nuevos deudores han garantido las obligaciones que han con- 
trallo m*mp1:i5í:iu>loálos primitivos, son, en efecto, insuficientes 
para representar el valor de la deuda, aunque no eu las propor- 
ciones pretendida* por la acusación, pues que los autos rev elnn 
que esos bienes tienen valores reales, ofreciendo positiva garan- 
tía para una parte considerable del crédito. Los precios, en 
conjunto, de adquisición realizada en años anteriores, ascienden 
á trescientos diecinueve mil doscientos treinta y nueve pesos, 
para los bienes ya dados eu hipoteca, que uniéndose A treinta y 
seis mil pesos, precio también de adquisición, de las seis pro- 
piedades ofrecidas por Valor para reforzar la garantía, suben a 
trescientos cincuenta y cinco mil doscientos treinta y nueve pe- 
sos, según tas aval naciones para la Contribución Directa de mil 
ochocientos noventa y dos, completadas con las de los años no- 
venta y noventa y uno, en los datos que a fuellas no contienen 
eu los autos, siendo de notar que eu esos resultado* no están 
comprendidos los bienes dados en garantía por Ulpiano Ca- 
ce res. 

Las avaluaciones para el pago de !a Contribución Directa en 
los años de mil ochocientos noventa y noventa y uno, que dan 
una cifra algo inferior á la de adquisición mencionada, para el 
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valor de las expresadas propiedades, j la correspondiente a mil 
ochocientas noventa y dos que la supera en cantidades apre- 
ciables, demuestran que las garantías d¡tdas por los nuevos deu- 
dores, importaban una seguridad relativamente etica*. 1.a anar- 
quía que se observa en las varias tasaciones verificadas durante 
el sumario y pienarlo, y la mandada practicar por el inspector 
Fontans en n presentación del liunco, antes de la iniciación de 
la causa, las diferencias considerables de esas pericias en la es- 
timación de los bienes, lo que se explica por la naturaleza de 
éstos y por la diferente apreciación de que son susceptibles se- 
gún las opiniones particulares de rada perito, hacen imposible 
que en justiciase pueda tomar coran buenas las que en sus re- 
sultados sean más perjudiciales á los encausados, pues que, de 
hacerlo, se rielarían las disposiciones legales que resuelven la 
duda razonable en favor del procesado y prohiben al Juez 
imponer condenas que no estén basadas mi pruebas conclu- 
yentes . 

la deficiencia del medio déla tasación <ie inmuebles para lle- 
gar á un resultado preciso de su verdadero valor, es un hecho 
que se demuestra por sí mismo, y que se comprueba con nume- 
rosos espedientes subTe expropiación que han venido ¡í resolu- 
ción de esta Suprema Corte, y en los que los dictámenes peri- 
ciales se lian producido con notables divergencias, sin que aún 
el nombramiento de terceros haya sido bastante para llegar á 
una solución satisfactoria, pro luciendo en el juez la evidencia 
de la justicia de la apreciación y la unifnrmidad de opiniones 
en los Tribunales colegiados. 

La comisión de líes >agli, Al ur ral de, Chambón y Ouerdile, 
nombrados por el Inspector Fontans, encontró insuficientes al- 
gunasde las garantías dadas; pero, no obslaute, futron califi- 
cados los créditos contra los sustitutos, nuevos deudores, como 
buenos» es decir, como de primera categoría (informe de fojas 
ciento once y ciento cincuenta y bers, quinto cuerpo). 
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La tasación hecha por Somero | Gaunn.yaque no hay que 
tomar en consideración b¡ de tiundiilfo. de foja doscientas vein- 
ticuatro A, n.ue no estaba autorizado pura hacerla, f««ja ciento 
treinta y oaatrú, mismo cuerpo A, da pura la garantía un rciul- 
tadu mayor do la mitad de U deuda total, llegando en el caso de 
Minvulle basta el ochenta y cinco por ciento, y aproximándose 
ahuonto deUrédíti, reducido fila suma resultante por efecto 
deluiK-pfciaeiüii de los cheques del Hunco en la época en qui- 
la sustitución se verificó. 

Con esta tasación concuerdu la que se hizo en el proceso segui- 
do ¡í Ferré de ios bienes que hipotecó Lara. estimados en ciento 
seis mil quinientos cincuenta y ocho pesos por los peritos Gan- 
dulfo. Homero y Klizondu, habiendo ¡isí, ;í e>e reelecto, dos ta- 
saciones que pueden reputarse iguales, por ser sumamente in- 
significantes las diferencias que pre sentan, mientras que la 
verificada por Heyna. Avalos y Fernandez, atribuye á los mis- 
mo* bienes un valor de ochenta y dus mil trescientos ochenta 
y ocho ¡léaos, que para ti pago do la Cont ribución Directa co- 
rrespondiente íi mil ochocientos noventa y dos. estaban avalua- 
dos en ciento ocho mil ochocientos pe ¿os, 

Se produce, por último, la lasucion de Díai de Vivar, Matoso, 
('remonte y Laffont, >-obre todos los bienes, con excepción de 
los de L.ira y de Valor, si bien comprende las seis propie- 
dades de este último, ofrecidas para la ampliación de la ga- 
rantía. 

La opinión de Cremonte no debe tomarse en cuenta, porque ha- 
biendo useguradoensu informe de fojo tn s cien tas noventa y tres, 
cuerpo noveno, quees imposible decir con verdad, sin vacilaciones 
y sin dudas, lo que valíanlas propiedades, algunos años atrás, no 
ha podido afirmar dos díusdcspues, que estaba de acuerdo cod 
la tasación practicada por lííaz de Vivar y Matoso. En alguno 
de esos casos, no ha estado en lo cierto, y en consecuencia, sua 
informes se destruyen y no merecen fe, no pudieudo los jueces 
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dar preferencia á niugnnij deellos (véase ley treinta, título die- 
ciseis, partida tercera), 

Díaz de Vivar y Matoso dan un valor de ciento treinta y un 
mil trescientos cincuenta y dos pesos á lus propiedades hipote- 
cadas, excepción hecha de lus de Lara y Valor, que son estima- 
das las del primero, por otra comisión, según queda ya expli- 
cado, y las del segundo en sesenta y siete mil ciento cuarenta 
peso^ por Día/ de Vivar y Cremonte, y en cuarentay cuatro mil 
doscientos cuarenta y circo pesos, por el doctor (juastavino, 
daudo la avaluaron de estos bienes {los de Valor), para la con* 
tribucion directa de rail ochocientos noventa y dos, ciento cua- 
renta y cinco mil ochocientos treinta pesos, mientras que L af- 
ronta precia los mismos bienes, con inclusionde los do Valor, en 
setecientos ochenta y cuatro mi! cuatrocientos cincuenta pesos. 

Las pericias de Díaz de Vivar y Matoso, para los bienes délos 
Acuna, díceres y e'haine, y las ele Díaz de Vivary doctorGnast 
vino, para los Je Valor, que son las más desfavorables para los 
procesados, no pueden prevalecer sóbrelas de Romero y Uauua, 
nombrados por el juez, llegando cuando más, ti destruirse mu- 
tuamente, dado el número igual de peritos, yaque no se hu- 
biere de d¿ir preferencia á los segundos, por el origen de su nom- 
bramiento. 

Cualquiera que sea el mérito de todas estas tasaciones, no 
cabe duda de que las propiedades hipotecadas tenían un valor 
de importancia, como ya se ha dicho, y deque, tomada en cuen- 
ta la depreciación de los cheques del Banco en el momento on 
que las sustituciones se verificaron, servirían para pagar en 
dación iii soluto, una parte considerable de la deuda. 



Y debe no perderse de vista, que la operucion nótenla por ob- 
jeto la extinción de la obligación mediante pago por entrega de 
bienes, sinó la garantía de una deuda, pagadera en períodos 
sucesivos y i plazos prolongados, de conformidad con la ley de 
liquidación del Banco Nacional. 
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Ks indudable que, :tl producir esas operaciones, el exagéren- 
te ttrasch ha excedido las facultades del mandato que le había 
conferido el lianco Nacional; pero también lo es t que la simple 
transgresión riel mandato no constituye delito del derecho pu- 
ñal, per más que entrañe responsabilidades del derecho civil. 

l/ara que los actos del mandatario sean delictuosos, Bi me- 
nester que olios hayan tenido un propósito criminal, y causado 
perjuicio efectivo al mandante, sin lo que no puede existir el 
delito «le defraudación que presupone eáos dos extremos: la in- 
tención y el daño. 

No tratándose en el present e caso do hechos cali lirados de de- 
litos, por la naturaleza de los mismu» hechos, hay que inves- 
tigar la existencia de la intención criminal, desde qae ninguna 
prescripción legal la presupone. 

Y aunque hay presunciones vehementes que inducen á p án- 
sar que el ex-geTente Itraseh obrócn las operaciones acusadas, 
con e) ánimo de perjudicar los intereses del Danco que le esta- 
ban confiados, lo que ha motivado y bien fundado el auto de 
prisión preventiva, osas presunciones no llegan hasta consti- 
tuir una verdad averiguada, desvirtuadas como están, por la 
fuerza de otros antecedentes, cuya existencia demuestran los 
autos. 

Resulta, en efecto, como comprueban la absolución del que- 
rellante a la tercera posición de foja trescientos nueve, y las 
declaraciones de don Juan P. Morgan y del contador don Fede- 
rico Lancelle, corrientes á foja cincuenta y nnere vuelta del 
cuerpo noveno, que el ex-gerente Hrasch, después de realizadas 
las operaciones acusadas, continuó pasando con toda regulari- 
dad al Banco, las planillas demostrativas del movimiento de la 
sucursal, haciendo figurar en ellas los nombres de los nuevos 
deudores, con los valores respectivos de las deudas, y supri- 
miendo tos nombres de loa primitivos. 

Obrando así, debió cr¿er que las operaciones efectuadas no 
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pasarían inapercibidas para el directorio, pues como lo declara 
el Inspector de Sucursales don Pelayo Ledesma, á foja veinti- 
dós cuerpo noveno, ' un referencias á las planillas, que cuando 
encontraba motivo de observación, las observaba, y lo informa 
id «érenle del Banco de la Nación don Ja- inco Figueroa ¡í f-ja 
trescientas sei*, «la «lie i na «lo inspección y las tierna- reparti- 
ciones revisa muy escrupulosamente todas esas planillas, ha- 
ciendo oportunas observaciones iitin á los pequeños detalles», 
siendo también de notar lá declaración del subsecretario del 
«uncu don Temí atoe les íiittardi, de «que según tiene entendi- 
do la> planillas servían como (le libros de la Inspección para la 
confrontación do las operacionea de las sucursales*, fó|ü nueve 
vuelta, cuerpo noveno, y el informe de foja noventa y nueve, 
cuerpo K. en que se dice que «las planillas que se remiten á la 
casa matriz sólo sirven para demostrar las operaciones realiza- 
das dentro M periodo de tiempo que en las mismas so ex- 
presa» . 

Las glicinas respectivas del lia neo Nacional, mediante el re- 
cibo d« las planillas, lian pulido y debido coooeer los cambios 
operados en el personal de los deudores de la sucursal de. Co- 
rrientes, y el gerente que las pasú ha podido y debido creer 
que sus operaciones no llevarían el sello de la oculta* ion, lo 
que, seguramente, ¡aduce una presunción de la falta del ánimo 
de defraudar. 

No hay prueba de que el ei-gerente hubiera obtenido prove- 
cho alguno personal por razón délas operaeiones di' sustitución 
realizada*, hacienda esa circunstancia menos probable la co- 
misión de un delito, que podiendo traerle graves responsabilida- 
des penales, no le ofrecía beneficio. La duda se impone natu- 
ralmente al espíritu y elhi acrece teniendo en consideración 
que no se puede dar por evidentemente averiguado que, en el 
concepto del gerente, las sustituciones fuesen en realidad per- 
judiciales al establecimiento. 
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Ni. hay que perder do vista que las obligaciones primitivas eran 
meramente personales, mientras que las nuevas ofrecían garan- 
tas hipotecarias, debiendo observarle? también, que los deudores 
originar Lob no hacían can regularidad el servicio de sus deudas. 

Y de referencia á las constancias de autos, no es aventurado 
afirmar que alguna, de las operaciones no se hizo en perjuicio 
del Banco en id momento de su realización, como sucedo con la 
relativa A Bruel j Mauricio L. Cbaiiie, porque aunque el últi- 
mo carecía de responsabilidad personal, aseguraba siquiera en 
parte el crédito, con garantía real, mientras que Bruel á quien 
sustituía, además de no cumplir sus compromisos para con el 
Banco, no poseía bienes sobre los cuales pudiera ejercitarse la 
acción del acreedor, pudiendo así explicarse en parte, las cir- 
cunstancias de que el acusador haya eliminado á Bruel déla 
acusación, cuando por el mismo acto pide pena contra Chai ríe. 

Si nu es posible, por la simple transgresión del mandato, y 
en mérito de las precedentes consideraciones, llegar á la con- 
vicciou cierta y segura de haber procedido el cx-gercntccon in- 
tención criminal al consentir Lis sustituciones sobre la baso do 
los elementos de juicio ya apreciados, tampoco es posible de- 
clarar la existencia del perjuicio, que constituye otro de los ele- 
mentos del delito de defraudación. 

Ya se lia demostrado, en relación á la operación de Uruel y 
Mauricio h. Chame, que ese perjureio es, por lo menos, proble- 
mático, y la divergencia en las apreciaciones de los bienes dados 
en garantía, traen naturales vacilaciones y aún la imposibilidad 
de establecer una relación precisa entre la deuda y la garantía. 

Loque es cierto, es que obligaciones personales mal servi- 
das por los deudores» han sido sustituidas por otras obligacio- 
nes hipotecarias, afectándose bienes cuyo valor sobrepasaba se- 
guramente en mucho á la terrera parte, aproximándose á la 
mitad del crédito, reducido á sus justas proporciones (ochocien- 
tos veinte y seis mil ciento noventa y seis pesos); y eso, sólo 
t. i 99 
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tomando en cuenta las avaluaciones para p1 pago de la contri- 
bución directa de mil ochocientos noventa y dos, y lo* precios 
de adqu i <íic i 011 pagados en época en que no es dable sospechar 
que ya se tuviera el pensamiento de una defraudación. 

Pero sea de esto lo que fuere, las constancias dé autos de- 
muestran que las letras firmadas por Julio Acuña, Ulpiano CA- 
ceres y Manuel Cáceres eu sustitución de Deiqui y Minvielle» 
fueron firmadas por Derqui untes do la iniciación del juicio, lo 
que vale decir, qur esas letras, además de la responsabilidad 
personal, o nu pintamente ilusoria ó no, de los nuevos deudores, 
tenían en garantía el derecho real accesorio constituido, y la 
responsabilidad personal de Derqui, uno de los deudores primi- 
tivos cuyas operaciones con el Banco, ¿ los efectos de su libe- 
ración, se han reputado fraudulentas por la acusación. 

El perjuicio carácter íst ice del delito de defraudación que ha 
motivado este proceso, debe ser real, confirmándose la inten- 
ción, si existiere, con el hecho. 

El procesadn Esteban f'haine, en sudeclaracion de foja ciento 
cuarenta, cuerpo A, manifiesta que está dispuesto ú volví r las 
cosas ásu estado anterior, y Benito h, Ramayon un su declara- 
ción de foja ciento cincuenta y dos, del mismo cuerpo, que lo 
está a solventar ta firma de Valor con la suya propia y á dar 
otras g;iTautíaí reales de bienes que posee en Santa- Ee. 

El conjunto de las circunstancias consideradas, no permite 
afirmar, une la situación del Uanc», anterior á las sustitucio- 
nes, era superior á la causada por esas sustituciones. 

De todo lo que precede, y de las demás circunstancias favo- 
rable* y adversas á los procesados, que se desprenden de las 
constancias de autos, sólo resultan presunciones que, aunque 
graves, no reúnen los requisitos del artículo trescientos cin- 
cuenta y ocho del Código de Procedimientos en lo Criminal, 
para declarar la existencia del delito, pues que pueden condu- 
cir á conclusiones diversus, fundándose algunas» eu otras pre- 
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s unciones ó indicios, un cuyo caso, y yaque no hay pruebas tan 
claras que nu dejen lugar á una iluda razonable, debo aplicarse 
el artículo trece de la citada ley do Procedimientos, concordan- 
te con la ley veintiséis, títulu primero, partida séptima. 

Además, si no se puede declarar á tirasen autor del delito de 
defraudación con abuso de confianza, vs evidente que no puede 
haber en la causa la complicidad en tal delito, que solamente, 
motiva la condenación contra los demás procesados. 

La acusación no debe ser calibeada de calumniosa, como lo 
solicitan los defensores, porque no está demostrado que los re- 
presentantes del Manco luyan pro cd ido con voluntad criminal, 
sino que, por el contrario, resulta de las constancias de autos, 
que han sido guiados por raionca que han podido inducirlos en 
errur (articulo seis del Código Penal). 

Tur e^os fundamentos, y de conformidad con I» pedido por 
el señor Procurador General: se revoca la sentencia apelada co- 
rriente ú foja veinte y seis, del cuerpu 1', absolviéndose de cul- 
pa y cargo á los procesados Teodoro Brasch, Mauricio L Chai- 
ne, Esteban Chaine, Manuel A. Ferré, Eugenio Minvielle y 
Kenito L. Kamayou ; y se declara que no resulta mérito para 
calificar de calumniosa la acusación, debiendo ser satisfechas 
las costas de ambas instancia-, en el orden cu que se hubieses 
causado. 

Y observándose que los escritos de fojas doscientas tres y 
doscientas nueve, eaerpo l*, contienen conceptos irrespetuosos 
con referencia al Juez de Sección : téstense por secretaria las 
palabras señaladas al márgt-nded cIids escritos. Repónganse los 
sellos y devuélvanse, notificándose original. 

BENJAMIN fAJS. — LUIS V. VA HELA. — 
OCTAVIO BtttCE. — AfllL BAZAS (en 

din i (Inicia). — juaü e. torhent 

(en disidencia). 
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DISIDENCIA 



Vistos: En la presente causa, venida il esta Suprema Corte 
en apelación de la sentencia definitiva, dictada por el Jue* na- 
cional de Corrientes, resolta: que los proeesadoB Teodoro. u 
Brasch, Esteban Chaine. Benito h. Ramayon, Eugenio Min- 
vielle, Manuel A. Ferró y Mauricio Chaine han sido cdnriena- 
dos: el primero a cuatro años y medio de penitenciaría, los cua- 
tro siguientes a tres años de penitenciaría y el útimo a dos anos 
de prisión. 

La sentencia declara al primero autor del delito de abuso de 
con lianza vi\ fraude de los intereses del Banco Nacional, y i los 
cuatro siguientes coautores del expresado delito, considerando 
á Mauricio Chaine, como cúrapl ice de él. 

La demanda fué entablada por el expresado Banco acusando 
á Brasch por haber practicado, como gerente de la sucursal 
del mismo, establecida en la ciudad de Corrientes, las opera- 
ciones qneen ella se detallan, eitralimitando sub facultades y 
causando graves perjuicios al establecimiento, en connivencia 
con los demás condenados que aparueen directamente favoreci- 
do-! por ellas, 

Esas operaciones consisten en haber efectuado la cancelación 
de deudas considerables de éstos, admitiendo oonto pago válido 
y bastante, el cambio personal de los deudores y aceptando en 
lugar deístos a otros individuos desconocidos é insolventes, 
que afianzaban sns obligaciohes con terrenos qoe á esto preciso 
objetóles traspasaron en propiedad, con escrituras de venta, 
los mismos deudores que venían á sustituir. 

La querella sostiene que el gerente consumó esos hechos, 
que le estaban prohibidos por los reglamentos del Banco, y por 
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la ley, si a autorización ni conocimii'itn del directorio y cuando 
ya el establecimiento había sido puesto en liquidación; no pu- 
diendo atribuirse su conducta sinó al propó&ito de favorecer in- 
debidamente a ios deudores, libertándoles de sus obligaciones, 
mediante una compensación muy ioferior al valor de sus cré- 
ditos, representada por los terrenos que se afectaban en garan- 
tía de ellos, sin la responsabilidad complementaria de los nue- 
vos deudores, por cuanto eran individuos desconocida y noto- 
riamente insolventes. 

Los defensores del gerente don Teodoro Brasch han soste- 
nido, en ambas instancias, que éste procedió eu esos actos, 
con eipresa automación del Inspector de Sucursales don Pe- 
layo Ledesma, y con aprobación posterior del directorio, dedu- 
ciendo esta última, de haberle acusado el recibo délas planillas 
en que figuraba ci cambio de deudores, sin ninguna observa- 
ción; agregando, además, que esas operaciones fueron realiza- 
das teniendo en mira garantizar mejor los créditos que estaban 
en peligro de fuertes quebrantos por efecto de la crisis sobre- 
venida. 

Los coacusados, deudores originarios, han sostenido que las 
operaciones referidas son perfectamente lícitas, en cuanto 4 
ellos les concierne; que los sustitutos aceptaron el oargo de pa- 
gar esos créditos al Banco, garantizándolos con laa propiedades 
raices que al efecto le fueron vendidas, creyendo realizar con 
esta operación un negocio lucrativo; que no ba habido en todo 
esto la intención de perjudicar al Banco y qae no existe ni la 
sombra de un hecho criminal. 

El defensor del acusado Mint ¡elle declina toda responsabili- 
dad de parte de su defendido, alegando que no fué él quien 
efectuó la sustitución de su crédito, sinó Simón Derqai, qae 
había sido m socio y que, habiéndose efectuado la liquidación 
de la sociedad, se obligó éste á pagar al referido establecimien- 
to la deuda que en él tenia, verificando la sustitución de su 
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sota cuenta y sin conocimiento de Minvielle . Esta es, en sín- 
tesis, la cuestión largamente debatida en el presente proceso. 

Respecto ti el acusado Brasoh, constituye él extremo más 
importante de ella , la excepción de haber procedido fon espresa 
autorización del Inspector Ledesma y de haber obtenido la 
aprobación de su conducta por parte del directorio. 

De las constancias de autos resulta netamente que el gerente 
Brasch efectuó la cancelación de las deudas referid ¡is, dejando 
quitos de ellas á los deudores, sin que éstos hubiesen pagado, 
en realidad, suma alguna; siendo este el hecho desnudo que 
constado las planillas enviadas con posterioridad á la c isa cen- 
tral y demás antecedentes* 

No consta en ninguna forma que los deudores primitivos hu- 
biesen solicitado por escrito la novación por el cambio de deu- 
dores que efectuaron bajo garantías determinadas, de manera 
que tal contrato pudiese aparecer celebrado con claridad y pre- 
uiston; no rucontrándose al respecto otra co<a que nuevos des- 
cuentos acordados ¡í otros individuos, bajo garantías de diver- 
sos terrenos improductivos, de más 6 menos valor, situados en 
Corrientes, 

Es con posterioridad & la consumación de estos hechos, y ha- 
biendo el Directorio iniciado la averiguación de ellns, cuando 
el gerente los explicó manifestando lo que había pasado y refi- 
riendo el origen de la cancelación y de los descuentos apre- 
sados. 

Que las operaciones efectuadas por e) gerente no estaban 
dentro de sus facultades, como jefe de la sucursal, está bien 
demostrado y reconocido, siendo de la exclusiva atribución del 
directorio el autorizarlas; por consiguiente es de cargo de aquel 
justificar que tuvo esa autorización ó por lo menos que recibió 
la aprobación posterior de su conducta. 

El gerente no ha conseguido probar en los autos la autoriza- 
ción anterior del directorio, ni su aprobación posterior. 
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No ha logrado siquiera justificar que hubiese obtenido la del 
Inspector Ledesma, a quien afirma haberle consultado vcrbal- 
mentc, pues éste niega en absoluto esa afirmación del procesa- 
do, no teniendo, por otra paTte, facultad de fiársela. 

Ninguna documentación se ha presentado en los autos que 
compruebe la consulta préria del gerente al directorio, para 
efectuar las sustituciones; consulta que no pudo hacerse ver- 
balinente sinó por escrito, conforme a los reglamentos del 
lSanco, y con prolija información de todos los au medentes, 
para qtte el directorio pudiese deliberar y resolver con perfecto 
conocimiento de causa. Ningún dato existo tampoco en el 
proceso que indique, de cualquier manera, que esa corporación 
se hubiese ocupado alguna vez del asunto para automar las sus- 
tituciones, ni á requisición del gerente, ú por aviso del Inspec- 
tor Ledesma, siendo lícito concluir que el directorio no fué 
consultado en ninguna forma y que jamás nutorissó la opera- 
ción. 

Menos puede admitirse la existencia de una aprobación táci- 
ta y posterior infunda del simple acuse de recibo de las plani- 
llas en que aparecían eliminados los nombres de los prímeroa 
deudores y consignados los do los sustitutos; por cuanto este 
cambio de nombres, no podía, por sí sólo, suministrar el cono- 
cimiento siquiera de las sustituciones, y mucho menos las can- 
sas justificativas de ellas para estimarlas debidamente y apro- 
barlas ú ob serrarl as; esas planillas, cuando más, podían reve- 
lar el pago de alfcuuas cuentas y la existencia de otras. Si en 
el acuse de recibo de las planillas hubiese habido la intención 
de aprobar lo obrado por el gerente, es fuera de duda qae esa 
aprobación se hubiese efectuado de una manera explícita, tra- 
tándose de operaciones que representaban sumas tan conside- 
rables de dinero. 

No se ha alegado que el enrío de las referidas planillas hu- 
biese sido acompañado de alguna memoria ó comunicación ei- 
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catira de lo obrado, que permitiese presumir en el acuse de 
recibo, la idea de muí aprobación tácita. De los propios actos 
posteriores del directorio se desprende una conclusión muy 
opuesta: así que tuvo conocimiento del asunto comisionó a va- 
rios Inspectores para que pasasen á Corrientes á informarse 
de los hechos denunciados, y tan luego como éstos le fueron 
revelados un todasu verdad, acordó y llevó á efecto la acusación 
de sus autores. 

La faltado autorización en et gerente se caracteriza más en 
las disposiciones de la ley de liquidación del Banco Nacional, 
que reglaba la man- ra de efectuarla restringiendo las mismas 
facultadesdel din-torio, la cual no le permitía, ni podía permi- 
tirle dar recibos de pago y cancelación é deudores solventes, que 
nada habían pagado, y abrir créditos tan crecidos á otros, 
cuando todo descuento y toda operación de préstamo estaban 
vedados ya. 

Los antecedentes del hecho, mencionados en la sentencia de 
primera instancia, y todos los datos que el proceso suministra, 
dejan plenamente comprobado que el gerente Brascb efectuó 
las instituciones de los deudores expresados sin autorización ni 
conocimiento del presidente del Banco y uYl directorio y contra 
las instrucciones y órdenes de éste, violando los reglamentos y 
la ley de liquidación. 

Comprobado, pue^, que el gerente extralimitó aus facultades 
y violó las órdenes recibidas y las leyes, corresponde examinar 
el segundo extremo de su defensa, de haber procedido de la 
manera que lo hizo consultando los intereses del estableci- 
miento, buscando una garantía más segura de esos créditos, 
que la sola firma de los deudores primitivos. 

A este respecto puede reducirse el exámen del descargo á la 
estimación de las operaciones realizadas y el valor efectivo de 
las propiedades que le fueron hipotecadas por los deudores sus- 
titutos, por cuanto está bien justificado en los autos, que los 
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primeros deudores eran más solventes y personas de mayor po- 
sición y responsabilidad que los segundos ; de estos últimos se 
ha probado que eran hombres pobres, desconocidos en el co- 
mercio y en los bancos, que no tenían otras propiedades, ni 
otro capital , que esas mismas que fueron puestas á nombre de 
cada uno de ellos respectivamente, escriturando unas ventas en 
que se declara por los vendedores haber recibido sn precio des- 
mesurad «mea te abultado con anterioridad, cuando ningún pre- 
cio recibieron y al solo efecto do que pudiesen hipotecarlas al 
Banco, tomando á sn cargo las dcudis que los supuestos ven- 
dedores tenían en el establecimiento. 

Para el esclarecimiento de este punto interesante de la cues- 
tión, el Juez a quo empleó el medio ilustrativo que estaba le- 
galmente indicado, mandando efectuar la tasación pericial de 
las referidas propiedades, resultando de ella, que estas no al- 
canzaban á cubrir las expresadas deudas Los cómputos que 
al respecto hace la sentencia del Inferior son bien fundados y 
deben aceptarse, siendo capciosa la impugnación de la defensa 
en esta instancia sobre las apreciaciones que el Inferior ha he- 
cho de las avaluaciones periciales, pretendiendo que el Juez se 
ha constituido en perito, siendo así, que éste no ha hecho nin- 
guna estimación por sí mismo de los terrenos transferidos, li- 
mitándose á apreciar el mérito de la prueba producida, con 
sujeción á lo dispuesto en el artículo trescientos cuarenta y seis 
del Código de Procedimientos en lo Criminal, fijando el valor 
que, á su juicio, deben tener ellos, conforme á las pruebas ver- 
tidas. 

Aun cuando la demostración referente á este extremo de la 
cuestión, contenida en la sentencia recurrida, es satisfactoria, 
resalta más el plan de defraudación en ciertos datos que el pro- 
ceso ofrece y que es conven ienta mencionar. 

Casi todas las propiedades transferidas por los deudores del 
Banco á sus reemplazantes para que éstos las diesen en garan- 
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tía de sus deudas, fueron adquiridas en los años ochenta y ocho 
y ochenta y nueve, época de la especulación, que hizo subir ú 
sn mayor precio los terrenos en U provincia dé Corrientes, se- 
gún las pruebas testificales, y la transferencia de ellos vino á 
efectuarse en plena crisis, cuando había cesado la demanda de 
tos mismos y su valor se liabía depreciado considera lilemente. 
Parece natural que la estimación pericial turnara por base la 
mitad del precio de los terrenos, ó siquiera el de su costo, que 
tas expresadas circunstancias habían abultado tanto; pero no 
se hizo esto; todos los peritos convienen i*n tasar dichas propie- 
dades aumentando hasta tres veces el precio de venta lijarlo á 
los terrenos municipales por ¡a municipalidad respectivamen- 
te y á los fiscales por la ley de enajenación <le las tierras pú- 
blicas. 

Esta base, de suyo elevada, como lo prueban numerosas ven- 
tas efectuadas en la época de las transferencias, en las cuales 
el precio no excedió en muchos casos los oüciales expresados, 
fné" completamente abandonada en lit lalación de los peritos 
Romero y Gauna, verificada en el sumari- , inllaudo los valores 

arbitrariamente. 

Es oportuno citar ejemplos de esta afirmación, comprobada 

en los autos, 

£1 procesado Ramayon transfirió á su reemplazante José G. 
Valor, veintiséis propiedades, cuyo costo en medio de la espe- 
culación, sogun las escrituras, fué.do ciento veinte mil trescien- 
tos sesenta y tres pesos y ochenta y tres centavos, en la enor- 
me suma de cuatrocientos sesenta y i uatro mil ochocientos pe- 
sos, en plena crisis, para responder á la deuda en el «anco del 
supuesto vendedor, que mouiaba a trescientos sesenta y tres 
mil pesos; finiendo éste a realizar un lucro, sobre lo que le ha- 
bían costado los terrenos, de doscientos cincuenta y cinco mil 
seiscientos treinta y seis pesos, próximamente. 

Este sustituto eludió el juicio con lafuga. 
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Loa acusados Simón Derqui y Eugenio Minvielle, transfie- 
ren á sus reemplazantes V\ piano Cácercs, Julio Acuña y Ma~ 
nuel < áceres, terrenos adquiridos bajo ta fiebre de la la espe- 
culación por setenta y cinco mil ochocientos setenta y cinso 
pesos y ochenta centavos, en la suma de cuatrocientos cincuen- 
ta y siete mil pesos» en medio de la crisis, para responder á las 
obligaciones de aquellos deudores, que alcanzaban á trescien- 
tos treinta y nnmil pesos; efectuando con esta combinación una 
utilidad de doscientos cincuenta y cinco mil ciento veinticuatro 
pesos, poco más o menos. 

Otra transferencia de Simón Derquí a favor de Mauricio L. 
Ohaine, por la deuda de Luis Bruel, que reconoció ser suya, es 
de^un terreno lugar de chacra en los suburbios de Corrientes, 
adquirido en la especulación en nueve mil ochocientos noventa 
pesos, y transferido bajo la crisis, en la suma de ochenta y ocho 
mil novecientos setenta y cuatro pesos y cincuenta y siete centa- 
vos, para responder Auna deuda de sesenta mil pesos, realizan- 
do unti utilidad de cincuenta mil cientodiez pesos. 

Los bienes transferidos por Manuel A. Ferré á su reemplazan- 
te Juan IX. de Lara costurón, en la época de la especulación, 
ciento cinco mil quinientos cincuenta pesos, siendo vendidos á 
éste, también en plena crisis, en la cantidad de doscientos cua- 
renta y dos mil pesos, para que respondiese á la deuda de aquél 
en el Banco, que montaba á ciento noventa y cuatro rail pesos; 
viniendo á obtener Ferré un beneficio no menor de ochenta y 
ocho mil cuatrocientos cincuenta pesos. Este sustituto es uno 
de loa que fugaron hurlando el llamamiento judicial. 

El procesado Esteban Chaine hace la transferencia de sus te- 
rrenos que costaron, en las mismas circunstancias, dos mil qui- 
nientos sesenta y cuatro pesos, á favor de sus reemplazantes 
Dalmiro y Manuel Acuña, en Ja cantidad de ciento nueve mil 
ochocientos pesos, también en la crisis, para responder á su 
deuda de setenta y nn mil doscientos pesos; quedando favo- 
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recidoen sesenta y ocho mil seiscientos treinta y seis pesos. 

No es precia o hacer mérito de una que otra mejora en algunos 
terrenos urbauos en pueblos tic campaña, como el alambrado y 
la construcción de pequeños ranchos porque esto no altera si- 
no en cantidad muy insignificante las estimaciones precedentes. 

Como se puede comprender por esta mención sintética de Iob 
hechos más culminantes que se destacan en las operaciones acu- 
sadas, unos hombres oscuros, pobres, sin crédito en los bancos 
ni posición comercial ni industrial, aparecen adquiriendo por 
compra, y pagando su importe, propiedades por valor de más 
de ha millón y trescientos mil pesos, siendo admitidos por el 
gerente Brasch, que, según su propia declaración, n«» conocía 
á los más de ellos, contentándose con saber lo que venían a 
ejecutar, A efectuar descuentos en ei Kancu Nacional por una 
suma, en conjunto, de más de un millón le pesos, cuaudo le es- 
taba terminantemente prohibido por la ley y por sus instruccio- 
nes efectuar cualquier descuento, y siendo así, que aun en el 
tiempo del funcionamiento ordinario de la sucursal á su cargo, 
no leerá permitido descontar uua suma mayor de Teinte mil pe- 
sos, iimitada después á diez mi), sin expresa autorización del 
Directorio. 

El mero conocimiento de estos hechos descubre claramente el 
propósito y el plan deliberadamente concertado de beneficiar á 
los deudores, dejándolos libres de deudas sin haberlas pagado, 
perjudicando enormemente al Banco Nacional. 

De los mismos antecedentes Üuye, con idántiea claridad, 
que todas las tasaciones periciales de esas propiedades im- 
productivas, son demasiado aletadas; porque no dando ellas, 
en general, renta alguna, es inverosímil que puedan valer, en 
plena crisis, más de loque costaron en plena especulación, y á 
pesar de esto, las tasaciones más bajas y menos sospechosas del 
plenario, toman por base el precio antes mencionado, duplicado 
6 triplicado; lo que no puede ser sinú muy favorable á la de- 
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fensa. Asimismo, el perjuicio ocasionado al Banco, según di* 
chas tasaciones, setter» á más dn quinientos mil pesos. 

Esto demuestra palmariamente» que las avaluaciones del su- 
mario, practicadas por los peritos Romero y Gauna, en las coa- 
Ies, después de haberse impuesto la regla de la multiplicación 
por dos y por tres, se separan de ella, multiplicando por ocho, 
dieciseis y hasta más de cuarenta reces, es inadmisible, sién- 
dolo más to-Uvía la del perito Laffont, nombrado por la defen- 
sa en el plenario, que no obedece A regla alguna, inspirándose 
en su criterio individual y de puro favor para los acunados. 

Los fundamentos y apreciaciones de la sentencia apelil la 
respectado este extremo de la cuestión, son prudentes y sólidos 
y no han sido destruidos por los alegaciones contrarias en esta 
instancia. 

Si a los perjuicios efectivos é inmediatos que cada nna de las 
operaciones realizadas ha cansado al Banco, se agregan los in- 
tereses vencidos y toa gastos de la cobranza, la extensión de loa 
perjuicios originados al establecimiento aumenta de manera 
inapreciable, haciéndose innecesario demostrar que ellos exce- 
den la cantidad do seis mil pesos que fija la ley para que la ac- 
ción criminal pueda prosperar. 

No disminuye tampoco el perjuicio la depreciación de loache- 
quos que se ha alegado tanto, puesto qne esto beneficio acor- 
dado por la ley ¡l los deudores que cumplen sus obligaciones, no 
puede hacerse extensivo á los que las burlan por medios seme- 
jantes; debiendo tenerse presente, al mism" tiempo, que los 
cheques se cotizan i dinero efectivo no á cambio de terrenos. 

De las propias avaluaciones verificadas por el perito Lxffont, 
nombrado por Indefensa, que son las más altas, y están desau- 
torizadas por las de los otros peritos, resulta que esas propieda- 
des, aún vendida*; por el precio que él les asigna, no bastarían á 
cubrir íntegramente las sumas debidas. Si destose agrega k 
depreciación creciente de la propiedad territorial, por efecto de 
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la crisis, iniciada ya en esa época , su llega al convencimiento 
de que la mayor garantía buscada por el Gerente, era ilusoria 
y totalmente infinidad*; no quedando otra perspectiva para el 
establecí miento, que un quebranto considerable sobre esos cré- 
ditos y la irresponsabilidad moral y pecuniaria de los nuevos 
deudores. 

Xo se ha demostrado por el Gerente ni por sus coacusados, 
queésteleihubieruexigido 6 propuesto la prestación de albi- 
nas garantías mayores de sus respectivos créditos, conio le cataba 
recomendado por instrucciones recientes del Directorio, y que 
ellos se hubiesen resistido á otorgarlas; de manera que resulta- 
sen just i íicad as sus desconfianzas, si rodaderamente las tenía, 
respecto de su situación ulterior con motivo de la crisis. Si el 
Geieute abrigaba un lemor semejante, pudo propouerlcs el 
afianzamiento de sus obligaciones con esas mismas hipotecas, 
cumpliendo las instrucciones terminantes que en este sentido 
le habían sido comunicadas por el superior, pues si los deudo- 
res originarios le inspiraban recelos, cuando estaban en po- 
sesión de eáos mismos terrenas y de otros más, ofreciendo, al 
mismo tiempo, mayores garantías morales que los sustitutos, 
menos confianza debían de merecerle estos hombres desconocidos 
de él mismo, como lo ha declarado, y pobres, que no tenían 
otra cosa con qué responder á sus compromisos que esos terre- 
nos de valor tan inferior, improductivos y sujetos a una depre- 
ciación mucho mayor. 

L>s antecedentes todos, suministrados por ios autos, eviden- 
cian que el móvil verdadero de la conducta del Gerente, no pudo 
ser el interés del establecimiento; porque es manifiesto el 
perjuicio que esas operaciones clandestinas respecto del Banco, 
le irrogaban con la cancelación completa de las obligaciones de 
dichos deudores, que referían el pago al producto incierto de te- 
mnosdü un valor tan dudoso y seguramente más bajo ya en- 
tonces, que el monto en que han sido estimados todos ellos. 
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Las pruebas del proceso, como se aprecia y refieren en la 
sentencia apelada, completan el convencimiento de que el Ge- 
rente lirasch procedió en todo este negociado, sin faoultades, 
perjudicando al Banco Nacional, y violando abiertamente y con 
toda deliberación, sus instrucciones, loa reglamentos del esta- 
blecimiento y la ley de liquidación. 

Esas mismas pruebas evidencian que obrú reflexivamente y 
con malicia, ocultando con esmerada cautela su conducta, ni 
llanco, sin consultarle las operaciones antes de efectuarlas, y 
sin hacerlas conocer debidamente después de cuncluidas; de tal 
modo, que hubiesen podido pasar desapercibidas del directorio, 
a no haber mediado la denuncia del contador de la sucursal, 
que atrajo su atención sobri' ellas. 

Con ta misma claridad con que se desprenden del proceso las 
conclusiones expresadas, se impone la evidencia de que esas 
operaciones, tan dañosas al Banco, cedían gratuita y exclusi- 
vamente en beneficio de los deudores originarios, ú quienes se 
dejaba, como queda dicho, libres de la totalidad de sus deudas, 
sin haberlas pagado real y efectivamente, como estaban obli- 
gados á hacerlo, y sin otra erogación de su parte que el traspa- 
so de los terrenos á los sustitutos. 

Ningún otro propósito que el beneficio de esas personas, se 
descubre en los hechos mencionados, y no puede ser otro el mó- 
vil que inspiró el acuerdo entre el gerente y los deudores, sus 
íntimos amigos, llevándose e) favor hasta el extremo de suminis- 
trar á éstos más de doce mil peno* en dinero, á objeto de que 
pudiesen, á expensas del Banco mtsmo J cubrir gastos que las 
sustituciones hacían precisos; siendo de notar que los adqui- 
rentes o supuestos compradores de los terrenos que se transfe- 
rían, no disponían individual ni conjuntamente de las reducidas 
cantidades que era necesario erogar para la escrituración de las 
ventas. 

Esta intención de favorecer pródigamente á los deudores, se 
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vigoriza como hecho comprobado, por la íntima amistad que los 
unía con el gerente, según ae ha justificado en el proceso. 

Que los deudores primitivos se proponían únicamente chan- 
celar sus deudas con el establecimiento, quedando ellos libres 
de toda responsabilidad y haciéndose sustituir por otros indivi- 
duos personalmente inaceptables, es evidente ; esto se palpa y 
hasta se confiesa en cierto modo, si bien se defienden las opera- 
ciones en su demostrado. > T o se puede admitir razonablemente 
que el gerente B rase!» estaba persuadido de que las operaciones 
eran favorables al Banco, pues de ser así, las hubiera consul- 
tado al directorio, demostrando su conveniencia, seguro de ob- 
tener su aceptación. 

Es por estoque el plan se concibe y se eji cuta de común acuer- 
do, cuidando los beneficiados de proporcionar los individuos 
que debían tomar sobre sí esas obligaciones, habilitándolos con 
el capital representado por los terrenos, á fin de que pudieran 
ofrecer algo en aparente garantíale ellos, yaque nada tenían 
que ofrecer por sí mismos. Sigúese de estoque el gerente 
Brasch y los deudores sustituidos son coautores del plan de 
sustitución consumado por ellos, compartiendo el propósito j 
la responsabilidad de lo<¡ medios empleados y de los resultados 
producidos. 

La extraña aparición de los sustitutos en las circunstancias 
creadas por. la crisis general y la liquidación decretada ya del 
Banco, como su participación en el negocio realizado, requiere una 
explicación que demuestre la razón y la moralidad de su proceder; 
y a este objeto se ha alegado de parte de la defensa, que aquellos 
individuos, han sido movidos por la idea de una especulación, con 
la espectativii de fáciles lucros futuros, por la posibilidad de pa- 
gar con cheques depreciados las deudas que venían a contraer, y 
por la valorización probable de las tierras que se les traspasaba. 

Si alguna probabilidad favoreciese tal suposición, si la susti- 
tución pudiese contener un negocio lucrativo para los sustitu- 
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tos, basado en la adquisición do esas propiedades, parece mas 
natural que hubiesen reservado para sí los deudores originarios, 
su realización, lejos ríe transferirlo á extraños: no se encuentra 
seriedad en un proyecto de negocio que consiste en tomar ¿ su 
cargo deudas considerables, sin más capital ni medios de fortu- 
na que los terrenos transferidos, de un valor muy inferior á elios, 
con la perspectiva de una depreciación creciente y de parte de 
individuos que carecían do reenrsoB para hacer el servicio re- 
gular de esos créditos, lisas operaciones nn descubren, como 
queda dicho, otro propósito ni otro resultado que efectuar el 
cambio de deudores, dando a) Raneo en último término, en pa- 
go de las deudas, las propiedades transferidas, sin más respon- 
sabilidad ulterior de parte de los deudores primitivos: la fuga 
de tres de los principales sustitutos, y la completa insolven- 
cia de todos, son el corolario más elocuente de tales operaciones, 
de la intención que las inspiró y de sus efectos manifiestos, que 
justifican la querella. 

Completa la comprobación de estas apreciaciones sugeridas 
por todos los datos del proceso, la declaración prestada en jui- 
cio (foja nuevo vuelta, cuerpo P), poi el procesado Mauricio L. 
Chaine t sustituto de Luís Bruel, agente de Derqui, que tomó á 
su cargo una lleuda de sesenta mil pesos. 

Este cómplice de la defraudación, fué remitido, á requisición 
del Juez de la causa, por el Jefe Político d« Bella-Vista, don- 
de se encontraba sumariado por un delito reciente, habiendo si- 
do sumariado antes por delito de homicidio, g< gnu la nota de su 
remisión. El declarante confiesa ser jornalero, que vire de su 
trabajo personal y que no puede afirmar que hubiese tenido, al- 
guna vez, mil pesos en su poder. 

Su declaración es sencilla, franca y explícita s.ibre las pre- 
guntas formuladas, diciíndo sustancial mente: Que recuerda 
haber firmado una letra en el Banco Nat ional, por pedido de 
don Simón Derqui, mas no recuerda por qué cantidad, ni sabe 
T. i Sl 
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cuál hubiera sido el objeto de U operaoion habiéndole dicho 
Derqui que uo le resultaría ninguna responsabilidad; agrega 
que prestos» firma por los muchos servicios que Berqui le ha- 
bía prestado y qué él no sacó beneficio alguno de la operaron. 

Preguntad!» con qué bienes peusaba responder a* las obliga- 
ción^ que contrajo con el Banco para hacer el servicio de la 
amortización ¿intereses de su deuda, respondió : que él nada 
tenía que ver con eso, porque Berqui se lo había manifestado 
así. 

Declaró, igualmente, que no presentó ninguna solicitud al 
líancopara efectuarla sustitución; que el escribano Hojas lo 
llamó para Ürinar ta letra, y la firmó; que no sabe porqué razón 
se consignó en la escritura de venta déla chacra que le transfi- 
rió Derqui, que éste no respondía por laemcion; que no fué al 
Banco para hacer las operaciones de sustitución; que eon nin- 
gún empleado del Banco se entendió para estas diligencias ; 
que no recibió ningún dinero | que no posee bienes de ninguna 
clase; que no sabe por qué se consignó en la escritura de trans- 
ferencia el precio de ochenta y ocho mil novecientos setenU y 
cuatro pes.is, cuando la deuda que tunaba á su cargo era sólo de 
sesenta mil pesos; que no sabequé renté haya producido el te- 
rreno niel trabajo qoe se hubiese hecho en él. 

Es evidente que no se formalizaron solicitudes escritas pre- 
sentadas al gerente, como lo prescribe el reglamento, por nin- 
guno de los sustitutos, y que la operación se concertó verbal- 
mente entre Brtóch y los deudores primitivos, omitiéndose toda 
formalidad. La declaración de otro délos reemplazantes, Ul- 
piano Cao-r-s (foja cincuenta, cuerpo A) lo confirma, y resulta 
de los d«mási¡«tos del proceso; como también, el sigilo caute- 
loso guardado respecto üVl coosejo de la sucursal y del directo- 
rio. Nada más d-bh ra necesitarse, después de la declaración 
de Mauricio Chame. continuada por todos los demás anteceden- 
tes, para dejar demostrado, y bien caracte rizado el concierto 
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dolos deudores y el gerente, en el plan de exonerar á éstos de 
sus deudas por medios reprobados j perjudiciales para el Banco. 

Cou respecto al mérito moral j jurídico del acto t la defensa 
ka sostenido también entre sus conclusiones: quilas sustitu- 
ciones do deudores son permitidas y frecuentes; que no existe 
comprobado el perjuicio actual causado al Banco, nu bastando 
la posibilidad de un perjuicio eventual; |ue no se ha compro- 
bado la intención criminal de los acusados, y que sin dicha in- 
tención no puede haber delito ; que por nuestras leyes no está 
calibeado el delito de abuso de confianza, ni existe el delito de 
fraude; y que la sentencia del Inferior ha sido consentida por 
el querellante y no puede alegar contra ella en esta instancia; 
que el delito de defraudación, previsto en el inciso diez del ar- 
tículo dolientes tres del Código Penal, no es el delito de fraude 
acusado j que con respecto á Laray Ferrí, las operaciones fue- 
ron de descuento y chancelación y que éstis están siempre den- 
tro de las facultades de un gerente de Banco; que el inspector 
Fontans, enviado 4 Corrientes, aprobólas operaciones y en vir- 
tud de su informe fué admitido Laru á hacer el servicio de m 
deuda, lo cual importa una aprobación de dichas operaciones; 
que si perjuicio se hubiese causado por ellos, éste había desapa- 
recido después de la ley de diei y ocho de Noviembre de mil 
ochocientos noventa y tres, disposición de efecto retroactivo, 
con arreglo á las leyes penales; que el gerente BrascH no ha re- 
portado provecho, siendo éste un elemento necesario para atri- 
buir al acto una responsabilidad criminal ; que de conformidad 
al artículo ciento cincuenta y cuatro del Código de Comercióla 
acción criminal contra los factores y dependientes de comercio, 
sólo está autorizada en los casos de malversación. 

Es indudable que el cambio de deudores no es en sí mismo 
un acto criminoso ni prohibido, siempre que se lleve á efecto por 
quien tiene facultad de realizarlo ó de autorizarlo y sin propó- 
sitos de beneficiar á tercero perjudicando á otru. Ene) presen- 
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te casóse ha probido suficientemente que las sustituciones efec- 
tuarlas benefician exclusivamente á los deudores ordinarios 
y cansan grate perjuicio al Banco, y que esto se ha hecho de 
mutuo acuerdo entre eses deudores y el gerente, coando éste 
carecía por completo de facultad para autoriíarlas. 

La calculada presciudencia del director ío y de su presidente 
para con*.-nir v consumar el acto y la reserta deliberada des- 
pués de concluir todo, reagravan su conducta y su responsabi- 
lidad, patentizando un designio culpable. 

El perjuicio originado al Banco, no puede considerarse in - 
cierto y eventual, sinó real y presente: el mero cambio de unos 
deodores de representación social y considerados solventes, por 
otros desconocidos, insolventes y personalmente inadmisibles 
para acordárseles créditos tan valiosos, evidencian nn perjuicio 
efectivoé inmediato; y el valor comparativamente bajo de ios 
ijmuebles hipotecados la agravan y confirman plenamente, po- 
niendo de manifiesto el propósito de defraudar al Banco y fnvo- 
recer, con daño suyo, á los deudores primitivos. No es posible 
conciliar tanto mal causado, tanta extral imitación y tanto abu- 
ao de facultades, con mía intención sana é inculpable. 

S-.bretodo, la intención inocente en un acto porjudicial es 
una excepción atenuante ó absolutoria que debe probar el que 
la opone defendiéndose, lo que no se ha hecho por los acusa- 
dos; pero la intención culpable se manifiesta por la naturale- 
ia de los hechos, en todo acto fraudulento consumado delibe- 
radamente para herir, destruir 6 usurpar un derecho ajeno pro- 
duciendo un daño, sea en beneficio propio, 6 en beneficio de 
tercero, ó por la satisfacción misma de dañar. 

El acto del mandatario que. haciendo mal uso del encargo 
que se le ha confia lo, engaña a su mandante por cualquiera de 
los medios que puede ser efectuado un engaño, sea ocultándole 
la verdad que le es necesario conocer, 6 alterándola para benefi- 
ciar A otros, ó beneficiarse á si propio con perjuicio de su can- 
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gante, es considerado como un hecho criminoso en el derecho 
penal, y lo ha sr!o en el nuestro desde la legislaoion española 
hasta* el Código nacioual vigente, porque, como dice la ley on- 
ce, título dieciseis, partida séptima, tal engaño es vuelto false- 
dad, que lia en si Tamo íe traición. 

Botaría para demostrarlo a prion, que nadie so permitiría 
sostener que un hecho semejante no está prohibido por las le- 
yes y que puede ser consumado libremente sin culpa y sin pe- 
na ; lo que sería absurdo. 

La absolución de culpables de tan graves abuso» y daños, 
importaría la justificación de su couductu, el reconocimiento- 
de que han podido obrar como lo han hecho y la inutilidad ó 
ineücacia de la ley penal para prevenirlos y reprimirlos ; vi- 
niendo á ser también un golpe de muerte asestado a las insti- 
tuyónos de crédito de la naturaleza del Banco Nacional, cuya 
administración dejaría de estar suficientemente garantida por 
sus estatutos y reglamentos, quedando admitida en los gerentes 
la facultad de violarlos sin responsabilidrtd efectiva, defraudan- 
do sus intereses y abusando de íacoofiatna depositada en ellos. 
La misma responsabilidad civil, siempre induciente en tales 
casos, quedaría debilitada por la consagración de la inculpabi- 
lidad penal, expuesta* ser burlada por la insolvencia, verdade- 
ra 6 aparente, del defraudador, ó por fútiles excusas, como lia 
que se hacen valer en esta causa, desde que no existiese el freno 
saludable del castigo cierto. 

No es necesario que la ley defina, individualice y castigue 
separadamente el delito de fraude y el delito de aboso de con- 
flanea para poder concluir que el que defrauda i tercero, abusando 
de au confianza, comete un acto delictuoso previsto j penado 
por ella. La calificación del delito cometido por quien defrau- 
da anuo, en tales condiciones, se halla bien determinada en 
el derecho criminal j esta basada en los principios morales que 
constituyen todo su fundamento: en nuestro Código Penal se 



encuentra este delito mencionado en diversas disposiciones, y 
de una manera más precisa en el inciso diei del artículo dos- 
cientos tres, cuando castiga u los :¿ue cometen el fraude abu- 
sando de la confianta que en ellos se ha depositado. 

Estas consideraciones hacen innecesaria una ei pía nación de 
doctrina respecto del carácter de ia intención eu los actos frau- 
dulentos, A los efectos de la responsabilidad penal y si ella 
debe tenerse en cuenta, y ser probada por la parte acusadora; 
en la presente causa esa intención de favorecer á los deudores 
primitivos con un grave perjuicio pura el Banco, perfecta- 
mente comprendido y estimado por el gerente, resalta con toda 
claridad en todo lo hecho, como se ha demostrado antes j se 
justifica más detalladamente en la sentencia apelada. 

No satisfacen las afirmaciones de lúa demandados en sns res- 
pectivas declaraciones y en sus alegatos, de haber estado siem- 
pre dispuestos ¿ tomar sobre sf nuevamente la responsabilidad 
desuá deudas, por cuanto no existen hechos suyos que las com- 
prueben como se hacia necesario y estaba en sus manos produ- 
cirlos en presenciad» los requerimieutos del Banco. 

Fácilmente se admite lo que el representante de dicho esta- 
blecimiento repite, que ni éste ni el directorio podían tener otio 
objeto, ni perseguir otro interés, que evitar loa perjuicios que 
se prctendíu causare, y que estuvo siempre dispuesto i acep- 
tar un arreglo prudente» conciliable con la equidad y la moral. 

La resistencia de los deudores á volver sobre sus pasos, to- 
mando nuevamente á tu cargo las obligaciones, con las garan- 
tía» consiguientes, conforme á las instrucciones de antemano 
comunicadas á los gerentes de sucursales, en circulares que se 
han presentado en los autos, aparece suficientemente compro- 
bada, no obstante las palabras contrarias de la defensa, que 
están muy lejos de haburae traducido eu hechos. 

Así, el procesado Ferré, contestando 4 un interrogatorio al 
respecto, dice textualmente, á foja cincuenta y ocho, cuerpo I: 
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que fué invitado por el doctor Leringston, antes de iniciarse el 
proceso, para que se hiciera cargo de su deuda, contestándole 
qae se viese con su abogado el doctor Amadey; confesando, al 
absolver la pregunta treinta y tres, que: posteriormente presen- 
tó una petición al directorio proponiendo garantir con su tirina 
la deuda de Lara; pero que retiró después dicho ofrecimiento 
en raion de que el directorio mandó la proposición á la resolu- 
ción de su representante el doctor Levingston. 

El acusado Ramayon, á foja ciento cincuenta y siete vuelta, 
ouerpo A, declara: que fué invitado por el doctor Levingston 4 
hacerse cargo nuevamente de su deuda, que posteriormente le 
propuso ál representa ote del Banco darle algunas garantías rea- 
les de propiedades que poseía en Santa Fé, en el caso de que el 
Banco no se conformara con la Orma del declarante y las ga- 
rantías dadas por Valor, daría otras propiedades suyas; que 
el representante del Banco no le dió contestación definitiva 
sobre esta proposición y que ni siquiera le dió audiencia, como 
le había prometido, con el objeto de llegar á un arreglo satis- 
factorio. 

El procesado Esteban Chaíne declara á foja ciento cuarenta 
y nueve del mismo cuerpo de autos : que fué invitado por el 
doctor Levingston para hacerse cargo de nuevo de su deuda; 
pero que á pesar de su buena voluntad de volver las cosa» á au 
antiguo estado, no han arribad ) i ningún arreglo, por haber 
el doctor Levingston pretendido cosas inadmisibles, consisten- 
tes en garantías excesivas que le eligía y que no estaba en 
condiciones de satisfacerlas, agregando que el declarante hito 
sus operaciones con el Banco, sin intención de defraudarlo ni 
perjudicarlo y que en prueba de ello estaba dispuesto á volver 
las cosas á su antiguo estado. El declarante no dice cuáles 
fueron las condiciones exigidas, 

A foja ciento setenta y una del citado caerpo del proceso, 
Eugenio Minvielle declara; que recibió la invitación del doctor 
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Ltvingstoa por carta, i la que contestó también por carta, di- 
ciéudole que podía entenderse con su abogado en Corrientes y 
que éste nada le ha dicho. 

Resulta, pues, reconocido por los cuatro procesados que el 
doctor Levingston Ies propuso á todos ellos, am«s d? iniciarse 
el proceso, que tomasen á su cargo sus deudas, como base de 
arreglo. 

£1 procesado Ferré confiesa que ofreció al directorio garantir 
con su firma la deuda de Lara; pero que retiró después su pro- 
posición. M invielle nada ofreció, ni aceptó, defiriendo el a-un- 
tu ú su abogado, y Rainayon y Chaina, eutablada ya la querella, 
prestando sus declaraciones en el j nieto, afirman lo que se deja 
transcripto. 

En corroboración de ta resistencia de los deudores á volver 
las eosas á su antiguo estado, cuando esto les fué pedido por el 
representante del Banco, viene la expresa nianifesUcion del 
defensor de ellos en su escrito de foja ciento eincuenta y cín- 
t o ruelta, cuerpo O, que dice: «mis defendidos rechazaron estas 
bases proponiendo en su lugar garantir á satisfacción a sus sus- 
titutos, pero subsidiariamente, es decir, obligándose á pagar 
sólo en el caso de que estos no pagaran las obligaciones que 
habían contraído; pero con la condición de que las operaciones 
dichas fraudulentas, quedarían subsistentes, debiendo el direc- 
torio reconocer y declarar expresamente su legalidad*. 

Las condiciones impuestas por los acusados, lejos de demos- 
trar voluntad de volver las cosas á su antiguo estado, prueban 
que se pretendió todo lo contrarío; esto es, el reconocimiento 
por parte del directorio, de la legalidad de esas operaciones ile- 
gales, y aceptando una imposición inmoral. Suponiendo, no 
obstante, que hayan sido sinceras las disposiciones de los deu- 
dores originarios i volver las eosas i su antiguo estado cuando 
prestaron sus declaraciones, sería preciso estimar a la lux de 
los principios y con sujeción á la letra de la ley estas manifes- 
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aciones verbales de sentimientos íntimos que no han sido tra- 
ducidos en hecho» eficientes. 

Es uniforme la doctrina de los autores de derecho criminal, 
que cometido el delito, la responsabilidad penal de su autor 
queda establecida, y esta opinión es conforme á nuestra ley 
(artículo segundo. Código Penal). 

Consumado que fué el delito de defraudación con abuso de 
confianza por el gerente Bram-h, quedó éste sometido á lo dis- 
puesto en el artículo doscientos tres, inciso diei,del Código 
Penal , que castiga ese delito; lo mismo que )<>s deudores primi- 
tivos, que debían ser considerador como autores principales» 
con sujeción á lu prescrito en el artículo veinte y uno, inciso 
segundo, de dicho Código; de manera que esas manifestaciones 
de buena intención de reparar el daiio causado, no están com- 
prendidas entre las que eximen de la pena, de conformidad al 
artículo ochenta y uno; cuando no podían ser estimadas si* 
quiera como una circunstancia atenuante, con arreglo á lo que 
dispone el artículo ochenta y tres, inciso quinto. 

Esta prescripción legal declara circunstancia ateuuaute: 
«haber procuradlo con celo reparar el mal causado ó impedir sn 
consumación*, Jo que no se ha efectuado en ninguna forma por 
los acosados, como lo evidencia el proceso y lo comprueba so 
propia actitud en el juicio: muy lejos de haber procurado con 
celo reparar el mal causado, lo han dejado consumarse y sostie- 
nen su validez, llagando hasta pretender que el directorio re- 
conociese la legalidad de las operaciones fraudulentas, como 
condición indeclinable de todo arreglo. 

No ha existido» pues, ni aun esa circunstancia atenuante, 
como no han existido las que ha encontrado el Juez a </uo en 
el considerando veinte y ocho de su sentencia para la determi- 
nación de la pena correspondiente, y mocho menos puede ella 
servir para fundar la absolución de lo* culpables sin infringir 
la letra y el espíritu de la ley, cuya claridad es manifiesta. 
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El abuso de conüanza eti la defraudación, no os circunstan- 
cia agravante» sínó constitutiva del delito, por lo cual, los que 
á su ejecución han contribuido de manera que, sin su concurso 
no hubiese podido cometerse, aunque no hayan ellos abusado 
de la confianza dispensada á su ejecutor, vienen á ser conside- 
rados como autores principales, según los términos precisos del 
artículo veintiuno, inciso segundo, del Código Penal, que dice- 
c se consideran autores principales... el que antes 6 durante la 
ejecución, preste, al intento de asegurar la consumación del de- 
lito, un auxilio ó cooperación, sin tos que el bicho no habría 
podido tener lugar*. 

Respecto del percuto lirasch, autor principal de los hechos 
acusados, que retiró las letras primitivas que representabun 
valores de la cartera del Banco, reemplazándolas con otras de 
individuos insolientes, menoscabando su importancia, ni ha tra- 
tado de reparar el daño causado, ni estaba en sus manos hacer- 
lo por sí sólo; siendo así que basta el simple retardo eu su re- 
paracion, para considerar consumado el delito, como es de regla 
en el abuso de conüanza do un mandatario y lo sostienen uni- 
formemente los tratadistas. 

Por esto mismo, no pueden considerarse ni como circunstan- 
cia que extinga ó disminuya la responsabilidad criminal, las 
operaciones qu« se efectúan por ministerio de la justicia, en 
virtud de uua requisición judicial, y menos aún las que se ofrez- 
can incidentalmeute y de palabra en el curso del juicio, sin con- 
vertirse en hechos. 

Ninguno de los acusados imitó, al menos, el ejemplo dado por 
don Simón JJcrqiii, fallecido y separado por su muerte del pro- 
ceso, quien antes de la presentación de la demanda puso espon- 
táneamente su ürma en las letras de sus sustitutos, compren- 
diendo, sin duda, que estaba legal y moralmente obligado á 
responder de esas deudas que eran suyas. 

Tampoco podría ser causa de la desaparición dal perjuicio, 
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y consiguiente extinción de la responsabilidad criminal, la nuli- 
dad relativa de la operación procedente de la falta de facultad 
del gerente para realizarla, por cnanto ella sola puede ser de- 
clarada por la justicia, sienlo el acto susceptible de confirma- 
ción, á diferencia de la nulidad absoluta, que no es susceptible 
de ella ni produce obligación alguna (artículos mil cuarenta y 
seis j cuarenta ¿ siete, Código Cirtl). 

Si alguna sinceridad existiera en esas protestas de los deu- 
dores originarios, de haber estado siempre dispuestos á respon- 
der por sus deudas, ella sería ta condenación más acabada de la 
conducta del gerente, pues vendría á demostrar que no le fué 
preciso efectuar esas sustituciones perjudiciales para garantizar 
mejor los intereses del establecimiento cura confianza había de- 
fraudado. También como lo enseñan con generalidad los tratadis- 
ta» de derecho penal, basta que el daño ú el perjuicio originado 
por el delito sea potencial, produciendo el despojo de un dere- 
cho, aunque no sea seguido de la pérdida do la propiedad, para 
que el delito exista y se aplique la pena. 

Además, una vez cometido el delito de abuso de confianza, la 
restitución podría ser únicamente un motivo para moderar la 
pena, como lo tiene establecido la jurisprudencia constante de la 
Corte de Casación de Francia, y lo recuerda Garraud, tomo quin- 
to, página trescientos ocho, nota dieciseis. 

La defensa de los coacusados, deudores primitivos, fondada 
en que las operaciones por ellos realizadas son permitidas, en 
abstracto, no responde, rigurosamente, 4 la acusación, ni la des- 
truye, porque, como se ha demostrado, en la presente causa, 
esas operaciones aun consideradas como simples descuentos, es- 
taban prohibidas al gerente, y no podían ser efectuadas por ¿1. 

Respecto del consentimiento de la sentencia por parte del 
Banco, suponiendo que él exista y pueda sostenerse, el alcance 
de tal consideración, por sí sola, no podría extenderse i mas 
que á su parte dispositiva para no agravar la pena impuesta ; 



mas no á sus fundamentos, que pueden sec discutidos en esta 
instancia por la» partes. 

No consta en autos que lo ejecutado por el inspector Fontana 
en desempeño de su emisión y sus informes elevados al direc- 
torio hayan sido aprobadoa por éste ; por el contrario, envió él 
nueros inspectores, como se ha dicho, con el objeto de estudiar 
mejor los hechos, y, después de conocidos éstos, se resolvió la 
acusación de sus autores. El haber hecho Lar* ei servicio de su 
t.édito, mientras duró la gerencia do Brasch, no podía ofrecer 
bastante garantía de que siguiese haciéndolo regularmente, da- 
da su notoria insolvencia, y su fnga y desaparición confirman 
la justa desconfianza del Banco; sobre todo, este detalle no 
puede conferir por sí ningún derecho definitivo, ni debilitar la 
acción legítima d v 1 establecimiento para perseguir el delito y 
procurar las reparaciones que le fueren debidas en justicia. Lo 
contrario equivale á decir que por el becho de haber verificado 
uno de los deudores el servicio de su deuda, una ó dos veces, 
quedaba suprimido ó redimido el delito; lo que es de todo pun- 
to unti-jurídico. 

Los beneficios que la ley de dieciocho de Noviembre haya po- 
dido otorgar a los deudores del Banco, suponiendo que ellos 
compensasen ó disminuyesen los perjuicios irrogadas á éste, 
son de carácter puramente civil y no pueden servir para modifi- 
car las responsabilidades penales ; no pudiendo ellos estimarse 

i quiera bajo su aspecto pecuniario; desde que están dependien- 
tes del valor de ios terrenos, cuya depreciación puede haber 
aumentado considerablemente, como ha sucedido con generali- 
dad. El argumento deducido por la defensa, de la valoritacion 
eventual de los terrenos de la garantía, carece de fueria pura 
tomarlo como fundamento de decisión y podría refutarse con la 
depreciación posible ó probable de los mismos. 

La disposición del artículo ciento cincuenta y cuatro del Có- 
digo de Comercio, que se reduce á establecer las responsabili- 
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dadea civiles da los factores y dependientes de comercio, para 
ante sos principales, en los casos de malversación, negligencia 
6 falta de exacta ejecución de sus órdenes é instrucciones, no 
es lf\ que regla la cuestión sub~judicc t ann cuando, como es na- 
tural, deje á salvo la acción criminal en el caso de malversación. 
No es posible admitir que dicha disposición de la ley comercial 
dispense de toda pena al mandatario que abusando de la con- 
fianza de su comitente, defraude sus intereses, puesto que la ley 
penal no hace semejante excepción ; y muy Ir jos de establecer 
el Código de Comercio la limitación que se supone, deja á salfo 
la acción criminal en los casos de malversación, precisamente 
porque en ^to* casos puede existir el fundamento de toda 
penalidad : la responsabilidad criminal nacida de los móviles y 
de los actos consumados. 

Se ha insistido mucho también, por parte de la defensa, en 
una sustitución efectuada entre los señoree Salvador Oomet J 
Francisco Rolla, como ejemplo de que tales operaciones son per- 
fectamente lícitas; pero ol caso recordado la perjudica, lejos 
de favorecerla, pues esa sustitución, según se ha explicado, sin 
contradicción, fué recabada del Directorio del Banco, y por este 
autorizada, enviando al efecto, al mismo gerente Brasch, un po- 
der especH confiriéndole la facultad necesaria para efectuarlo. 
Sigúese v caco, que la única operación de esa naturaleia, rea- 
lizada por la sucursal del Banco en Corrientes, debía servir 
para confirmar al gerente lo que él seguramente no ignoraba : 
que sólo el directorio podía autorizarla y que para la validez 
del acto, necesitaba un poder especial de éste. 

No es menos atendible el argumento fundado en que el man- 
datario que extralimita sus facultades no obliga al mandante en 
cuanto se hubiese excedido, si este no aprueba su conducta, 
pues tal objeción, aplicable á los efectos civiles puramente, en 
nada afecta las disposiciones penales en los casosde defraudación 
con abuso de confian», que rigen expresamente en lo criminal. 
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El acusado Minvielle no ha conseguido extinguir ni debilitar 
so responsabilidad personal en las sustituciones efectuadas, pues 
ni siquiera ha probado la liquidación de la sociedad que dice ha- 
ber tenido con Derqui, ni el convenio que hubiesen celebrado 
entre sí, obligándose este último á pagar por su cuenta al Ban- 
co la deuda del primero, en cuyo caso la operación realizada 
por Derqui, levantando ta letra de aquél en la forma en que lo 
ha hecho, debe considerarse romo practicada por su mandato, 
desde que le pidió la levantase , como lu ha declarado en su in- 
dagatorio, y por cuanto esta misma operación se ejecutó en su 
provecho y concurrió á día con las propiedades que transfirió á 
los sustitutos, su apoderado Vague, cumpliendo en esto induc- 
ciones suyas, como resulta de la declaración de éste en las es- 
crituras de transferencia. 

Aún suponiendo cit. ta ta liquidación de la sociedad con Der- 
qui y el convenio para que tomase á su cargo su deuda con el 
Banco, mientras éste no aceptase la subrogación, que no se 
efectuó, su obligación para con íl permanecía subsistente y es- 
taba en el deber de oponerse a todo plan de defraudación que 
cualquiera pretendiese consumar en su beneficia, desde que le 
fuese revi-lado. El conocimiento que adquirió de lo que se pro- 
yectaba por su supuesto socio y su participación en el concierto 
común, están bien probados por su propia declaración y ls de su 
mismo apoderado Vague, quien alirma que efectuó esas transfe- 
rencias por órdendeMinvielle para cancelar una Utra suya en 
el Banco; no siendo aceptable la observación referente a la 
singularidad de este testimonio, que es de un ejecutor desús 
órdenes, sn propio apoderado, y resulta conforme con los datos 
del proceso y conlirmado por tos hechos. 

Estos hechos y circuns la acias revisten tal fuerza probatoria 
respecto de la responsabilidad del acusado, que hacen del todo 
improcedente lo alegado por su defeusor, sobre la indivisibili- 
dad de 1» confesión, de acuerdo con la propia disposición invo- 
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cada del artículo trescientos dieciocho del Código de Procedi- 
mientos eu lo Crimina!. 

Por estos fu ndn meatos, los concordantes de la sentencia de 
foja veinte y seis, cuerpo P, no pudiendo esta Suprema Corte 
agravar la pena impuesta, por no Labt-r sido diuha sentencia 
recurrida por la parte acusadora, como lo tiene declarado este 
tribunal en otros caso», y oído el señor Procurador (íencral : se 
confirma ella, con costas. Üevuf'kiiuse, debiendo previamente 
hacerse las testaciones de bis palabras de los escritos de fojas 
doscientas tres y doscientas nueve, de los D^fensore* doctores 
Cáceresy Palacio?, ordenadas en el fallo de la mayoría, aperci- 
biéndose & los citados abogados. 



ABEL BAZATf. — JUAN L. TORREN T. 



causa rxv 



Criminal contra Don lingo Soto y Campbell, por violación de 
correspondencia; sobre recusación 



Sumario. — De ta recusación de los jueces de los territorios 
nacionales, no puede conocer el Juez recusa Jo, sinó el Juez do 
sección ó del territorio nacional más próximo al asiento del 
Juzgado. 
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MI* 4c I* tapnm C«rt* 



Buenos Airei, Agosto 8 de 1895. 

Visto.4 en el acuerdo: Y considerando: Que según resulta 
de estas actuaciones, el recurrente ha deducido recusación con- 
tra el Juez de la causa en el juicio iniciado contra aquel, sobre 
violación de correspondencia. 

Que el Juez Teousado se lia pronunciado no haciendo lugar a 
ta recusacimi, mediante «1 desconocimientode la verdad de los he- 
chos en que sé funda, 6 de su fuerza para caracterizar la causa 
de enemistad que se invoca. 

Que no es al Juez recusada ó quien le corresponde pronunciar 
tal resolución, de conformidad ron lo dispuesto en el artículo 
ciento uno del Código de Procedimientos en lo Criminal. 

Por oatoí se declara procedente la queja interpuesta, y se or- 
dena en consecuencia que el Juez de la causa pase el incidente 
sobre recusación al Juez á quien corresponda su conocimiento, 
con arreglo al citado artículo ciento uno, á cuyo efecto se le 
remitirán estas actuaciones, debiendo reponerse ante él los 
sellos. 

Y observándose que en el escrito de foja dos se vierten con- 
ceptos ofensivos al Inferior, téstense por secretaría las palabras 
subrayadas de dicho escrito. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAK. — 
OCTAVIO BUHCE. — JUAK E. TO- 
BREHT. 
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CAIMA CXCI 



DonM, A. Tunier contra ¿a sociedad «Jockey Club», por cobro 
de pesos; sobre inscripción preventiva de privilegio 



Sumario. — No procede l¡i inscripción preventiva de un cré- 
dito privilegiado, si en el estado déla causa no puede darse por 
averiguada su existencia y monto. 



Caso. — Concedida la inscripción preventiva pedida por el 
demandante, y revocado por el Juez Federal e] auto correspon- 
diente, la revocatoria fui confirmada por el siguiente 



Falto *• to lapNMt Ctorto 

Bueno* Aires, Agosto 3 de 1895. 

Vistos ; Y considerando: Que aunque no aparece evacuado 
el traslado de foja ciento doce vuelta, el interesado, que nada 
ha recUmado ni deducido recurso alguno al respecto, ha sido 
oido ante esta Suprema Corte en defensa de sus pretensiones, 
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sin que haya hecho observación sobre dicha omisión, no obstan- 
te serle conocida, y haber hecho de ella mención expresa en el 

informe m voce. 

Que en el estado de la causa no puede darse por averiguado 
la existencia del crédito demandado y mucho menos su monto. 

Por ello, y sus fundamentos , se continua cmi costas el auto 
de foja veinte y tres, del cuaderno de pruebas del demandado, 
en la parte apelada. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PA1. — ABEL DAIAN . — 
OCTAVIO BUKGB. — .''JAN E. TO- 
RUERT. 



t'Al'NA 



Criminal contra Don Luis liogers y Don Simún Launenbcrg; 
sobre defraudación de caudales fñtbficos 



Sumario. — El empleado nacional que defrauda los caudales 
públicos puestos eu su poder por razón de su cargo, incurre en 
la pma establecida por el articulo 80 de La ley nacional penal 
de Hde Setiembre de 1863. 
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ii*IIo riel 



Sin Luis, Julio 36 (le 1891. 

Y vistos: Esta causa criminal seguida contra loa señores 
Luís Iiogirsv Simón Latmenberg, ex-jefe y ei-eontadnr inter- 
ventor del 7" distrito, sobre defraudación de caudales públicos, 
de la que resulla : 

1" Que el 15 de Julio de 1893, el señor Eugenio II. Blanco, 
Inspector de Contabilidad y en representación de la Dirección 
General de Correos y Telégrafos de la nación, se dirigió á este 
■Inigado, dando cuenta de haberse efectuado un desfalco en la 
caja de este distrito, del cual resultaban responsables los seño- 
res Luis Kogersy Simún Launeuberg, jefey cantador interven- 
tor, lespectii amenté; y que trntilndose de un asunto grave, en 
el que están comprometidos los intereses fiscales, pedía se orde- 
nara su inmediata detención : acampanando al mismo tiempo, 
conformados por los señores Kogers y Laumenberg, los balan- 
ees ó cuentas, con un saldo contra éstos de 9908 pesos 76 cen- 
tavos . 

2" Que con la misma fecha se manda instruir la sumaria co- 
rrespodiente y pasar oficio al Departamento de Pidicía para que 
mantenga á tos i in potados, detenidos á disposición de este Juz- 
gado. Y de fojas 12 á57 vuelta, obra la información producida, 
á objeto rie averiguar y comprobar la existencia del delito y de 
sus autores ó cómplices, en la que el señor Bogm asevera que 
el ei-<:ontador señor Launenberg estaba autorizado plenamente 
pura emitir giros internos, bajo su sola y delusiva responsabi- 
lidad, y el segundo, al negar este hecho, dice que de todos Jos 
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expedidos por éi t tenía conocimiento el jefe del distrito, y que 
no era ésta una facultad privativa ó discrecional del depo- 
nente. 1 . 

3* Que el 28 de Setiembre (foja 57 vuelta), sedan por termi- 
nadas la diligencias del sumario y se manda pasar este al Pro- 
curador Fiscal, a los efectos del artkulo 457 de la ley de Pro- 
cedimientos; v este funcionario se expide en seguida, diciendo: 
qne conforme con el acta de foja 7 f en que consta el referido 
desfalco de 9908 pesos 76 rentaros, del que son directamente 
responsables los señores Itogers y Launenberg, ante la Direc- 
ción General de Correos y Telégrafo^ procedente de emisión 
de giros internos, soicita que con sujeción al articulo 80 de la 
ley nacional de Mde Setiembre de 1863, se aplique ácada uno 
de ellos la panade siete añosy seis meses de trabajos forzados, 
como término medio, en atención á la suavidad de la legisla- 
ción moderna. 

4« Que al evacuar el traslado de esta acusación, el señor Ko- 
gers manifiesta ser exacto el déficit, sin tener él ninguna res- 
ponsabilidad, y si solamente el ex-contadur sefior Launenberg, 
que era quim manejaba esos fundos, y el cual ha expedido gi- 
ro, hasta en descubierto. T el señor Launenberg lo hace á su 
™, manifestando que el desfalco es debido á irregularidades 
oometidas por el Inspector sefior Eugenio R. Blanco, al con- 
feccionar los balances, á quien individualmente acusado calum- 
nia é injuria; y además, que si existiera la defraudación, el 
responsable de ella sería únicamente el ex-jefe Mrnor Bogers. 

5° Que abierta la causa á prueba, en fecha 27 de Marto del 
corriente año (f,ja m vuelta), se ratifican los testigos del su- 
mario, algunos de los cuales son interrogados también por los 
acusados y se produce la que figura de fojas «2 i 3(2. 

T considerando : I' Q«e la existencia del delito de defrauda- 
ción se encuentra acreditada: I* Por los balances de fojas i á6, 
y acta de foja 7, en que el señor Bogers dice que el déficit es 
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procedente de tu emisión de -iros internos, desde el i u al 10 
de Julio de 1893, estando la oficina á cargo del contador inter- 
ventor don Simen Launenborg, quien es responsable del men- 
cionado déficit, habiendo el jefe saliente (Kogers) rendido sus 
cuentas de los valores que él manejaba, que no considerándose 
responsable de esta falta, tampoco esta en el deber de hacer el 
ingreso que se le exige; y al ser preguntado el señor Rogers á 
qué personas y por qué sumas ha dado el distrito giros sin per- 
cibir antes su importe, dijo que no tenia conocimiento de esto, 
puesto que todos los giros los hacía el contador señor Launen- 
berg» por estar esa oficina á su cargo, y ctmñaba siempre en su 
rectitud como empleado; y al serlo, si ha tenido noticias de que 
dos casas de comercio adeudaban al distrito sumas por giros 
tomados i éste y que últimamente han abouudo esas canti- 
dades al inspeotor señor Blanco, respondió que ignoraba tal 
irregularidad, y si la hubiera conocido» habría dado cuenta in- 
mediatamente á la Superioridad, pues siempre creía que los 
giros que emitían eran abonados al contado; y que respecto del 
atraso de ta contabilidad desde el mes de Mayo, por repetidas 
veces se lo había hecho notar al contador señor Luunenberg, 
ordenándolo que pusiera tos libros al día, el cual le contestaba 
que pronto quedaría cerrado dicho mes, para seguir con Junio; 
y el señor Laiinenberg ha manifestado : que el déticit lo com- 
prueba, por haber hecho giros del señor Rogers, por valor de 
3980 pesos, a personas conocidas, para que los cobrasen y los 
remitieran á favor del señor Kogers con letras del Banco de la 
Nación, como lo justilican los recibos de depósitos, y que no tie- 
ne fondos con qué abonar el déficit; qwe habla dado giros ú Iws 
señores Alric, Costa y C\ en las personas del señor Juan VuLl- 
dosera, Marcelino Oj«da y Manuel Lobo, por la suma de 15009 
pesos y más, mensuales, y su importe si no fué recibido al con- 
tado, fué á los pocos días; y al ser preguntado con qué automa- 
ción ba hecho anticipos de sueldos á los empleados de) distrito, 
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dijo que ignoraba que el Reglamento se lo prohibiera; y que la 
contabilidad la tenía ;i trazada desde el mes de Mayo, porque en 
este mes salió deest:i con liceiu ía y esperaba además los produ- 
cidos de todas lus oficinas para empezare! trabajo; 2* Por la 
ratificación de la exposición anterior que ante este Juzgado 
hii ieron el 17 del referido ñus de Julia los precitados Hogers 
y Laoneiibi'rg, en que ambos reconocen la defraudación, soste- 
niendo ti primero que el autorizado exclusivamente para hacer 
los giros internos, bajo su inmediata responsabilidad, era el se- 
ñor Launeitberg, y éste, que de todos Los giros que él emitía, 
tenía conocimiento el jefe del distrito señor Rogers, no siendo 
tampoco esa mis facultad que pesara sobre él sólo; 3 o Por loa 
testigos Ambrosio Gómez (foja 120), Peclro Suarez (foja 129), 
y Juan Valldo*eru (foja2Í5 vuultu), quienes afirman que cunn- 
do Lannenberg estuvo en Buenos Aires (desde el 15 lie Mayo 
hasta ¿1 3 do Junio), la oficina de giros estuvu A cargo del señor 
lingera, de quien el último recibió algunos, que pagó al conta- 
do; 4 ft Por la nota de 24 de Abril (foja 257) de la Dirección Ge- 
neral de Correos, cno,"e se establece el saldo definitivo del dé- 
iicit, el que asciende a ta cantidad de 8275 pesos con 15 cen- 
tavos, que no bii sido observado por los señores Rogers y Lan- 
nenberg, limitándose el primero t decir que es positivo el des- 
falco, y el segundo á negar que él existía, sin aducir prueba 
alguna p;irade>virtuarlo, y arrojando sospechas de culpabilidad 
subte el Inspector señor Blanco, por las informalidades ejecuta- 
das por éste; 5 o Por la cuenta corriente á foja , . . , llevada en- 
tre la Dirección General y los señores Rogers y Launenberg, 
que al 28 de Febrero arroja contra éstos el mencionado saldo 
de 8275 pesos 15 centavos, siendo esta cuenta y la anterior de 
carácter oficial. 

2° Que losartú-ulos Uy 15 de la ley sobre contabilidad de 13 
de Octubre de (870 establecen, que los encargados de la admi- 
nistración de las rentas públicas ó de especies ó efectos perte- 
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nocientes á ta Nación, son responsables de las cantidades 6 es- 
pecies cuya percepción les esti encomendada, y que son igual- 
mente responsables de las cantidades óesp cies que entregaren 
indebidamente, etc., etc. Y es indudable que Launenber, bajo 
cuya guarda ó custodia estaban los dineros defraudados, yRo- 
gers que debía ejercer la más estricta vigilancia en la contabi- 
lidad, que aquel llevaba, y no lo ba lacho, son igualmente 
respetables déficit. 

3 rt Que el Cúdigo Postal vigente al tratar de las atribuciones 
y deberes de los jefes de distrit-i, en su articulo 150, inciso CO. 
manda ingresar semanalmente en la Sucursal del estableci- 
miento bancario que se le designe, á la órdeu de la Dirección 
General, el dinero percibido por renta do Correos y Telégrafos, 
y por emisión de giros, cuya disposición ha sido claramente 
desconocida íi olvidada por el ex -je fe señor líoi,'ers y su ei-con- 
tador interventor señor Launenberg, según se acaba de ver, el 
cnal estaba bajo su inmediata dependencia; y ambos son comple- 
tamente responsables de la defraudación, por no haberse dado á 
los dineros recibidos el destino que segnnel artículo 153 les co- 
rrespondía, aplicándolos á usos diversos. 

A" Que los Jefes da Sección, de Distrito y de Oficina, en el 
desempeñu de sus funciones, tienen á más de la propia respon- 
sabilidad de sus actos, la subsidiaria de las faltas de sus subal- 
ternos, cuando ellas se produzcan por descuido, negligencia 6 
falta de vigilancia hacia el inferior (artículo 158 del Código 
citado). Hay ademiis otras disposiciones que atribuyen al jefe 
del distrito las facultades indispensables para )a mantención 
del ónlen y la disciplina entre sus inferiores, y el ex-jefe señor 
Bogers no las ba cumplido en el presente caso, 

5" Que los resguardos 6 notas de fojas 143 4 210, no tienen 
indicación alguna que denotan que el señor Launenberg, en su 
carácter de contador interventor del 7* distrito, hacía losdep6- 
sitos en el Hanco de la Nación Argentina. Esos recibos, por 
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valor de 74.000 y tantos pesos, desde el 31 de Enero hasta el 7 
de Julio de 1893. inclusive el de foja 146, por 2100 pesos, fe- 
cha 9 de Junio de 1801, son de cuenta particular de don Simón 
Launenberg, y están demostrando que este señor administraba 
esos fondos comosuyos propios, con facultad de retirarlos cuan- 
do lo creyere conveniente. Dice el seíior Rogers, sin embargo 
(foja 42 vuelta), que el producido de Correos j Telégrafos se 
depositaba semaualmcnte en el Hanoi de la Nación, y el de los 
giros me usual mente, y todo ello con conocimiento é interven- 
ción del contador señor Launtuiberg. 

G° Que es la ley de 14 de Setiembre <u- 1863 la que se debe 
aplicar en el presente caso, porque se tratado un delito de ca- 
rácter nacional, perpetrado por empleados nacionales, en ejer- 
ciólo de sus funciones de tales, cuai es el comprendido en el 
artículo hü, que expresamente determina que el administrador, 
recaudador ó receptor, depositario de caudales públicos, > todo 
el que tuviere obligación de dar cuentas al gobierno nacional, 
que distrajere, sustrajere, ó burtare los caudales públicos, ó 
privados, los efectos ríe créditos representativos de esos valores, 
ó cualesquiera documentes, puestos en su poder por razón de su 
cargo, será castigado con la pena de trabajos forzados por 5 á 
lOniio?, y no el Código Penal, en el capitulo 8 o del libro % m 
de la malversación de caudales públicos, come lo sostienen los 
defensores de los señores Rogers y Launenberg, el cual legisla 
únicamente sobre los delitos comunes, y no sobre los que rigen 
poruña ley especial cuyo juzgamiento compete á la justicia 
federal. 

Por estas consideraciones y de acuerdo con lo aconsejado por 
el Procurador Fiscal, el Juzgado, de conformidad a la disposi- 
ción del artículo 80 de la ley nacional de 14 de Setiembre de 
1863, declara conjuntamente culpables á ios señorea Luis Ro- 
gers y Simón Launenberg, imponiéndoles la pena de trabajos 
forzados por 5 años, que sufrirán en el lugar que designe el Po- 
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der Ejecutivo, debiendo computárseles el tiempo de prisión 
preventiva, como Lo determina et artículo 40 del Código Fonal, 
ó bien, di* tres día* por cada uno délos de la pena impuesta, y 
á devolver al tesoro nacional la cantidad expresada de 8375 pe- 
sos con 15 centavos, y Las costas del juicio, llágase saber y 
repónganse lus sellos. 

P> E. Migues. 



VISTA DW. SEflOll PHOCUBAUOa GEXERAL 

Bueno* Aires, Junio 25 de 1695. 

Suprema Corte: 

La aeoiou de nulidad intentada, no procede en el caso. 

Se haca derivar de la pretensión por parte del Juez a quo t 
del iofortn e pericial ordenado para la rovi nación de las cuentas 
del Correo, á fin de establecer c ni exactitud el saldo que resul- 
taba defraudado. 

Reconozco la oportunidad de esa diligencia, que el Juzgado 
debiera haber esperado para sentenciar definitivamente. 

Pero no puede desconocerse que ol quantum de la suma de- 
fraudada es un punto accesorio, una vez que consta por doou- 
nientos oficiales, y por el reconocimiento mismo de los procesa- 
dos, que esa suma se eleva á algunos miles de pesos nacio- 
nales. 

Lo que constituye el delito, y determina la responsabilidad 
penal en el caso, no es el quantum, sino el hecho de la defrau- 
dación en sí mismo, por una suma que cualquiera que sea su 
monto preciso, oae bajo el régimen de la ley penal de 14 de 
Setiembre de 1863, 
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Que ese régimen domina la cuestión sobre defraudación d» 
Teutss nacionales por einpleadoB nacionales y en oficinas de la 
Nación, es un principio ja consagrad o por la doctrina, por dis- 
posiciones ei presas del Congreso en las leyes sobre Bancos 
garantidos, y por una jurisprudencia constante de la Suprema 
Corte Nacional, que lo culoca fuera do toda discusión. 

No tratándose por ello, de la violación de las formas esen- 
ciales, ni de las nulidades expresamente declaradas, á que se 
reQere el artículo 509 del Código de Procedimientos en lo Cri- 
minal, p ira autorizar el recurso de nulidad, pienso que el in- 
tentado por i-l defensor del procesado Rogers, carece de proce- 
dencia legal, y pido a Y. E. se sirva así declararlo. 

En cuanto al recurso de apelación, lo creo mu-* sólidamente 
sustentado, en la expresión de agravios presentada por el de- 
fensor de Rogers, 

Nu aparece dudosa la rí-snoiisubilidad del contador interven- 
tor don Sim<>n Launenberg. 

Esrá demostrado que lenía á su cargo la expedición de giros, 
y que los expidió en muchos casos a descubierto, que llevó los 
libros á su cargo, con irregularidad manifiesta, por él confosa- 
da» que dispuso los depósitos en la forma irregular qne acre- 
ditan los boletos agregados de foja 1434 foja 210, a su propio 
nombre, lo que excluía las garantías previstas por la ley para 
satisfacer su objeto, que anticipó sumas é htío préstamos de 
esos dineros públicos hasta con intereses, y que usó efectos del 
Correo, por medios reprobados. 

Todo ésto que el sumario arroja y que la prueba de descargo 
nu ha podido desvirtuar y tu gran parte corrobora, conduce á 
las conclusiones de la sentencia: la responsabilidad del proce- 
sado Launenberg por la defraudación que resalta demostrada 
de los dineros públicos que él recibió, por cuenta de la expe- 
dición de giros, y que nj por los libros, ni por otros medios le- 
gales ha podido explicar. 




En cuanto al jefe de Ja oficina, no milita ia misma responsa- 
bilidad. 

No ha tenido á su cargo los fondos ni ta contabilidad, y ha 
negado, sin que por otra parte se haya probado lo contrarío* 
que ejerciera tales actos, ni tuviera conocimiento alguno de los 
ejecutados por t;l contador Inspector, El ejercicio de las atri- 
buciones 'le aquel, durante loa días ríe una ausencia autorizada, 
es una excepción que no basta ú crearlo la responsabilidad del 
desfalco, una vez que no resulta demostrado que se hubiera 
producido durante los pocos días de aquella denuncia, 

Pero es fuera de controversia que el j fe de la circunscrip- 
ción h¡i descuidado los deberes de su cargo. 

No ha practicado los bulan* es mensuales que prescribe el ar- 
culo 12 de la ley de contabilidad; no ha cumplido la prescrip- 
ción del Código Postal, en cuanto inunda ingresar los depósitos 
semanal mente eu ka sucursal del Banco designado, y a la órden 
de ta Dirección General de Correos, ni ha mantenido, como jefe 
de oficina, el ordenen la contabilidad, de cuya negligencia co- 
mo de la forma irregular de los depósitos, con violación de dis- 
posiciones expresas, ha resultado la defraudación ejecutada. 

Aún prescindiendo, entonces, de los giros hechos por el ins- 
pector á su favor, y aún admitiendo la explicación de esos gi- 
ros, que hace presumir connivencias reprensibles entre un jefe 
de oficina y su contador interventor, siempre resultaría aute 
las omisiones referidas responsable de los valores defraudados» 
con sujeción á lo dispuesto en los artículos i i y 15 di* la ley de 
contabilidad ya citada. 

Por ello, pienso que la ponalidad impuesta al jefe de la ofici- 
na, es excesiva, una vez que no consta rjue distrayerc, sustra- 
jere ó hurtase los caudales públicos puestos en su poder por 
razón de su cargo, circunstancias que expresamente requiere 
la ley de justicia nacional sobre crímenes contra la nació» en su 
artículo 80, para ta imposición de la pena aplicativu. Kn con- 
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secuencia, solicito de T. E., la confirmación por sus fundamen- 
tos de la sentencia recurrida de foja 355, en cuanto al proce- 
sado I luneuberg, y su revocación en cuanto al jefe de la ofici- 
na don Luis Rogers, debiendo sí, responsabilizarse á ambos 
procesados, de mancomún et in solidum, por las sumas defrau- 
dadas unía circunscripción :i su cargo» con sujeción á las pres- 
cripciones citadas dé la ley de contabilidad. 



Sabiniano 



VmUm 4e la So 



Duchos Aires, Agosto tí dt¡ lífilíi. 

Vistos y considerando: Que como lo observa el señor Procu- 
rador General, con sujeción al mérít* de las constancias de au- 
tos, mientras está debidamente averiguado la responsabilidad 
penal del ei-contatlor Simón Laiinenberg, por razón del delito 
cometido y que motiva este proceso, no hay prueba suficiente 
que m-redite la criminalidad de Luis Rogers, procesado conjun- 
tamente con aquel por el misino delito. 

Por esto y de acuerdo oon lo expuesto y pedido por el seuor 
Procurador General, se confirma, con costas, la sentencia ape- 
lada de foja tresoiontas cincuenta y ouatro vuelta, en cuanto 
condena á Siran Lautienberg, y se revoca en lo referente á 
Luis Rogers, á quien se absuelve de culpa y curgo, sin perjuicio 
desús responsamlHades civiles. Devuélvase. 

BENJAMIN PAÍ. — ABEL BAI*«. — 
OCTAVIO BUNCE. — JUAM E. TO- 
RRENT» 
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< AUKA «:X4 III 



£/ /Joc/yr Don Juan Comtau, por Don José Antonio Savino; 
sobre recurso de habeos corpas 

Sumario. — No procede el recurso de habeos corpus, cuando 
la orden de detención, arresto ó prisión procede de uo Jueí del 
Crimen de la Capital en él ejercicio de sus funciones. 



Caso. - Resulta del siguiente 



BECUBSd 

Huenos Aires, 5 Junio de 1895. 

Señor Juez Federal: 

Juan Coiist&u, domiciliado en la culle Keconqnista número 
212, ante V, S. como más huya lugar en derecho digo : 

Que en mi calidad de iboguri» han sido solicitados mis sem- 
ejos profesionales, por el señor José Antonio Savino, que se en- 
cuentra detenido en la Comisaría de la sección Ü* de Policía de 
esta Capital, á disposición del Juez de Instrucción doctor Lut» 
F. Navarro y bajo la intervención indebida del señor Ministro 
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de Italia, en virtud de hubtr confesado aquel que sustrajo una 
suma de dinero en títulos, á la madre que reside en Italia, j co- 
mo un anticipo á cuanta de su haber hereditario. 

Ahora bien, el señor Sabino estaba dispuesto en un principio 
á emprender viaje de retorno ¿Italia, y así lo expresó volunta- 
riamente al señor Ministro de Italia; pero hoy ha cambiado 
por completo este propósito, y está resuelto á permanecer en 
Buenos Aires, por lo que desea se le conceda su libertad inme- 
diata y la restitución de los valores que la policía le ha secues- 
trado. 

En ese concepto y de acuerdo con las disposiciones contenidas 
en los artículos 617, 618, 6lv\ 622 y dermis preceptos legales 
atingentes del Código de Procedimientos en lo Criminal, es que 
vengo á entablar el correspondiente recurso de babeas eorjnts 
y á pedir en su virtud á V . S. que, prévios los tramites de prác- 
tica, sea puesto inmediatamente en libertad el detenido don Jo- 
sé Antonio Savino. 

Debo advertir ¿ V. S. que en el caso ocurrente no hay orden 
de uriüion decretada contra el señor Savino, y que tanto la in- 
tervención de la Comisaría 3", como la del Juez de Iutruccion y 
el Ministro de Italia es meramente oficiosa, y por lo tanto aquel 
está sufriendo unaJeteucion indebida. 

Hay más. En la cuestión $ub*jiidice no existe delito, sinó un 
abuso cometido simplemente en familia por el señor Savino, quien 
ha escrito ya A la madre en Europa, pidiéndole lo perdone por 
la falta cometida, é impute al haber hereditario que le corres- 
ponde en los bienes dejados por su finado padre los valores de 
que ha lucho uso. 

Por lo demás, y aun en la hipótesis de que el caso en cues- 
tión fuera clasificado de delito, éste no se ha cometido en el 
paí* t sinó en Italia, y basta tanto no venga una requisitoria en 
forma, los tribunales de Buenos Aires carecen en absoluto de 
facilitad para privar déla libertad. 
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La misma intervención del señor Ministro de Italia es com- 
pletamente improcedente en este juicio, pues ninguna ley lo 
autoriza para ejercer actos de tutoría cotno parece ha queri- 
do ejercer sobre el señor Satino, á quien le ha dejarlo do» 
peso» diarios para su manutención, lo que es insuficiente, 
pues una persona de la condición del detenido, perteneciente ú 
una distinguida familia de Italia, merece otras consideraciones 
y le son necesarios mayores recurso* á fin de satisfacer las co- 
modidades y género de vida á que está aeustumbrado. 

Sólo por la galantería y fineza del señor comisario Correas, 
es que tú señor Savino ha tenido tina cama en donde dormir, de 
lo contrwno se habría visto obligado á pasar la noche sentado 
y» una silla 6 sobre una dura tarima de las destinadas á los cri- 
minales vulgares. 

Por estas consideraciones, y teniendo en cuenta que se trata 
de remitir á Italia al detenido José Antonio áavino, en uno de 
los paquetes que salen mañana para ese punto, es que rengo á 
solicitar de V. S. se siwa en el día de la fecha, habilitando ho- 
ras si fuere necesario, dictar las siguientes providencias: 

i a Se pida informe al Juez de lntrucciou doctor Navarro y & 
la Comisaría de la sección 3\ sobre la detención del señor José 
Antonio 8a vi no; 

2 o Se libre oficio igualmente á dicho Juez de Instrucción pa- 
ra que suspenda la remisión del detenido Savino a Europa ; 

3 o Se libre oficio a la Prefectura Marítima para que impida 
la salida ¿Europa del señor José Antonio Savino, siempre que 
ésta no sea voluntaria de su parte ; 

4 o Se ordene la inmediata libertad del señor Savino, una vez 
que lleguen á conocimiento de V. S.los antecedentes del caso. 

Dígnese V. S. proveer de conformidad a lo que dejo solicita- 
do, pues es justicia. 



Juan Constan. 



VISTA FlSCtL 



Buenos Aires, Junio 5 de 189S. 

Señor Juez: 

Con el objeto de dar mérito legal á la exposición del preceden- 
te escrito, constatando la exactitud de ln que en ella se expone, 
sírvase V. S. librar oficio al Jue* de instrucción de >a Capital 
doctor Navarro, pidiéndole quiera informar sobre la existencia 
de) juieio y la detención A que se alude; liecholo cuul V. S, se 
ha de servir ordenar vuelva este asunto & mi despacho, para ex- 
pedirme sobre el punto previo de la compentencia ó incompe- 
tencia de V. S. para conocer de este recurso. 

J. Batel* 



rail» del Jmh r*4*reJ 

Buenos Aires, Junio G de 1885. 

Autos j vistos : Resultando de la propia exposición del ocu- 
rrente doctor Juan Coustau, que el individuo José Antonio Sa- 
lino, en cuyo favor deduce el presente recurso de habeos eorptts, 
se halla detenido á disposición del señor Juei de Instrucción, 
doctor Luis F. Navarro. 

Y considerando : i 4 Que el articulo 018, inciso % del Código 
de Procedimientos en lo Criminal exclnye expresamente del co- 
nocimiento de los jueces el recurso de babeas corput cuando la 
orden de detención, arresto ó prisión fuese expedida por alguno 
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de lo» jueces Corrección alus 6 del Crimen en la Capital, en ejer- 
cicio de sus funciones. 

2° Que el presente caso se encuentra comprendido en la dis- 
posición legal citad», por ser el Juez de Instrucción uno de los 
funcionarios públicos del órden judicial que ejercen la juris- 
dicción criminal de la Capital. 

Por tanto y no obstante lo dictaminado por el Procurador 
Pisca!, no ha lugar al recurso deducido. Hágase saber y archí- 
vese el espediente. 

Juan del Campillo* 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Julio 16 de 1895. 

Suprema Corte : 

Reconociéndose que el detenido se encontraba á la disposición 
del senur Juez de Instrucción de la Capital, cuando se presentó 
el escrito de foja 1«; y siendo explícita en el artículo 618, in- 
ciso 2°, del Código de Procedimientos en lo Criminal, la exen- 
ción del conocimiento del recurso á los jueces federales, pediría 
á V. E. la confirmación por sus fundamentos del auto recorrido 
si es que el asunto en lo principal, no hubiese sido concluido 
como lo oreo, según publicaciones de la prensa periódica. 

Sahiniano Kter. 



T. I M 
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Buenos Aires, Agoslo 6 de 1895. 

Vistos: De acuerdo coa la expuesto y pedido por el soñor 
Procurador General y por sus fundamentos ¿e confirma, coa 
costas, el auto apelado de f"j.i tres vuilta; devuélvanse, debien- 
do reponerse loa sellos ante el Inferior. 

BENJAMI* PAL — ABEL BAZAN. — OCTA- 
VIO BU?tGE. — JUAÍI B. TORHJ.KT. 



i jiijma mxm 



Criminal contra Ernesto Cohmba, Lorenzo Ith* y §Hff*Q <<■ 
Nouaro; por circulación de billetes falso* de curso tetjal 



Sumario. — hn circulación de bÜU fc s falsos de curso legal 
con emonmíento de ta falsedad, constituye el delito previsto y 
penado por el artículo 63 de la ley nacional Penal de 14 de Se- 
tiembre de 1863. 
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Caso.— Lo explica el 



rail* 



Buenos Aires, Diciembre 12 de 1H94. 

Y Tistos : Estos autos seguidos cotilra Ernesto Colombo, Lo- 
renzo Illas y Miguel A. Novaro, por circulación de billetes fal- 
sos de lia ii cu, de tos que resulta: 

Que con fecha 18 de Agosto del corriente aun don Gabriel La- 
pitz .se presentó unte el Comisario de la sección 10 de Policía, 
manifestando qne el «lía \ l d 1 mismo mes, como las déla 
noche, se presentó en su neeooióel individuo Ernesto Colombo 
y compró un paquete de cigarrillos, dando para su cobro un bi- 
llete du 5U pesos t y como el dueño del alunicen no tuviera cam- 
bio le pidió a] declarante se lo caminara, A lo que él accedió. 

Que notando que el billete era falso había Tenido á presentar 
esta denuncia á la Policía, agregando qtie. el dueño del almacén 
Montes de Oca y Santa ltosalíu le babía manifestado que Co- 
lombo estuvo noches anteriores en su negocio A objeto de cam- 
biar un billete fuUodc 50 pesos. 

Que ¡i foja 3 vuelta, declara Juan Frigeiro diciendo : que el 
limes 13 de Agosto encontrándose en el almacén Montes de Oca 
é Iriarte, cuando penetró en él el sujeto Ernesto Calumbo y 
compró un paquete de cigarillos dando para su c»bro un billete 
de 50 posos y como el dueño del negocio no tenia cambio, le pi- 
dió al declarante se lo cambiara y no teniendo él le rogó á La- 
pitzque lo hiciera, como efectiv unten te éste lo hizo. 

Que á foja 5 dice Constantino Üj<d¡ que el 13 del corriente 
como á las 8 1 ¡ t p. m. encontrándose en su casa de negocio en 
compañía de otros amigos, penetro el sujeto Ernesto Colombo 
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quien le pidió un paquete de cigarrillos dándole, paro que se co- 
bran el gasto, un tíllete de 50 pesos y no teniendo cambio el 
declarante le pidió i Lapitz se lo cambiara eomo efectivamente 
lo hizo devolviendo el vuelto á Colombo. Que al día siguiente 
se presentó Lapitz dieiéndoleque el billete era falso pidiéndole 
■e lo cambiar» á lo que ¿I se negó diciéndole que diera parte á 
la Policía. 

Que á foja 6 vuelta, declara Fermín Labaye confirmando las 
anteriores en todas sus partea, como testigo presencial de los 
hechos. 

Que á foja 8 mtmi fiesta Andrés Ferro que el día 13 estuvo en 
su negocio,Montesde Oca 1899, un individuo que conoce sólo de 
vista y pidió ó su dependiente un paquete de cigarrillos dando 
para su cobro un billete de 50 pesos y habiendo notado que era 
falso, el declarante se lo devolvió al sujeto manifestándole 
porqué no se lo recibía, y que el billete era igual al que se le 
enseñaba y lus señas dH ind ivid no coincid f anam las de Colombo. 

Que á foja 9 vuelta declara el procesado Ernesto Colombo di- 
ciendo haber estado en e) almacén de Ferro a comprar cigarri- 
llos con un billetede 50 pesos, que le fué devuelto, diciéndole era 
falso, con el mismo que fuóá romprar los cigarrillos que le ven- 
dieron en el ulmaeen Montes de Oca é IriaTte. 

Que él tenía conocimiento de la falsedad del billete el cual 
le fué entregado por su amigo Lorenio lilas para que lo cambia- 
ra. Que tanto dicho billete como otro de igual valor, Illas le 
dijo habérselos comprado á Miguel Novaro, futen los había re- 
cibido en pago de un carbón que había vendido. 

Que á foja 12 vuelta manifiesta Lorenzo Illas haber dado á 
Colombo el billete de 50 pesos que se le pone de manifiesto, el 
cual no sabíi si era falso. Que este y otro más comprú á Miguel 
Kovaro, ignorando fueran falsos. 

Que á foja 14 declara Miguel Movaro haber vendido u Illas 
dos billetes falsos de 50 pesos por valor de 90 pesos que lo hizo 
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en la inccrtidumbre de sí eran ó no falsos, los cuales había re- 
cibido eu una cantidad de carbón que había rendido, no recor- 
dando de quién lo recibió. 

Que á fojas 23, 23 vuelta y 24 se ratificaron ante el Juzgado 
las declaraciones ■!»' ios procesados. 

Que á foja 3 vuelta el Procurador Fiscal, entablando la acu- 
sación correspondiente, pide se aplique a los procesados la pena 
que establece la seguida izarte del artículo 285 del Código 
Penal, 

Que corrillo traslado de la acusación fiscal, el defensor de loa 
procesados, á foja 33, pide se absuelva á Illas y Novare y en 
cuanto aColorobo se dé por compurgado el delito con el tiempo 
depvhion sufrida, renunciando al término de prueba, como lo 
hace el Procurador Fiscal, por su parte, á foja 34 vuelta. 

T considerando: C te según consta de las propias declaracio- 
nes de los procesados. No varo vendió á Illas dos billetes falsos 
de 50 pesos i^rlK)^^, devolviéndole luego éste á aquel uno de 
ellos y dando otro áColombo para que lo hiciera pasar, lo que 
éste efectué con éxito favorable. 

Que no hay en autos elementos que conduzcan á establecer 
que alguoo de los procesados sea autor de la falsificación de esos 
billetes ó cómplices de los falsificadores encargados de la circu- 
lación, y en tal concepto debe considerarse el delito» de acuer- 
do con la acusación fiscal, como comprendido dentro de la dis- 
posición det artículo 63 de la lev nacional Penal de 14 de Se- 
tiembre de 1863, concordante con la segunda parte áA articulo 
285 del Código Penal. 

Por «stos fundamentos, fallo: condenando al procesado No» aro 
al pago de una multa de 300 pesos y á cada uno de los otros pro- 
cesados Idus y Colomho á una multa de 150 pesos; quedando 
los tres solidariamente obligados ú la indemnización de daños 
y perjuicios y al pago de las costas. Descuéntese déla pena pe- 
cuniaria impuesta á los primeros una suma equivalente al tiem- 
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pode prisión preventiva que Uayan sufrido, segnn la regla del 
artículo 49 de) Código Pena!. 

X estando excedida la pena impuesta ¡i Chombo con el tiem- 
po de prisión que lleva sufrida, h;ise pot com purgada esa pena, 
y en consecuencia, líbrese oficio al Director de la Penitenciaria 
ordenando lu libertad del detenido. Notifíquese y archívese. 

J. V. Lalanne. 

VISTA DEL SE«Ofi PRdClW KOOR CENE UAL 

Buenos Aires, Julio 11 de 1895. 

Suprema Corte : 

No aparece comprobado que las procesados lilas y Novar o 
bajan tenido evidencia de la falsedad de los dos billetes que in- 
tentaron cambiar. 

I.a venta, p«r un precio aproximado al valor muñí nal de los 
billetes, la idea expresada á foja i 3 de llevarlos á cambiar al 
Banco, las diligencias mencionadas á foja 15 vuelta de los car- 
boneros de quienes dice haberíos recibido Novara; la verdad en 
los detalles de las declaraciones y la biu-ua conducta anterior 
acreditada poi los certificados de fojas 20 v 21 , coadyuvan, aun- 
que de unu manera indirecta, á hacer aeeptuble la declaración 
de su ignorancia sobre la falsedad de los billetes cambiados. 

No 'SlHndo comprobados los extremo* requeridos por el artí- 
culo 63 de la ley de 14 de Setiembre de 1803 para la imposición 
de la pena que expresamente se refiere ú los expendedoras con 
conocimiento de la falsedad^ pienso que antes- sería el caso de 
absolución que de condena, y AV. B, pido se sirva así declarar- 
lo, reformando en esa parte la sentencia recurrida. 

Sabhiiano Kier. 
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WmMim *m ím luprewi 

Buenos Airea, Agosto 8 de 1895. 

Yiatosy considerando: Que esta debidamente averiguada la 
eirculacioon de billetes falsos con conocimiento do la falsedad, 
quf ha motivado la sentencia condenatoria de primera instancia* 

Que está igualmente amigando que el procesado Novaro ha 
circulado en billetes fallos, la suma de ciea pesos, pasándoselos 
á Illas por contrato 4 título oneroso. 

Por esto y sus fundamentos se confirma, con costas, la sen- 
tencia apila la de foja treinta y seis. Devuélvanse. 

BEIUAMIN PAZ,- — ABEL BAZAN,— OCTA- 
VIO BUSOS. — 1KAH t. TORBERY. 



CAUÜA CXCT 



Contra Don Luis Amoretti,por contrabando; sobre tienta 
de mercaderías; apelación de hecho 

Sumario, — Cnandu se trata de mercaderías de fácil deterio- 
ro, la Aduana puede, durante el juicio de apelación» mandar- 
tas vender ai el interesado se niega á retirarlas, depositando ó 
afianzando su importe. 
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Caso. — Resulta de los siguientes antecedentes: 



RESOLUCION DE ADUANA 

Buenos Aires, Julio 1* de 1895. 

Visto c 1 presente escrito y resultando: I o Que el informe de 
foja... expedido por lauficina técnica de esta aduana, confirma el 
peligro de que la mercadería se deteriore, en que el iniciador 
de esto juicio funda su pedido de foja,,, con lo cual queda des- 
truido el primer argumento del recurrente. 

2* Que en cuanto a) segundo argumento, naya ú no una in- 
fracción, y sea 6 no sea de carácter aduanero, es justamente lo 
(incesta ¿ resolución de la justicia ordinaria, circunstancia 
que no excluye el derecho de la aduana, depositaría de la mer- 
cadería, para exigir que sea retirada de su* almacenes, proce- 
diendo así en virtud de las facultados propias que en nada afec- 
tan la faz judicial del asunto. 

En efecto, no hay perjuicio alguno para los litigantes en qne 
se retire esa mercadería, depositando o afianzando su importe; 
y antes, V QT ei contrario, consulta el interés de ellos y el de la 
Aduana misma, por lo que respecta á los derechos que puedan 
corresponderle» y que serían ilusorios si la mercadería que les 
está afectada disminuyera considerablemente su Talar antes del 
falto judicial. 

3¡° Que de lo expuesto se desprende que la diligencia decreta- 
da no invade la j ur isdtccion del tribunal que entiende en el asun- 
to, ni puede calificarse propiamente de un acto jurisdiccional, 
sino meramente administrativo. 

De toda» suertes, el procedimiento ordenado por esta admi- 
nistraciones el prescrito en los artículos 1044 y 1060 de la¿ Or- 



l>£ JUSTICIA RACIONAL 409 

denanzas de Aduana, qiiB establecen como ¡irévios al recurso do 
apelación, el embargo ó afianzamiento decretado por la Aduana, 
de la mercadería Litigada, y con loa ouales concuerda el artículo 
23 de la materia. 

4 o Que tampoco procede el recurso de apelación que el artículo 
1063 de las Ordenanzas y el 22 de la ley de Aduana sólo estable- 
ce para las resoluciones condenatoria» dictadas por la adminis- 
tración en la forma y sobre Hs infracciones precisadas en el 
urtículo 1054. La medida decretada, j de la que se recurre, no 
está coinprendlla on dichos artículos ni por su forma ni por su 
naturaleza; y antes al contrario si se consintiera el recurso, 
se violaría el propósito de las disposiciones citadas en el consi- 
derando anterior, cu rindo autorizan la venta, que es precisamen- 
te el de impedir el deterioro de la mercadería durante loslarfos 
trámites judiciales. 

Por tanto, no ha lugar á la revisión ni apelación interpuesta y 
habiendo vencido el término acordado eu el decreto de foja... 
precédase á la venta del tabaco de la referencia por el martiliero 
ya nombrado, sin más trámite nue la notificación du las partes. 

í, //. Martínez Castro. 



r «lio del Ju«i Federal 



Buenos Aires, Julio 17 de 189Ó. 

Autos y vistos: Por lo <|ue resulta d«l precedente informe, 
habiendo la administra-ion du lientas procedido dentro de sus 
facultades privativas, al ordenar el remate de la mercadería 
detenida, no ha lugar al recurso de hecho entablado, con costas. 
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Líbrese olicio á la Aduana, dejando sin efecto la órden de sus- 
pensión del remate. Repóngase el papel. 



Falto la »u»r*ai* Carta 

Buenos Aires, Agosto 8 de 1805. 

Vistos y considerando: Que según resulta de estas actuacio- 
nes, e*tA averiguado que se trata de mercaderías de fácil de to- 
rioro y consiguiente depreciación , en cnj o raso es de procedente 
aplicación lo dispuesto en el artículo veinte | tres* de la ley de 
Aduana. 

Por esto no se hace lugar al recurso interpuesto eontra la re- 
solución de la Aduana. Duvuélrunse, debi-ndo reponerse los 
sellos antH el inferior. 

BtMAMlK PAt, — ÁBEL BAÍAI*. 
— OCTAVIO BUNGB, — ÍUA« 
t. TOHHENT. 
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CAUSA C'XÍ'VI 



Con ira Devoto y &; sobre comiso 



Sumario. — Caen en comiso las mercadería* no manifesta- 
das p^r error, cuando éste no ha aido salvado antes de la de- 
nuncia. 



Caso.— Aparece de las siguientes piezas. 



KESOLLCIOH DE LA ADUANA 



Buhaos Aires, Agosto 7 de 1884* 

Visto to actuado y atento lo expuesto en el informe de conta- 
duría que antecede, de lo que resulta comprobado que no cons- 
tan manifestadas (2) dos bordalesas fino marca HT S, rotula- 
das * líuenos Airea, Reconquista 558 », que fueron descargadas 
del vapor t Orenoque », como se deuuucia en el parte <»e foja t. 
Con arreglo & lo dispuesto por lo* artículos 905 y 1054 de tas 
Ordenanzas de Aduana, declaro caídas en comiso las mencionadas 
bordalesas vino, debiendo manifestar el interesado, en el acto 
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de la notificación, si esta conforme en abonar el importe del co- 
miso 6 hace abandomnie las bnrdalesas. Hágase saber. A sus 
efectos pase á contaduría y repónganse Los sellos por el intere- 
sado, 

S. Itaibiene. 



ralla M Ju» F«*«r»l 



Bueno* Aire», Febrero 13 de 1895. 

Y Tistes: Considerando que las dos bordalesas de Tino á que 
se refieren estos autos, descargadas en tos depósitos cié Aduana, 
no constan manifestadas en el manifiesto general del buque, 
habiéndose pedido su reembarco después de haberse denunciado 
la falta de manifestación y do haber el vapor conchudo au des- 
carga, á lo que se agrega la circunstancia enunciada repetida- 
mente en autos y no rectificada por el interesado, de que esas 
dos bordalesas traían el rótulo * Huenos Aires, Reconquista 
558»; todo lo cual haca que no pueda considerarse suficiente la 
escusa alegada por el apelante, tanto más si se tiene presente 
que según los documentos de fojas 9 y 10 sólo se manifestaron á 
depósito en Montevideo 48 bordalesas eu Abril \% t loque de- 
muestra que si hubo error en la descarga allá, él fué apercibido 
en tiempu para qu -' fuese salvado en este puerto, siendo asi 
que el vapor llegó aquí en 20 de Abril y terminó su descarga el 
44 del mismo, según el informe de foja 30 vuelta. 

Por esto, fallo: confirmando la resolmion apelada do foja ||¡ 
con coatas. Notifíquese con el original, repóngase el papel y 
en oportunidad devuélvanse los autos á la Aduana, á los efectos 
que corresponda. 

J. T. Latanne. 



■ 
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VISTA DEL 8ENOR PROCURADOR GENERAL 

Unenos Aires, Junio 1 de 1895. 

Suprema Corte: 

Resulta de lo actuado, que el vapor «Oreiioque » condujo dea- 
de Burdeos cincuenta bordalesas vino tinto, con destino a lia 
pluza de Montevideo ; y cien <k- la misma calidad y marca, pa- 
ra la de Buenos Airea. 

Que no obstante el manifiesto y conocimientos á que ae re- 
fieren los documentos de fojas 9 y II, debidamente legalizados, 
sólo se despacharon en Montevideo etiarenta y ocho de las cin- 
cuenta bordalesas reforidas en ese manifiesto j conocimientos ; 
▼hiendo á ingresar en la Aduana de Buenos Aires, las dos res- 
tantes. 

Se comprendió por los consignatarios del vapor, el error pa- 
decido, pidiíndose en consecuencia, por la solicitud de foja 6, 
el permiso de reembarco de las dos bordalesas, fuera de mani- 
fiesto, en esta plaza. 

Pero esto acontecía en 8 de Mayo, según la fecha deesa soli- 
citud, cuando et hecho había sido denunciado t ir el guarda, el 
7 del mismo mes, según el parte y proveído de foja IV 

Existía error en el manifiesto, dejándose de manifestar en es- 
ta Aduana tus dos bordalesas encontradas de más y ese error no 
fué salvado en tiempo, una vez que según el certificado de foja 
30 vuelta, la descarga del vopor < Orenoqne > habla terminado 
con mucha anterioridad á la fi cha de la solicitud de reembar- 
que, Este caso, por tal circunstancia, difiere del que motivó la 
resolución de V. £. de la página 97, tomo i% série 3 a , desús 
fallos. 
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El error es pasible de pena de comiso, segun los artímlos 
905 j 1058 délas Ordenanzas. Creo ajustada ú sus priscrit»ci ci- 
nes, la sentencia dt3 foja 33, cuja confirmación solicito de V. E. 



Sabiniana Kter. 



r»tl» «e I» suprema C«rt<- 

Buenos AiríS, Agosto 8 da ISift. 

Vistos: De conformidad con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor Procurador General y por ¡ms fund;imentos,se confirma, con 
eostas, la sentencia apelada de foja treinta y tres. Devuélvanse 
debiendo reponerse los sellos ante el Inferior. 

|lt *JAMIN PAZ. — I U1S V. VAItELA.— 
ABEL DAZA». — OCTAVIO BUKGE. 
— JUAN E. TOIUIENT. 
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CAUSA CXCVII 



CoHíríi Don Francisco Fusini Ite Pedro, por contrabando; 
sobre absolución de posiciones 

Sumario. — No siendo parte ni acusvlor, en el juicio de con- 
trabatido, el empleado que lo lia denuneiudu, no procede la peti- 
ción di- que sea citurto á absolver posiciones* 



Caso. — Resulta del 



Vmllm del Jwi rerferal 

Buenos Airei, Junio 27 de 1895. 

No siendo parte en e^te juicio la persona cuya comparecencia 
sepiáV para absolver posiciones, no ha lugar. 



Latanne. 
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rail* 49 la SuprtM* C«rt« 

•■ 

Bunio* Aires, Agosto 8 de 1895. 

Vistos y considerando: Que la ¡Turba de posiciones que auto- 
Tiia el artículo cuatrocientos setenta del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal, requiere que illas sean puestas al 
acusador particular, circunstancia que no milita en el presente 
caso. Foresto y sub fundamentos, se confirma, con costas, él 
auto apelado de foja treinta y dos. DeTuéltanse, debiendo re- 
ponerse los sellos ante el Inferior. 

ÜEPUAHIN TAZ. — LUIS V. VARELA. — 
ABEL Utm* - OCTAVIO — 
JUAN TOltltEST. 



CAUSA t 



La Compartía de Mandatos y Préstamos, contra la provincia de 
Sania Fé, por cobro de petos; suhre recusación 

Sumario, — Para que proceda la recusación fundada en la 
causal de odio ó resentimiento, mi basta alegar deducciones; eB 
necesario invocar actos directos del recusado que lo mani- 
fiesten. 
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Fall* de I* HufiTMit C*rte 



Buenos Airos, Agoslo 8 dé 1895, 

Vistos en el acuerdo: Fundándose la precedente recusación 
en apreciaciones hechas por el señor ministro recusado, doctor 
Torrcnt, en una publicación por la prensa, que no ha sido acom- 
p añuda, pero que en el escrito se ;i firma contenía la califica- 
ción de «Gobierno Modelo» , en relación al de la provincia de 
Corrientes, deduciendo de aquí el recusante que ciiste odio O 
resentimiento por parte de dicho señor ministro contra su man- 
dante, el gobierno de Santa Fe, por cuanto aquel atribuyó ;¡ éste 
el último movimiento revolucionario; y no siendo esta causal 
de recusación ninguna de Jas enumeradas en eí artículo cuaren- 
ta y tTet de la le| de Procedimientos, poes el inciso qaintn qne 
se invoca exige para que la recusación proceda «medie odio, ó 
resentimiento del Juez contra el recusante por hechos conoci- 
dos», loque importa exigir actos directos del Jaeí recusado en 
los que manifieste odio ó resentimiento contra la parte recusan- 
te, caso que no ocurre en la presente circunstancia, por cuanto 
el mp>nio representante de Santa Fé se- encarga de decir en su 
precedente escrito, que la recusación tiene por fundamento de- 
ducciones hechas por él de la publicación atribuida al señor mi- 
nistro ductor Torrent y no en hechos conocidos de é<te contra 
la provincia de Santa Fé. 

Por esto, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo vein- 
tiocho de la citada ley de Procedimientos, no se hace tugará Is 
recusación interpuesta. Repóngase el papel. 

BENJAHIN PAZ. — I LIS V, VARELA. — 
ABEL BAZAN, — OCTAVIO BUNGE. 

ti 87 
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CAUHA C'XC'IX 



Contra E. IteU'Acqua y C\ sobre comiso 

Sumario. - Cuando en el despacho de mercaderías de depó- 
sito se maniliesta «1 peso de cada bulto separadamente y el 
total de todos los bultos, la tolerancia de eiceHO no debe apre- 
ciarse con arreglo a la totalidad, sino con arreglo al peso de cada 
bulto. 



Caso, —Resulta di- las siguientes piezas: 



RESOLUCION DE AI»CaHA 



Dueños Aires, JuHo 7 de 1W»I. 

Visto lo actuado, y considerando: Que con arreglo a lo esta- 
blecido en el artículo 354 de las Ordenanzas de ¿luana, debe 
computarse el peso de cada c ijon y no el peso total de la parti- 
da todam que se manifieste el pe<ode cada cajón, con arreglo 
i lo diapuesto por los artículos 930 y 105* de las Ordenanzas 
citadas, declaro caídos en comisólos eiceaos encontrad uS en los 



I --^a-Tv 
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cajones números 4754, 4755, 4756, 4701 y 4771 , deque te tra- 
ta, debiendo abonarse los derechos correspondientes por los ex- 
cesos encontrudos en los cajones reatantes, por encontrarse den- 
tro de la tolerancia. Hágase saber, & sus efectos pase á con- 
tad um y repóngase los selloi, por el i ute resudo. 



S. ifaibiene. 



Buenos Aires, Diciembre 5 de 1894. 

Vistos y considerando: Que la partida de que formun parte 
los bultos pedidos á despacho, en los que se ha encontrado la di- 
ferencia do peso denunciada en el parte de foja I , fué destinad» 
á depósito por el interesado, determinándose en la copia respeo- 
tira de factura el peso de cada bulto separadamente; que en tal 
concepto, el esceso encontrado' está comprendido dentro de lo 
dispuesto en el artículo 354 de las Ordenanzas, tn fine, y no es 
de aplicación el articulo 932 que se refiere al despacho directo 
y no á las mercaderías girados a depósito. 

For esto, se confirma con costas ta resolución «pelada de foja 
4. Repóugase el papel, y en oportunidad devuélvanse los au- 
tos á la Aduana á los efectos que corresponda. 



J. % ¡.alarme 



4S0 
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VISTA DEL StROR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Mayo 27 de 

Suprema Corte: 

En el manifiesto de despacho solicitado por loa señores Dell' Ac- 
qua expresaron detalladamente el peso en kilos, de tejidos de 
algodón, en cada uno de los cajones numerados y marcados se- 
gún la exposición de foja i. Esto mismo reconocen en su es- 
critn de foja 8. 

La diferencia encontrada, no puede entonces imputarse á to- 
da la partida despachada con anterioridad, y st solamente a los 
cajones mareados y designados con un pes» lijo. 

El artículo 354 de las Ordenanzas así lo previene en su últi- 
ma parte, haciendo una excepción del principio general, fcuan- 
< do en la copia de factura para depósito se halle manifestado el 
c peso de cada bulto separadamente». 

Esto no contradice lo prescrito en el artículo 932, que en ar- 
monía con la primera parte del artículo 354, se refiere al cóm- 
puto total de la partida r-i que no se halle H Í HS0 JeCJi,, * bulto 
separado, que es la excepción sitb-judice. Encuentro, por ello, 
justa la resolución recurrida, corriente á foja 33 vuelta, cuya 
continuado a solícito de V. E. 

Sabiniano Kier. 
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Buenos Aire*, Agosto 8 Je 1895. 

Vistos: De conformidad con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor Procurador General, y por sus fundamentos, se confirma 
con costas, el auto apelado de foja treinta y tres vuelta. De- 
vuélvanse, debiendo rep-merse los sellos ante el Inferior. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAM. — 
OCTAVIO BtldCE. — JVAII B. TO- 

RKENT. 



<'AUMA CC 



Dona BetzabéSoria deiarfjuia y Pelrona Soria contra Don Ja 
vier Ponce de León; tobre reivindicacoin de condominio 

Sumario* — Procede la acción de reivindicación de condomi- 
nio á favor de los condominos contra el poseedor de la propiedad 
común batida por compra áutro condomino, ai no hay prueba 
de haberse hedióla división, y de haber el condomino vendedor 
ejercido actos posesorios caracterizados, tiue sirvan á estable- 
cer una posesión delusiva. 



4t£ hlum m la supüeiu corte 

Caso. — Resulta del 



rail* 4+1 Jv** redcr»! 

Cfltóniarcfl, Abril 7 de 1H82. 

Vistos: estos autos seguidos por el señor Don Osvaldo Gómez, 
cuino apodera do sustituto del señor Kabor DÍM,en el juirio ini- 
ciado por éste en representación de las señoras Betzahé Soria de 
Largula y Doña Petrona Soria, Tecinas de In Capital de la Re- 
pública^ contra el señor don Javier Poncede León, sobre reivin- 
dicación de uu campo denominado * Condorhuasi * ubicado en 
el departamento de Aiicasti, y de los que resulta : Que las pri- 
meras demandaron al señor J'onee de Lt©n exponiendo; que éste 
poseía el mencionado campo por compra hecha á Doña Carlota 
Soria de Palacios, hermana legítima de las expresadas señoras 
Soria, la cual propiedad pertenecía en condominio é igualdad 
de partes á las tres, por herencia de sus difuntos padres Don 
Eugenio Soria y Doña Ana Rosa Agas, según era pública noto- 
riedad. 

Agrega el demandante señor Nabor Diaz, que las tres her- 
manas han conservado la posesiun de dicha estancia, desde hace 
cincuenta años, mis ó menos, siendo el mismo Diaz, quien la ha 
administrado y trabajado á nombre de todas ellas, hasta que to- 
mó posesión el señor Ponce de Leon t A mérito de la mencionada 
compra; a la que no hizo oposición alguna el exponento, porque 
creía que la venta había sido hecha por las tres hermanas So- 
ria; y que sabiendo que no habían tenido parte en la venta 
sus poderdantes, venía i reivindicar en sus nombres las dos ter- 
ceras partes del expresado campo, con más la restitución de los 
frutos, etc. 
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Corrido traslado, el señor doo Vicente Boscoy, en representa- 
ción «leí deraa mi ailo señor Ponce ríe León, contesta ¡ Que efec- 
tivamente su poderdante posee la estancia i Oondorhuasí » por 
compra que hiao i Doña Carlota Soria de Palacios, ya finada, 
como consta de las dos escrituras públicas que acompaña, fe- 
chadas, la una el ano 1881 y la otra en 1883, por cuya causa la 
lia trabajado y hecho mejoras en ella, que han aumentado su 
valor, y que si á la posesión tenida por Ponce de León se agre- 
gaba la de su vendedora, que la ha poseído á nombre propio y no 
de sus hermanas, la estancia está adquirida por la prescripción 
de 30 iños, que desde luego oponía. 

En seguida observa el demandado, que el hecho de que las de- 
mandantes sean hermanas de la vendedora y que la estancia en 
cuestión haya pertenecido 4 los padres de las demandantes, no es 
bastante para probar rl condominio que pretenden para fundar 
su acción, desde que no acompañan el inventario, 6 cualquier» 
otro documento que justifique su demanda; pues era falso 
que Don Nabor Díaz haya poseído ¿ nombre de las tres herma- 
manas, sinó únicamente á nombre de Doña Carlota, hasta que 
ella se entregó á su comprador señor Ponce de León. 

Abierta la causa á prueba y cüado de eviccion el señor doa 
Julio Philips, como esposo de Doña Leonor Soria, única herede- 
ra de la tinada Carlota Soria, según lo expone el mismo deman- 
dado en el otrosí del escrito do contestación á la demanda, co- 
rriente desde f..jas 45 á 48, y lo pedido, se han producido las si- 
guientes pruebas : 

Por parte del actor, la de Don lsaias Molina, testigo que 
declara al tenor de la tercera pregunta que dice textualmente : 
«Si saben y les consta que la estancia en cuestión perteneció á 1a 
tinada Doña Ana Rosa de Agas, quien la trasmitió por sucesión 
intestada á sus únicas tres hijas legítimas Doña Cariota, BetíA* 
U y Potrona Soria * t contesta que lo sabe porque A su esposA 
se lo ha oído. 
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El mismo testigo, respondiendo á la 4' pregunta del interro- 
gatorio que dice: «Digan si los consta ó han oído decir, que di- 
cha tstanoia permanece basta hoy indivisa, entre sus antedichas 
coherederas por no haberse hecho las particiones de los bienes 
hereditarios»; dice, qm- por d mismo conducto le Consta la 
verdad de esta pregunta, 

Don Simón Salas, i foja 56, deelar.i, que sólo sabe de la ver- 
dad de la última pregunta que se deja eunsignadn, por habérselo 
oído al mismo Díaz. 

Samuel Vega, á foja 56, declara que sólo sube que Doña Ana 
Ilusa A, de Soria posua la estancia de « Comlorhuasí*. 

Eulogio Rosales declara á foja 60, respondiendo á las mismas 
preguntas 3" y 4* dej interrogatorio de foja 52, que Dofta Ana 
Rosa Agas trasmitió la estancia por la que andan en cuestión á 
sus ¡res bijas, Carlota, HeUabé y Fetrona, y que no se lian par- 
tido de los terreno* hereditarios. Juan Santos Gardillo declara 
áfojus 60 vudtayOl, que nada sabe. 

Rafael Castillo á foja 60 declara que ignora el contenido de 
los preguntas. 

La parte demandada ha producido las siguientes pruebas al 
tenor del interrogatorio de foja 108: 

Eulogio Rosales, A fojas 77 y 78, respondiendo á las 2» pregun- 
ta de dicho interrogatorio que dice textualmente: ■ Digan si 
saben, dando razón de su dicho, que la señor Carlota Soria do 
Palacios, ya Una la, ha poseí lo y usufructuado en calidad do 
dueña propia y eiclusiva sin interrupción ninguna la estancia 
llamada « Condorhtiasí • en el lugar del « Taco », departamento 
de Ancasti *; contestó que sabe porque era dueño de la otra mi- 
tad de la estancia t Condorhuasi », que Doña Carlota Soria de 
Palaciua era dueña de una parte de la estancia y que de las 
otras partes eran dueñas Doña Petrona y Betzabé Soria y que 
uo sabe que á Doña Cari U le hayan contradicho el derecho que 
teaíaá poseer como dueña .propietaria. El niismoy respondiendo 
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á Ia3* pregunta fiel interrogatorio (Uoa, que sobe y le consta que 
no ha sido contradicha en la anterior posesión, siendo esta con- 
tinua y ¡meífica por mas de 23 años, hasta ftoj la trasmitió por 
Tentad Don Javier P.nee de Lenn y que no ha habido división 
de la estancia entre tas herederas, 

Kl mismo testigo, respondiendo á la V, dice que sabe su con- 
tenido por haberlo oído al mismo Sabor Díaz. 

Venancio Tapia, á f.ijas 78 vuelta y 79 vuelta, respondiendo 
a la 2 a pregante, dice: que ha oído decir que Doña Carlota Suria 
íué dueña del campo de Condorhua¿i, y qur ha oído decir tam- 
bién, respondiendo íl la i" pregunta, que el señor Sabor Diaz ha 
sido administrador de la estancia por encargo y con poder espe- 
cial de Doña Carlota Soria, ignorando ei contenido respecto de 
la 3' pregunta. 

La misma parte demandada ba presentado la prueba testimo- 
nial de Florentina Córdoba de Rosales y Francisco Arce, que 
corren de fojas 1 12 á 1 13, las cuales no su consignan por haber 
sido observadas por la parte contraria, diciendo que la imta de 
comisión al Juez departamental que fué Ú6S puchada con fecha 
Setiembre 5, se ha presentado á dicho Juez con fecha 23 del 
mismo mes, esto es, después de vencido el término di* prueba 
(véase folio 100). Don Sabor Diaz absolvió posiciones á fojas 97 
á 99 y al tenor del interrogatorio de fojas 87 a 89. 

A las pruebas testimoniales hay que agregar la copia de la 
escritura extrajudícial de donación presentada por el de man da- 
do, que corre de fojas 82 a 83 inclusive, y la contestación del se- 
ñor Julio Philips, que corre a foja 50, en que ésto dice que es 
cierto que Doña Petroua Betzabé era dueña de las dos terceras 
partes de la estancia «Condorhuasi » y que la testamentaría de 
los padres de dichas señoras y abuelos de bu esposa se halla 
indivisa. 

Y considerando en cuanto á la observación contenida en el 
o trust del alegato de bien probado del demandante, sobre las 
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últimas pruebas consistentes en dos declaraciones que se man- 
daron agregar con fecha Octubre veinte y nueve y que corre de 
fojas Hl ú 114, las que pide se desestimen por haber presentado 
la nota de comisión al Juez con fecba 23 do Setiembre del mis- 
mo año y resultando por la constancia de autos que el término 
de prueba venció el 2Í de Setiembre, certificado A foja ciento 
oim-o vuelta, y que U nota de comisión al Juez partidario de 
Ancasti fué despachada con fecha 5 y presentada á aquel Juez 
con fecha veinte y tres del mismo (véase folio 100), esto es, dos 
días después de ven' ido el término probatorio. 

2* Que por esta omisión del secretario del Juzgado, á mérito 
de la nota pasuda por el Juez Partidario mencionado expresan- 
do que por su salud no podía recibir las prueban, el Juzgado le 
dio comisión al Juez de Paz con fecha cinco de Octubre : de todo 
lo que resulta que es ála parte del que ha producido la prueba, 
imputable la falta de haber presentado al Juez Departamental 
la nota de comisión i am que reciba la declaración al testigo 
después de vencido el término de prueba y por lo tanto y de uou- 
furmidad ú las diversas resoluciones de los Fallos de la Supre- 
ma C«»rte Nacional (tumo H, página 459; tomo 21, página 435; 
tomo 15, página 484), se resuelve no tomarla en consideración. 

Y considerando en cuanto a lo principal : que por las ¡lechi ra- 
ciones de loa testigos lsaias Molina, Kulogio ltosales por la del 
yerno Je la tinada Doña Carlota y por el mismo contesto del 
interrogatorio de posiciones presentado por el demandado, co- 
rriente de fojas 87 á 89, en la* y V pregunta, está com- 
probado plenamente el hecho de que las señoras Doña Betzabé 
y Petrona Soria son hermanas legítimas de Doña Carlota é hi- 
jas del matrimonio de Don Eugenio Soria con Doña Ana liosa 
Agas, 

2 o Que por las mismas declaraciones y por la escritura de 
venta otorgada por Doña Carlota «i Don Javier l'once de León 
consta que el bien que se trata de reivindicar ha pertenecido á 
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Dona Ano Rosa Agas, de quien, dice la Tendedora en la antedicha 
escritura, la hubo por herencia de su finada madre. 

Que igualmente consta por las declaraciones citadas y por la 
confesión del heredero único de Dona Carlota, que la herencia 
no ha sido dividida y que el inmueble en cuestión, pertenece en 
común á las tres hermanas predichas. 

Que el hecho de ser única heredera déla tinada Carlota la es- 
posa del expresado señor Philipps sonata por !a confesión de 
parte (véase oírnsí del escrito de contestación i la demanda, 
corriente de fojas 45 4 *9). 

Que á mas por la copia de la escritura extrajudicial presen- 
tada por el demandado, que debe tenerse por auténtica por el 
hacho de ser presentada por el demandado y referirse á bienes 
ó terrenos que están en su propiedad y que no son loa cuestio- 
nados, pues por esa escritura consta que el año 1850 doña Pe- 
trona Soria declaraba que su madre doña Ana Rusa Agas habia 
donado á la esclava llamada Estefanía una parte de un derecho 
de estancia, y que no habiéndosele otorgado en forma la dona- 
ción, lo hacía ella en su nombre y por la mitad del derecho que 
le pertenece; de lo que resulta evidenciado que una de las rei- 
vindicantes ha hecho actos do dominio que no han sido obser- 
vados por las otras hermanas después de la muerte de doña Ana 
Rosa Agas, y que por el contexto de la escritura y por las cons- 
tancias de autos se v¿ que la mitad que se reservaba como no 
incluido en la donación consiste precisamente en la estancia 
que se cuestiona, esto es, su derecho á la porción legitima que 
le corresponde. 

3° Que nece¡>itúttdose t para que la acción de reivindicación 
proceda, probar el dominio que tenga en la cosa el reivindi- 
cante, artículo 2758, Códiyo Civil, y resultando de la exposi- 
ción de los considerandos anteriores que la estancia de «Con- 
dorhuasii ha pertenecido á Doña Ana liosas Agas, madre legíti- 
ma de los reír indicante?, que por su muerte los bienes han pasa- 
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do al dominio de las hijas que son las únicas herederas, no ha- 
habiéudode hecho división de intereses, y por lo que hace a 1 
inmueble en Litigio una délas reivindicantes ha hecho acto de 
dominio después del fallecimiento de la mndre.es indudable, en 
virtud del artículo citado y de los artículos 2761 y 2762, que 
loa reivindicantes tenían el dominio de la dicha estancia, en la 
¡«orcion legítima que les corresponde, uflto que k hubieran per- 
dido por La prescripción. 

4" Y considerando en cuanto é la prescripción treintenaria 
que opone til demandado señor Punce du León: ella se funda en 
que él ha poseído coino dueño por nueve años y mes; a y la ven- 
dedora por más de veinte y tren años, da modo que sumando las 
dos posesiones resoltan más do treinta años de posesión, lo que 
basta para adquirirla, de conformidad á los artículos 4015 y 40i6, 
Código citado; pero üi bien es cieno, en cnanto A la posesión del 
comprador que la lia tenido como dueño exelu&ívo, de autos no 
consta, por Uts declaraciones de testigos, que Doña Carlota Soria 
la haya tenido cumu dueña exclusiva ; puesto que no ha tenido 
la posesión por sí sinó por medio de Don Nabor Diaz, ni en nin- 
guna parte de los autos expresa en qué consistían estos actos de 
posesión, porque no se dice si había ganado, Libranzas, etc. 

5 o Que de la constancia de autos y del mismo pliego de pregun- 
tas, de fojas 87 á 89, y de su contestación, de foja;- 97 á 99, pare- 
ce que el ;<eñor Nabor Diaz cuidaba el campo teniendo él par- 
te en el derecho que fué donado á la esclava Estefanía; que 
dicho señor consideraba que la estancia pertenecía á las expre- 
sadas hermanas, si bien por encargo de Doña Carlota la cuidaba, 
de todo lo que no resulta comprobado que la (huida Caí Iota hu- 
biera encargado al señor Diaz atender la estancia como dueña 
exclusiva de ella, o seí., con el ánimo de excluir en la posesión á 
las otras hermanas, y como la posesión se retiene y conserva 
por la sola voluntad de continuar en ella, es indudable que las 
reivindicantes conservaban la posesión mientras otra persona 
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no se hubiese tomado la cosa con ánimo di: desposeerlas, ánimo 
que no se ha comprobado hubiera tem lo la señora Cariota, 
puesto que liO la tenía por sí sinó por medio de otro. 

6 a Que si bien el hecho de la enajenación pudiera hacer pre- 
sumir esr ánimn, en el presente caso no basta, cuando está de 
por medio la manifestación erpífeita del heredero único en que 
afirma que dicha estancia pertenece en condominio con las otras 
hermana-;; v bien pudo hacerse ta venta teniendo presente que 
la cosa vendida se enajenaba por cien pesos bolivianos, can- 
tidad insignificante en aquel tiempo. 

7 o Que tratándose di- la prescripción trein tenar ia es necesa- 
rio que conste claramente que ta cosa se tenía con ánimo de 
apropiarse; circunstancia que no resulta cmnp robad a de autos. 

Por estas consideraciones, concordantes con las disposiciones 
de los artículos 1329, 212H, 3UG, 2072,2576, 2670, Código 
Ciril y fallos de la Suprema Corle Nacional, serie 2*. tomo 21, 
páginas 98 y 618; serie 3\ tomo 3, página 376; tomo 2 a , página 
279; tomo 5 o , página 19, tomo 9, página 299; fallo : que las 
señoras doña Hetzabé y l'etrona Soria son dueñas oY las «toa 
terceras partes de la estancia de t Condurbuasi », la que debe 
dividirse con el señor Javier Ponccdr Lena, quien pudra retener 
la parte de las reivindicante basta ser pagado de las mejoras 
necesarias y útiles que hubiera hecho en la estancia, á tasación 
de peritos, y sin perjuicio de su derecho á la oriccion.sin espe- 
eial condenación en eost is. llágase saber con eí original y re- 
pónganse los sello». 

■ 

Francisco €. Figueroa. 



i 
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C*r«e 



Buenos Aires, Ago¿lo 10 de 1895. 



Victos y considerando : Que la escritura de adquisición pre- 
sentaba pot el demandado y la prueba pro lucida, demuestran 
acabadamente que ek terreno en cuestión ha pertenecí lo á la su- 
cesión de duna Ana Agas de Soria, constando igualmente él de - 
recho hereditario tanto de la causante deleitado demandado 
como de los actores, en calidad de hijos legítimos de la expre- 
sada Doña Ana. 

Que im hay prueba alguna que acredite haberse hecho la co- 
rrespondiente división entre lo« lu-rederos de ios bienes de la 
sucesión, ni que Doña Carlota Soria de Palacios, que hizo la 
venta á lavor del demandado de la totalidad del inmueble, hu- 
biese ejercido actos posesorios suficientemente c iractcrizados 
que sirvan á establecer una posesión .xclnsiva, debiendo presu- 
mirse, al contrario, que poseía la cosa < n virtud de su derecho 

legal de condominio. 

Por esto y fundamentos concordantes ' la sentencia apelada 
de foja tiento veinticuatro, s« confirma ésta con costas. Re- 
puestos los sel os, devuélvanse. 



BEfUANIN PAZ, — LUIS V. VA HELA. — 
ABEL BAJEAN. — OCTAVIO BUHCE. — 
JUAN E. TUIWENT , 
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Criminal contra Juan Helíran Oteiza, por sustracción y viola- 
cion de correspondencia con documentos de valor 



Sumario. — El delito «le sustracción y violación de corres- 
pondencia con documentos de valones, hace pasible á su autor 
de la pena de cinco años ile trabajos forzados. 



Caso. — Resulta del 



Valí* é>l Jwfi *Vd*r«l 

Córdoba. Oclulire 19 de ]8&l. 

Y visto*: esta causa Seguida á Juan JVItran Oteiza.de 18 
anos, telegrafista, argentino y de estado soltero, resulta: 

Que oldkSI de Noviembre de 1894 se efectuó un robo de co- 
rrespondencia en la estación Iturraspt- del Ferrocarril de Bue- 
no» Aires á llosario, tren número 27, en Circunstancia que el 
estafetero que la conducía, don Jerónimo Ferreíra, ae encon- 
traba almorzando. 
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Denunciado el hecho A las autoridades de San Francisco por 
el jefV He la estación, don Octavia Podestá, esto* procedieron á 
instruir el correspondiente sumario y á la dutenciun de Oteiza, 
Luisa del Campo y Dolores Juárez y su remisiun A este Juí- 

gtdo. 

Los funcionarios ó empleados del Correo comprobaron la pér- 
dida de los siguientes paquetes de correspondencia: «nodo 
Morteros para Buenos Aires; un paquete y una mala suelta de 
Brirktiiíin \ Buenos Aires, un patinete de la «Porteña» para 
liuenos Aires, un p iquete de Morteros para Kosario y dos ma- 
las rertilieadus números 330 y 3;<5 i-ura Santa Fé y Humboldt, 

respieti vnuiente. 

Se comprobó igualmente la pérdida de dos pagarés á favor de 
la sociedad la «Argentina Mutua», por valor d*- noventa y siete, 
y ciento cuarenta y cinco pesos respectivamente, firmados por 
los señores Ilavaim hermanos y Santiago C a misara, que iban en 
paquete de Morteros para Kosarin. 

basado en vista el sumario »l srñor Procurador Fiscal, éste 
solicita se aplique al procesado la pena de cinco años de traba- 
jos fnrzulos, que prescribe el articulo 53 de la ley nacional de 
Ude Setiembre de 1803, y a la raojer Dolores Juárez, quo 
apar* ce como encubridora la do seis meses de arresto, 

Ladeftmí-a dice que los hechos no están debidamente averi- 
guados y que de consiguiente d-be absolverse á ambos procesa- 
dos de culpa y pena. 

Considerando : l'nmcro : Que el hecho porque se procesa A 
OteizaesU sustracción y violación de « untro paquetes de co- 
rrespondencia y tres matas certificadas S haberse apoderado de 
dos pag »vés qut* en esa correa pendencia se contenían por valor 
de 97 y I 4"> pesos, remití los desd * Hortero% i favor de la so- 
ciedal de la « Argentina Mútu;i» d -1 Rosario de Santa Fé. 

Segando: Qu« el individuo Juan Oteiza esta convicto de ser 
el autor de esa sustracción y de haberse apoderado de esos pa- 
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garés que él mismo con liesa haber tenido en su poder, y haber- 
los enseñado ú Lovigreito Luque, en casa de Fedro Rosendi, en 
presencia de don Victoriano Martínez, encargado por la c Ar- 
gentina Mutua» de. hacer las averiguaciones correspondientes. 
)Declaracion deOteiza, de foja 20 vuelta, ratificada á foja 100). 

Tercero: Que parte de dicha correspondencia se encontró ro- 
ta en el interior de ta estación Iturraspe.cn donde fué encon- 
trado el procesado Oteiza por el jefé de la estación don Oc- 
tavio l*odestú, momentos después de lasalida del tren, (Acta de 
fojas ±í, 17 y 18; declaración ileOteiza de foja 70 vuelta). 

Ruarlo: Que es incierto que se encontrase encerrado y sin 
poder salir de casa dn Francisco Martínez, pues consta p<*r ile- 
claracion de éste, que la pieza que ycup;iba tenia dos puertas, 
una de las cuales daba á la •■ai le y se podía abrir fácilmente. 

Consta igualmente de la declaración do éste, que oyó á nua 
señora de la casa que ocupaba, haber visto salir á Oteisa apre- 
suradamente hacia la estación antes de la salida del tren y vol- 
ver diez ó quince minutos después muy apurado y pálido. (De- 
claración de Francisco Martinez.de fojas 10 y 11). 

Consta igualmente por declaración de Enrique Sánchez, á foja 
15, que se encontraba al lado mismo de la pieza de Martínez, 
que Uteifti mtró pur la puerta que da á la calle, iba agitado y 
mirando para todas partes. Que á la hora y media más ó menos 
fué Martim z que entró por la puerta del patio y salió con Üteiza 
poro después por la misma puerta. 

tjitittht: Es otra prueba de 1 1 culpabilidad del procesado la 
contradicción mauiliesta en que ha incurrido en sus declaracio- 
nes de foja 26 vuelta, ratificada á foja 1 19, y la de foja 77. 

Dice en la segunda que los pagarés procedían de pequeños 
préstamos hechos á Milciades «Jiménez, de Morteros» quien le 
íirnv'j dos pagarés de noventa y siete pesos el uno, y ciento cua- 
renta el otro, habiendo dicho en ti primera que eran de la cAr- 
gentina Mutua» y no ásu favor. 

T. I 3* 
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Sesío: A ést» se agrega los malos anteceden tea del procesa- 
dos, que ha sido indicado como autor de robos durante fué em- 
pleado del Ferrocarril {Bello á foja 7, y Podestá á foja 18). 

Séptimo; Qno mu circunstancias y antecedentes Tartos é 
inequívocos son directos y concordantes y pueden razonable- 
mente fuad;tr opinión sobre la existencia de los hechos que dan 
lugar á este procoso. (Artículos 357 y 358 del Cúdiyo de Proce- 
dimientos en lo Criminal). 

La penalidad de Oteiza está determinada por los artículos 51 
y 53, última p;<rte, que dicen así: «los que hurten la balija ó sus- 
traigan de ella ádi un.i oficina de Correos alguna carta ó paque- 
te, sufrirán de Jos ¡i seis mese?* de trabajos público* ó multa de 
cien a trescientos pesos fuertes, ó un» y otra juntamente.. . » 
« En la misma pena do trabajos forjados por cinco años incu- 
rrirán los que en los casos de los artículos 49 y 51 , despojen al 
Correo 6 hurten la correspondencia de una oficina de la admi- 
nistración, si fia contuviera los valores expresados en este ar- 
tículo». Ks di'cir : billetes de Bancu, letras de cambio ó de cré- 
dito 'i documentiis para recibir ó pagar dinero (Ley de 14 de Se- 
tiembre de 186 1). 

Octavo i Que .10 e<tá comprobado debidamente que la mujer 
Dolores Jitarei fuera sabedora do la sustracción de los pagarés 
que le fueron eti l regados p >r Oteiza, circunstancia esencial para 
reputársela encubridora (iirtícnlq 

Por estos fundamentos, y otros que se omiten, definitivamen- 
te juzgando fa¡b<: condenando al procesado Joan Beltran Otei- 
za, á sufrirla p* «a de cinco años de trabajos forzados por sus- 
tracción y vio! eion do correspondencia, c<m documentos de 
valor, con deducción ¿el tiempo do privón preventiva, con 
costas. 

Se absuelve de culpa y pena á la moj. r Dolores Juárez, por 
encubridora del mismo delito. Póngase oportunamente el pro- 
cesado a disposición del Poder Ejecutivo, para los efectos del 
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cumplimiento de la pena. Hádase súber original, transcríbase, 
y en su caso, archívese. 



Suprema Corte : 

Constituye el cuerpo ilel delito, la sustracción y destrucción 
do la correspondencia posta), hechos qug resultan de un modo 
evidente, de las constancias de la nlícina de Correos, y por ha- 
berse encontrado fragmentos de una parte de ella en el interior 
de la oficina excusada á que se refiere el acta y diligencias de 



VA procesado Oteiza fué empleado del Ferrocarril en que la 
sustrae ion so cometió, habiendo sido destituido segiin decla- 
raciones ratificadas á fojas 96 y 99 Á causa de un robo de mer- 
caderías y de haber sitio sorprendido tratando de forzar la caja 
de valores eu el misiin tren. 

Kfcayendo por tales antecedentes sospechas conira el proce- 
sado Oteiza, fué buscado y bullado al salir de la misma oficina 
excusada, en que se había encontrado también la corresponden- 
cia destruida. 

A ello se agrega <|tic el procesado mostró en presencia de los 
(♦•stuo» Martínez y Luvigildo.segun sus declaraciones de fojas 
25, 26, 102 y 101, los pagarés de la «Argentina Mutua», que 
pertenecían á la correspondencia susiruKta, y que las mujeres 
Luisa del Campo y Lola Juárez, guardaron por curarlo dea'>uel, 
hasta que se los restituyeron, según las ratificaciones de fojas 



Magano ttacitúa. 



VISTA DEL HESOR PHOCUHADOIt GfcNEItAL 



Bueno- Aires, Julio 38 de 1895. 



foja 22. 



78 y "U. 
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La prueba ha demostrado que la pieza en que dormía Oteiza, 
tenia dos puertas» y si bien una estaba cerrada con llave, la otra 
sólo tenía pasadores por dentro. 

Por ella salió Oteiza volviendo á entra* en seguida, agitado, 
según declaración de doña Enriqueta Sánchez á foja 91 . 

Oteiza no ha probado ta legitimidad de la posesión de los 
pagarés ó chequea, que ni siquiera sabe por quién fueron fir- 
mados. 

Las declaraciones do los testigos invocada por él para justi- 
ficar su origen é inversión, lian contradicho sus asertos, deján- 
dolo en mauitiestn contradicción. 

N inguna duda queda en el espíritu acerca de la criminalidad 
del procesado, pues los hechos comprobados constituyen una 
serio de presunciones graves, din-das y concordantes, que sa- 
tisfacen las exigencias del artículo 358 del < Migo de Procedi- 
mientos en lo Criminal al respecto, 

Por ello, e* invocando los fundamentos de la sentencia de foja 
158, pido á 1, E. su confirmación. 

Sabiniano Kicr. 



t alla I» Nirwa Carie 

BuenOI Aires, Agosto 10 de 181*3. 

Vistos: Be acuerda con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurado. General v por sus fundamentos, se con arma con cos- 
tas, en la parte apelada, la sentencia de foja ciento cincuenta 
y ocho. Devuélvanse. 

ItENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAR. — 
OCTAVIO BtSCE. — JUASE, TO- 
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Contra Maumus y ¡todero, sobre comiso 



Sumario, — Cae en comiso el exceso sobre las mercaderías 
inim i (Vetadas, si m> se u.i salvado el error antes de concluirse la 
descarga, 6 de haber sido denunciado. 

CítfíK— Hesulta de las siguientes piteas: 



ItCSOLlXlOM l>E LA ADUANA 



Bueno* Aires, Junio Í5 de 189-1. 

Resultando de lo» informes producidos, que queda plenamen- 
te constatado el exceso de que se da cuenta por el parte de foja 
I a , asi también como que la solicitad de adición mencionada por 
el declarante, ha sido presentada con fecha posterior 4 ladel re- 
ferido parte ; con arreglo á lo dispuesto por los artículos 005 y 
1054 de las Ordenanzas de Aduana, declaro caldos en comiso 
los cineuenta y ocho rollos ¿tambre de que se trata, debiendo 
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manifestar el interesado, en el acto de la notificación, si está 
conforme en abonar eJ importe del comiso, ó hace abandono de 
la mercadería. Hágase saber y pase á contaduría á sus efectos f 
repónganse los sellos. 

S. fíaibiene. 



Fall* 4«1 <J«e* Federal 

■ 

Buenos Aires, Mamo Í2 de 1895. 

Visto*: Considerando que ia solicitud de adición de foja 28 
fué presentada en 23 de Abril, siendo así que el buque había ter- 
minado su descarga e) 21, según se expresa en el mismo docu- 
mento, habiendo transcurrido con exceso el plazo acordado por 
el artículo 840 de las Ordenanzas de Aduana, para que el capí* 
tan ó el agente del vapor puedan salvar siu reato ios errores 
cometidos e o el manifiesto general. 

Que la resolución recaída en dicha solicitud, acordando la 
adición tiene dos cláusulas ó reservas expresas: * estando en 
tiempo y no habiéndose pasado parte con anterioridad que* 
dando ella por tanto sobordínada á esas circunstancias. 

Que, como ya se ha establecido, la solicitad de adición fué 
presentada fuera de tiempo, es decir, después del término seña- 
lado ál efecto por las Ordenanzas» á lo que se agrega que tam- 
bién se había pasado parte con anterioridad, 

Qul> es, por consiguiente, de estricta aplicación al caso 
ocurrente lo que dispone el artículo 905 de las Ordenanzas de 
Aduana, el cual exige el transcurso del referido término para la 
procedencia de la pena que el mismo sanciona. 

Vqt estos funda tncitos, fallo: conlirmando, con costas, la 
resol uoio n ¡i pelad a de foja 3 vuelta, Repóngase el papel, y en 




oportunidad devuélvanse loa autos á la Aduana á los efectos 
correspondientes. 

/. I". Latanne, 



VISTA UBLSEftOR PROCURADO* GÍ.NE1UL 

Buenos Airea, Julio 13 de 1H95. 

Suprema corte: 

La rectificación del manifiesto del vapor i Italian Prince >, 
fué elevada á la admístracíon de Aduana con fecha 23 de Abril 
del año pasado, según el escrito agregado á foja 28, y en el mis- 
mo escrito recunocen loa interesados * que el vapor terminó su 
descarga el sábado 21 ú la tarde». £aa solicitud sólo fué admi- 
tida condiciona) mente por la administración, «estando en tiem- 
po y no habiéndose pasado parte con anterioridad», previene el 
decreto puesto al pié de ella, 

Pero resulta, que ya no estaba en tiempo, por haber termina* 
do el boque la descarga, según expresa prevención del artículo 
840 de las Ordenanias de Aduana, y que el eiceso habla sido ya 
denunciado según el parte de foja 1% que tiene la fecha de 21. 
Esa fecha que no ha sido comprobado fuese antídatada, pro- 
duce efectos legales, con independencia de la en que con poste- 
rioridad se mandara levantar el sumario. 

Resultan ciertos los Uecbog por reconocimiento de la misma 
parte interesada, y de aplicación entónces el artículo 905 en 
que se funda la resolución recurrida. 

Pido por elloá V. £. su confirmación. 



Sabiniano Kter. 
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Falto 4e to Suprema tart* 

itueuos Aires, Ago*lo 10 de 1895. 

Visto» : De conformidad con lo expuesto y pedido por A señor 
Procnrador General, y por sus fundamentos» se roDtirma, con 
costas, la resolución apelada do foja treinta y tres vuelta. De- 
vuélvanse, debiendo reponersi> los sollos ante el Inferior. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAft. — OCTA- 
VIO BUKGE. —}\ \S E. TORRE Vf. 



CAUSA 4 €111 



Don Guillermo F*ohj contra Iton Juan (¡ayíiarth; 
sobre falsificación de marea de fábrica 



Sumario. — Negados los hechos en que se funda la cúsaeion. 
la falta absoluta de pruebas por parte del acusador impone la 
absolución del procesado, y la declaración de ser calumniosa la 
acusación. 
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6'iwo. —Lo explica el 

Valí* del J»i Federal 

Buenos Aires, Noviembre |4 de 1894. 

Y vistos: estos autos seguidos por Don Guillermo Pons contra 
Don Juan Gagliardo, por falsificación de mtrea de fábrica, de 
loa que resulta : 

Que á foja 3 se presenta Don Tomás Clavar, como apoderado 
de Guillermo Pons, manifestando que con fecha 27 de Febreru 
de su representado registró una marca de fábrica para la 
elaboración de anís con el título di* < Golondrina *, la que ha 
llegado á a'lquirir mucho crédito, principalmente en esta plaza; 
que Gagliardo lia falsificado la marca expresada, como se vé cla- 
ramente por la etiqueta que adjunla, l¡i que coloca sobre los 
enrases en que expende la mercadería. 

Que siendo evidente la falsificación, pide se condene al de- 
mandado Gagliardo k la pena de un año de prisión, multa de 500 
peses, y las costas del juicio, solicitando al mismo tiempo el 
comiso de la partida de anís con la marca de su mandante qua 
expresa. 

Que practicada la diligencia de embargo, se^un resalta á foja 
7, notificado el traslado de la querella, á foja 10 se presenta Don 
Juan Unzales, en representación de Gagliardo, negando loa he- 
chos aseverados por el querellante y pidiendo, en virtud de las 
razones que aduce, el rechazo con costas de tan temeraria de- 
manda y que se declare que ta acción instaurada contra su po~ 
dentarte es calumnie -¡a. 

Recibida la causa ú prueba per auto de foja 19 no se produjo 
ninguna por las partes, y llenados los demás trámites legales 
quedó la causa concima para sentencia. 



- 




T considerando : Que habiendo el demandado negado en ab- 
soluto ta veracidad de los hechos en que se fu» ta querella 
contra él deducida por falsificación de marca, incumbía al actor 
la prueba de esos hechos, á fin deque su acción pudiese pros- 
perar. 

Que consta del certificado de foja 23 que no se ha producido 
en estos autos prueba alguna durante el término señalado al 
efecto; pues la testifical, ofrecida por el actor, no fué admitida, 
en virtud de haberse presentado fuera de tiempo ; y la diligen- 
cia de embargo uo dió resultado, como se «presa á foja 7; de 
tal manera que no se encuentra en la causa ningún elemenio de 
comprobación susceptible de serrir de apoyo á ta querella en- 
tibiada, la cual resulta así totalmente injustificada. 

Por estos fundamentos, fallo: absolviendo de culpa y cargo al 
demandado Juan Gagliardo. con declaración de que es calum- 
niosa la acusación contra él instaurada; y condenando al que- 
rellante al pago de las estas del juicio, como lo dispone el 
artículo 144 del Código de Procedimientos en materia penal. 
Notifíquese con ul original y repóngase el papel. 

J. V. hthnute. 

r*IU de I» flu|trrm« C«r«* 

ItiiLTios Aire?, Agosto 10 de 1895. 

Vistos : Por sus fundamentos, se confirma, con costas, ta sen- 
tencia apelada de foja treinta y tres. Devuélvanse debiendo 
reponerse los sellos ante el Inferior. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. V AULLA. — 
ABEL RAZAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E» TOKKENT. 
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Co»¿m /os ,v? tion» Prinlzetakold y O; íáfos comiso 



Sumario. — LtH errores en el matnliestu ó su traducción, 00 
saltados en tiempo, son castigados con U ¡icna de comiso por 
las mer aderías manifestadas do menos, ,alvo las que pueden 
reputarse como útiles del buque. 

Caso. — Resnlta de las siguientes piezas: 



RKSOUUON DE ADUANA 

Rosario. Setiembre 19 de 1893. 

V vistos: Los presentes üuIoh seguidos por exceso de diei 
rollos cabo, d'-nuncíados por el oficial de sección señor Correa, y 
resultando: 

1° Que al practicar la risita de costumbre á los buquus, el 
oficial de seceion señor Currea encontró en el raniho de la barca 
norte americana líyran Emenj t diez rollos cabo manila mas de 
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íos que tenía manifestados en el manifiesto del Resguardo, en el 
«nal solo figuraba un rollo y 8 retasos de cabos, por lo que pasó 
el parte de foja 4 . 

3° Que el capitán del buque mencionado, en su declaración de 
fojas % vuelta á 3, dice: que en su lista derancbo presentada 
por él al Resguardo constan 7 rollos y 8 pedazos de cabos. 

3 o Que la Contaduría, en su informe de foja 3, declara efecti- 
vamente que en el manifiesto presentado por el capitán figuran 7 
rollos y 8 pedazos de cabo manila, pero que en el presentado 6 
traducido por el agente del buque sólo da i rollo y 8 retazos de 
cabo. 

Y considerando: l ü Que si bien el capitán ba manifestado 7 
rollos y 8 rétalos cabo; el oficial señor Correa encontró á bordo 
un total de 19 rollos incluso los retazos, sujetándose á lo que 
dice el manifiesto del Resguardo dejó áboTdo 1 rollo y 8 retazoa 
y trujo á tierra los 10 que han motivado este expediente, 

S° Que consta en autos que si bien el agente se ha equivocado 
en la traducción y que bu tomado un 7 por un 1, también el 
capitán ba manifestado menos rollos do cabo de los que real- 
mente tenía á bordo de su buque; y por consiguiente, entre am- 
bos han faltado á lo dispuesto y previsto por el artículo 50 de 
Ins Ordenanzas de Aduana, el primero y elseguudo en el articulo 
31 de las mismas. 

3* Que el articulo 905 «le las ordenanzas ya citadas, pena la 
falta cometida, con el comiso de la cosa no manifestada y por 
consiguiente debe declararse en el presente caso haberse falta- 
do por el capitán a lo previsto en los artículos 1000 y 1027. 

Por estas consideraciones, esta administración, haciendo uso 
de las facultades que le acuerdan las Ordenanzas de Aduana, y 
cumpliendo con lo dispuesto eu el artículo 905 de las mismas, 
falla: declarando iuenrrido en la pena de comiso los 10 rollos 
cabo denunciados de exceso; dejando á salvo los derechos que 
el capitán pudiera tener y para ante quien corresponda, según 
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lo dispuesto en el articulo 1028 de las ya citadas Ordenanzas. 

Con intervención de la alcaidía precédase á !a venta en pu- 
blico remate du la mercadería pcnuda y fecho pase ¿Contadu- 
ría y Tesorería á los efectos de los artículos 1029 y 1030 de las 
Ordenanzas de Aduana. Repuestos los sellos, archívese. 



José de Va minos. 



VISTA FISCAL 



Rosario, Abril 11 de 1891. 



Señor Juez de Sección: 

El Procurador Fiscal Nacional en los autos traídos en apela- 
ción por don Guillermo Pritzenskold, reclamando de la resolu- 
ción del señor Administrador de Rentas Nacionales, que declaró 
incursos en la pena de comiso varios rollos de cabo pertene- 
cientes á la barca norte americana Htjran Emcry, evacuando la 
vista conferida, ante V. S. respetuosamente expone : que la 
parte apelante alega en su escrito de expresión de agravios, que 
la denuncia que sirve de base á la resolu- ion apelada, es falsa; 
porque supone la existencia de 11 rollos enteros, habiendo sólo 
siete. 

£sta afirmar ion del apelante no es exacta, señor Juez, pues 
la denuncia no dice rollos enteros, sinó simplemente que ha en* 
contrado un excedente de 10 fardos cabo, con peso de 750 kilos, 
fuera del manifiesto de carga y rancho. Por otra parte, ella 
(la denuncia) concuerda con los informes de las oficinas de la 
Aduana, que deben merecernos íé, y que nos dicen, que en el 
depósito número 1 se recibieron 10 rollos de cabo (sin expresar- 
se si eran nut vos ó empezados) con un peso de 750 kilos, fuera 
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de lo manifestado y qu« quedó á bordo, y que consistía en 1 rollo 
y 7 ii .8 pedaios (para el caso es 'o mismo). Luego, señor Juez, 
la inexactitud no está en la denuncia, Binó en las afirmaciones 
del escrito del apelante, que cambia las palabras de aquella. 

El otro punto que se alega por el apelante, es que el artículo 
905 de las Ordenanias de Aduana que aplica La resolución del 
señor Administrador no correspende al cuso sub-judice t porque 
é 1 se refiere tan sólo A los errores <le traducción en el manifies- 
to general, y no á los que puedan producirse en la Telacion de 
los demás objetos independientes d*> la carga, que d* termina el 
artículo 31 de las citadas ordenanzas; lo que es un error, señor 
Juez, puesto que el .itículo 905, dice ¡ «los errores cometidos 
en el manifiesto general ó su traducción*. En efecto, el mani- 
fiesto general comprende la caiga y el rancho. El artículo 905, 
para interpretarlo como lo quiere el apelante, ha debido decir 
(como lo expresa el artículo 31), el manifiesto general líe ta car- 
ga, y no simplemente el maniliesto general. La prueba está, 
en que el artí ulo 1000 de las mismas ordenanzas dice: «los 
efectos de rancho que se encuentren á bordo, sin pirmisu fie la 
Aduana, serán considerados como exceso en el manifiesto del 
ranchot; lo que quiere decir, que el artículo 905 comprende la 
carga y el rancho, en la palabra general empleada. Finalmente, 
señor Juez, el apelante dice que los utensilio* del buque, como 
los cabos, están exentos de maniliesto, por el artículo 33 de las 
ordenanzas. Estoes efectivamente lo que expresa dicho artículo, 
respecto (le los apaiejos ó utensilios; pero en cuanto al obran- 
te del rancho y provisiones, como son los rollos de cabos, hay 
obligación de manifestarlos, por el artículo 31, conjuntamente 
con el manifiesto de la caTga; como lo hizo el c¿pit¿in de la bar- 
ca ilt/ran Emery. 

Para terminar, debo llamar la atención de V. S. en las pala- 
bras irrespetuosas del apelante contra el señor Administrador 
de Rentas Nacionales, en el escrito do expresión de agravios 
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presentado ante V. S., para que V. S. se sirva á la vez de oon- 
liimur con costas la resolución apelada, apercibir al apelante y 
raandtir testar aquellas, para que se guarden los respetos debi- 
dos á las autoridades coustituidus por la ley . 
Será justicia, etc. 

OtroBi digo: que V. S. se lia de servir no hacer lugar 41a 
apertura á prueba de esta causa, fundándose en el artículo 1070 
de las citadas ordenanzas; y resolver sin más trámite. 

Será también justicia ete. 

/í. ti. Purera. 



rail* del Jurz Fedrrnl 

Rosario, Octubre 1* de 1894. 

Y vistos: De acuerdo con lo manifestado pnr el señbr Procu- 
rador Fiscal ú f-»ju 41 , confírmase ésta debiendo pasarse los au- 
tos á la Adminitracion de Rentas á sus efectos. Notifíquese y 
repóngase. 

G. Escalera y '¿uviria. 



VISTA DEL SESO» PUOf;UllAD»tl GENERAL 

Buenos Aires, Juntó 3 de 1895. 

Suprema Corte: 

En el manifiesto general del buque Hyraa Emtry *e expre- 
saban por el capitán, 7 rollos de cabo manila y 8 pedazos; y 
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en su traducción por el consignatario, un Tollo y 8 pedazos. 

Esta diferencia procede deán error en la traducción, toman- 
do el número 7 por 1, lo que ha sido reconocido por todos los in- 
teresados. Ese error no fué salvado en el término y forma au- 
torizado por el artículo 52 de las ordenanzas de Aduana, y diú 
por etto ocasión 4 la pena de comiso, expresamente establecida 
al efecto en el articula 905. 

La manifestación expontánea del capitán, demuestra que re- 
conoció el deber legal de Turificarla, cumpliendo lo dispuesto en 
el articulo 32 de la ordenanza, respecto á «todo bulto que ten- 
ga á su burdo, como rargamento, pacotilla, muestras, enco- 
miendas y sobrante de runcho» . 

A ello no se oponía el artículo 33, cuando excluye los apare- 
jos, se entienden los colocados, llenando su objeto, pero nunca 
los materiales que aunque adaptables á ese fin, se encontrasen 
encajonados ó enfardados en turma de mercaderías. La inclusión 
de estos en la exoneración del artículo citado, expondría á graves 
defraudaciones las rentas de las Aduanas. 

Deduzco, en consecuencia, que los rollos empezados, y los pe* 
dazos de rollos á <¡tie se refiere la inspección de foja 11, hacien- 
do parte del aparejo y utensilios del buque, han podido ser 
excluidos del manifiesto, según el artículo 33 de las orde- 
nanzas, pero quu los rollos enteros debieron ser manifestados y 
y que en la parte que no lo fueran, nun por et simple error en 
la traducción, que no exonera de pena, quedaron sujetos á la de 
comiso, según la prescripción del artículo 905. 

Por ello, pido á V. E, la confirmación de la sentencia recu- 
rrida de foja 41, con la modificación expresada, que limita el 
comiso á sólo los rollos enteros, consignados de menos, en la tra- 
ducción del manifiesto. 



Sabiniano Kier. 
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Dueños Aires, Agosto 10 de 1895. 

Vistos y considerando : Que t omo lo observa el señor Procu- 
rador General, hay razón para reputar los pedazos de cabo, á 
que esta causase refiere, como útiles del buque, dado su núme- 
ro y dimensión, según resulta también del informe do foja once, 
en cuyo cubo no ha existido el deber de manifestarlos, de confor- 
midad á lo dispuesto en el artícuJ > treinta y tres de las Orde- 
nanza de Aduana. 

Que está fuera de cuestión que por error de truduccion el con- 
signatario del buque ha manifestado Un sólo un rollo cabo roa* 
nila en vez de siete que existían en realidad, lo que da una dife- 
rencia de seis rollos enteros y hace de pertinente aplicación lo 
prescrito en los artículos cincuenta y novecientos cinco, de 
las citadas ordenanzas» 

Por esto, y de acuerdo con lo expuestu y pedido por él señor 
Procurador General, se confirma la sentencia apelada de foja 
cuarenta y una, en cuanto condena á comiso los seis rollos de 
exceso mencionados, y se refoca en lo que se refiere á los pedazos 
de cabo que se declaran libres de pena. Devuélvanse, debiendo 
reponerse los sellos ante el Inferior. 

BENJAMIN PAZ, — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO EUNGE. — JUAN E. TO- 
RREA T. 
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< AUBA CC Y 



El Dr. D, Eduardo L, Bidzu, por el Gobierno Racional* contra 
don Harlolum Moroxsmo; sobre interdicto de recobrar 

■ 

Sumario. — 1" Wque o upen un íumui-ble por razón de sub- 
locNOÍon, son «impli-s tenedores, y no puedan transferir dere- 
cIioh posesorius á un tercero, reconociéndolo como propietario 
del inmueUn. 

2 o Este ten-eio un ti * por consiguiente la acción posesoria 

de recuperar conir.i el Miblocador que tiiz » desalojar iudicial- 
nunite á a'iui'llciíi. o»i»iii*I» £«te tiene el inmueble como recibirlo 
en arriendo otra |i" sona, y cuando entre el reconocimiento 
lucho por los siililneauriij* y el desalojo de los miónos no ba 
pasado el término d>- un año. 

Caso, — Lo ex ¡ti ira - 1 

É 

mil* M Ju«i Federal 

La ñuta, Agosto ¡24 de 18!». 

T fistos i Lúa seguida por el l'od.r Ejecutivo Nacional, 
contra don B-ntolumé M^pissitm, so Iré interdicto de reco- 
brar. 
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Y multando: Primero; Que en 14 de Mayo de) que rige 
(véase foja 4), se presentó el Doctor don Eduardo L. Bidnu, en 
.epresent ación del Poder Ejecutivo Nacional, entablando con- 
tra dtin Bartolomé Morosainn, interdicto de recobrar la posesión, 
do un terreno ubicado en el partido de San Martín de esta pro- 
vincia, con una superficie de 5 cuadral y media cuadradas, lin- 
dando per el norte, con don Francisco Podestá, por el esto* **m 
térrenos del Poder Ejecutivo Nacional, por el oeste ralle por 
medio con Ramos Mejía, y por el sud con tierras del Fi*co Na- 
cional ocupadas por Badaraeo. 

Seyundo; Que el Doctor Bid.u funda su demanda en que el 
terreno descrito venta siendo ocupado desde fines de 1H91 por 
los señores Sca**o y PodestA en nombre de) Gubiernu N o iunul, 
lo cu i! colocaba á su mandante en las condiciones de los artí- 
cuius 2478 y 3481 del Código Civil, p ir.t el ejercino de hts ac- 
ciones posesoria^ y ademas en que Murogthi", mmu h man- 
datario de unos terrenos de don Francisco Podestá, Jimiirmes 
á ios que motivan el interdicto, jin*va ¡¿ndose de una sentencia 
de desalojo obtenida ant* 1 el Juzgado de Pal de San Martín, 
contra su subarrendatario José Talieh, t'iuwguió expulsar uel 
terreno ocupado por los señores Scas>o y Podestá ni penn que 
allí tenían» llevándolo presu, destruyendo el alambrado *\n>- se- 
paraba ambos terrenos y colocando tin vigilante de guardia 
para impedir la entrada á los señores Sea «so y Pude-dn, sin que 
bubiese tenido resultado la protesta formulad. i ante el Juzgado 
de Paz para imfiedir que Moro^in i continuase di-t- rilando • n 
terreno que no le pertenecía. 

Tercero: Quií el señor 8idau funda a leutás su demanda en 
que, aun el caso de que el Gobierna no times- la po>*«tuji 
anual, siempre estaría colocado en el ca*o del artículo -lili del 
Código Civil, por cuanto el d>-spiij;tiile no es poseedor anual ni 
ti i ii o sobro la cosa ningún derecho de |iOSesÍoít. 

Cuarto; Que convocada^ las partea ¡i juicio ver luí, s* rcki.ró 
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•1 q.e consta del acta de foja 14, en el que el representante del 
Fisco Nacional se limitó i reproducir su escrito «le demanda, 
agregando que el desalojo era tanto roas irjcuo» cuanto que 
decretado contra el señor Tab-da, fué epütadb contra los se- 
ñores Scasso y Podestá, ofreciendo probar con testigo los He- 
chos por él alegados; replicando el doctor J. AfMo Ferrrñra, 
par «1 demandado señor Morossino, que iiegnoi la «Éjcfed A* e*°s 
Lechos, por cuanto el terreno de cuya posesión se trata forma 
parte integrante del que es poseedor y propietario «le le hace 
muchos ; mo. el fceñor Francisco Podestá, que se compro de 19 
cuadras cuadradas y linda con los herederos de den Manuel 
Linch, nn Urrono fiscal ocupado por Uadaraco y otro ocupado 
por Bulliani, y con los terrenos de los herederos de Ramos Me- 
jfa, cuyo terreno fui arrendado por Podestá en 1887 a don ttar- 
tolomé Morossino, quien A su vez lo aub-arrendúa José Tunela 

Quinto: Que la parU le Morussino alegó además 'toe no ha- 
biendo José Tabela y C pagado los arrendamientos, fueron de- 
mandados por desalojo y cobro de arrendamientos, siendo con- 
denados á desalojar y ú pagar lo adeudado, por haber reconocido 
José Tabela su carácter de locatario de Morossino y ser deudor 
de los arrendiimientos, habiéndose cumplido esa sentencia que 
don Francisco Podestá tuvo la posesión coutíuaa de todo el te- 
rreno y que, en último caso, no so podía sostener que habla 
existido despojo, es decir, desposesion viólenla ó clandestina, 
por cuanto el lanzamiento habla tenido lugar en virtud de sen- 
tencia dictada en juicio seguido por los trámite, legales. 

Sexto: Que el apoderado del Fisco Nacional replicó que la 
acción de despojo y ta de interdicto de recobrar eran distintas, 
según el Código Civil y las leyes recopiladas, aún vigentes, aun 
cuandola desposean procediese de mandato judicial, loque pro- 
píamente no ba sucedido en este caso; contestando la parte de 
H.rossino que uo confunde ambas acciones, sitió que afirma 
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que, según el articulo 2494del Código Ciril y su concordante 
del Código de Procedimientos, en el interdicto de recobrar el ac- 
tor debe probar dos extremos, posesión y despojo, y que no hay 
desposesion clandestina cuando se ejecuta por mandato ju- 
dicial. 

Séptimo : Qu*; el doctor Bidau presentó como prueba las de- 
claraciones de don Miguel Cerrutti (fojas 20vu?lta y 21), Augus- 
to Bidot (fojas 21 vuelta y 22), Mro Weigel (fojas 23 y 24), 
Francisco Barabtno (fojas 2t y 25), Pascual Tabeta (fojas 26 y 
27), Manuel Castro (fojas 27 vuelta y 28>, Nicolás Scasso (fojas 
29 y 30) y S,mtigo Podestá (fojas 31 y 32); presentando el se- 
ñor Slorossino los documentos de fojas 16 á 19 y 32 á 40, y las 
declaraciones de los señores Enrique Barros (fojas 42 y 43), 
Aquíles Bertiller (fojas 44 y 45) y José Álbarellas (fojas 45 
vuelta á 47). Ambas partes alegaron sobre la prueba, presen- 
tando actor y demandado los escritos que coTren á fojas 54 y 83 

respectivamente. 

T considerando: Primero: Que la ouestion queda reducida a 
establecer si los señores Seasso y Podestá han poseído para el 
Fisco de la Nación el terreno deslindado por mis de un año y 
días y si han sido despojados de el violenta 6 clandestina- 
mente. 

Segundo; Que de las declaraciones de los testigos Cerrntti, 
Bidot, Weigel, Barabino, Tabela y Castro, prestadas a tenor del 
interrogatorio de foja 20, resulta plenamente probada la pose- 
sión invocada por el Poder Ejecutivo Nacional, á partir del año 
t89( , por cuanto esos testigos no han sido tachados y dan cum- 
plida raaon de su dicho, hallándose en consecuencia el actor en 
las condiciones del artículo 2481 del Código Civil. 

Tercero : Que estas declaraciones se refieren todas á un área 
determinada de terreno, separada de toda otra por medio de 
alambrados, según así lo afirman los testigos. 

Cuarto i Que el hecho del lanzamiento ocurrido el de Mar- 
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■o del corriente año, además de resultar de esas mismas decla- 
raciones, ba sido reconocido por la parte de Morossino, bien 
que sosteniendo su legalidad, por haber sido decretado judicial- 
mente. 

Quinto : Que probada la posesión por parte de los Beñorea 
S^asso y Podestá, no cabe admitir que haya eiistído orden ju- 
dicial para el desalojo del terreno, por cuanto la que invoca la 
parte de Morossino no ha sido dictada contra aquella, sino 
contra José Tabela y C'que, como mib -locatarios de Morossino, 
acii palian otro terreno diferente j dividido por medio de alam- 
brado del que motiva este interdicto. 

Sexto: Que tampoco prodría alegarse que la orden de desa- 
lojo contra José Tabela y O su hizo extensiva á Pascual Ta- 
bela, colocado eu el terreno como pe^n por los si-ñores Scasso y 
Podestá, tuda vez que no se lia probado la existencia actual de 
la razón social José Tabela y C* ni que d* ella formase parte 
Pascual Tabela, hibiendo éste, pnr el contrario, declarado á fo- 
ja 46 vuelta, que desde 1891 habla cesado toda comunidad entre 
él y José Tabela, siendo él súl<> quien ocupaba el terreno por 
sus patrones los señorea Scasso y Fodestá, 

Séptimo : Que no habiéndose sustanciado juÍ« io alguno con 
intervención del Gobierno Nacional. ni délos señores Scasso y 
Podestó, ni siquiera del pton que éstos habían puesto en el te- 
rreno, ni dictádose, en consecuencia, órden alguna contra ellos 
de desalojo ni de otro género, es evidente que la desposesion 
violenta asume el carácter de un verdadero despojo, sin qne 
pueda legalizar ese acto el haber intervenido en él la fuerza 
pública, mucho més estando probado en autos que ésta ultra- 
pasó las órdenes recibidas, que se reducían á desalojar á José 
Tabela ó José Tabela y C* del terreno que ocupaban, pero no á 
los señores Scasso y Podestá, 6 Pascas! Tabela t del que poseían 
independiente y separadamente de aquel. 

Octavo: Que aun en el casode haberse decretado por el Juez de 



Pal de San Martin la expulsión de lus señores S^asso y Podestá 
sin audiencia de éstos ni juicio prério de innnuna clase, siem- 
pre podrían pedir se les amparase eit la poción, mientras tío 
fuesen juzgados, porque según elar líenlo 2469 del Código Civil, 
cualquiera que sea la naturaleza de la posesiun, «nadie poe'ie 
turbarla arbitrariamente», sienda [ndud ible que la ley al no 
hacer distinciones, se refiere de igual uwau á lúa arbitrariedades 
de los particulares que i las de los jaece*; y *ería arbitraria 
toda órden que se propusiese menoscabar el patrimonio de cual- 
quier habitante de la Nación, sin citación ni juicio prérin, do 
conformidad con los artículos 17 y 18 de la Constitución Na- 
cional; porque la autoridad, para que deba ser acatada, ba de 
ejercitarse según tas prescripciones y dentro de la órbita fijada 
por ta ley. 

Aoteno : Que los testimonios de fojas 16 á 19 y de fojas 35 á 
36, excluidos por la parte de Morossino, sólo justifican que se 
siguió un juicio por cobro de arrendamientos oontra José Tóbe- 
la y C\ sin que de ellos resulte determinadas ni la extensión 
ni siquiera los linderos del terreno, por lo cual no contradicen 
ni pueden contradecir el hecho de la posesión probada por el 
Fisco de la Nación sobre el terreno que niotif a este interdicto; 
pndiendo aplicarse igual razonamiento á lna recibos de fojas 37 
á 39 y contrito de foja 40, que sólo probarían en último caso 
que don Santiago Rollen, invocando un poder de don Francis- 
co Podesta. euya existencia no se justifica, nrrendó á don Bar- 
tolomé Morossino una chacra en el cuartel 9> del partido de 
Florea, en i«87, sin expresar su extensión ni sus limites. 

Décimo : Que el borrador agregado 4 foja 31 y lista de nom- 
bres á foja 33, reconocida por el doctor Bidau como de su puño 
y letra, á parte de no s*r documentos que no tengan falor le- 
gal de ninguna clase, en nada destirtúan ni contradicen el he- 
cho de la posesión justificada por el Gobierno Nacional. 

Undécimo: Que los testigos Barros, Bertiller y Albarellos, 



presentados por U parto de Montesino y la subloeacion de este 
¿José Tabela y C\ sin determinación de épocas, no destruyen 
las declaraciones positivamente asertivas de la existencia de la 
posesión anual de los señores Scusso y Podestá en íiombre del 
Gobierno, prestadas por loa testigos que presentó el represen- 
tante del último; siendo de notar la poc? té que merecen sus 
dichos, puesto que Barros afirma que el terreno es de forma 
triangular» y no sabe si las cuadras son de 100 ó de 150 varas; 
Bertiller ignora la forma que tiene, asi como bu extensión, de- 
clarando en cuanto & ella como el anterior; y Atbarellos súlo 
conoce la extensión por referencia de Morosstno, declarando en 
cuanto i su forma que ccree que debe ser cuadrado» . 

Duodécimo : Que en cnanto á las declaraciones de don San- 
tiago Bolero y Santiago Devincenzi, prestadas en el juicio 
de desalojo seguido por Morossino contra José Tabela y C\ tes- 
timoniadas á fojas 18 y 19, aun prescindiendo de que no se ex- 
presa en ellr.s á qué terreno se refieren, ningún valor tienen en 
el esc n te juicio por no haber sido prestados en él con la ínter- 
- „uui n de la parte contra la cual se oponen. 

Jl : t >nalercero: Que aún en la hipótesis deque el terreno 
comprendido en el área arrendada por don Francisco Podestá á 
don Bartolomé Morossino, el hecho du la posesión anual pro- 
bado por el Gobierno de la Nación como ejercitada á nombre 
propio, y sin haber sido adquirida por la violencia, siempre le 
daría el derecho para mantenerse en ella ó recuperarla, aun 
cuando no la ejercitase de buena fé, según los artículos 2473 y 
2*78 del Código Civil, puesto que el hecho de la posesión es en 
un todo independiente del derecho de poseer (articulo 3472 del 
mismo Código). 

Décimocuarto : Que los señores Nicolás Scasso (foja 20 
vuelta) y Santiago Podestá (foja 30) declaran á tenor del inte- 
rrogatorio de foja SO, que la posesión de que se trata la ejerci- 
taron & nombre del Gobierno Nacional, sin que las tachas 
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opuestas á los mismos puedan invalidar su dicho, par no refe- 
rirse éste a los hechos que son materia Ue este juicio, es decir, 
la posesión y el despojo, sinó á una circunstancia que les es 
per sonalf sima; conduciendo do ello ¡a «¡imple observación de 
que esa misma manifestación podrían haberla hecho en cual- 
quier documento fehaciente, sin necesidad de comparecer á la 
presencia judicial. 

Décimoq tanto: Y, linalmente, que aún admitiendo que las 
tachas enunciadas invalidasen las declaraciones de los señores 
Seasso y Podes u, siempre existiría la afirmación de los señores 
Bidot (foja SI), Barahino (fojá 24) y Castro (fuja27l, lo i cuales 
contestando á la primera pregunta del interrogatorio de foja 
20, declaran eaber y constarles que aquellos tenían la posesión 
del terreno» considerándolo de propiedad del Gobierno Na- 
cional. 

Por estos fundamentos, y d acuerdo con lo preceptuado en 
el artículo 328 de la ley de Procedimientos, fallo; haciendo lu- 
gar al interdicto de recobrar deducido á foja 4 por ductor Eduar- 
do L. Bidau, en representación del Gobierno Nacional, contra 
don Bartolomé Morossíno, con costas á íste último, debiendo 
el actor ser repuesto en la posesión de que ha sido despojado; li- 
brándose las órdenes del ca>io en el día y con co-itas. Notifí- 
cese con el original, regístrese en el libro de sentencias, y re- 
pónganse las fojas. 

Mariano S. de Aurrecoeckea. 

«e I* ñmpnmmm Carie 

Dueños Aires, Agosto 10 de 1895. 

Vistos y considerando ¡ Primero: Que es un hecho no contes- 
tado y comprobado además por las constancias de autos, que 
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ti demandado Morossino subarrendó á José Tabela y C*, un 
terreno que el citado Morossino ocupaba en calidad de locatario 
originario de don Francisco Podestá. 

Segundo: Que el sublooudor, en juicio promovido ante elJoet 
de Pa* de Sun Martin, pidió contra José Tabela y C" el desa- 
lojo de la cosa arrendada j que ella le fué restituida, loque 
obturo como resultado de ese juicio. 

Tercero: Que según lo espreso Pascual Tabela, testigo pre- 
sentado p.-r el actúen su declaración de foja veinte y seis, 
la sociedad Tubela y t'ompuñía era compuesta del declarante y 
de don José Tabela en la época del contrato entre la sociedad 
j Morosa i no. 

Otario ; Que el mismo Pascual Tabela, afirmando que en 
mil ochocientos noventa y uno se disolvió la sociedad, declara 
que primero esa sociedad y, desde su disolución, él solamente, 
ocuparon la cosa de la cuestión por razón del contrato referido 
celebrado con Morossino. 

Quinto: Que tanto el citado Pascual Tabela, como don San- 
tiago Pudesta (foja treinta y una) testigo también del actor, es- 
tablecen que aquel transfirió a ésto la posesión del inmueble. 

Sexto: Que esas declaraciones que no han sido observadas 
por el demandante y que se hallan corrobaradas por el mérito 
combinado de las constancias de autos, mediante la prueba pro- 
ducida por el demandado y aun de las declaraciones de otros 
de lo* testigos presentados por el actor, demuestran no sólo que 
la ocupación del terreno hasta don Santiago Podestíl y su co- 
partícipe ó socio don Nicolás Scasso, procedía de las trasmisio- 
nes sucesivas de Morossino u José Tabula y Compañía, de este 
i Pascual T.iWla, uno de los sócios, y del último á don Santia- 
go Podestá y dun Nicolás Scasso, sinÓ también, que esos ac- 
tos se referían al inmuubly que hace la materia del presento 
juicio. 

Séptimo : Qne Morossino jamás poseyó la cosa á nombre pro- 



OK JUSTICIA HACIOHAL «V 

pío, sino en calidad de arrendatario y que es en esas condicio- 
nes qne hUo la sublocacion, teniendo así la posesión, do los 
meros tenedores, sinó la persona A cuyo nombre poseían (artí- 
culos dos mil trescientos cincuenta y uno y dos mil trescieitos 
cincuenta y dos del Código Civil). 

Octavo : Que según lo expresa el actor en su escrito de foja 
cineueuta y cuatro, es recien en Abril de mii ochocientos no- 
venta y dos, que don Santiago Podestá lo hiao saber que, con 
Scassoeran poseedores del terreno y le manifestó que no tenían 
inconveniente en reconocer expresamente la propiedad del Fis- 
co Nacional, siempre que se lesabouase \m mejoras que habían 
hecho, y se les arrendase la cosa por algún tiempo; celebrán- 
dose después, y en consecuencia, un convenio en que los refe- 
ridos Scasso y Podestá realizaron dicho reconocimiento y cedie- 
ron en favor de la Nación los derechos que tuviesen á la pose- 
sión del inmueble (fojas sesenta y dos a sesenta y tres). 

Noveno: Que esa exposición y los demás antecedentes consi- 
derados no dejan lugar á duda, de que don Santiago Podestá y 
don Nicolás Scasso nunca han tenido la p-isesion del terreno en 
el sentido legal, desde que, antes y después del convenio cun el 
representante de los intereses fiscales, no habían ocupado la 
cosa con la intención de someterla al ejercicio de un derecho de 
propiedad, como para surtir aquel efecto lo requieren los artí- 
culos dos mil trescientos cincuenta y uno y dos mil trescientos 
cincuenta y dos ya citados del Código Civil, sinó á nombre de 
terceros para quienes poseían. 

bécimo : Que, por consiguiente, Bonaso y Podestá, al recono- 
cer el dominio de la Nación sobre el terreno y cederle los dere- 
chos que tuvieren á la posesión del mismo no le transfirieron 
derecbo alguno posesorio, porque ellos no lo tenían (artíoulos 
tres mil doscientos sesenta, Código Civil). 

Undécimo : Que antes del convenio mencionado, Scasso y 
Podestá, supuesto el hecho de la ocupaoion, no ocuparon la co- 
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sa á nombre rea el interés de la Nación, de manera que no ha- 
biendo obrado como gestores oficiosos de ésta» no puede invocar- 
ía en favor de la acción intentada la disposición del artículo 
dos mil trescientos noventa y ocho, como lo hace el deman- 
dante. 

Duodécimo: Que así y aun en el caso más favorable para el 
demandante, ó sea, admitiendo que el convenio con Soasso y 
Fodestá, fuese eficaz para dar á la Nación la posesión pública 
de una cosa que ellos ocupaban como meros tenedores, esa pose- 
sión que partiría de un hecho posterior al veinte y dos de Abril 
de mil ochocientos noventa y dos (carta de foja treinta y cuatro, 
ei posición de foja sesenta y tres), no habría alcanzado ¿ ser 
anual hasta el nueve de Marzo de mil ochocientos noventa y 
tres, en que se produjo el acto judicial del lanzamiento que ha 
motivado el presente juicio. 

Décimotercero : Que desde que Morossino, en el juicio ante 
el Juez de Paz de San Martin contra José Tabela y Compañía, 
hacía valer un contrato de arrendamiento celebrado con éstos y 
obra en los presentes autos, defendiendo la posesión de don 
Ffancisco Podestá, de quien hubo la cosa en locación, no pue- 
de pretenderse que la Nación se halle en el caso de excepción 
prevista por el artículo dos mil cuatro cientos sesenta y siete 
del Código Civil, puesto que está averiguado que el citado don 
Francisco Podesti tenía una posesión mucho más que anual. 

Décimocuarto : Que la prueba testimonial producida por el 
demandante sobre la ocupación del inmueble por Soasso y Po- 
desti, en cuanto algunos de los testigos la hacen derivar de 
contrato con el Gobierno Naoional, está completamente desauto- 
risada por la exposición de hechos del mismo actor, cuando s» 
refieren 4 ocupación anterior i los últimos días del mes de Abril 
de mil ochocientos noventa y dos. 

Décimo quinto: Que verificado el desalojo del terreno por pe- 
pedido de Morossino y por mandato judicial y no pudiendo el 
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actor hacer valer una posesión anual, la acción posesoria de re- 
cobrar deducida pata producir efecto contra nn poseedor 
anual, no puede prosperar (artículos dos mil cuatrocientos se- 
scntay tres y dos mil cuatrocientos sesenta y siete. Código 

Civil). , , . . 

Por estos fundamentos: se re roca la sentencia apelada ae 
foja noventa y siete, absolviéndose al demandado de la deman- 
da interpuesta, debiendo ser aquel restituido á la posesión de 
los terreóos en litigio. Nottfíquese con el original y devuél- 
vanse, reponiéndose los sellos. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V* VAM5LÍ. — 
ABEL BAIA». — OCTAVIO BVHCC. — 
10 Alt E. TORREKT. 
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